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1. 
1
144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone que no se enumere a los tratados internacionales, sino que sólo se haga una referencia general, que obviamente incluiría a los ya existentes y a los que en el futuro se celebren.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



2. 
1
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que no se citen los tratados o acuerdos en materia de derechos humanos, porque la garantías individuales que consagra y reconoce nuestra Carta Magna comprenden a los derechos humanos universales; aunado a que, en términos del artículo 133 constitucional, tales instrumentos forman parte de nuestro derecho interno.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



3. 
1
162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone se elimine la enumeración casuista de los Tratados en el artículo 1, para quedar como sigue:

Artículo 1.-  El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos reconocidos por las normas jurídicas aplicables.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



4. 
1
164
2131
(Mntro. Gudiño)

Considera impreciso el que se limite a cinco tratados la protección de los derechos humanos, en razón de que el derecho es cambiante y en materia de tratados surgirán otros más con posterioridad.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



5. 
1
121
1545
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE QUE EN EL TEXTO DEL ARTÍCULO 1 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO SE SUPRIMA LA ENUMERACIÓN DE LOS CONVENIOS Y TRATADOS QUE ACTUALMENTE CONTIENE, PORQUE NO CONTEMPLA LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO CELEBRADO POR MÉXICO.



6. 
1
133
1699
(MNTRO. GONGORA)

LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN EXCLUIRSE DEL TEXTO, YA QUE ESTÁN IMPLÍCITAMENTE CONTENIDOS EN LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES.



7. 
1
137
1787
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE ADICIONAR EL ARTÍCULO 1 PARA QUEDAR: “ARTÍCULO 1.- EL JUICIO DE AMPARO TIENE POR OBJETO RESOLVER TODA CONTROVERSIA QUE SE SUSCITE POR NORMAS GENERALES O ACTOS DE AUTORIDAD QUE VIOLEN LAS GARANTÍAS QUE CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LOS DERECHOS HUMANOS QUE PROTEGEN LOS TRATADOS INTERNACIONALES GENERALES EN LA MATERIA, A SABER: LA DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS; EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS; EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES; LA DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE Y LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS; ASÍ COMO LOS TRATADOS INTERNACIONALES QUE EN LO SUCESIVO FUEREN SANCIONADOS EN LOS TÉRMINOS DE LEY, POR EL GOBIERNO MEXICANO.”



8. 
1
138
1795
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE MODIFICAR PARA QUEDAR: “ARTÍCULO 1.- EL JUICIO DE AMPARO TIENE POR OBJETO RESOLVER TODA CONTROVERSIA QUE SE SUSCITE POR NORMAS GENERALES O ACTOS DE AUTORIDAD QUE VIOLEN LAS GARANTÍAS QUE CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LOS DERECHOS HUMANOS QUE PROTEGEN LOS TRATADOS INTERNACIONALES CELEBRADOS O QUE SE CELEBREN EN OS TÉRMINOS DISPUESTOS EN EL ARTÍCULO 133, DE LA LEY FUNDAMENTAL.”



9. 
1
139
1823
(MNTRO. GONGORA)

RESULTAN INNECESARIOS LOS TÉRMINOS DERECHOS HUMANOS Y LA PRECISIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES Y SE MODIFICA EL CONCEPTO DE INTERÉS JURÍDICO; COMO SE PROPONE CREARÁ REZAGOS Y NECESIDAD DE MÁS ÓRGANOS.



10. 
1
224
3253
(Mntro. Silva)

TEMA: Amparo por violación a derechos contenidos en tratados internacionales; fórmula general y no casuística 

Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia.

- Apariencia del buen derecho e interés social en la suspensión en materia penal 

“…la suspensión se decretará en todas las materias, debiéndose ponderar para ello la apariencia del buen derecho con el interés social y que no se contravengan disposiciones de orden público… Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.”

- No procede suspensión provisional por delitos graves: 

“…dotándose al juzgador con la facultad de examinar y determinar ‘…de acuerdo a las circunstancias del caso…’ si concede la suspensión definitiva, aún cuando se trate de la imputación de un delito considerado como grave por la ley…”

· Declaración de inconstitucional e interpretación conforme



11. 
1
193
2714
(Mntra. Sánchez)

El texto del precepto no debe restringirse a los  tratados que cita, sino que debe ajustarse a la redacción que da la propuesta de reformas al artículo 103 constitucional, en  que se señala que las controversias que deben resolver los Tribunales de la Federación son las que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales  generales en la materia 

Se comparte la propuesta, toda vez que es oportuno no restringir el presupuesto de procedencia del juicio de amparo en razón de los posibles tratados internacionales que, con posterioridad,  llegara a firmar México, los cuales quedarían excluidos de aprobarse el texto propuesto en el proyecto, con los consecuentes problemas que deberían abordarse en jurisprudencia o bien en una nueva reforma a la Ley de Amparo. 



12. 
1
196
2749
(Mntra. Sánchez)

DE ACUERDO A SU CONTENIDO EL ASPECTO DE NORMAS GENERALES ABARCA INCLUSO A LOS TRATADOS INTERNACIONALES.



13. 
1
197
2929
(Mntra. Sánchez)

SE PUEDEN CREAR PROBLEMAS AL CONTEMPLAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS.



14. 
1
6
79
(Mntro. Aguinaco)

Se enreda el juicio de amparo y se convierte a los Jueces de amparo en aquéllos de derechos humanos al equiparar los derechos establecidos en un Tratado con los establecidos en la Constitución.



15. 
1
8
167
(Mntro. Aguinaco)

Se propone para quedar así:  “El juicio de amparo tiene por objeto resolver las controversias que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías o derechos humanos que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o que son reconocidos o protegidos por los tratados y convenios internacionales.”



16. 
1
10
201
(Mntro. Aguinaco)

Se propone que tanto en el artículo 103 constitucional, como en el artículo 1° de la Ley de Amparo, se conserve la procedencia del “amparo competencia”, esto es, cuando haya invasión competencial de la Federación a entidades federativas o invasión competencial por alguna entidad federativa a la esfera de competencia de la Federación.

No existe innovación alguna, actualmente procede el amparo si no se acata una disposición de un tratado que consigne un derecho humano, por violación a la garantía de legalidad prevista por los artículos 14 y 16 constitucionales.

Se restringe la protección a los derechos humanos consagrados en tratados internacionales generales, cuando pueden ser generales, multilaterales, bilateral, además, se considera indebidamente como tratados internacionales a dos Declaraciones y se omite citar importantes tratados internacionales que consagran derechos humanos.



17. 
1
11
227
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia planteada por el quejoso, en la que alegue que actos de autoridad violan en su perjuicio las garantías individuales que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o los derechos humanos que protegen los tratados internacionales, celebrados por el Presidente de la República con aprobación del Senado.” 



18. 
1
17
321
(Mntro. Aguinaco)

Se propone eliminar la enumeración de los tratados para evitar que la ley no comprenda a los que con posterioridad se celebren y que se requiera una reforma legislativa para adaptar su contenido.



19. 
1
18
341
(Mntro. Aguinaco)

Este precepto debe ser más explícito en cuanto a los actos de autoridad que violen derechos humanos, pues como está redactado propiciaría abusos en el ejercicio de la acción constitucional.



20. 
1
24
445
(Mntro. Aguinaco)

Proteger los derechos humanos a través del juicio de amparo resulta inadecuado pues las garantías individuales ya comprenden esa protección, pudiendo el artículo referirse a las garantías y derechos humanos, proponiendo la adición a la Constitución aquellos derechos previstos en los tratados y que no contemple aquélla.



21. 
1
26
461
(Mntro. Aguirre)

Añadir que además de los tratados internacionales también sean motivo de la tutela del juicio de amparo los derechos humanos establecidos en las leyes de nuestro país. 

Que una vez enumerados  los tratados internacionales en los que México es signatario, se agregue “así como de todos aquellos que en lo futuro satisfagan los requisitos a que alude el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”



22. 
1
36
644
(Mntro. Aguirre)

Añadir al artículo 1° “La Convención Internacional de los Derechos del Niño de 1999”. 

Conservar el amparo de soberanía que actualmente contemplan las fracciones II y III del artículo 1°, facultando además a los representantes de la Federación y de los Estados para ejercitar la acción de amparo correspondiente.



23. 
1
168
2182
(Mntro. Ortíz)

En lugar de hablar de actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución, se diga los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución; además se agregue “así como los demás tratados internacionales que en materia de derechos humanos sean ratificados por el Estado mexicano.”



24. 
1
171
2246
(Mntro. Ortíz)

En protección de los derechos humanos, se comprendan, además de los tratados internacionales relacionados, los que lleguen a celebrarse a futuro sobre la misma materia.



25. 
1
175
2314
(Mntro. Ortíz)

Articulo. 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las cuales también se comprenden los derechos humanos protegidos en los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y la Convención Americana sobre los Derechos Humanos.      



26. 
1
177
2475
(Mntro. Ortíz)

Modificar y debe quedar de la siguiente manera: “Articulo 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 



27. 
1
181
2523
(Mntro. Ortíz)

Texto: “El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.  



28. 
1
184
2569
(Mntro. Ortíz)

Agregar a tratados internacionales generales en la materia, “celebrados en términos del artículo 133 de la constitución”.  



29. 
1
76
1064
(Mntro. Castro)

Se sugiere que el copulativo “y” debe sustituirse por la disyuntiva “o”

Por otra parte se estima que los derechos emanados de los tratados a que se hace mención en el artículo que se analiza ya pueden considerarse protegidos a través del control de legalidad que se ejerce por el amparo en la protección del artículo 14 constitucional, por lo tanto se propone eliminarlo del texto.



30. 
1
95
1294
(Mntro. Castro)

Estimamos un tanto equívoco el limitar la protección federal contra actos violatorios de los tratados internaciones ahí plasmados, porque dentro del ámbito de vigencia de la ley se podrían suscribir algunos otros nuevos tratados, que quedarían excluidos al interpretar dicho artículo a contrario sensu además no debe pasar desapercibido que de acuerdo con nuestro sistema jurídico la constitución y los tratados internacionales celebrados por México serán la Ley Suprema, lo cual, se encuentra protegido precisamente por la ley de la materia, por lo que se considera debería quedar el artículo en comento resumido a la protección del individuo contra actos violatorios de las garantías constitucionales y de los tratados internacionales.



31. 
2
197
2931
(Mntra. Sánchez)

LA APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DERECHO NO SE AJUSTA A LA DIVERSIDAD DE MATERIAS EN LAS CUALES LA PROPIA CONSTITUCIÓN NO ADMITE SU APLICACIÓN.



32. 
2
11
230
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 2°. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta Ley. A falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo disposición en contrario y, en su defecto, los principios generales del derecho.” 



33. 
2
171
2247
(Mntro. Ortíz)

El Código Federal de Procedimientos Civiles deberá ser aplicable a falta de regulación expresa de la Ley de Amparo, en todo aquello que no se le oponga.
En este mismo precepto debe quedar establecido que cuando el mismo se intente contra actos de autoridad administrativa, la interpretación  y aplicación de sus normas deberá hacerse en caso de duda a favor de la quejosa.



34. 
3
19
360
(Mntro. Aguinaco)

Se propone hacer un agregado al artículo 3 del proyecto de Ley de Amparo para quedar de la siguiente manera:  

“Artículo 3. En el juicio de amparo las promociones deberán hacerse por escrito y con respeto a las partes y funcionarios a quienes están dirigidas.  Podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notrificaciones y comparecencias autorizadas por la ley.”

“Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo, no causarán contribución alguna.”



35. 
3
131
1673
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE PRESTA A ABUSO DE LITIGANTES, EL QUE PUEDAN HACERSE PROMOCIONES EN LAS NOTIFICACIONES O COMPARECENCIAS.



36. 
3
63
855
(Mntro. Azuela)

Se propone añadir en la primera parte del  artículo que las promociones deben ser firmadas por la parte a que correspondan, para que surtan sus efectos legales. Se considera inatendible la propuesta, por que es de explorado derecho que un escrito sin firma a nadie obliga y por  tanto, una promoción sólo surte efectos si se encuentra firmada.

Por otra parte se propone suprimir la posibilidad de que se hagan promociones orales en las notificaciones, atendiendo a los requisitos que deben reunir determinado tipo de promociones y al término en que estas deben acordarse. Se estima atendible dicha propuesta.


37. 
3
196
2750
(Mntra. Sánchez)

PRECISAR LA EXCEPCIÓN EN LAS COMPARECENCIAS ANTE EL JUEZ DE DISTRITO EN LAS CUALES NO SON NECESARIAS LAS FORMALIDADES QUE GENERALMENTE EXIGE LA LEY



38. 
3
197
2931
(Mntra. Sánchez)

SE DEBE INCLUIR AL PROYECTO DE LEY UNA PRECISIÓN RESPECTO A LAS PROMOCIONES QUE POR COMPARECENCIA PUEDEN REALIZARSE Y AJUSTARLAS A LO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 117 DE LA LEY EN VIGOR.



39. 
3
210
3087
(Mntra. Sánchez)

Se propone, para unificar criterios y darle un tratamiento igual a la nulidad de actuaciones, cuando se violen las formalidades esenciales del juicio de amparo, tanto directo como indirecto, a fin de que no haya un procedimiento irregular y un estado de indefensión para las partes; adicionar un art. 3° Bis, que establece que serán nulas las actuaciones cuando no se observen las formalidades esenciales que prevé la ley, que son: a) Violaciones que trasciendan al resultado del fallo, b) la celebración de la audiencia sin la presencia del juez o persona que deba sustituirlo, c) por considerar una diligencia nula, d) cuando la actuación judicial carezca de la firma del juez o secretario, y e) alguna de las partes quede en manifiesto estado de indefensión en materia de ofrecimiento y desahogo de pruebas.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues para ello está el recurso de revisión (art. 91 fr. II), y lo dispuesto en el  58 del C.F.P.C..



40. 
3
6
79
(Mntro. Aguinaco)

Las promociones hechas en las notificaciones podrán resultar vagas e imprecisas en cuanto a posibilidades y contenido.



41. 
3
8


168
(Mntro. Aguinaco)

Se propone tomar en consideración que, la gratuidad del servicio, cuando está de por medio una autoridad municipal, no está exenta de dudas.



42. 
3
171
2247
(Mntro. Ortíz)

Podría preverse que las promociones se hicieran por escrito o por cualquier otro medio admitido y fehaciente, tal como el fax o el correo electrónico. 



43. 
3
174
2310
(Mntro. Ortíz)

Se propone que las copias certificadas que se expidan a las partes para la substanciación del juicio de amparo, servicio de correos y telégrafos por parte de las autoridades responsables, no causaran contribución alguna.


44. 
3
84
1164
(Mntro. Castro)

Se sugiere incluir la mención consistente  en que el juicio de garantías se tramitará en español y que en caso de presentarse algún documento en idioma diverso deberá adjuntarse al mismo su traducción literal, haciéndose la mención de tal circunstancia por el promovente. Asimismo se estima que la alusión que en dicho precepto se realiza respecto de la expedición de copias certificadas debía constar en un artículo diverso en el que se especifique que las copias certificadas que se expidan para la sustanciación del juicio de amparo, no causarán contribución alguna, pero su costo será sufragado por el solicitante, circunstancia que no implica la existencia de contribución o gratificación alguna a favor del Poder Judicial de la Federación.



45. 
4
144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone que la prueba de la afectación a la esfera jurídica del gobernado siga siendo, como hasta ahora, factible de acreditarse en la audiencia constitucional, y no constituya un requisito de procedibilidad del amparo.

Opinión: Si la propuesta parte de una interpretación correcta de la fracción I del artículo 4, entonces sí es acertada. Si, en cambio, tienen como supuesto una interpretación que no es la que debe dársele, sería conveniente modificar la redacción, a efecto de no dar pie a confusiones.



46. 
4
145
1897
(Mntro. Gudiño)

Propone el siguiente texto del artículo 4:

Artículo 4.  Son partes en el juicio de amparo:

I. El agraviado o quejoso.

II. La autoridad o autoridades responsables.

III. El tercero o terceros perjudicados. Pudiendo intervenir con ese carácter:

a) La contraparte del agraviado o quejoso, cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia, o las partes en el mismo juicio, cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento.

b) El ofendido o la persona que conforme a la ley  tenga derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal.

c) La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto reclamado contra el que se puede amparar.

IV. El Ministerio Público Local que haya intervenido en el proceso penal del cual derive el acto reclamado.

V. El Ministerio Público Federal de la adscripción, solamente para vigilar y procurar la pronta y expedita administración de justicia, no estando facultado para interponer los recursos que establezca la ley.

Opinión: No se comparte la propuesta.



47. 
4
152
1957
(Mntro. Gudiño)

Propone definir en forma más exacta lo que debe entenderse por interés legítimo, para facilitar la identificación de su existencia en quien pretende ejercitar la acción de amparo, en la fracción I.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



48. 
4
153
1963
(Mntro. Gudiño)

Propone que no se señale como requisito para definir a la parte quejosa en el juicio de amparo el que el acto impugnado sea inconstitucional. Para tal efecto, propone el siguiente texto de la fracción I del artículo 4:

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo que pretende defender por considerar que el acto reclamado viola en su perjuicio las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y que con ello se afecta su esfera jurídica…
Opinión: Se considera acertada la propuesta.



49. 
4
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone la siguiente redacción de la fracción I del artículo 4:

El quejoso es la persona que resiente la afectación directa a un derecho reconocido por el orden jurídico, o cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica del agraviado derivada del propio orden jurídico.

Opinión: Se considera acertada la propuesta, en cuanto hace patente la necesidad de redactar con mayor claridad ese precepto.



50. 
4
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que el concepto de autoridad responsable siga siendo el que actualmente establece el artículo 11 de la Ley de Amparo o que, a lo sumo, se adicione un párrafo que comprenda a los organismos descentralizados, en la fracción II.

Opinión: No se comparte la propuesta.



51. 
4
162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone se modifique la redacción de las fracciones I y IV del artículo 4, para quedar como sigue:

Artículo 4.  Son partes en el juicio de amparo:

I.  El quejoso.

…

IV. El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales; cuando figuren como partes menores o incapaces; o cuando así lo estime el órgano jurisdiccional de amparo, en los casos en que conviene su intervención como moderador del interés público.
Opinión: No se comparte la propuesta.



52. 
4
122
1549
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE QUE SE PRECISE SI ES O NO LO MISMO EL INTERÉS LEGÍTIMO Y EL INTERÉS JURÍDICO Y QUE EN CASO DE SER DISTINTOS SE AGREGUE UN PÁRRAFO PREVIO AL ARTÍCULO 4 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO SOBRE QUÉ DEBE ENTENDERSE POR INTERÉS LEGÍTIMO EN LOS TÉRMINOS PRECISADOS POR LA COMISIÓN EN EL QUINTO PUNTO DE LA INTRODUCCIÓN AL PROYECTO DE DICHA LEY.



53. 
4
131
1673
(MNTRO. GONGORA)

QUE NO SE PRECISA A QUÉ ETAPA DEL JUICIO PENAL SE REFIERE, POR LO QUE SE PUEDE INCLUIR LA FASE DE AVERIGUACIÓN PREVIA.



54. 
4
134
1712
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE ELIMINEN LOS TÉRMINOS LIMITATIVOS DE LOS CASOS EN QUE EL OFENDIDO PUEDE CONSIDERARSE TERCERO INTERESADO.

REDACCIÓN PROPUESTA:

“ART. 4º- …

III.- …

C).- EL OFENDIDO O QUIEN TENGA DERECHO A LA REPARACIÓN DEL DAÑO O A RECLAMAR LA RESPONSABILIDAD CIVIL;

D).- EL INDICIADO O PROCESADO CUANDO EL ACTO RECLAMADO SEA LA RESOLUCIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL DICTADO POR EL MINISTERIO PÚBLICO O LA QUE LO TENGA POR DESISTIDO DE LA MISMA.”



55. 
4
138
1803
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE ADICIONAR UNA FRACCIÓN V, EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: “V.- LA COMISIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS O LAS COMISIONES ESTATALES Y DE DERECHOS HUMANOS, EN LOS JUICIOS DE AMPARO CONTRA NORMAS GENERALES O ACTOS DE AUTORIDAD QUE SE ESTIMEN VIOLATORIOS DE DERECHOS HUMANOS CONSAGRADOS EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1 DE ESTA LEY.”



56. 
4
67
929
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de modifiacr la fracción tercera del artículo, puesto que la participación en el juicio como tercero interesado de la persona que tenga interés en que subsista el acto reclamado, la prevé el inciso a) de la fracción III del citado artículo.



57. 
4
69
954
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta, ya que el artículo de que se trata sí precisa quiénes son partes en el juicio de amparo y se abandona la denominación de “tercero perjudicado”, adoptándose la de “Tercero interesado”.



58. 
4
221
3227
(Mntro. Silva)

Se propone establecer en el texto del artículo en comento qué es lo que debe entenderse por interés jurídico. 



59. 
4
226
3296
(Mntro. Silva)

TEMA: Representación legal de todas las partes en el juicio de amparo 

Propuesta: El juicio de amparo únicamente puede promoverse conforme a las siguientes disposiciones: 

I. Sólo puede promoverse por la persona o personas, física o moral privada a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame;

II. El Juicio de amparo únicamente podrá promoverse a través de un representante legal certificado para litigar ante el Poder Judicial de la Federación, por un defensor público o asesor jurídico conforme a lo estipulado por la Ley de la Defensoría Pública del Fuero Federal;

III. Si el agraviado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público o asesor jurídico según sea el caso.



60. 
4
233
3377
(Mntro. Silva)

Fracción III

TEMA: Desaparición de la figura del Ministerio Público Federal

EL ofendido debe ser parte en el juicio 



61. 
4
197
2932
(Mntra. Sánchez)

EN LA FRACCIÓN I SE APOYA A LA REFORMA QUE INCORPORA EL CONCEPTO DE “INTERÉS LEGÍTIMO” POR SER MÁS PRECISO Y ABANDONAR EL ANTERIOR “INTERÉS JURÍDICO”. EN LA FRACCIÓN II SE APOYA LA INCLUSION DEL SIGNIFICADO DE ACTO DE AUTORIDAD EL CUAL CONCUERDA CON CRITERIOS JURISPRUDENCIALES. EN LA FRACCIÓN III, INCISO E), EN RELACIÓN CON LA IV, SE HACE UNA OBSERVACIÓN RESPECTO A QUE SE RECONOCE AL MINISTERIO PÚBLICO COMO PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO CUANDO ÉSTE SE DERIVE DE UN PROCEDIMIENTO PENAL, CUANDO ÉL SEA AUTORIDAD Y CUANDO SE RECLAMEN NORMAS GENERALES.



62. 
4
208
3075
(Mntra. Sánchez)

Se propone un cambio en la redacción del art. 4º., frac. II, para quedar como sigue: “La autoridad responsable, teniendo tal carácter los órganos del Estado, los de la administración pública desconcentrada, descentralizada o autónomos, los arbitros y arbitradores en los casos de tribunales de arbitraje que deciden controversias entre particulares en virtud de las cláusulas compromisorias o compromisos arbitrales, así como los amigables componedores y las personas físicas o morales que por circunstancias legales puedan actuar unilateralmente sobre la voluntad del particular, cuyas entidades ordenan, ejecutan, tratan de ejecutar o emiten en forma unilateral y obligatoria el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas”.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues no obstante que es más breve y concisa la redacción del art. 4º., frac. II, del Proyecto de la nueva Ley de Amparo, la misma es suficiente para que la autoridad responsable quede definida como parte en el juicio de amparo.



63. 
4
6
79
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I.

Sería mejor aludir a un interés jurídicamente protegido.

No debe precisarse sobre derechos subjetivos. Sería mejor dejarlo a la fijación casuista de la jurisprudencia.



64. 
4
6
80
(Mntro. Aguinaco)

Fracciones II y III

Bastaría hablar de afectar unilateralmente los derechos y obligaciones de una persona y precisar casuísticamente según las situaciones concretas, tomando en cuenta, además la existencia de la flexibilidad de la jurisprudencia.



65. 
4
6
80
(Mntro. Aguinaco)

Fracciones III, inciso b)

Se omite considerar a la persona extraña al juicio que, sin haber gestionado el acto, tenga un interés afín al quejoso, se afecte negativamente si prospera la pretensión de la parte contraria.



66. 
4
11
234
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 4°, Fracción I:  El quejoso, quien aduce que el acto reclamado viola en su perjuicio las garantías o los derechos previstos en el artículo primero de esta ley;”

Fracción II

Se propone el texto: “Artículo 4°, Fracción II: La autoridad responsable, teniendo tal carácter el órgano del Estado o de la Administración Pública Paraestatal, de hecho o de derecho, a quien el quejoso le atribuye el acto o la omisión reclamada;” o 

“II. La autoridad responsable teniendo tal carácter la que dictó, ordenó, ejecutó, esté ejecutando o trate de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; o la que emitió el acto que debió crear, modificar o extinguir esas situaciones jurídicas.”

Fracción III, incisos c) y d)

Se propone el texto: “c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad, siempre que hubiese intervenido en tal juicio;

d) El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal;”



67. 
4
103
1401
(Mntro. Díaz)

Propone suprimir la tutela del interés legítimo e incorporarlo sólo a la constitución, sugiere que los particulares eleven sus demandas a las autoridades administrativas que tienen elementos para resolver fundada y motivadamente sobre éstas y hasta entonces acudir al amparo. Por último, considera que debe preservarse el principio de relatividad de las sentencias.

OPINIÓN: No considero pertinente que sólo se incorpore a la constitución la tutela del interés legítimo porque de acuerdo con la Jurisprudencia Plenaria 74/99, no está permitido el control difuso de la Carta Magna.  En cuanto a conservar la relatividad de las sentencias me parece correcta la propuesta porque este principio es el que ha dado hasta ahora efectividad y respeto al amparo; también es acertado que previo a pedir amparo exista un pronunciamiento de la autoridad que legitime a quien acuda a juicio. 



68. 
4
113
1472
(Mntro. Díaz)

Se sugiere separar del artículo 4°, fracción II, los conceptos de autoridad responsable y acto reclamado, para que un dispositivo precise con exactitud lo que debe entenderse por acto reclamado, haciendo referencia a la conducta autoritaria positiva, negativa u omisiva, imputable por el quejoso a un órgano de la administración pública que afecta en forma directa a su esfera jurídica y que trascienda en una violación de garantías constitucionales o de los derechos humanos; que otro precepto legal se ocupe exclusivamente del concepto de autoridad responsable, refiriéndose a aquel órgano estatal, ya del sector público centralizado o del ámbito paraestatal, que de facto o de jure, se le atribuye el acto que reclama el quejoso.

OPINIÓN: Para mayor claridad y precisión es viable la modificación que se propone.



69. 
4
26
462
(Mntro. Aguirre)

Fracción III, inciso b)

Que se elimine el  vocablo “juicio”  por ser reiterativo de  controversia de “orden judicial”.

Eliminar la palabra  “agrario” porque es de naturaleza administrativa y ya está incluida.



70. 
4
36
644
(Mntro. Aguirre)

Que en el artículo 4° fracción I, resulta innecesaria la frase “se afecta su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.” 

fracción II 

Definir como autoridad a los Organismos Públicos Descentralizados.



71. 
4
168
2183
(Mntro. Ortíz)

En su fracción I debe precisarse el concepto interés legítimo para efectos del juicio de amparo. Parece obscuro el precepto cuando habla de afectación de la esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Debe aclararse el concepto de propia situación.

En su fracción II agregar: "El titular del órgano del Estado perteneciente a cualquiera de los Poderes de la Unión y niveles de gobierno, aun tratándose de organismos centralizados, descentralizados, desconcentrados o autónomos, o cualquiera que preste un servicio público, siempre que “dicte, ordene, ejecute...”

En su fracción III, inciso d), modificar el texto para que diga: “El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea la determinación de no ejercicio de la acción penal o el acuerdo o resolución que recaiga al desistimiento de la acción penal.”

En su fracción IV no debe darse participación al Ministerio Público Federal en juicios de amparo contra normas generales pues en la practica se observa que es casi nula su aportación a este tipo de juicios y los intereses de la sociedad pueden ser mejor protegidos por el juzgador.



72. 
4
181
2525
(Mntro. Ortíz)

Texto: “I. El quejoso, titular de un interés jurídico. II La autoridad o autoridades responsables. son aquellas quienes dictan, promulgan, refrendan, publican, ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma obligatoria; u omiten el cumplimiento de una obligación constitucional”. III. --- IV.---.



73. 
4
73
999
(Mntro. Castro)

I.  Definir claramente el concepto de interés legítimo, considerando claramente que tendrá interes a quien se le afecte directamente en su esfera jurídica, para evitar una carga excesiva de trabajo que sería imposible atender.

II.  Que se defina con precisión los requisitos mínimos para las autoridades responsables, atendiendo a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

III.  Ampliar la calidad de tercero extraño, tratándose de procedimientos judiciales, además de la contraparte, a todo aquel que resienta en su perjuicio un daño, como ejemplo se señala al adjudicatario de un bien en un remate judicial.

IV.  Considerar al Ministerio Público como parte en los casos que se reclamen actos derivados de juicios civiles  en los cuales se afecten intereses de incapaces y menores de edad.



74. 
4
77
1088
(Mntro. Castro)

I.  Se propone lo siguiente:

Artículo 4. ......................................................................................

I.  
...........................................................................tratándose de

actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa. Sin embargo, en los casos de amparos directos interpuestos por núcleos de población, ejidatarios o comuneros, contra actos que puedan tener por efecto el que se les prive de sus derechos agrarios o de las tierras o aguas que les pertenezcan, bastará que se promueva por dichas entidades o individuos, por conducto de los órganos que los representen o de quienes lo promuevan en representación sustituta.



75. 
4
84
1167
(Mntro. Castro)

 “Artículo 4.  Son partes en el juicio de amparo:

1.  El quejoso, titular de un derecho o de un interes legítimo siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá tener un interes jurídico, entendiéndose como tal la titularidad de un derecho sustantivo que se afecte de manera personal y directa.”
III.  Debe considerarse como tercero interesado a la víctima o al ofendido por la comisión del acto delictuoso, pues es a este a quien en todo caso perjudica la resolución por la que se determina el no ejercicio de la acción penal o el desistimiento de dicha acción.



76. 
4
95
1294
(Mntro. Castro)

Se está de acuerdo con el comentario de Burgoa en el sentido de que el artículo 4, fracción III inciso b), última parte, le falta agregarse al tercero, a aquél que tenga interés jurídico contrario al tercero, porque el proyecto se limita a establecer que será tercero interesado y tenga interés contrario al quejoso, debiendo agregarse la palabra jurídico para el efecto de no quedar ambigua la idea.



77. 
5
131
1674
(MNTRO. GONGORA)

QUE PERMITIR PROMOVER EL AMPARO DE ORDEN PENAL POR CONDUCTO DE CUALQUIER PERSONA, PUEDE AFECTAR AL QUEJOSO, POR IGNORANCIA DEL PROMOVENTE.



78. 
5
215
3153
(Mntro. Silva)

TEMA: Defectuoso tratamiento a la situación de los terceros de buena fe que son afectados con la ejecución de una sentencia de amparo

PROPUESTA:  Artículo 5°. … III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter: … f) Las personas que hayan adquirido algún derecho real sobre el bien que sea materia del juicio de amparo.



79. 
5
207
3067
(Mntra. Sánchez)

Se propone una adición al art. 5, en los siguientes términos: “Artículo 5. El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien agravie la norma general o el acto reclamados. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal, por su apoderado o por cualquier persona en los casos en que la Ley lo permita.” (lo sombreadp y subrayado es lo que se propone como adición).

OPINIÓN: Es correcta la propuesta, pues hay casos extremos en que el quejoso no puede acudir al amparo por sí mismo, por su representante legal o por su apoderado.



80. 
5
6
81
(Mntro. Aguinaco)

Primer párrafo

Si se distingue finamente entre apoderado y representante, habría de incluir a interventores, tutores, albaceas, a quienes ejercen la patria potestad, etc.



81. 
5
11
239


(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 5°. El juicio de amparo puede promoverse por el sujeto jurídico quien se ostente agraviado por la norma general o el acto reclamado. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado, o por cualquier persona cuando esta ley lo permita expresamente.  Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo por sí mismo o por conducto de su defensor. “



82. 
5
175
2315
(Mntro. Ortíz)

Propone que en el articulo 5 se suprima la parte textual que dice: “y en las demás aplicables”. 



83. 
6
54
717
(Mntro. Azuela)

Se propone adicionar el citado artículo para incluir también en dicho precepto a los incapaces, propuesta que se comparte, pues únicamente hace referencia a que el menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante, en los casos que se precisan, por lo que la redacción que se propone es la siguiente: “Artículo 6º. El menor de edad o el incapaz podrán pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio.  …” 



84. 
6
232
3364
(Mntro. Silva)

Se propone establecer como requisito, en el caso de amparos promovidos por menores, que su representante acredite la minoría de edad del quejoso con la correspondiente acta de nacimiento.

En función a lo anterior, nuestra sugerencia sería que dicho Artículo 6º. dijera: 

“El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legitimo representante, cuando este se halle ausente, se ignore quien sea, este impedido o se negare a promoverlo."

El Órgano Jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará representante especial, para que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido 14 años pudiere hacer la designación de representante en el escrito de demanda. Dichos representantes, tendrán la obligación de acreditar ante el juez que conozca del amparo la edad del menor, exhibiendo el documento oficial que acredite su nacimiento a más tardar en la audiencia constitucional, a fin de gozar de los beneficios de la suplencia de la queja.



85. 
6
205
3055
(Mntra. Sánchez)

Propone suprimir la justificación de las circunstancias señaladas como requisito para la procedencia de la acción de amparo. Que se corra traslado de la demanda al legítimo representante del menor cuando sea posible. Se indique en el precepto que las diversas instituciones gubernamentales encargadas de la protección del menor, serán las aptas para ser designadas como representante especial del menor.

OPINIÓN: Tiene razón el ponente en las preocupaciones que manifiesta, y como efectivamente el artículo se redacta  de manera casuística, sería mejor que se eliminaran las “circunstancias” a que se refiere; también debe considerarse el que se corra traslado al legítimo representante cuando es posible; y que la designación recaiga en las personas que se propone. Recogiendo lo anterior, la probable redacción del precepto podría ser la siguiente:

Artículo 6º. El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante, cuando éste por cualquier motivo no lo promueva, o si bien si careciera de representante. En el primer caso, se le correrá traslado de la  demanda de ser posible.

El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, perteneciente a alguna de las dependencias gubernamentales encargadas de la protección del menor; pero si ya hubiera cumplido catorce años, podrá hacer la designación en el escrito de demanda.



86. 
6
6
81
(Mntro. Aguinaco)

Sería mejor que representase al menor un pariente cercano que no ejerza la patria potestad, ni sea  tutor, si a juicio del juez no tiene intereses adversos.



87. 
6
26
463
(Mntro. Aguirre)

Debe mencionarse de dónde se obtendrá la persona que será designada como representante especial del menor.



88. 
6
169
2207
(Mntro. Ortíz)

Se incorpore quien será la persona en quien recaiga la designación como representante especial del menor, de manera que no se dé margen a que cada órgano jurisdiccional de amparo resuelva según su criterio. Se sugiere que esas personas en quien recaiga la designación sean el Defensor Público Federal adscrito al órgano jurisdiccional de que se trate o el asesor federal  que designe el Instituto Federal de la Defensoría Pública.



89. 
6
184
2570
(Mntro. Ortíz)

 “El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, eligiéndose preferentemente con ese carácter al defensor de oficio de su adscripción o en su defecto un profesionista en derecho, quienes deberán protestar el cargo conferido, ante el juzgador”. 



90. 
7
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone la siguiente redacción del artículo 7:

Artículo 7.- La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecten sus intereses en el ejercicio de sus funciones de derecho privado.

Opinión: No se comparte la propuesta.



91. 
7
124
1567
(MNTRO. GONGORA)

LA EXPRESIÓN “INTERESES DISTINTOS”, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE AMPARO, ES VAGA E IMPRECISA.

PROPONE QUE SE PRECISE QUE LAS ENTIDADES PÚBLICAS A QUE SE REFIERE DICHO ARTÍCULO, PUEDAN ACUDIR AL AMPARO, EN LOS CASOS EN QUE NO REALICEN ACTOS DE AUTORIDAD.



92. 
7
196
2753
(Mntra. Sánchez)

SE ESTIMA ACERTADO EL ANALIZAR PREVIAMENTE A LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA INTERPUESTA POR LA AUTORIDAD SI LA MISMA NO ESTA ENCAMINADA A ENTORPECER LOS DERECHOS DE LOS GOBERNADOS. 



93. 
7
6
81
(Mntro. Aguinaco)

Sería mejor decir que las personas morales públicas pueden pedir al amparo cuando actúen estrictamente como personas de carácter privado.



94. 
7
11
241
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 7°. La Federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios, las delegaciones del Distrito Federal o los órganos de la Administración Pública Paraestatal, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecte sus intereses jurídicos de orden económico, o sus derechos de parte dentro de un procedimiento contencioso, siempre que no se trate de las controversias o acciones a que se refiere el artículo 105 de la  Constitución Federal.” 



95. 
7
36
646
(Mntro. Aguirre)

El precepto no dice claramente que las autoridades puedan promover amparo en defensa de los derechos de carácter privado o en actos administrativos en los cuales sean partes.



96. 
7
180
2520
(Mntro. Ortíz)

Modificar el término “Federación”, y sustituir  por la de Ejecutivo Federal.



97. 
7
181
2528
(Mntro. Ortíz)

Debe decir: “Las personas morales oficiales”, podrán solicitar  amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecta intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad. 



98. 
7
84
1168
(Mntro. Castro)

No se especifica a que tipo de intereses se refiere, de lo que deriva que la amplitud de tal planteamiento podría dar lugar a interpretaciones contradictorias, por lo que en todo caso se estima que el artículo podría especificar  que dichos organismos públicos podrán solicitar el amparo y protección de la justicia federal, cuando se afecten sus intereses por motivo de su actuación como sujetos de derecho privado, es decir, cuando estén en igualdad de circunstancias frente a los particulares.



99. 
7
95
1295
(Mntro. Castro)

En este artículo quedan confusos los casos en que la federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios, o cualquier persona moral pública, pueden solicitar el amparo, se estima que la denominación correcta en lugar de la contenida en el proyecto es en aquellos casos en que dichas autoridades actúan con el carácter de persona particular, cuya actuación se rige por las reglas de derecho común, de acuerdo con las actitudes del Estado frente a los particulares.



100. 
8
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que el último párrafo del artículo 8, por analogía y equidad, incluya la misma regla para la suplencia de los titulares de las dependencias de las administraciones públicas estatales.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



101. 
8
136
1763
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE AGREGAR UN TERCER PÁRRAFO EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: “LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, PODRÁN COMPARECER A JUICIO EN LOS TÉRMINOS QUE DETERMINEN POR CONDUCTO DE SU REPRESENTANTE LEGAL, POR LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA A QUIENES EN CADA CASO CORRESPONDA EL ASUNTO, EN TÉRMINOS DE LAS LEYES ORGÁNICAS Y REGLAMENTOS APLICABLES.”

Y ADICIONAR EL ÚLTIMO PÁRRAFO, PARA QUEDAR ASÍ: “EN LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS EN CONTRA DE ACTOS DE LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL O ESTATAL, AQUÉLLOS PODRÁN SER SUPLIDOS POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS A QUIENES LAS LEYES Y LOS REGLAMENTOS QUE LOS RIGEN OTORGUEN ESA ATRIBUCIÓN.”



102. 
8
204


3045
(Mntra. Sánchez)

Párrafo primero

Propone adicionar el primer párrafo  del artículo 8 con el texto: “salvo en los casos en que la ley que rige sus actos lo permita”, referido a la limitación prevista, de que las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo.

OPINIÓN: Se estima innecesaria la adición, porque el precepto alude a los términos estrictos de la representación en el juicio de amparo, otorgando el mismo trato a todas las autoridades, lo que podría manejarse de manera irregular, si se atiende a la excepción que marca la propuesta: además, en los dos siguientes párrafos del mismo precepto se prevén las vías para que los servidores públicos de alta jerarquía puedan comparecer al juicio, a través de los que pueden suplirlos. 

Párrafo tercero

En la ponencia se propone adicionar a “administración pública federal”, la estatal o municipal. 

OPINIÓN: Se advierte que efectivamente el texto del proyecto de ley, al referirse a la administración pública federal, excluye a la local, lo cual no se resuelve con la propuesta, porque agregando estatal o municipal, también queda exceptuado el Distrito Federal, por lo que tal vez sería mejor eliminar federal, con lo que desaparecería la limitación, y de esa forma queda abierta la hipótesis prevista a todos los titulares de las dependencias de la administración pública.

También se propone que este párrafo, en la parte que indica: “aquéllos podrán ser suplidos”, sea adicione con “o representados”.

OPINIÓN: Como no se acepta la propuesta de esta misma ponencia , para adicionar el primer párrafo de este artículo, siendo congruentes con ello, tampoco debe aceptarse agregar “o representados”.



103. 
8
6
81
(Mntro. Aguinaco)

Tercer párrafo

Está indefinida la expresión “Titulares de dependencias de la Administración Pública”. Si la regla general es que no hay representación en el amparo, las excepciones deben ser claras y precisas.

Tal vez sería más práctico terminar con la prohibición de que sean representadas las autoridades responsables, si han de sustituir la representación con “ausencias”.



104. 
8
11
243
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 8°. Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo. Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones. Las personas designadas como delegados deberán tener la calidad de servidores públicos y depender jerárquicamente de la autoridad responsable delegante. El Presidente de la República podrá comparecer a juicio en los términos que determine por conducto del Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, por éste, por el Procurador General de la República, los secretarios de estado y jefes de departamento administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables.  En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución.”



105. 
8
31
565
(Mntro. Aguirre)

Ajustar el artículo a la realidad jurídica, debiendo desaparecer sus dos últimos párrafos para contemplar solamente uno que autorice la figura de la representación de las autoridades responsables en general, no sólo del ejecutivo federal, sino además de las autoridades estatales, municipales y de la administración pública.



106. 
9
95
1295
(Mntro. Castro)

Dice el proyecto que la representación del quejoso y el tercero interesado se acreditará en los términos previstos en esta ley y en las demás aplicables, siendo inexacto porque no se distingue si por aplicable debe entenderse al Código Federal de Procedimientos Civiles, como supletorio o a la ley que rija el acto, considerando que debe prevalecer como texto, que dicha cuestión se acreditará conforme a esta ley y de acuerdo con la ley del acto reclamado.



107. 
10
124
1568
(MNTRO. GONGORA)

“TENER RECONOCIDA LA REPRESENTACIÓN DEL PROMOVENTE” DEL JUICIO DE AMPARO PROVOCA LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO POR PERSONAS QUE PROBABLEMENTE CAREZCAN DE REPRESENTACIÓN.

EL JUEZ EXAMINARÁ LA DEMANDA Y LA ADMITIRÁ SIEMPRE QUE LA PERSONALIDAD DEL PROMOVENTE SE ACREDITE FEHACIENTEMENTE, DE LO CONTRARIO PREVENDRÁ EN TÉRMINO, BAJO APERCIBIMIENTO DE TENER POR NO INTERPUESTA LA DEMANDA.



108. 
10
131
1674
(MNTRO. GONGORA)

QUE DEBE REQUERIRSE LA ACREDITACIÓN DE LA PERSONALIDAD DESDE EL INICIO DEL JUICIO DE AMPARO.



109. 
10
135
1739
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE CONSERVE LA ACTUAL REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 13, DEBIENDO AGREGARSE QUE EL ACREDITAMIENTO RELATIVO SE REALICE DENTRO DEL PLAZO DE 5 DÍAS.



110. 
10
139
1825
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE QUE LA PARTE FINAL DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 10 SEA UN COMPLEMENTO DE LA FRACCION I DEL ARTÍCULO 176.



111. 
10
63
857
(Mntro. Azuela)

Se propone que quien comparezca al juicio de garantías en nombre del quejoso o del tercero interesado, debe acreditar la representación o personalidad con la que se ostente, y si no lo hace así, el Juez de Distrito debe requerirlo para que demuestre tal carácter, con el apercibimiento que de no hacerlo se le tendrá ´por no interpuesta la demanda. 

Se considera atendible la propuesta, sólo en el aspecto que tiene relación con el acreditamiento de la personalidad del quejoso, n o así respecto del tercero interesado, quien podría demostrar su representación hasta el momento en que se celebre la audiencia constitucional.

Texto que se propone: Artículo 10. Quien comparezca al juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso deberá acreditar  la representación o personalidad con que se ostente y si no lo hace así, el juez de distrito debe requerirlo para que demuestre tal carácter con el apercibimiento que de no hacerlo se le tendrá por no interpuesta la demanda de amparo. Quien comparezca en nombre del tercero interesado podrá acreditar la representación que ostente hasta el momento en que se celebre la audiencia constitucional.



112. 
10
192
2664
(Mntra. Sánchez)

Artículos 10 y 13

Denotan una notable desigualdad en el término que se brinda tanto a las personas que comparecen en nombre de los quejosos, como de los tercero perjudicados para acreditar su representación, pues por un lado se establece la facultad de acreditarla a más tardar hasta la audiencia constitucional y, por el otro, , el defensor del quejoso en materia penal deberá hacerlo en el plazo de cinco días, ocasionando en el primer caso que no se de oportunidad a la contraparte de objetar dicha representación antes de la audiencia, por lo que se propone que el artículo 10 se sujete al término que establece el artículo 13.

Se comparte la propuesta, pues aun cuando este supuesto puede ser analizado oficiosamente por el juzgador, es sano dar la oportunidad a la contraparte de que objete a fin de allegar al juzgador mayores elementos de convicción. 



113. 
10
197
2933
(Mntra. Sánchez)

SE OBSERVA QUE LA REFORMA QUE SE PROPONE SE OPONE A DIVERSOS CRITERIOS JURISPRUDENCIALES QUE SOSTIENEN QUE LA PERSONALIDAD DEBE ACREDITARSE AL MOMENTO DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA SIENDO QUE LA REFORMA PROPONE QUE DICHA ACREDITACIÓN PUEDA HACERSE HASTA ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.



114. 
10
11
245
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 10. Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en  nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será reconocida provisionalmente en el auto admisorio de la demanda, pero se le prevendrá para que exhiba los documentos que acrediten su personería en la etapa de ofrecimiento de pruebas de la audiencia constitucional, con el apercibimiento que de no hacerlo se decretará el sobreseimiento, sin perjuicio de las sanciones en que incurra conforme a esta ley.” 



115. 
10
24
448
(Mntro. Aguinaco)

Se propone adicionar que la consecuencia al caso de no acreditar la representación con que se ostentó quien comparezca al juicio en nombre del quejoso, será el sobreseimiento, pues de otra forma no quedaría evidenciado el agravio, porque no es el promovente el que resiente afectación en sus derechos sino aquél a quien representa.



116. 
10
35
638
(Mntro. Aguirre)

Que ante la insuficiencia probatoria de la personalidad de quien comparece a juicio a nombre de otro recaiga un auto aclaratorio como en el artículo 113, fracción III del proyecto.



117. 
10
73
1001
(Mntro. Castro)

Analizar la necesidad de que la personalidad se acredite desde la presentación  de la demanda y no como se propone en el proyecto.



118. 
10
77
1088
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 10.                                                                                      

En los casos de amparo directo en materia agraria, interpuestos por las entidades e individuos señalados en la fracción I, del artículo de esta ley, la autoridad responsable deberá allegarse los medios probatorios necesarios para dejar precisada la personalidad del promovente.



119. 
10
84
1168
(Mntro. Castro)

La personalidad es un presupuesto procesal que debe demostrarse para que una persona actúe a nombre de otra, aquella debe demostrarse desde la presentación de la demanda y no después, pues pretender que dicho presupuesto pueda acreditarse hasta el momento de la celebración de la audiencia constitucional presenta el inconveniente de que pudiera incluso decretarse la suspensión de un acto reclamado a instancia por una persona  que ostentándose como represente de otra no tuviera tal carácter.



120. 
11
171
2247
(Mntro. Ortíz)

No existe una razón jurídica suficiente para que subsista la disposición en el sentido de que los apoderados del quejoso deben contar con facultades específicas para el desistimiento del juicio de garantías.



121. 
12
6
82
(Mntro. Aguinaco)

Alguna defensa debe darse a los quejosos contra los actos del representante común, cuando los intereses del grupo sean en parte disímbolos.



122. 
12
11
246
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 12. Cuando la demanda se promueva por dos o más quejosos, deberán designar de entre ellos un representante común. En su defecto, el órgano jurisdiccional, en el auto inicial prevendrá a los promoventes para lo que lo hagan en el plazo de tres días contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del auto respectivo, bajo el apercibimiento que de no hacerlo será nombrado por el propio órgano jurisdiccional. La persona designada como representante común tendrá las facultades que le hubiesen sido conferidas en el escrito que contenga su nombramiento, y en caso de no haberle fijado los límites de su actuación, gozará de las mismas facultades de una mandatario judicial, pero no podrá desistir del juicio ni de los recursos interpuestos. “ 



123. 
12
17
322
(Mntro. Aguinaco)

Dicho precepto contempla la figura de la representación común, pero ésta no puede eliminar el derecho de las personas que integra una parte plural para actuar en juicio y que sólo sirve para que el órgano jurisdiccional entienda sus actuaciones y notificaciones.



124. 
12
73
1001
(Mntro. Castro)

La notificación  a los quejosos en los supuestos de nombramiento de oficio de representante común.



125. 
13
54
717
Se comparte la propuesta de modificar este precepto, para establecer que el defensor podrá acreditar hasta la audiencia constitucional dicho carácter, para adecuarlo al tratamiento que se le da al resto de los representantes que comparecen a promover el juicio de garantías a nombre de otra persona, puesto que a aquél únicamente se le otorga el plazo de cinco días para tal efecto, conservando éste plazo sólo si se trata de amparo directo. La redacción que se propone es la siguiente: “Artículo 13. Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar a más tardar en la audiencia constitucional, o si se trata de amparo directo lo deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante. Si no la ratifica se sobreseerá en el juicio.”



126. 
13
192
2664
(Mntra. Sánchez)

Artículos 10 y 13

Denotan una notable desigualdad en el término que se brinda tanto a las personas que comparecen en nombre de los quejosos, como de los tercero perjudicados para acreditar su representación, pues por un lado se establece la facultad de acreditarla a más tardar hasta la audiencia constitucional y, por el otro, , el defensor del quejoso en materia penal deberá hacerlo en el plazo de cinco días, ocasionando en el primer caso que no se de oportunidad a la contraparte de objetar dicha representación antes de la audiencia, por lo que se propone que el artículo 10 se sujete al término que establece el artículo 13.

Se comparte la propuesta, pues aun cuando este supuesto puede ser analizado oficiosamente por el juzgador, es sano dar la oportunidad a la contraparte de que objete a fin de allegar al juzgador mayores elementos de convicción.



127. 
13
197
2935
(Mntra. Sánchez)

SE LIMITAN LAS GARANTÍAS ESPECIALES QUE EN MATERIA PENAL SE CONCEDÍAN AL QUEJOSO Y SU DEFENSOR.



128. 
13
17
322
(Mntro. Aguinaco)

Dicho precepto señala que para la admisión de la demanda en materia penal basta con que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar en un plazo de cinco días, y sino lo hace, el órgano jurisdiccional lo hará del conocimiento del señalado como quejoso, para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda y sino lo hace se sobreseerá el juicio; dicho precepto debe señalar que la ratificación puede hacerse en el momento de la diligencia o en el término de tres días, para permitirle consultar a su abogado y tomar la determinación más adecuada a sus intereses, pues en otras materias puede hacerlo hasta la audiencia constitucional, según lo establece el artículo 10 de este Proyecto.



129. 
13
29
519
(Mntro. Aguirre)

Segundo párrafo

Artículo 13... Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia o, en su caso, dentro de los tres días siguientes a la misma, comparezca personalmente ante dicho  órgano a manifestar si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante; de lo contrario, se sobreseerá en el juicio.



130. 
13
77
1089
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 13. .....................................................................................

En materia agraria, en los casos ya señalados, para la admisión de la demanda bastará la manifestación de que se tiene la personalidad con la que se promueve, sin perjuicio de que la autoridad responsable cumpla con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 10 de esta Ley y de que el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de ella requiera a las entidades señaladas para que acrediten su personalidad.

En la misma materia, se aceptará la representación sustituta, de los órganos que originalmente la tengan de los núcleos de población ejidal o comunal, por parte de ejidatarios o comuneros con derechos vigentes, cuyo número no deberá ser inferior al veinte por ciento del total de ejidatarios que integren el núcleo de población.



131. 
14
134
1719
(MNTRO. GONGORA)

DEBE REDUCIRSE EL TÉRMINO PARA TENER POR NO PRESENTADA LA DEMANDA, A UN MES.

REDACCIÓN PROPUESTA:

“ART. 14.- …

…

TRANSCURRIDO UN MES SIN QUE SE HAYA RATIFICADO LA DEMANDA, SE TENDRÁ POR NO PRESENTADA.”



132. 
14
54
717
(Mntro. Azuela)

Primer párrafo

Se comparte la propuesta de incluir en la excepción al principio de instancia de parte que regula el artículo 4o. del proyecto, la incomunicación, así como excluir de está excepción a la multa excesiva y a la confiscación de bienes, dado que en estos últimos casos no existe, por regla general, imposibilidad física para pedir el amparo, a diferencia de los diversos supuestos que implícitamente tiene aparejado el acto privativo de la libertad que imposibilita la instancia personal. La redacción del artículo en cuestión que se propone es la siguiente: “Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición, incomunicación o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como la incorporación forzosa al ejercito, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo; si lo hace se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada la demanda.”



133. 
14
70
971
(Mntro. Azuela)

Se propone admitir el teléfono, el fax y el correo electrónico, como medios de comunicación a través de los cuales se pueda tramitar una demanda de amparo indirecto. Se estima atendible la propuesta. 

TEXTO OQUE SE PROPONE: Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea naciconales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad, en estos casos la petición de amparo podrá hacerse por cualquier medio de comunicación, incluídos el teléfono, fax o correo electrónico,  En este caso, el organo jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará ñas medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia,en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo, si lo hace se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada.



134. 
14
197
2935
(Mntra. Sánchez)

ACERTADA INCLUSIÓN De Ella PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN CONTRA DE LA EXTRADICIÓN, ASÍ COMO LA REDUCCIÓN DEL TÉRMINO DE 1 AÑO A 3 MESES CUANDO NO COMPAREZCA EL QUEJOSO NI SE APERSONE ALGUIEN EN SU REPRESENTACIÓN, CASO EN EL CUAL SE TENDRÁ POR NO PRESENTADA LA DEMANDA.



135. 
14
207
3070
(Mntra. Sánchez)

Se propone adicionar como párrafos cuarto y quinto del art. 14 los siguientes: “Cuando se trate de actos que tendrán ejecución inmediata y ésta haga que se consumen irreparablemente o se causen notorios perjuicios para el quejoso y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, cualquier persona con capacidad legal podrá hacerlo en su nombre.” Y “En este caso, el promovente tendrá la calidad de representante especial únicamente en relación al juicio por él promovido y no podrá desistir del juicio; lo anterior sin perjuicio de que el quejoso pueda proseguir con el juicio, una vez desaparecida la imposibilidad material.”.

OPINIÓN: Es correcta la propuesta, pues existen casos, además de los enumerados por los tres párrafos del art. 14, en que el agraviado se encuentra imposibilitado para promover el amparo.



136. 
14
6
82
(Mntro. Aguinaco)

Parte final.

No se prevé el caso en que la autoridad responsable sea el Ministerio Público y el párrafo final consolida el caso de los “desaparecidos”.



137. 
14
11
248
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En estos casos, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo decretará de oficio y de plano la suspensión de los actos reclamados en el mismo auto en que admita la demanda, conforme lo dispone el artículo 124 de esta ley, y además, dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo; si lo hace continuará el juicio  su curso y en caso contrario se dictará el sobreseimiento, salvo que el acto reclamado importe peligro de privación de la vida o sea cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución General de la República, en cuyo caso se seguirá el procedimiento hasta dictar sentencia en él. Si a pesar de las medidas tomadas no se hubiere podido lograr la comparecencia del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio pondrá los hechos en conocimiento del ministerio público federal, a fin de que abra la averiguación criminal por los delitos a que hubiere lugar. Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el  juicio en representación legal del quejoso, se decretará el sobreseimiento, si no se tratare de actos que importen peligro de privación de la vida o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución General de la República, en cuyo caso se continuará el juicio hasta dictar sentencia definitiva.”



138. 
14
168
2185
(Mntro. Ortíz)

Debe precisarse en el texto legal para qué efectos se hace del conocimiento del Ministerio Público Federal la falta de cumplimiento del quejoso.



139. 
14
73
1001
(Mntro. Castro)

Establecer que en caso de ser necesario para lograr la comparecencia del quejoso, la autoridad que conozca del juicio de amparo podrá mandar publicar en los periódicos de mayor circulación  del lugar, noticia del asunto, sin costo alguno.



140. 
15
134
1720
(MNTRO. GONGORA)

EN EL 2º PÁRRAFO DEBE REDUCIRSE EL PLAZO PARA QUE LA SUCESIÓN SE APERSONE A JUICIO, Y ADICIONARSE IGUAL TÉRMINO PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LA LOCALICE O REALICE DENUNCIA. REDACCIÓN PROPUESTA;

“ART. 15.-…

… SI LA SUCESIÓN NO INTERVIENE DENTRO DEL PLAZO DE 30 DÍAS SIGUIENTES AL EN QUE SE DECRETÓ LA SUSPENSIÓN, SE ORDENARÁ AL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL QUE LA LOCALICE O HAGA LA DENUNCIA CORRESPONDIENTE, DENTRO DE UN LAPSO IGUAL, CONTADO A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE HAYA FENECIDO EL TÉRMINO PARA LA INTERVENCIÓN DE LA SUCESIÓN…”



141. 
15
197
2936
(Mntra. Sánchez)

ACERTADA LA FACULTAD CONFERIDA AL MINISTERIO PÚBLICO PARA QUE PROCEDA A LA LOCALIZACIÓN O DENUNCIA CORRESPONDIENTE EN EL CASO DEL QUEJOSO O TERCERO INTERESADO FALLECIDO CON EL FIN DE CONSAGRAR LA EXPEDITEZ EN LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA.



142. 
15
11
251
(Mntro. Aguinaco)

Se propone el texto: “Artículo 15. En caso de fallecimiento del quejoso o del tercero interesado, siempre que el acto reclamado no afecte sus derechos estrictamente personales, el representante si lo hubiere, continuará el juicio hasta en tanto interviene el representante de la sucesión. Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de sesenta días hábiles siguientes al en que surta efectos el auto que decretó la suspensión, se ordenará al ministerio público federal que en el plazo de treinta días hábiles haga la búsqueda y localización de la sucesión, y en caso de no lograrlo, proceda dentro de los siete días hábiles siguientes a hacer la denuncia correspondiente. Si a pesar de las prevenciones contenidas en el párrafo anterior, el ministerio público federal no hiciere la denuncia respectiva, se dará vista al Procurador General de la República, y entretanto continuará suspendido el juicio en lo principal, excepción hecha del incidente de suspensión, hasta que se logre la notificación a la sucesión sobre el estado que guarda el juicio.”



143. 
15
77
1090
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 15. .....................................................................................

........................................................................................

Cuando el amparo haya sido promovido por núcleos de población o por ejidatarios o comuneros en representación sustituta de estos, el fallecimiento de uno de los integrantes de los comisariados ejidales, comités particulares ejecutivos o de los ejidatarios o comuneros en representación sustituta, no impedirá la continuación del juicio de amparo, con la salvedad de que tratándose de los órganos de representación de los núcleos, el tribunal colegiado deberá requerir a los restantes integrantes, informen quién es el nuevo miembro de dichos órganos.

…………………………………….



144. 
16
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, la presentación de la demanda no se sujete a plazo alguno, en la fracción II.

Opinión: No se comparte la propuesta.

Propone que la fracción III del artículo 16 quede en los términos del actual artículo 217 de la Ley de Amparo.

Opinión: No se comparte la propuesta.



145. 
16
124
1571
(MNTRO. GONGORA)

AMPLIAR EL TÉRMINO PARA PRESENTAR LA DEMANDA DE AMPARO A 30 DÍAS ES CONTRAPRODUCENTE PUES CREA INCERTIDUMBRE Y VIOLA LA GARANTÍA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA, CONSIDERA QUE EL PLAZO DE 15 DÍAS ES ADECUADO.



146. 
16
134
1721
(MNTRO. GONGORA)

DEBEN REDUCIRSE TÉRMINOS. REDACCIÓN PROPUESTA;

“ART. 16.- …

I.- CUANDO SE RECLAME… TREINTA DÍAS.

II.- CUANDO SE RECLAME … TREINTA DÍAS …”



147. 
16
139
1825
(MNTRO. GONGORA)

QUE EL TÉRMINO DE 30 DÍAS SEA GENERAL, SIN EXCEPCIONES; Y OTRA PROPUESTA ES QUE NO HAYA TÉRMINO TRATÁNDOSE DE MENORES E INCAPACES, DE ACTOS PRIVATIVOS DE LA LIBERTAD, EN MATERIA AGRARIA PARA TODOS LOS SUJETOS DE DERECHO AGRARIO Y EN MATERIA LABORAL TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES.



148. 
16
54
717
(Mntro. Azuela)

No se comparte la propuesta de modificar la fracción II del citado precepto para ampliar el término de noventa a ciento ochenta días para reclamar la sentencia condenatoria en un proceso penal, pues se estima que el término de noventa días, atendiendo a que deben ser hábiles, es más que suficiente para formular y promover la demanda de amparo correspondiente.



149. 
16
67
930
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta que se hace de adicionar una fracción que sería la V, para establecer que el plazo para la promoción del amparo adhesivo será de quince días contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la promoción de la demanda de amparo de que se trate, ya que ello se encuentra previsto en el artículo 179 del proyecto.



150. 
16
72
991
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de modificación a las fracción II, a efecto de dejar establecido en ella que el plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días salvo: “II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de ciento ochenta días”, por que se considera excesivo dicho término. 

Por otra parte, resulta confusa la redacción que se propone a la diversa fracción IV. Para quedar como sigue: “IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de la privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, extradición, incomunicación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales y la orden de aprehensión, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.” De acuerdo con la redacción que se propone, parece que a partir de la multa se exceptúan todos los supuestos mencionados. Se estima inatendible la propuesta.



151. 
16
233
3378
(Mntro. Silva)

Fracción II

Plazo en los amparos penales para que el sentenciado pida amparo, no limitarlo a 90 días



152. 
16
197
2936
(Mntra. Sánchez)

NO SE COMPARTE LA PROPUESTA DE AMPLIAR EL TÉRMINO GENÉRICO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL JUICIO DE AMPARO A 30 DÍAS.



153. 
16
209
3081
(Mntra. Sánchez)

Se propone que cuando se reclamen sentencias penales que afecten la libertad personal, la promoción del amparo no se limite al plazo de 90 días (art. 16, fr. II, del proyecto), sino que sea en cualquier tiempo; de manera que la propuesta en concreto es: a ) Se elimine la fracción II del art. 16; b) la fracción III pase a ser la fracción II; y c) la fracción IV  pase a ser la fracción III, y ésta se adicione para quedar así: “… la incorporación al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, , o las sentencias en los procedimientos judiciales penales que impongan pena de muerte o una pena privativa de libertad, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.”

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues la fijación de los plazos tiende, en un Estado de Derecho, a garantizar la seguridad jurídica de las resoluciones, y a que no quede incierta una situación jurídica. Además de que en la actualidad es muy raro que no se impugne en amparo una sentencia condenatoria, pues el reo por muy escasa que sea situación económica, o ignore el derecho que tiene, cuenta con un defensor de oficio; y muchas cosas habrían cambiado, v.gr. habrían muerto los testigos, los objetos o productos del delito se habrán deteriorado, al ofendido o a la víctima no se le podrían devolver sus cosas si estuvieren asegurados, ante una situación jurídica incierta.



154. 
16
8
169
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II

Se propone que tratándose de la materia penal, la vía de amparo se intente en todo tiempo.



155. 
16
10
220
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II

Se expone que no debe limitarse el plazo para impugnar una sentencia condenatoria, a noventa días, porque ello puede afectar a los inculpados que sufren una sentencia injusta; se propone conservar la disposición actual que establece que en casos de ataques a la libertad personal, la demanda de amparo puede interponerse en cualquier tiempo.



156. 
16


17
324
(Mntro. Aguinaco)

El Proyecto establece un término de noventa días para reclamar en amparo una sentencia condenatoria que prive total o parcialmente, temporal o definitivamente de la propiedad, posesión o disfruten de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal; lo que se considera que es un término muy reducido y debería ampliarse a por lo menos seis meses, es decir ciento ochenta días.



157. 
16
24
449
(Mntro. Aguinaco)

La ampliación del plazo para la presentación de la demanda a 30 días, y a 45 días para normas autoaplicativas es excesiva, pues tal ampliación no elevaría la calidad de los litigios, y beneficiaría sólo a los abogados que seguramente seguirán dejando para el final del término la presentación respectiva, retrasándose con ello la resolución de los asuntos, por lo que se propone mejor suplir la deficiencia de la queja.



158. 
16
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone la adición siguiente a la fracción IV del artículo 16:   “… destierro, extradición o cualquiera …”

OPINIÓN: Se estima inadecuada la propuesta presentada, en virtud de que si bien constituye un acto restrictivo de la libertad personal, lo cierto es que dada la naturaleza del acto reclamado, constituye una excepción a dicha regla al existir actos de órganos jurisdiccionales nacionales y extranjeros, que requieren el cumplimiento perentorio de los plazos procesales; por lo tanto, el término relativo queda englobado dentro de la regla general de oportunidad en la presentación de la demanda de garantías.



159. 
16
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



160. 
16
119
1532
(Mntro. Díaz)

Resulta innecesario el aumento de quince a treinta días para presentar la demanda de amparo, pues ello de ninguna manera es garantía de que las partes prepararán con mayor cuidado sus instancias; por otra parte, dicha ampliación se contrapone a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional en el sentido de que los tribunales deben impartir justicia de manera pronta.

OPINIÓN: Resulta viable la modificación toda vez que el aumento del plazo de quince a treinta días para promover el juicio de amparo, lo único que va a ocasionar es una desmedida carga de trabajo en los diversos órganos del Poder Judicial Federal.



161. 
16
38
672
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto: Art. 16.- El plazo para la interposición de la demanda de amparo es de quince días, salvo: I.- Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, que será de treinta días; II.- Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, podrá presentarse en cualquier tiempo.



162. 
16


167
2174
(Mntro. Ortíz)

Es acertado que los plazos referidos en el artículo sean más amplios, pero es preciso atender la naturaleza del acto y los valores que tutelan las garantías individuales, considerando el plazo que se ha fijado para las sentencias condenatorias en un proceso penal, es válido para el caso que el reo no está privado de su libertad, pero no para el que se encuentra privado de ese bien jurídico, pues en esta hipótesis la sentencia condenatoria debe ser impugnable en cualquier tiempo.



163. 
16
185
2575
(Mntro. Ortíz)

II y III. La reducción del término a noventa días que se propone es en contra y no a favor de los reos;  eliminar la protección que consagra el libro segundo (materia agraria), es una propuesta contraria  a la tradición jurídica de este país; los términos para promover el amparo deben ampliarse respecto de menores e incapaces, al igual que para los obreros, los campesinos y los sentenciados.



164. 
16
80
1137
(Mntro. Castro)

 “Artículo 16.  

II.  En cualquier tiempo, cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal;


165. 
16
82
1156
(Mntro. Castro)

II.  Se propone evadir lo establecido en esta fracción y continuar con el texto que actualmente rige, al resguardo del cual, se atiende esencialmente a la característica del acto reclamado, en cuanto a que, como agente restrictivo de la libertad personal por sentencia condenatoria, faculta al afectado para acudir al juicio de garantías  en cualquier tiempo, haciendo imprescriptible esa acción.



166. 
16
84
1170
(Mntro. Castro)

Se sugiere que el plazo genérico sea de quince días.



167. 
16
87
1196
(Mntro. Castro)

Al ampliarse el plazo de quince a treinta días para presentar la demanda de amparo se infringe el artículo 17 constitucional en cuanto al principio de celeridad en la impartición de justicia. Además el término de treinta días resulta excesivamente dilatado, en relación con los plazos que se le otorgan al quejoso en los juicios naturales para combatir las determinaciones que considera contrarias a derecho.



168. 
16
91
1241
(Mntro. Castro)

Pretender fijar diversos plazos para la promoción del juicio de garantías, a que se refiere el artículo 16 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, es innecesario, en virtud de que, la ampliación que se pretende de quince a treinta días, va en contra de los principios que establece el artículo 17 de la Constitución y de la tendencia actual de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, de lograr hasta donde humanamente sea posible, el anhelo nunca alcanzado, de una rápida y expedita administración de justicia.

En cuanto al amparo directo, todavía es más notorio lo que comento, pues si en este particular, las partes tienen conocimiento de todos los antecedentes del acto que se reclama e incluso, en algunos supuestos, han participado en dos instancias previas, la mejor defensa que se pretende a través del otorgamiento de treinta días, no se vería favorecida en aspecto alguno, pues el litigante conocedor del asunto, ya cuenta con todos los elementos necesarios para una adecuada defensa.

En lo concerniente a los demás plazos que se pretenden instrumentar, como son aquellos relacionados con las cuatro diferentes hipótesis a que se refiere el mencionado artículo 16, son casuísticos, porque tal tipo de determinaciones, lo único que viene a arrojar, es que a cada tipo de juicio de garantías, se le conferirá un estatus diferente, cuando que, por práctica y por eficacia con los plazos con que se cuenta en la actual Ley de Amparo, hasta donde la experiencia me dice, no ha habido conflicto alguno, para la promoción de los mencionados juicios de garantías, ya sea porque el término con que se cuenta actualmente sea insuficiente o porque no se puedan allegar todos los medios necesarios para una más eficaz defensa, pues nunca he visto un juicio de amparo, en el que se cuestione ese aspecto; es decir, que los plazos actuales son insuficientes. Ello, sin perjuicio de que un término de treinta días, se vería ampliado en ocho más, por los fines de semana que mediaran.



169. 
16
95
1296
(Mntro. Castro)

En relación al contenido de este artículo se puede observar que los plazos se amplían considerablemente a favor del agraviado, lo cual ocasionaría una carga excesiva de trabajo para los Juzgados de Distrito.



170. 
17
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



171. 
17
171
2249
(Mntro. Ortíz)

Debería establecerse en este precepto que los plazos para el efecto de la interposición de la demanda de amparo deben comenzar a correr el día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del acto.



172. 
18
227
3301
(Mntro. Silva)

Se propone establecer como día inhábil  aquéllos en que el propio órgano ante quien se tramita el juicio de amparo, acordó la suspensión de labores.



173. 
18
196
2761
(Mntra. Sánchez)

ES ENTRAR EN OBVIO DE REPETICIONES EL SEÑALAR QUE TAMBIÉN SERÁN INHÁBILES LOS DÍAS EN LOS QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE SUSPENDA SUS LABORES, INCLUSO AL RESPECTO HAY CRITERIOS JURISPRUDENCIALES



174. 
18
6
82
(Mntro. Aguinaco)

Podría hablarse de suspensión del término en los días de vacaciones o en los que el Tribunal no labore.



175. 
18


17
325
(Mntro. Aguinaco)

En este precepto se establecen los días hábiles e inhábiles para la substanciación y resolución de los juicios de amparo, sin embargo en ocasiones la suspensión de labores queda a discreción de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, por lo que debe señalarse que también serán inhábiles los días en que suspenda labores el órgano jurisdiccional.



176. 
18
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



177. 
18
171
2249
(Mntro. Ortíz)

Aunque no se suspendan labores en una fecha determinada, se trata de un día inhábil.



178. 
19


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone la siguiente redacción del primer párrafo del artículo 19:

Artículo 19.  El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro  o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil, en estos casos, para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

…

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



179. 
19
135
1740
(MNTRO. GONGORA)

LAS OFICINAS PÚBLICAS SEÑALADAS DEBEN PERMANECER TODO EL AÑO HASTA LAS 12 DE LA NOCHE; Y SEÑALAR SANCIÓN PARA CASO DE INCUMPLIMIENTO.



180. 
19
207
3071
(Mntra. Sánchez)

Se propone una adición al artículo 19 en los siguientes términos: “Artículo 19. El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales, y aquellos previstos en el párrafo cuarto del artículo 14 de esta Ley.” (lo sombreado y subrayado es lo que se propone como adición).

OPINIÓN: Es correcta la propuesta, pues la misma es un complemento de la anterior, misma que también se estima acertada.



181. 
19
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



182. 
19
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



183. 
20
135
1741
(MNTRO. GONGORA)

LOS SECRETARIOS DE LOS ÓRGANOS DEBEN RECIBIR DEMANDAS Y PROMOCIONES DE TÉRMINO EN SU DOMICILIO.

REDACCIÓN SUGERIDA:

“ART. 20.- LA PRESENTACIÓN DE DEMANDAS O PROMOCIONES DE TÉRMINO PODRÁ HACERSE EL DÍA EN QUE ÉSTE CONCLUYA, FUERA DEL HORARIO DE LABORES DE LOS JUZGADOS O TRIBUNALES ANTE EL SECRETARIO AUTORIZADO.”



184. 
20
139
1826
(MNTRO. GONGORA)

ES INDEBIDO PROPONER UNA OFICIALÍA DE PARTES QUE FUNCIONE HASTA LAS DOCE DE LA NOCHE.



185. 
20


63
857
(Mntro. Azuela)

Se considera inatendible la propuesta de que las demandas o promociones de término que se presenten fuera del horario de labores del juzgado o tribunal, se sigan recibiendo en el domicilio del secretario autorizado para el efecto, como en la actualidad se hace. La disposición que contiene el proyecto brinda más facilidades a las partes y a los litigantes al evitarles la investigación del domicilio del funcionario autorizado para recibir sus promociones y el traslado al mismo.



186. 
20
196
2762
(Mntra. Sánchez)

EN LOS LUGARES DONDE SÓLO EXISTE UN ÓRGANO INDUDABLEMENTE NO SE JUSTIFICA UNA OFICIALÍA DE PARTES COMÚN Y ES SU CASO A LOS TITULARES DE LOS MISMOS LES CORRESPONDE TOMAR LAS MEDIDAS PERTINENTES.



187. 
20
197
2937
(Mntra. Sánchez)

NO SE CONSIDERA PRÁCTICO EL HECHO DE QUE LA OFICIALÍA DE PARTES PERMANEZCA ABIERTA HASTA LAS 12 A.M.



188. 
20
6
82
(Mntro. Aguinaco)

Es un mal menor habilitar secretarios para recibir en sus domicilios.



189. 
20
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



190. 
21


160
2059
(Mntro. Gudiño)

Propone se modifique la redacción del primer párrafo del artículo 21, para no dejar duda del beneficio que concede el artículo 20 en cuanto a la presentación de promociones de término el último día, fuera del horario de labores:

Artículo 21.- Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento, en los términos del artículo anterior.

…

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



191. 
21
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



192. 
21
168
2186
(Mntro. Ortíz)

Adicionar un párrafo más entre el segundo y el tercero que diga: “En el cómputo de los plazos para la presentación de la demanda de amparo indirecto y los recursos que deban resolver los Tribunales Colegiados de Circuito de amparo, no se descontarán los días inhábiles para dichos Tribunales, salvo que también sean inhábiles para la autoridad responsable o el Juzgado de Distrito que emitió la resolución recurrida.”


193. 
22
6
82
(Mntro. Aguinaco)

Debería hacerse extensivo el beneficio a las responsables en su primera promoción.



194. 
22


17
326
(Mntro. Aguinaco)

Dicho artículo señala: “Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio…”, debe sustituirse la palabra jurisdicción por residencia, es decir, el quejoso puede presentar su demanda y la primera promoción del tercero perjudicado en la Oficina de Correos que corresponda al lugar de su residencia o en la más cercana, sino radica en el lugar donde se encuentra el Tribunal.



195. 
22
99
1353
(Mntro. Díaz)

Se propone que la denominación del Capitulo III, Título I, relativa a “Plazos”, se cambie por la actual de “Términos.”

OPINIÓN. Se considera que la propuesta es intrascendente, porque se refleja un criterio de terminología procesal, que no incidiría de ninguna manera en la aplicación o interpretación de la ley propuesta.



196. 
22
174
2311
(Mntro. Ortíz)

Se propone para no ocasionar dilaciones en el procedimiento, las autoridades responsables harán uso de cualquiera de los servicios especificados en el articulo 3, de manera gratuita. 



197. 
23


164
2131
(Mntro. Gudiño)

Propone que en el artículo 23 se establezca como regla general que en todos los negocios que se ventilen en materia de amparo, las partes deben estar asesoradas por personas legalmente autorizadas para ejercer la profesión de licenciado en derecho, sin que se contravenga la norma constitucional por lo que ve a la excepción en materia penal.

Opinión: No se comparte la propuesta.



198. 
23
134
1722
(MNTRO. GONGORA)

LAS RESOLUCIONES DEBEN NOTIFICARSE DENTRO DE LAS VEINTICUATRO HORAS SIGUIENTES.

REDACCIÓN PROPUESTA:

“ART. 23.- LAS RESOLUCIONES… A MÁS TARDAR DENTRO DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE HUBIESEN PRONUNCIADO …”



199. 
23
139
1827
(MNTRO. GONGORA)

QUE NO SE EXIJA QUE EL AUTORIZADO DEL TRABAJADOR SEA ABOGADO.



200. 
23


63
858
(Mntro. Azuela)

Se considera atendible la propuesta de que se precise en el artículo en comentariom, que en materia laboral, la obligación de que el autorizado para oír notificaciones se encuentre legalmente autorizado para ejercer la profesión de abogado, sólo sea a cargo del patrón; por  tanto se propone el texto siguiente:

Artículo 23.- …En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización. En materia laboral, la obligación anterior sólo será a cargo del autorizado del patrón.



201. 
23
214
3138
(Mntro. Silva)

Se propone que el autorizado para oír y recibir notificaciones en los juicios en materia laboral no tenga que acreditar encontrarse legalmente autorizado para ejercer la profesión de abogado, ya que la Ley Federal del Trabajo no prevé tal exigencia. 

“Artículo 23, segundo párrafo, última parte “...En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado y se proporcionará los datos  correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización”.



202. 
23
222
3229
(Mntro. Silva)

Se propone suprimir el requisito de acreditar encontrarse legalmente autorizado para ejercer la profesión de abogado, que se solicita al autorizado para oír notificaciones en  los juicios de amparo de naturaleza laboral y administrativa (agraria). 



203. 
23
223
3241
(Mntro. Silva)

Se propone mantener en el texto del artículo en comento todas las facultades que la legislación de amparo vigente otorga al autorizado para oír y recibir notificaciones, y no se señalar “cualquier acto que resulte necesario”, pues ello podría ocasionar confusión.



204. 
23
228
3303
(Mntro. Silva)

Se propone suprimir el requisito exigible al autorizado para oír y recibir notificaciones, en las materias laboral y agraria, de acreditar ser abogado.



205. 
23
39
674
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto.- Art. 23.- Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en la que intervengan, deben designar domicilio para oír y recibir notificaciones en el lugar de residencia del Tribunal de amparo para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales; de no hacerlo, se practicará la notificación por lista.”



206. 
23
170
2236
(Mntro. Ortíz)

Se considera necesario que el licenciado en derecho anexe copia certificada de su cédula, con la cual se eliminará el libro de registro de cédulas.



207. 
23
181
2529
(Mntro. Ortíz)

 ‘El agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal...

sustituir por ‘el quejoso y el tercero perjudicado  podrán autorizar  para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal; ‘en las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo...’ cambiar por  ‘en todas las materias, salvo la penal, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo...’.     



208. 
23
182
2552
(Mntro. Ortíz)

Se propone la homologación de los artículos 18 de la Ley de Amparo y 163 de la L.O.P.J.F. ya que la incongruencia que existe entre ellas conduce al error e inseguridad jurídica. 



209. 
23
185
2577
(Mntro. Ortíz)

No hay razón para que se exija que en materia laboral, los defensores deban ser licenciados en derecho, debe subsistir el principio que contiene la legislación laboral.



210. 
23
78
1101
(Mntro. Castro)

Se propone adicionar un tercer párrafo en los términos siguientes:

“Para los efectos del ejercicio de las facultades otorgadas al autorizado, la autoridad que conozca de la demanda de amparo, reconocerá su caracetr expresamente aún cuando deseche la demanda o la mande aclarar.



211. 
23
84
1172
(Mntro. Castro)

Se sugiere que la disposición indique que la razón de notificación deberá agregarse  al expediente a mas tardar el día siguiente a aquel en que se venza el plazo concedido al actuario para tal efecto.



212. 
23
95
1296
(Mntro. Castro)

Se considera que la aplicación del mismo traería como consecuencia el retraso en el trámite en el Juicio de Amparo, ya que la Actuaría contaría con mayor tiempo para la notificación de los autos, pero ocasionaría el retraso en el trámite del Juicio Amparo.



213. 
24
136
1763
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE ADICIONAR PARA QUEDAR: “ARTÍCULO 24.- LA PRIMERA NOTIFICACIÓN AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL SE ENTENDERÁ CON EL CONSEJERO JURÍDICO; TRATÁNDOSE DE LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS O DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL SE HARÁN CON EL REPRESENTANTE LEGAL. LAS SUBSECUENTES NOTIFICACIONES SE HARÁN DIRECTAMENTE A LOS SERVIDORES PÚBLICOS DESIGNADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 8.”



214. 
25


157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que todas las sentencias sean notificadas en forma personal, para el debido conocimiento del fallo y la oportuna interposición de los recursos o medios de impugnación.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



215. 
25


159
2045
(Mntro. Gudiño)

Propone se suprima el inciso d) de la fracción I del artículo 25, pues con él se legitima el retraso en el dictado de la sentencia, ya que ésta debe ser dictada en la misma fecha de celebración de la audiencia.

Opinión: No se comparte la propuesta.



216. 
25
134
1722
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ADICIONARSE UN ULTIMO PÁRRAFO, CON LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

“ART. 25.- …

TAMBIÉN PODRÁN HACERSE LAS NOTIFICACIONES POR CORREO ELECTRÓNICO O VÍA FAX A CUALQUIERA DE LAS PARTES QUE ASÍ LO SOLICITEN EXPRESAMENTE. EN ESE CASO, EL ACTUARIO LEVANTARÁ CONSTANCIA DEL DÍA Y HORA EN QUE SE RECIBE Y AGREGARÁ A LOS AUTOS EL DOCUMENTO EN EL QUE CONSTE LA CONFIRMACIÓN ELECTRÓNICA DE RECEPCIÓN.”



217. 
25
142
1879
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE NOTIFICAR A LAS PARTES EN FORMA PERSONAL, CUANDO CELEBRADA LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL Y ENCONTRÁNDOSE PENDIENTE EL DICTADO DE LA SENTENCIA, CAMBIARE EL TITULAR DE UN JUZGADO DE DISTRITO, A EFECTO DE QUE MANIFIESTEN LO QUE A SUS DERECHOS CORRESPONDA.



218. 
25


52
699
(Mntro. Azuela)

Fracción I

Se propone un listado de las resoluciones que deben notificarse en forma personal. No se considera pertinente modificar el citado precepto para incluir el listado que se propone, precisamente, por ser casuístico, además, el proyecto de la Ley de Amparo tiende a privilegiar la facultad discrecional del juzgador. Así, en el precepto en cuestión se deja al criterio del órgano jurisdiccional el determinar las resoluciones que deban de notificarse de manera personal, atendiendo a cada caso particular.



219. 
25
214
3139
(Mntro. Silva)

Se propone, por una parte, que las notificaciones al quejoso privado de su libertad se realicen únicamente a su autorizado para tales efectos, suprimiendo al “defensor”, a fin de evitar confusiones. Por otra parte, se sugiere que se establezca en el texto del artículo en cuestión que las notificaciones al quejoso que se encuentre privado de su libertad fuera del lugar del juicio se realizarán por medio de exhorto o despacho.

“Artículo 25, fracción I, Inciso a): “Al quejoso privado de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional que conozca del Juicio, o en el de su reclusión, salvo que tenga persona designada para oír notificaciones; si se encontrare fuera del lugar del Juicio, por medio de exhorto o despacho”.



220. 
25
171
2249
(Mntro. Ortíz)

Debe quedar abierta la posibilidad de la práctica de notificaciones por cualquier medio moderno siempre que con ello  se haga en forma fehaciente y previamente admitida.



221. 
25
181
2532
(Mntro. Ortíz)

Texto: “En forma personal. II. Por oficio. a) A las autoridades; b). Al ministerio público federal en el caso de amparo contra normas generales”. 



222. 
25
73
1002
(Mntro. Castro)

Incluir en la notificaciones personales  a las resoluciones que decidan sobre la suspensión definitiva  cuando no sean dictadas dentro de la audiencia incidental, para dar seguridad jurídica.



223. 
25
92
1249
(Mntro. Castro)

Artículo 25…

I. …

a) 1)…

II.  Por oficio, utilizando cualquier medio electrónico de comunicación.

Inciso a) al c)…



224. 
26


144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone se establezca un término para la ratificación del escrito de desistimiento y la sanción procesal respectiva, para obviar trámites innecesarios, en la fracción IV.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



225. 
26


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone se modifique el inciso b) de la fracción III del artículo 26, para quedar como sigue:

Artículo 26. …

III. …

b)  Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que el quejoso proporcione su domicilio correcto; si éste lo desconociera, podrá ordenar se investigue su domicilio e igualmente podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el domicilio que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles, y…

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



226. 
26
120
1535
(MNTRO. GONGORA)

AGREGAR UN PÁRRAFO AL INCISO B) DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 26 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, QUE DIGA: EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO MANDARÁ APERCIBIR AL QUEJOSO DE QUE SI EN UN PLAZO DE 6 MESES NO DEMUESTRA INTERÉS JURÍDICO EN QUE LA NOTIFICACIÓN AL TERCERO PERJUDICADO SE PRACTIQUE POR MEDIO DE EDICTOS, SE LE TENDRÁ POR DESISTIDO DE LA DEMANDA INTENTADA.



227. 
26
124
1572
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION I, INCISO B)

PROPONE CAMBIAR LA FRASE “NO ACUDE A LA CITA” POR “SI NO ESPERA AL ACTUARIO” RESPECTO DE LAS NOTIFICACIONES POR EL CITATORIO QUE SE DEBERÁN HACER POR LISTA CUANDO LA PERSONA NO ATIENDA LA CITA SEÑALADA POR EL ACTUARIO.



228. 
26
135
1743
(MNTRO. GONGORA)

REDACCIÓN SUGERIDA:

“ART. 26.- 

I.- …

B).- SI NO SE ENCUENTRA A LA PERSONA QUE DEBA SER NOTIFICADA, EL ACTUARIO SE CERCIORARÁ DE QUE ES EL DOMICILIO CORRECTO Y LE DEJARÁ CITATORIO PARA QUE ESPERE EN LA CASA DESIGNADA A HORA FIJA DEL DÍA SIGUIENTE, EN EL QUE INDICARÁ EL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE ORDENA LA NOTIFICACIÓN Y EL NÚMERO DE EXPEDIENTE. EL CITATORIO SE DEJARÁ CON LA PERSONA QUE SE ENCUENTRE EN EL DOMICILIO; SI LA PERSONA POR NOTIFICAR NO ACUDE A LA CITA, LA NOTIFICACIÓN SE HARÁ POR LISTA;…”



229. 
26
63
860
(Mntro. Azuela)

Se estima atendiblela propuesta de adicionar el inciso b) de la fracción I, a efecto de precisar que el citatorio que debe dejar el actuario, debe contener una síntesis o extracto de la resolución o auto que deba notificarse, pues con ello se ilustra a la parte que se pretende notificar, sobre el contenido de la resolución o auto de que se le dará noticia.

TEXTO QUE SE PROPONE: Artículo 26.- I,…b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente, además deberá contener u n extracto de la resolución o auto que se pretende notificar. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y…



230. 
26


63
861
(Mntro. Azuela)

Se considera atendible la propuesta de precisar que el supuesto a que se refiere el segundo párrafo de la fracción de que se trata, sólo es aplicable cuando el domicilio de la persona a notificar se encuentre ubicado en una zona conurbada con la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio,

TEXTO QUE SE PROPONE: Artículo 26.- … II. Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada con ella, podrá comisionar al notificador para que la realice en los términos de la fracción I de este artículo.



231. 
26
214
3140
(Mntro. Silva)

Se propone que si al practicar una notificación, se encontrare cerrado el domicilio de la persona interesada, el Actuario, deje fijo en la puerta el instructivo correspondiente.

Artículo 26, fracción I, inciso c): “Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo, quien tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal y, en caso de no ser posible ordenará que el actuario se constituya de nueva cuenta en el domicilio para dejar copia de un instructivo fijo en la puerta”.



232. 
26
232
3368
(Mntro. Silva)

Fracción I, inciso c)

Se propone que el actuario, fije en la puerta del domicilio del interesado el instructivo correspondiente, en caso de encontrar este último cerrado.

“Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acuda a su llamado se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo quien ordenará en la misma diligencia se proceda a fijar en la puerta del notificado el instructivo correspondiente, ordenándose también se haga por lista”.



233. 
26


189
2615
(Mntra. Sánchez)

Fracción III, inciso b)

Adicionar la hipótesis de que el llamamiento al tercero interesado se haga por conducto del apoderado o representante que así aparezca reconocido en el juicio o procedimiento administrativo del que emane el acto reclamado; como consecuencia de la adición tendría que incluirse en el capítulo de responsabilidades y sanciones una medida disciplinaria a aquel apoderado o representante legal que habiéndose llamado a juicio no lo hace del conocimiento de su representado o no defiende el interés de éste siendo responsable de la comisión de un delito o de la reparación del daño. DE ACEPTARSE LA PROPUESTA DE ESTA PONENCIA SE LOGRA EMPLAZAR AL TERCERO INTERESADO A TRAVÉS DE SU APODERADO O REPRESENTANTE, TENIÉNDOSE DE INMEDIATO ACREDITADO TAL CARÁCTER COMO SUCEDE EN EL AMPARO DIRECTO. 



234. 
26
203
3037
(Mntra. Sánchez)

Que los edictos por los que se pretenda emplazar al tercero interesado se hagan en términos de la legislación común de la entidad federativa que conozca del juicio de amparo y no en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. NO SE COMPARTE LA PROPUESTA PORQUE SI LOS EDICTOS SE HICIERAN A NIVEL LOCAL Y EL TERCERO NO TUVIESE SU DOMICILIO EN ESA JURISDICCION, SE LIMITARIA SU DEFENSA DE CONOCER LA  EXISTENCCIA DEL JUICIO DE AMPARO



235. 
26


3
57
(Mntro. Aguinaco)

Existe inconveniente respecto de que la primera notificación al tercero perjudicado en un juicio de garantías, se realice por medio de edictos, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Lo anterior, en virtud de que habrá infinidad de ocasiones en que el monto de las publicaciones resulta en mucho superior al de la cuantía del propio asunto y en otras ocasiones habrá amparos que no contengan cuantía el dinero, pero la erogación para las publicaciones resulte inalcanzable para el quejoso, con el subsecuente desánimo para éste, al grado de desistir de su  pretensión de obtener de protección de la Justicia Federal, todo lo cual redunda en una indiscutible denegación de justicia.

TEXTO PROPUESTO:  Art. 26… fracción III … inciso b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado.  Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.  Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso por tres veces consecutivas de siete en siete días en el Diario Oficial y en un diario de mayor circulación en la República que contendrá el nombre de las partes y de la autoridad responsable, datos de identificación del juicio, un extracto del acto reclamado y el llamamiento a juicio en un lapso de 30 días a partir de la última publicación, so pena de hacerle las ulteriores notificaciones por lista.



236. 
26
6
83
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, inciso b)

Sería conveniente establecer que el citatorio se dejará para antes de 24 horas, pero después de 8 horas.



237. 
26


17
326
(Mntro. Aguinaco)

La fracción IV ordena notificar personalmente al interesado la providencia que mande ratificar el desistimiento de la demanda y sino consta en autos domicilio, la petición será reservada, notificándose el trámite por lista; se propone suspender el procedimiento y transcurridos tres meses sin que acuda la parte quejosa o recurrente, se tendrá por ratificada tal petición y se decretará el sobreseimiento del juicio.



238. 
26
104
1413
(Mntro. Díaz)

Se propone que en el artículo 26, fracción III, inciso b), prevea la gratuidad en publicación de edictos de emplazamiento a tercero perjudicado, o al tercero interesado, a fin de que cuestión económica no paralice el procedimiento; así como se precise la forma, términos y tiempo de publicación de edictos en el diario oficial de la federación y, en su caso, en el diario o gaceta de la entidad federativa en que existan indicios de su localización, además ordenar fijación y permanencia de dicha publicación en estrados del juzgado, hasta la celebración de la audiencia.

OPINIÓN: Creo que es de suma importancia la propuesta, ya que tratándose de emplazamientos por edictos casi siempre se paraliza el procedimiento ante la imposibilidad del quejoso de cubrir el costo de los edictos que es muy elevado.  Asimismo el precisar tiempos, términos y plazos de publicación de éstos evitarían errores de interpretación o su incumplimiento, mientras que el fijarlos además en los Estrados del Juzgado da mayor certidumbre y seguridad jurídica al tercero perjudicado o al tercero interesado.



239. 
26
114
1475
(Mntro. Díaz)

Se propone la adición del inciso b), fracción I, del artículo 26, en los términos siguientes: “… b) si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto; y si se trata de la primera notificación, deberá cerciorarse que en el mismo habita, trabaja o tiene su domicilio la persona buscada; a quien le dejará citatorio para hora fija hábil dentro de un lapso comprendido entre las tres y las veinticuatro horas siguientes, en el que le indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista; y, …”

OPINIÓN. La propuesta es congruente y debe tomarse en cuenta, en virtud de que ello evitaría los innumerables vicios en que incurren los actuarios judiciales al realizar las notificaciones y, en particular, el emplazamiento del tercero perjudicado. 



240. 
26
116
1515
(Mntro. Díaz)

Se sugiere que en el artículo 26, fracción II, inciso b), se prevea que los edictos para emplazar al tercero perjudicado se publiquen a costa del quejoso en diario local de la residencia del tribunal o de la autoridad que conoció del juicio o procedimiento administrativo del emane el acto reclamado; en un diario regional o estatal en casos en que el tercero interesado haya tenido última residencia en lugar distinto a la sede de la autoridad responsable y en un diario de circulación nacional; que el instructivo que se fije en los estrados del órgano jurisdiccional correspondiente, y que el tribunal colegiado o el juzgado de distrito brinden apoyo al quejoso de escasos recursos para que a través de los medios de comunicación (internet-fax), se establezca el contacto con empresas periodísticas de manera que no sea más oneroso el gasto ocasionado, porque a través de un correo electrónico o un depósito bancario quedaría cubierto el servicio, sin necesidad de desplazamiento a otro lugar.

OPINIÓN.  No es viable la propuesta porque el Diario Oficial de la Federación en donde se exige publicar los edictos correspondientes, es en términos del artículo 2º de la LEY DEL DIARO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN Y GACETAS GUBERNAMENTALES y los diarios de circulación regional, estatal o nacional no gozan de esas características, puesto que su objetivo primordial no efectuar publicaciones de las actividades de los Poderes de la Federación para que sean aplicados y observados debidamente.  --- Por otra parte, tampoco es adecuado que el Tribunal Colegiado o Juzgado de Distrito brinde apoyo al quejoso para establecer contacto con las empresas periodísticas, porque en principio, no podría determinarse, objetivamente, cuándo el agraviado es de escasos recursos, además daría pauta a que el juzgador favoreciera al promovente faltando a la equidad de las partes, sobre todo en aquéllas materias que son de estricto derecho y, finalmente, porque el gasto ocasionado para brindar el apoyo que se sugiere recaería en el erario del Estado. 



241. 
26
34
630
(Mntro. Aguirre)

agotadas todas las investigaciones a fin de emplazar al T.P., si no se logra su localización, se le emplace por  lista o se obligue a los propietarios de los periódicos (reformar Ley de Imprenta) a publicar sin costo los edictos o que se publiquen algunos gratuitamente en el Diario Oficial y periódicos oficiales de los Estados.



242. 
26
40
676
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto.- Art. 26... I.- b).- El citatorio se dejará con la persona que habite o labore en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por instructivo con quien se encuentre en el lugar, entregando en su caso, las copias respectivas; si nadie se encontrare, el instructivo se fijará en la puerta del domicilio señalado adjuntando las copias de la resolución a notificar.



243. 
26
169
2208
(Mntro. Ortíz)

Se establezca con claridad cuáles son las medidas que deberá tomar el órgano jurisdiccional para investigar el domicilio del tercero, así como la precisión de que si el quejoso, no habiéndose logrado conocer dicho domicilio, no concurre en un término preciso con los extractos con los cuales se realizará la publicación de los edictos correspondientes o no compruebe haber realizado dichos edictos dentro de un término prefijado se sobreseera el juicio por falta de interés jurídico.



244. 
26
170
2237
(Mntro. Ortíz)

En lugar de reservarse la petición de desistimiento, se indique que se continuará el tramite como si no se hubiese presentado tal promoción.



245. 
26
77
1090
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

..........................................................................................................

Artículo 26. ......................................................................................

I. ......................................................................................................

II. .....................................................................................................

III. ....................................................................................................

a)......................................................................................................

b)..............................................................................si a pesar de lo

anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo que se trate de núcleos de población ejidal o comunal, caso en el cual el Tribunal Superior Agrario deberá ordenar dicha notificación, a su costa.



246. 
26
81
1146
(Mntro. Castro)

I.  Se propone modificar el artículo para que mediante la redacción que se estime mas conveniente, se establezca con toda claridad que la figura del citatorio subsiste solo tratándose del emplazamiento y, fuera de este caso, cuando no se encuentra a quien se deba notificar, se proceda a dejar con quien se entienda la diligencia, e incluso fijado en la puerta la cédula o instructivo correspondiente 



247. 
26
84
1174
(Mntro. Castro)

I.  a) Dado que las partes interesadas tienen acceso al expediente y pueden imponerse de dichas documentales, el precepto debe indicar con claridad a que documentales y en que asuntos deben adjuntarse  a la notificación.

c) Es conveniente que el precepto establezca que el juzgador deberá habilitar días y horas inhábiles para la práctica de la diligencia y que de no lograr su realización ordenará que la notificación se haga por lista.

III.  Debe precisarse que el quejoso cuenta con un plazo que no excederá de diez días para recibir lo edictos y acreditar que hizo la publicación respectiva  con el recibo de pago correspondiente, ya que si este no cumpliese con esa carga procesal, ello daría lugar desde luego a que se imposibilite llamar a juicio al tercero interesado quedando paralizado el expediente; por ello se estima que esa hipótesis sea incorporada  en el artículo 61 del proyecto  como una causal de sobreseimiento.



248. 
26
89
1232
(Mntro. Castro)

La propuesta de modificación propone que se autorice que los emplazamientos a los terceros “perjudicados” se realice por listas, estrados o boletín judicial del tribunal de origen:

“Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: - - - III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulta inexacto: - - - b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiere señalado. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen, o bien por medio de lista, estrados o boletín judicial en términos de lo previsto por código procesal que resulte aplicable al juicio de origen; y”



249. 
27
63
862
(Mntro. Azuela)

Fracción III

Se estima atendible la propuesta de precisar en la fracción de que se trata, cuáles son los casos urgentes que requiere el orden público, en que es posible ordenar la notificación a las autoridades responsables por cualquier medio, sin perjuicio de practicarla conforme a las fracciones I y II del artículo en cuestión y cuáles son los medios de comunicación que para ello se pueden utilizar.



250. 
27


214
3151
(Mntro. Silva)

Se propone que en vez de prever el artículo en comento que la notificación a las autoridades responsables podrá realizarse por cualquier medio, se limite al uso de “Fax” y “Telegrama”; pues si bien existen otros medios electrónicos, algunos de ellos resultan inseguros.

“Artículo 27, fracción III. En los casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuera necesario para la eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca del  amparo o del incidente de suspensión o de cualquier otro previsto por ésta Ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por fax, telegrama o a través de empresa debidamente establecida dedicada a la mensajería, sin perjuicio de practicarla conforme a las fracción I y II.



251. 
27
232
3366
(Mntro. Silva)

Se propone que cualquier desistimiento (sea de pruebas o de acción), sea ratificado directamente por el quejoso.



252. 
27
197
2937
(Mntra. Sánchez)

NO SE COMPARTE LA REFORMA EN CUANTO PREVÉ EN SU FRACCIÓN III QUE LA NOTIFICACIÓN QUE SE HAGA A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES PODRÁ SER POR CUALQUIER MEDIO EN ATENCIÓN A LOS AVANCES TECNOLÓGICOS DEBIÉNDOSE REGULAR ESTO POR MEDIO DE UN ACUERDO.



253. 
27
24
452
(Mntro. Aguinaco)

Fracción IV

Se propone complementar el artículo fijando un término prudente para mantener en reserva la petición, pues ello puede dar lugar a que los expedientes se conserven activos de manera indefinida.



254. 
29


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone la siguiente redacción de la fracción II del artículo 29:

Artículo 29.  Las notificaciones surtirán sus efectos:

…

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal, o de la notificación por oficio a la autoridad que tenga el carácter de tercero interesado, o al de la fijación de la lista en los órganos jurisdiccionales de amparo.
Opinión: Se considera acertada la propuesta.



255. 
29
181
2533
(Mntro. Ortíz)

Texto: “Las notificaciones surtirán sus efectos: las que se hagan a las autoridades, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas. I. cuando el oficio de notificación se envíe por correo, el día que conste en el acuse  de recibo, siempre y cuando sea un día hábil. en caso contrario, deberá computarse  el término a partir de la primera del día siguiente hábil”.  



256. 
30
168
2187
(Mntro. Ortíz)

Texto: "Si las notificaciones que no se hicieren con las formalidades establecidas en el presente capítulo, podrá pedirse por la vía incidental la declaración de su nulidad, en términos de los artículos 66 y 67 de esta ley.”


257. 
31


144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone que los Tribunales Unitarios no se conviertan en colegiados y que, en cambio, se creen más juzgados de distrito y tribunales colegiados en materia de amparo, en la fracción III.

Opinión: El hecho de que se convierta a los Unitarios en Colegiados, no riñe con le creación de más Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Amparo.



258. 
31
41
678
(Mntro. Aguirre)

Suprimir fracción V, respecto a la jurisdicción concurrente para conocer del juicio de amparo por ser innecesaria.



259. 
31
168
2187
(Mntro. Ortíz)

Inconveniente de los Tribunales Colegiados de Circuito de apelación en razón de que en varias zonas de la República se daría un problema de reordenación de Circuitos, no podrían corresponder los Circuitos de apelación a los Circuitos de amparo.



260. 
32
218
3207
(Mntro. Silva)

Se propone que entratándose del juicio de amparo directo, la competencia para conocer del mismo se surta en el Tribunal en cuya jurisdicción el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado, o bien, si no requiere ejecución material, lo sea el tribunal en cuya jurisdicción resida la autoridad responsable  (si).

“DEBE DECIR: Artículo 32. Los tribunales colegiados de circuito de amparo son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

Este tribunal competente aquél en cuya jurisdicción el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado.

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un circuito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el tribunal en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda en primer término.

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es competente el tribunal en cuya jurisdicción resida la autoridad responsable”.



261. 
32
26
463
(Mntro. Aguirre)

Que en amparo directo en materia agraria sean competentes los Tribunales Colegiados de Circuito del lugar en donde residan los  núcleos de población quejosos y no los de la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado.



262. 
32
42
679
(Mntro. Aguirre)

Segundo párrafo

Adición propuesta “Art. 32.- ... además conocerán de aquellos juicios de amparo en los que haya existido una prevención.”



263. 
34
6
83
(Mntro. Aguinaco)

Se tratará casi siempre de amparo penal, pero el espíritu del juez de amparo debe ser diferente del espíritu del juez penal.

Deben separarse los jueces penales del proceso de los de constitucionalidad.



264. 
34
170
2237
(Mntro. Ortíz)

Es conveniente señalar que será competente para conocer del juicio de amparo el Tribunal Colegiado de apelación del mismo Distrito y especialización en su caso y, si no lo hubiere, el más cercano dentro de la jurisdicción del Circuito al que pertenezca.



265. 
38
165
2143
(Mntro. Gudiño)

Propone que se amplíen los órganos legitimados para solicitar al Pleno ejerza la facultad de atracción; incluso preverse la posibilidad de que, en ciertos casos, el quejoso pueda solicitar a un ministro que determine si es de proponerse al Pleno el ejercicio de la facultad de atracción., y que tal ministro instructor, con plenitud de jurisdicción, determine si es procedente la solicitud. Para ello propone la siguiente redacción del artículo 38:

Artículo 38.  El pleno de la Suprema Corte de Justicia  de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento:

I.  Recibida la petición hecha por el promovente del amparo directo o de la revisión, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación turnará la solicitud al ministro instructor, quien resolverá dentro de los cinco días siguientes lo que haya lugar. La resolución que declare improcedente o infundada la petición será definitiva e inatacable; la resolución que la declare procedente tendrá como efectos que el ministro plantee el caso al Pleno de la Corte de conformidad con las siguientes fracciones;

II. Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

III. Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad, y

IV. Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes.  

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento, en caso contrario,  devolverá los autos al tribunal de origen.
Opinión: Se considera acertada la propuesta, en cuanto sugiere que no sean sólo los Ministros quienes puedan plantear el ejercicio de la facultad de atracción.



266. 
38
6
84
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I.

Dar a un solo Ministro la facultad de detener el procedimiento para pedir el expediente puede dar lugar a dilaciones innecesarias. Convendría pedir información sobre el negocio a petición de un solo Ministro, suspendiendo sólo el que se dicte sentencia; pero recibidos esos informes, sería ya con la votación de al menos cinco, que podría pedirse el asunto para su resolución en la Corte.



267. 
38
22
421
(Mntro. Aguinaco)

Es importante que los Tribunales Colegiados puedan solicitar a la Suprema Corte que ejerza la facultad de atracción, como prevé la actual Ley de Amparo, pues de otra forma deberán conocer de asuntos importantes y trascendentes que ameriten el conocimiento de la Suprema Corte, o enviale la petición, sin tener facultad para suspender el procedimiento, con riesgo de incurrir en responsabilidad.



268. 
38
28
512

513
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto. Art. 38.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, pudiendo ser: I.- De oficio, lo cual podrá ser planteado por cualquiera de los ministros, en el cual surja la inquietud acerca del interés y trascendencia de un asunto y formule la petición de atraerlo al conocimiento del órgano colegiado, el Pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;  II.- A petición del tribunal colegiado de circuito de amparo que conozca del asunto, debiendo expresar las razones en que funde su petición, además de remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia.- III.- Cuando medie petición por parte de alguna de las partes el Tribunal Colegiado de Circuito de amparo, analizará la petición, si ésta resultara procedente remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia; si decidiera que no resulta procedente, continuará conociendo del asunto; dicha resolución que emita, no admitirá recurso alguno. IV.- En el supuesto de las dos fracciones anteriores, recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver  si ejerce o no dicha facultad, y V.- Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal Pleno dentro de los tres días siguientes.- Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se abocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.



269. 
38
168
2188
(Mntro. Ortíz)

Establece la facultad del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ¿Por qué no se da la facultad a los Tribunales Colegiados para que ejerzan esa potestad?



270. 
40
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



271. 
41
6
84
(Mntro. Aguinaco)

Tercer renglón

Sería mejor “la” que “le” y en el renglón 10, tal vez sería correcto decir “el tribunal en pleno”. Lo mismo que al final del precepto.



272. 
43
168
2189
(Mntro. Ortíz)

En el primer párrafo suprimir la frase “salvo el caso de vía, territorio o especialidad” toda vez que la Suprema Corte será muy cuidadosa en designar al órgano competente y sus determinaciones deben ser inatacables.

En el segundo párrafo, que se adicione un párrafo similar al anterior del mismo artículo en los siguientes términos: “Dicho órgano conocerá del juicio sin que pueda objetarse su competencia”.

273. 
43
175
2315
(Mntro. Ortíz)

Se propone suprimir en el articulo 43 la expresión “salvo el caso de vía, territorio o especialidad”. 



274. 
43
77
1091
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 43. ......................................................................................

.........................................................................................

En el caso de que se reciban en un Tribunal Colegiado de Circuito demandas de amparo relacionadas, de las que alguna deba tramitarse en la vía de amparo indirecto, por estarse en el caso de un tercero extraño al juicio y la restante como amparo directo, deberá declararse incompetente de plano respecto de aquélla y reservarse dictar resolución respecto de la que compete hasta en tanto se dicte sentencia en el amparo indirecto, a efecto de evitar resoluciones contradictorias.



275. 
45
135
1745
(MNTRO. GONGORA)

AL CONFIRMARSE RESOLUCIÓN DEL REMITENTE, SE ORDENE TRAMITACIÓN, 5 DÍAS PARA COPIAS Y RENDIR  INFORME, NOTIFICAR AL 3 INTERESADO Y CUMPLIR REQUISITOS DEL ART. 176.



276. 
45
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



277. 
46
135
1746
(MNTRO. GONGORA)

TAMBIÉN DEBE PROVEER SOBRE LA SUSPENSIÓN, TRATÁNDOSE DE ACTOS TENDIENTES A PRIVAR DE DERECHOS AGRARIOS A NÚCLEOS DE POBLACIÓN EJIDAL O COMUNAL.



278. 
46
6
85
(Mntro. Aguinaco)

También se debería decidir sobre suspensión cuando se trate de actos que, de ejecutarse, sería de imposible o muy difícil reparación.



279. 
46


17
327
(Mntro. Aguinaco)

Este precepto señala que cuando se presente una demanda ante un órgano que estime carecer de competencia, la remitirá al Juez o Tribunal que estime competente, sin decidir sobre la admisión ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, de portación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional, pero no se precisa si la salvedad se refiere a la admisión o a la suspensión, ya que esta última debe proveerse cuando sea necesario para la subsistencia de la materia del amparo.



280. 
46
95
1296
(Mntro. Castro)

II.  Contempla que cuando el domicilio señalado de la persona a notificar no se encuentre en el mismo lugar en que resida el órgano jurisdiccional de amparo, la primera notificación se hará por exhorto o despacho en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. En el exhorto o despacho se requerirá que se señale domicilio en el lugar del juicio con apercibimiento que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aún las personales se practicarán por lista; lo cual conlleva a un trámite más tardado trayendo consigo más carga de trabajo para el área respectiva.

Con las Reformas, el Juicio de Amparo que se considera de naturaleza sumaria, ya no lo sería, pues su tramitación será como un juicio ordinario, ya que se amplían los términos para la presentación de la demanda, los plazos para poder notificar a las partes, retrasándose de esta forma el trámite del mismo, trayendo como consecuencia inmediata el rezago y la carga de trabajo en los Juzgados de Distrito. Por lo tanto no consideramos que sean pertinentes dichas reformas.



281. 
47
223
3242
(Mntro. Silva)

Se propone trasladar el contenido del último párrafo del artículo 47 el proyecto, relativo al sobreseimiento por la duplicidad en la tramitación de juicios de amparo al texto del artículo 61, relativo a las causas de sobreseimiento.



282. 
47
6
85
(Mntro. Aguinaco)

Podría aclararse que, si los dos órganos judiciales son competentes (dos jueces o dos tribunales de apelación del mismo circuito), es competente el que previno.



283. 
47
114
1481
(Mntro. Díaz)

Que en el proyecto de nueva ley de amparo la acumulación tiene por efecto el sobreseimiento del segundo juicio de amparo, por lo que se considera, con objeto de evitar el dictado de sentencias contradictorias, se reitere el contenido de las disposiciones vigentes.

OPINIÓN: No es viable la ponencia, porque el precepto es claro en establecer que el sobreseimiento acontecerá cuando se trate del mismo quejoso y de los mismos actos reclamados; de suerte que no se aprecia la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias, al estar debidamente precisados los requisitos para que se actualice la acumulación.



284. 
49
139
1827
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ADICIONARSE COMO CAUSA DE IMPEDIMENTO, LA CONDUCTA AGRESIVA POR PARTE DE UN LITIGANTE.



285. 
49
71
979
(Mntro. Azuela)

En la ponencia, que involucra también los artículos 50, 52, 53, 57, 58 y 247, no se propone modificación o reforma alguna, sólo se comenta que resulta atinada la forma en que en ellos se reglamentan los impedimentos, excusas y recusaciones.



286. 
49
6
85
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II.

Se debería precisar que el impedimento es sancionable cuando el juzgador tenga conocimiento de que los parientes señalados tienen interés en el asunto. Si los parientes, consanguíneos o por afinidad, tienen interés en un asunto, sin que aparezca su nombre, es muy posible que el juzgador ignore esa circunstancia.



287. 
49
6
85
(Mntro. Aguinaco)

Fracción IV

El impedimento consiste en haber conocido en otra instancia o jurisdicción de la resolución impugnada, implicaría que, en las reclamaciones, también debería estar impedido el funcionario que dictó la resolución recurrida.



288. 
49
6
86
(Mntro. Aguinaco)

Fracción VI.

El impedimento sólo es válido, cuando se puede buscar un criterio jurisprudencial, favorable al asunto propio, lo que sucederá dependiendo de la litis en caso, sobre cuestiones de hecho. Quizás los Ministros debieran poder excusarse en cualquier caso no previsto, en que estimen afectada su imparcialidad.



289. 
49
73
1002
(Mntro. Castro)

Incluir a los secretarios en la hipótesis de impedimentos.



290. 
50
6
86
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

En asuntos penales, se da el caso de que un defensor ofenda al Juez, para provocar su impedimento. No sería conveniente que se pueda recusar a un Ministro.



291. 
51
6
86
(Mntro. Aguinaco)

La excepción se limita al caso de la fracción II del artículo anterior. ¿Se justifica esto?



292. 
55
135
1748
(MNTRO. GONGORA)

DEBE SUSTITUIRSE “INTEGRANTES” POR “MAGISTRADOS”; EL IMPEDIMENTO DEBE SER CALIFICADO POR LOS MAGISTRADOS RESTANTES Y UN SECRETARIO EN SUSTITUCIÓN DEL IMPEDIDO.



293. 
57
135
1751
(MNTRO. GONGORA)

EN CASO DE INSOLVENCIA DEBE FIJARSE GARANTÍA DE UN DÍA DE SALARIO MÍNIMO Y EXIGIRSE QUE SE PRESENTE UN PRINCIPIO DE PRUEBA DE ELLO.



294. 
58
6
86
(Mntro. Aguinaco)

No se prevé la sanción para el juzgador impedido que no comunique la recusación al órgano que deba resolver (ni se prevé después del artículo 247).



295. 
59
6
86
(Mntro. Aguinaco)

Fracción IV

Al permitir que en amparo se revisen actos de procedimiento del proceso de desafuero, es absolutamente contrario al último párrafo del artículo 110 constitucional, que dice que las resoluciones de las Cámaras son inatacables en esos casos. Es obvio que tanto la resolución final, como las resoluciones de procedimiento, son “resoluciones de las Cámaras” que quien puede anular actos de procedimiento puede estorbar, entorpecer o aún evitar actos de fondo. Llevando el argumento al absurdo, los Ministros podrían evitar sus desafueros, amparando contra violaciones de procedimiento.



296. 
59
150
1949
(Mntro. Gudiño)

Propone que se señale como caso de excepción al principio de definitividad del acto reclamado, el caso en que se impugna una sentencia privativa de la libertad que no fue impugnada mediante el recurso ordinario legalmente procedente, en la fracción XIV.

Opinión: No se comparte la propuesta.



297. 
59


157
2005
(Mntro. Gudiño)

Expone que no queda claro en qué casos procede el amparo contra actos del Consejo de la Judicatura Federal que afecten personas ajenas al Poder Judicial de la Federación, en la fracción II.

Opinión: No se advierte la pretendida confusión.



298. 
59
159
2045
(Mntro. Gudiño)

Propone que los cambios de situación jurídica en los procedimientos penales de donde emanen los actos reclamados, no sean causa de improcedencia, en la fracción XIII.

Opinión: No se comparte la propuesta.



299. 
59
161
2075
(Mntro. Gudiño)

Propone que, dadas las condiciones de apertura en que vive el país, se reflexione sobre la viabilidad de que la Corte permita en ciertos casos la posibilidad de la procedencia del amparo en materia electoral, para revisar las resoluciones de su inmediato inferior a través del amparo directo cuando se vulneren derechos fundamentales del hombre, en cuyo caso no exista una vía específica de tramitación para garantizar su ejercicio y acotar los excesos de la autoridad constituida para efectos electorales, en las fracciones III y XI.

Opinión: No se comparte la propuesta.



300. 
59


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar la redacción del tercer párrafo de la fracción X del artículo 59, para quedar como sigue:

Artículo 59.  …

X. … 

…

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquél al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, si no existieran medios de defensa ordinarios contra dicha resolución; o de la última resolución recaída al medio de defensa ordinario previsto por las leyes contra la resolución del recurso; aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

…
Opinión: No se comparte la propuesta.



301. 
59
139
1828
(MNTRO. GONGORA)

FRACCIONES II Y III

NO DEBIA PROPONERSE PORQUE PUGNAN CON EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.



302. 
59
54
717
(Mntro. Azuela)
Fracción XIV, inciso b)

Se comparte la propuesta de excluir de la obligación de observar el principio de definitividad la extradición y la incomunicación, por ser actos que afectan la libertad personal del quejoso, mas no la de establecer dicha obligación tratándose del auto de sujeción a proceso, por ser, este último, también un acto que ataca la libertad personal, como se estableció en la jurisprudencia número 1a. J.11/97, sustentada por la Primera Sala de nuestro Máximo Tribunal. La redacción que se propone de tal precepto es la siguiente: “Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente: …XIV. Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.--- Se exceptúa de lo anterior:--- a) Cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición, incomunicación o cualquiera de los prohibidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejercito, armada o fuerza aérea nacionales;--- b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión o de sujeción a proceso, resolución que establezca los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso penal; y   …”



303. 
59
67
931
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible establecer como causal de improcedencia del juicio de amparo la falta de promoción del amparo adhesivo, puesto que ello en todo caso, únicamente conduciría a desechar el amparo adhesivo, lo que es distinto a la improcedencia del juicio de amparo en general.



304. 
59
69
953
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de adicionar la fracción II en cuanto a las causas de improcedencia del juicio de amparo, ya que la ponencia no propone ninguna modificación en concreto, sólo menciona que sería conveniente.



305. 
59
223
3242
(Mntro. Silva)

Fracción IV

En la propuesta, se manifiesta inconformidad por la desaparición de la causa de improcedencia relativa a la improcedencia del juicio de amparo contra resoluciones o declaraciones de las legislaturas locales o de sus comisiones en materia de juicio político o declaratoria de procedencia. En la propuesta, se manifiesta inconformidad por la desaparición de la causa de improcedencia relativa a la improcedencia del juicio de amparo contra resoluciones o declaraciones de las legislaturas locales o de sus comisiones en materia de juicio político o declaratoria de procedencia.



306. 
59
6
87
(Mntro. Aguinaco)

Fracción XVI

Se omite decir que el amparo procede cuando la revisión de oficio no suspenda la ejecución.



307. 
59
8
171
(Mntro. Aguinaco)

Fracción IV

Se propone para quedar así:  “Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente: ...IV. Contra la resolución que emita la Cámara de Senadores, actuando como jurado de sentencia, en un juicio político.  Será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las garantías de audiencia y defensa del quejoso.”



308. 
59
17
328
(Mntro. Aguinaco)

En la fracción IV de este precepto deben incluirse las resoluciones o declaraciones de las legislaturas de los Estados. La fracción XIV, inciso b), establece la procedencia del amparo contra la resolución que señalen los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, pero debe decir que es para disfrute, ya que primero se establece el derecho, después los requisitos y finalmente se otorga en un diverso proveído.



309. 
59
21
397
(Mntro. Aguinaco)

Fracción XIII

Se propone que no exista cambio de situación jurídica cuando en amparo se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 y 20 constitucionales.  Para efectos de lo anterior se sugiere incluir estas excepciones en el texto del artículo 59, fracción XIII del proyecto de Ley de Amparo y en caso de que este no prospere, de cualquier forma se hace la propuesta en el sentido de que este agregado se incluya en la fracción X del artículo 73 de la actual Ley de Amparo.



310. 
59
22
423
(Mntro. Aguinaco)

Fracción XIV, inciso b)

Se propone exceptuar de la obligación de agotar recursos ordinarios cuando se reclame la resolución que niegue la libertad por desvanecimiento de datos, considerando el prejuicio que resiente el quejoso cuando se pretende afectar su libertad, tomando en cuenta que no se trata de una sentencia definitiva pronunciada en el proceso penal.



311. 
59
105
1417
(Mntro. Díaz)

Suprimir en la fracción vi del artículo 59, la expresión “salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos”, pues una ley heteroaplicativa sólo puede impugnarse con motivo del primer acto de aplicación y no en relación con el segundo o subsecuentes como lo establece el párrafo en análisis, por lo que si se aprobara este párrafo como se propone, generaría que por cada nuevo acto de aplicación de la ley que ya fue combatida se intentara un juicio de amparo, lo que no resulta acorde al proyecto de ley.

OPINIÓN: De acuerdo con la propuesta porque la expresión que se propone eliminar, cuando menos, causará confusión sobre si el amparo contra normas generales podrá promoverse contra el segundo o ulterior acto de aplicación.



312. 
59
106
1423
(Mntro. Díaz)

En relación a la fracción XVI del artículo 59, en cuanto releva al quejoso de la obligación de agotar el principio de definitividad cuando el acto reclamado carece de fundamentación, se estima que debe ser suprimida porque de su redacción se infiere que el juez de distrito debe realizar el análisis de fondo relativo y, además, ello queda inmerso cuando se reclamen violaciones directas a la constitución, lo cual es una especie de su género.

OPINIÓN: Es conveniente aceptar la sugerencia, pues la reforma propuesta en el sentido de que el promovente del amparo no agote la definitividad si el acto reclamado carece de fundamentación obligaría al Juez de Distrito a realizar el pronunciamiento de fondo para determinar la procedencia o improcedencia del amparo, lo que es contrario a la técnica del juicio de amparo.



313. 
59
36
648
(Mntro. Aguirre)

Que el amparo en materia política no ha sido analizado lo suficiente, porque se confunde o asimila con el 

proceso electoral.



314. 
59


43
681
(Mntro. Aguirre)

Suprimir fracción II, por ser inconstitucional al permitir que terceros ajenos al Poder Judicial Federal, soliciten el amparo en contra de los actos del Consejo de la Judicatura Federal, rebasando al artículo 100 Constitucional.



315. 
59
168
2191
(Mntro. Ortíz)

Establecer la improcedencia del juicio de amparo contra actos de Tribunales Colegiados de Circuito de amparo.

Modificar el texto de su fracción XVI, para que diga: “Cuando solo se aleguen otras violaciones directas a la Constitución”.



316. 
59
171
2250
(Mntro. Ortíz)

La fracción X se aparta de los principios de reformas a la Ley de Amparo en aquellos casos en que el acto de autoridad aparte de estar fundado en un procedimiento que se estime inconstitucional, adolece de algunos vicios de legalidad.



317. 
59
175
2315
(Mntro. Ortíz)

Se debe exceptuar de esta fracción el inciso c). 



318. 
59


181
2534
(Mntro. Ortíz)

Texto: “El juicio de amparo es improcedente: I... II. Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal; III... IV. Contra las resoluciones  o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político a que se refiere el título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; XIX. cuando exista la imposibilidad jurídica de que la sentencia produzca los efectos restitutorios previstos en los artículos 75 y 76 de esta ley; XX. en los demás casos”...   



319. 
59
185
2577
(Mntro. Ortíz)

II y III. Esta reforma deja en total estado de indefensión a los trabajadores del poder judicial de la federación ya que pugna con  lo dispuesto en el artículo 123, apartado b constitucional.



320. 
59
188
2612
(Mntro. Ortíz)

Incluir a la fracción XIV el inciso d) con el siguiente texto:., “d) Cuando se trate de actos dentro de juicio cuyos efectos sean de imposible reparación”. Al señalarse las excepciones al principio de definitividad  en lo referente a los actos de autoridades administrativas, a las que alude la fracción XVI, el último párrafo de la fracción XVI quede “ no existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de motivación y fundamentación, cuando se aleguen violaciones directas a la Constitución y cuando se actualicen las hipótesis a que se refiere el inciso a) de la fracción que antecede”. 



321. 
59
73
1003
(Mntro. Castro)

XV.  Que se incluya a procedencia del juicio de amparo aun cuando se haya interpuesto el recurso ordinario si el quejoso se desiste de este expresando su intención de promover el juicio de amparo, siempre que este dentro del término para interponer la demanda.

XIV y XVI.  Tomar en consideración para los casos de excepción al principio de definitividad  en el juicio de amparo indirecto, los casos siguientes: Los que dentro de un juicio su ejecución sean de imposible ejecución, y aquellos actos dentro los cuales los recursos ordinarios o medios de defensa legales por medio los que se puedan modificar, revocar o nulificar, se encuentren previstos en un reglamento  y en la ley que los rige no se contemple su existencia.

Incorporar una fracción específica que faculte a los juzgadores  de amparo a desechar por notoriamente improcedente  las demandas de garantías  promovidas  por actos que tengan efectos meramente intraprocesales.



322. 
60


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar la redacción del artículo 60, para quedar como sigue:

Artículo  60.  Las causas de improcedencia son de aplicación estricta, deberán quedar probadas plenamente y el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo puede analizarlas de oficio. 

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



323. 
61
214
3150
(Mntro. Silva)

Se propone establecer como causa de sobreseimiento, el supuesto consistente en que una vez agotado el procedimiento previsto en la ley, el quejoso no acuda a recoger los edictos o no exhiba la publicación de los mismo, dentro del término de treinta días naturales siguientes a la notificación del acuerdo respectivo.

Artículo 61, fracción V. “Cuando una vez agotado el procedimiento, previsto por el artículo 26, fracción III, inciso b) de ésta Ley, el quejoso no acuda a recoger los edictos o no exhiba la publicación de los mismos, dentro del término de treinta días naturales, una vez notificado el acuerdo respectivo".



324. 
61
223
3244
(Mntro. Silva)

Se manifiesta inconformidad por la desaparición de la causal de sobreseimiento  por inactividad procesal.



325. 
61


44
684
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto: Art. 61. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede: ... V.- Cuando en el juicio de amparo, se ordene el emplazamiento de un tercero interesado por medio de edictos a costa del quejoso y la publicación de los mismos no se lleve a cabo a pesar de haberse agotado todos los medios empleados para tal efecto, por omisión o desinterés de éste.



326. 
61
77
1092
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:
Artículo 61. .....................................................................................

I.  Sólo procederá el desistimiento en el amparo directo promovido por núcleos de población o ejidatarios o comuneros en representación sustituta, cuando así lo acuerde la asamblea de ejidatarios, cumpliendo los requisitos que establece la Ley Agraria.



327. 
61
89
1228
(Mntro. Castro)

La propuesta de adición al artículo 61, consiste en incorporar una causal más de sobreseimiento:

“Artículo 61. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

V. Cuando se hayan puesto a disposición del quejoso los edictos relativos al emplazamiento del tercero interesado y dentro del plazo que se le haya concedido omita recibirlos y acreditar su publicación”.



328. 
62
17
329
(Mntro. Aguinaco)

Dicho precepto señala: “Cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, la comunicarán de inmediato al órgano jurisdiccional de amparo”; a dicho precepto se le debe agregar y de ser posible remitirán las constancias pertinentes.



329. 
62
73
1005
(Mntro. Castro)

Establecer una sanción al menos económica para el caso de que las partes no comuniquen a la autoridad que conozca del juicio de amparo, la causa de sobreseimiento por ser éste de orden público  y para evitar el entorpecimiento de la ejecución de las sentencias de amparo.



330. 
63
6
87
(Mntro. Aguinaco)

Podría añadirse que el sobreseimiento tampoco prejuzga sobre la constitucionalidad del acto reclamado, ni impide al quejoso promover un nuevo amparo cuando proceda, por resultar inaplicable en el caso la fracción VII del artículo 59.



331. 
64


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar la redacción del artículo 64, para quedar como sigue:

Artículo 64.   En los juicios de amparo se substanciarán en la vía incidental, aun de oficio, las cuestiones a que se refiere expresamente  esta ley y las que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. El órgano jurisdiccional determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un especial pronunciamiento o se reserva para resolverlo en la sentencia.

Opinión: No se comparte la propuesta.



332. 
64
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



333. 
64
86
1188
(Mntro. Castro)

Que el artículo disponga que los incidentes pueden ser resueltos de plano, de especial pronunciamiento o bien reservar su resolución hasta el momento de dictar la sentencia que resuelva el juicio de amparo en lo principal.



334. 
65
129
1649
(MNTRO. GONGORA)

QUE EN MATERIA DE PRUEBAS EN INCIDENTES, SE DEBE APLICAR LO RELATIVO DEL PRINCIPAL, PROPONE ADICIÓN AL ARTÍCULO 65:

“TRANSCURRIDO EL PLAZO ANTERIOR, DENTRO DE LOS 3 DÍAS SIGUIENTES SE CELEBRARÁ LA AUDIENCIA EN LA QUE SE RECIBIRÁN Y DESAHOGARÁN LAS PRUEBAS, PRUEBAS QUE SE ADMITIRÁN, DE SER PROCEDENTES, ATENDIENDO SIEMPRE A LA NATURALEZA INCIDENTAL PLANTEADA, SIENDO APLICABLES, EN LO CONDUCENTE, LOS ARTÍCULOS 117, 118 Y 119 DE ESTA LEY, AUDIENCIA EN LA QUE ADEMÁS SE OIRÁN LOS ALEGATOS DE LAS PARTES Y, EN SU CASO, SE DICTARÁ LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE”.



335. 
65
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



336. 
65
6
87
(Mntro. Aguinaco)

No siempre es posible, o conveniente, que en el plazo de tres días se desahoguen las pruebas.



337. 
65
86
1189
(Mntro. Castro)

No es claro al no precisar cuando puede ser resuelto un incidente de plano o cuando reservar para resolver en forma simultánea con la sentencia de fondo.



338. 
66


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar los dos primeros párrafos del artículo 66, para quedar como sigue:

Artículo 66.   Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el mismo expediente en que consten, en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquélla, en la siguiente actuación que comparezcan.

Este incidente es de previo y especial pronunciamiento y se tramitará en términos del artículo anterior; el órgano jurisdiccional podrá determinar, si el caso lo amerita, que no se suspenda el procedimiento.

…

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



339. 
66
220
3223
(Mntro. Silva) 

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



340. 
66
6
87
(Mntro. Aguinaco)

Sería conveniente dejar también a la discreción del juzgador, según las peculiaridades del caso, el decidir si el incidente de nulidad de notificaciones debe suspender el procedimiento, cosa que prohibe siempre el segundo párrafo del artículo 66.



341. 
66
181
2537
(Mntro. Ortíz)

Dice: “Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento”. Se propone agregar: “salvo tratándose de la nulidad del auto que declare ejecutoriada la sentencia”.



342. 
66
184
2574
(Mntro. Ortíz)

El texto de los artículos 66, 67 y 246  se traslade al título primero, capítulo IV  para complementar y agotar el tema de la institución jurídica denominada “notificaciones”.



343. 
66
73
1006
(Mntro. Castro)

Señalar claramente que tratándose del incidente de nulidad de notificaciones, se establezca la obligatoriedad de promoverlo y no utilizar la declinación podrá. Además debe establecerse la sanción específica en el supuesto de que no se promueva tal incidente en la siguiente notificación irregular, la cual debe ser la de tenerse por consentida dicha irregularidad.



344. 
67
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



345. 
67
184
2574
(Mntro. Ortíz)

El texto de los artículos 66, 67 y 246  se traslade al título primero, capítulo IV  para complementar y agotar el tema de la institución jurídica denominada “notificaciones”.



346. 
68
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



347. 
69
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente.



348. 
69
6
88
(Mntro. Aguinaco)

Debiera incluirse una petición de informe de promociones a la Oficialía de Partes.



349. 
70
220
3223
(Mntro. Silva)

CAPITULO NOVENO

Artículos 64 a 70

Se propone dejar claramente establecida la procedencia o no del recurso de revisión en contra de la resolución dictada en un incidente. 



350. 
71
6
88
(Mntro. Aguinaco)

Se da vigencia a la fórmula Otero donde puede hacer daño en los amparos fiscales directos.

En estos casos en el amparo directo se podría llamar como terceros perjudicados al Congreso y al Presidente de la República y/o a la Secretaría del Ramo, sólo por lo que hace a la constitucionalidad de la ley.



351. 
71
10
207
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 71 y 232

Se propone eliminar los artículos 71, segundo párrafo,  232 y demás relativos, en los que previenen que la Suprema Corte podrá hacer una declaratoria general, con motivo de la jurisprudencia que establezca la inconstitucionalidad de una norma general, porque contravienen la “Fórmula Otero”, misma que debe conservarse.



352. 
71
114
1486
(Mntro. Díaz)

Se sugiere que en el proyecto de nueva ley de amparo se incluya la figura de la aclaración oficiosa de sentencias de amparo.

OPINIÓN: Se estima que la propuesta es correcta, dado que no existe regulación sobre el tema de que se trata.



353. 
71
36
651
(Mntro. Aguirre)

Nada se dice sobre las sentencias para efectos que generan varios amparos en serie sin resolver lisa y llanamente el fondo, dado que el fallo constitucional debe resolver definitivamente sobre la materia controvertida. 



354. 
71
168
2192
(Mntro. Ortíz)

Adicionar al segundo párrafo: “ De una norma general, por haberse establecido jurisprudencia al respecto” y en la parte final del mismo “ de esta ley”.



355. 
72
139
1828
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION II

PROPONE AGREGAR: “QUE EXISTAN AUN CUANDO NO APAREZCAN EN EL CAPÍTULO CORRESPONDIENTE.”



356. 
72
231
3353
(Mntro. Silva)

TEMA: Desaparición del amparo para efectos. 

PROPONE: Las sentencias que se dicten en cualquier juicio de amparo serán de tres tipos:

I.  Las que concedan el amparo; el cual se otorgará lisa y llanamente en forma plena e indubitable.

II.  Las que nieguen el amparo; que contendrán también la negativa plena de la protección constitucional solicitada.

III  Las que sobresean el amparo en virtud de que se actualice alguna causal de improcedencia o de sobreseimiento.



357. 
72
196
2803
(Mntra. Sánchez)

Fracción I

ES IMPORTANTE LA SEGURIDAD Y FIRMEZA DEL PROCEDIMIENTO CONSTITUCIONAL Y EL EVITAR SU TRÁMITE PROLONGADO LO CUAL SE EVITARÍA SI EL JUEZ REVISARA SU PROCESO SIN DEJARLO HASTA EL EXAMEN EN LA REVISIÓN.



358. 
73
139
1828
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ADICIONÁRSELE LA OBLIGACIÓN DE RECABAR CONSTANCIAS.



359. 
73
193
2722
(Mntra. Sánchez)

Fracción IV

Debe modificarse para que en la demanda de amparo directo se señale como acto reclamado la ley que se considera inconstitucional y como autoridad responsable al órgano legislativo correspondiente, a fin de que emita las razones por las cuales emitió la ley de que se trate, pues se considera que el texto actual entraña una violación a la garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 constitucional.

No se comparte la propuesta, pues la misma va en contra de la naturaleza propia del juicio de amparo directo, en el cual el acto que debe juzgarse es la sentencia definitiva del tribunal de que se trate y sólo, accesoriamente, la constitucionalidad de la ley en cuanto fue aplicada en dicho acto, con efectos restrictivos para el quejoso, es decir, que de ser inconstitucional la ley no se le pueda aplicar pero únicamente en sentencia que se deba dictar en cumplimiento, y sí en otros actos que en contra del quejoso se emitan, pues la constitucionalidad se estudia en función de la sentencia y no de manera autónoma, como en el caso del amparo indirecto, que determina que de ser inconstitucional no deba aplicarse en ningún acto  en perjuicio del  quejoso. 



360. 
73
204
3046
(Mntra. Sánchez)

párrafo segundo

Se propone suprimirlo.

OPINIÓN: No es de tomarse en cuenta la propuesta, ya que se trata de pruebas que el quejoso no tuvo oportunidad de ofrecer ante la autoridad responsable. En y su caso, la autoridad responsable en su informe puede manifestar lo que estime pertinente.



361. 
73


45
686
(Mntro. Aguirre)

Adición al último párrafo del art. 73.- ... El órgano jurisdiccional de amparo deberá recabar oficiosamente las actuaciones procesales y las pruebas que habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y se estimen necesarias para la resolución del asunto.



362. 
73
171
2251
(Mntro. Ortíz)

Debe agregarse un último párrafo para establecer como obligación de los Juzgados o Tribunales de amparo la de analizar en primer término los conceptos de violación que puedan conducir al otorgamiento liso y llano  en cuanto al fondo de la litis



363. 
73
77
1092
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 73. .....................................................................................

........................................................................................

Tratándose del amparo directo promovido por núcleos de población. ejidatarios o comuneros en representación sustituta de éste, también se admitirán las pruebas documentales que presentadas ante la autoridad responsable o en el procedimiento seguido ante las autoridades agrarias, no obren en autos.



364. 
74
204
3047
(Mntra. Sánchez)

Se propone adicionar el precepto, en el sentido de que el órgano jurisdiccional de amparo corrija los errores u omisiones que advierta en la cita de preceptos legales que se estimen violados, pero limitándolo exclusivamente a las materias penal y agraria.

OPINIÓN: Es factible que las partes en el juicio equivoquen la cita o ignoren  el numeral que corresponde al precepto legal que tildan de inconstitucional, o bien, el artículo constitucional que estiman violado; pero si de lo expresado se advierte la clara referencia al contenido de un precepto legal o constitucional, aunque este no se invoque con precisión, puede procederse a la corrección por parte del órgano jurisdiccional de amparo, sin que exista razón para que se limite a determinadas materias.



365. 
75


157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que se adopte la fórmula de las sentencias del juicio de nulidad fiscal que consigna el artículo 239 del Código Fiscal de la Federación; esto es, que se otorgue el amparo liso y llano, cuando se aborde el estudio de fondo del asunto, o bien que se otorgue el amparo para efectos, tratándose de violaciones formales.

Opinión: Se considera que con obligar al tribunal de amparo a precisar los efectos de la sentencia protectora es más que suficiente.



366. 
75
233
3379
(Mntro. Silva)

Desaparición de las resoluciones para efectos



367. 
75
17
329
(Mntro. Aguinaco)

El último párrafo de este precepto dice: “En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo el juzgador debe, para su estricto cumplimiento, precisar sus efectos”; debe redactarse en forma congruente, ya que en ocasiones el amparo se otorga de manera lisa y llana y en esos casos no se precisan los efectos, pues en caso de no abarcar todos los aspectos produciría un efecto contrario, por lo que debe decir: “En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo para efectos, el juzgador deberá precisarlos, para su estricto cumplimiento”.



368. 
75
117
1521
(Mntro. Díaz)

Se propone adicionar el artículo 75 del proyecto, a fin de que la sentencia de amparo se precisen claramente los efectos de éste, para que, en caso de que no se recurra o de que se confirme en sus términos, se requiera su cumplimiento sin que se tengan que interpretar los efectos del fallo, además se sugiere que en caso de que los Tribunales Colegiados, modifiquen o revoquen la sentencia que revisan, además de precisar sus efectos en caso de conceder el amparo, sean ellos quienes velen por su cumplimiento cabal, mediante acuerdos y no resoluciones que retarden el procedimiento.

OPINIÓN:  Considero que la propuesta tiende a agilizar el cumplimiento de sentencias, lo que es muy importante, puesto que si se señalan en forma clara y precisa los efectos del amparo concedido, las responsables cumplirán éstas más rápido y mejor al no tener que interpretar el fallo, además, si el Tribunal Colegiado es el que en revisión otorga la protección constitucional, es ideal que sea él quien vele por su cumplimiento puesto que es quien conoce los términos y efectos en que dictó su resolución.



369. 
75


46
687
(Mntro. Aguirre)

Precisar en la exposición de motivos de la Ley de Amparo la supresión del amparo liso y llano. Texto propuesto: Art. 75.- En la última parte del considerando de la sentencia que concede el amparo, el juzgador debe, para su estricto cumplimiento precisar sus efectos.



370. 
75
176
2358
(Mntro. Ortíz)

Con base en un análisis minucioso y debidamente motivado, se propone adicionar un párrafo al articulo 75 que debe decir: “tratándose de concesiones de amparo en materia penal, aun cuando sea por aspectos de fondo, las autoridades responsables una vez que dejen insubsistente la resolución reclamada podrán, si así procede, emitir otra desfavorable al quejoso con la única limitante de no reiterar las consideraciones que se estimaron ilegales ni contradecir los razonamientos de la ejecutoria”    



371. 
76


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone se suprima la expresión si es constitucional del primer párrafo del artículo 76.

Opinión: No se comparte la propuesta.



372. 
76
131
1674
(MNTRO. GONGORA)

QUE SI CON UNA INTERPRETACIÓN PUEDE DECLARARSE INCONSTITUCIONAL UNA NORMA, SE PROPICIA QUE POR OTRA, CAMBIE LA APRECIACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.



373. 
76
6
88
(Mntro. Aguinaco)

Podría llevar a que los Tribunales locales cambiasen la interpretación de la norma, pero sin corregir federalmente su interpretación. Quizás podría quedar esto más preciso cuando se trata de normas federales, la Corte será su supremo intérprete y dirá si la norma estuvo bien interpretada, y si es inconstitucional la norma o sólo su interpretación. En el caso de tribunales locales, debe respetarse su soberanía para interpretar sus propias leyes. No deben estar sujetos a tutela federal en la interpretación de sus ordenamientos puramente locales.



374. 
76
6
89
(Mntro. Aguinaco)

Último párrafo

Podría decirse “...se extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa...”-



375. 
76
168
2192
(Mntro. Ortíz)

No se comprende la expresión ". . . si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación. . ." 



376. 
77
147
1909
(Mntro. Gudiño)

Propone el siguiente texto para las fracciones IV y V del artículo 77:

Artículo 77.  …

IV. En materia laboral, en todo caso a favor del trabajador.

V. En materia civil, administrativa y del trabajo aun tratándose del patrón, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I,  inciso b), IV y V la suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

Opinión: No se comparte la propuesta.



377. 
77
151
1953
(Mntro. Gudiño)

Propone ampliar la posibilidad de suplir la queja deficiente en cualquier materia cuando existe violación a la garantía de audiencia, en la fracción V.

Opinión: No se comparte la propuesta.



378. 
77
134
1723
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE MODIFICAR EL ÚLTIMO PÁRRAFO CON LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

“ART. 77.- …

… EN LOS CASOS DE LAS FRACCIONES I, INCISO B), II, IV Y V, LA SUPLENCIA SE DARÁ AÚN ANTE LA AUSENCIA DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.”



379. 
77
135
1752
(MNTRO. GONGORA)

NO DEBE SUPLIRSE LA AUSENCIA DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA O CIVIL (ÚLTIMO PÁRRAFO).



380. 
77
138
1804
(MNTRO. GONGORA)

LA SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA PENAL Y AGRARIA DEBE PERMANECER EN LOS TÉRMINOS VIGENTES Y EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 77 DEBE INCLUIR LAS FRACCIONES II Y III DEL MISMO, ADEMÁS DE QUE LA SUPLENCIA DEBE COMPRENDER TAMBIÉN A LOS EJIDATARIOS, COMUNEROS Y ASPIRANTES EN LO PARTICULAR.



381. 
77
139
1829
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION III

SE ELIMINA, INJUSTIFICADAMENTE, LA SUPLENCIA DE LA QUEJA PARA LOS EJIDATARIOS Y COMUNEROS EN PARTICULAR Y DEJA FUERA TAMBIÉN A LOS DEMÁS SUJETOS DE DERECHO AGRARIO.



382. 
77
54
717
(Mntro. Azuela)
Ultimo párrafo

Se coincide con la propuesta de agregar la materia penal en los casos en que la suplencia de la queja se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, pues el reo se encuentra en desventaja legal y social, razón por la que se propone que el último párrafo de tal precepto se redacte en los siguientes términos: “Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes: …II. En materia penal, a favor del reo; …En los casos de las fracciones I, inciso b), II, IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”



383. 
77
58
801
(Mntro. Azuela)

Fracción I

Se coincide en la propuesta de suprimir la salvedad que se hace en el inciso a) de la fracción I del articulo 77 del proyecto, porque una cosa es la conclusión arribada en jurisprudencia de que una ley es inconstitucional, supuesto para el que se prevé la suplencia de la queja, y otra distinta e independiente si a tal determinación se le debe o no dar efectos generales, por lo que no se justifica la introducción de este aspecto en la fracción en cuestión.

Fracción III

Se comparte la propuesta de otorgar a los ejidatarios y comuneros el beneficio de la suplencia de la queja deficiente, pues únicamente se comprende en la fracción en cuestión a los entes colectivos: ejidos y comunidades, además, en adición a esta propuesta, también se sugiere que la suplencia de la queja se haga extensiva a los campesinos aspirantes a ejidatarios y comuneros, por lo que la redacción del precepto en cuestión que se propone, en lo relativo, es la siguiente: “Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:--- III. En materia agraria, en favor de los núcleos de población ejidales o comunales y de los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en sus pretensiones de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina”.

Fracción V

No se comparte la propuesta de modificar la redacción de dicha fracción con el fin de precisar si la suplencia de la queja es sólo por violaciones a las leyes adjetivas que hayan dejado sin defensa al quejoso o si además podrá aplicarse cuando se reclame un fallo definitivo por violación manifiesta de la ley en sus consideraciones, pues es lógico estimar que únicamente se refiere al primer supuesto.

Último párrafo

Se coincide con la propuesta de incluir en dicha fracción, que establece que la suplencia de la queja deficiente procede aun ante la falta de conceptos de violación o de agravios, las materias penal y agraria, no así en tratándose de leyes declaradas inconstitucionales, por estimar que el juicio contra leyes debe ser más técnico, lo que implica que deba existir la expresión de conceptos de violación o de agravios, así sea deficiente, por lo que se propone que la redacción de tal párrafo, sea la siguiente: ”En los casos de las fracciones I, inciso b), II, III, IV y V, la suplencia de dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”



384. 
77
225
3265
(Mntro. Silva)

Fracción IV

TEMA: Suplencia de la queja deficiente en materia de trabajo.

Propone que sea desechada la propuesta de redacción del artículo 77 de la nueva Ley de Amparo 

La suplencia no debe operar ante la ausencia de conceptos de violación o agravios. 



385. 
77
197
2938
(Mntra. Sánchez)

SE SUGIERE LA EXTENSIÓN DE LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA.



386. 
77
204
3047
(Mntra. Sánchez)

Se propone suprimir el último párrafo del artículo.

OPINIÓN: No es atendible la propuesta, además de que la intención del párrafo, es otorgar la más amplia protección a los menores o incapaces, a los trabajadores,  o a las materias civil y administrativas, en la hipótesis a que remite. 



387. 
77
6
89
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, inciso a)

Se incurre en el vicio de someter la declaración de inconstitucionalidad erga omnes, a una jurisprudencia y luego a un juicio posterior sobre la misma, ordenando la declaración general. ¿Acaso se presume que la jurisprudencia se sentó a la ligera?



388. 
77
6
89
(Mntro. Aguinaco)

Último párrafo

Es un regreso parcial a la fórmula Otero, al suprimir el inciso a) de la fracción I, y un retroceso a las justicias penal y agraria, endureciendo la anterior posición de la Corte contra reos y núcleos agrarios.



389. 
77
17
330
(Mntro. Aguinaco)

En el último párrafo de este precepto, se establecen los casos en que opera la suplencia de la deficiencia de la queja, aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, pero no incluye aquellos en que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Corte, en materia penal y en materia agraria, cuya inclusión resulta indiscutible.



390. 
77
22
425
(Mntro. Aguinaco)

Fracción V

Se propone adicionar la obligación de suplir la deficiencia de la queja a favor de patrón cuando el acto reclamado sea un laudo condenatorio de pago de prestaciones que no superen el importe de cinco mil salarios mínimos, porque no siempre posee capacidad económica suficiente para pagar asesoría jurídica profesional con el objeto de lograr su adecuada defensa.



391. 
77
24
453
(Mntro. Aguinaco)

La suplencia de la queja debe beneficiar también al agraviado con los hechos delictuosos que dieron motivo al proceso penal, pues puede quedar inaudito en sus derechos por una inadecuada formulación de sus conceptos de violación o agravios, los que deben ser igualmente protegidos y salvaguardados que los del reo.



392. 
77
107
1427
(Mntro. Díaz)

Se considera que la expresión relevante sólo permitiría reparar una violación notoria, por lo que bastaría que la hipótesis de la suplencia tuviera como único requisito para operar la existencia de una violación de la ley que impidiera al quejoso desplegar su defensa, pudiendo establecerse un catálogo enunciativo de dichas violaciones.

OPINIÓN: La sugerencia es acertada, pues no existe razón para que frente a una misma violación de garantías se distinga entre la manifiesta y la carente notoriedad, dado que representan lo mismo para el fin que justifica la existencia del juicio.



393. 
77
114
1488
(Mntro. Díaz)

Se sugiere que se adicione el último párrafo del artículo 77, de cualquiera de las formas siguientes: “… en los casos de las fracciones i, inciso b), II, III. IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”, O en su defecto: “… la suplencia de la queja se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, excepto en los casos de la fracción I, inciso a).”

OPINIÓN: Se estima que debe atenderse a la propuesta relativa, para dar mayor claridad y congruencia a la figura de la suplencia.



394. 
77
115
1503
(Mntro. Díaz)

Se propone que se adicione el artículo 77, en la fracción III y en el párrafo último, de la forma siguiente: “… III. En materias agraria: a) en los casos a que se refiere el artículo 16 de esta ley, y b) a favor de ejidatarios o comuneros en particular, cuando el acto reclamado implique privación de sus bienes o derechos agrarios. (…) en los casos de las fracciones i, inciso b), III, IV y V la suplencia se dará aún ante la falta de conceptos de violación o agravios.”

OPINIÓN:  Es correcta la propuesta ya que en este precepto se regulen los supuestos en los que procede la suplencia de la queja deficiente, sin que hubiere razón que justificara la exclusión de este beneficio a favor de los ejidatarios o comuneros quienes constituyen una clase desprotegida que lo amerita, a demás se prevé que tal suplencia opere aún en ausencia total de conceptos de violación o agravios.



395. 
77
26
464
(Mntro. Aguirre)

Debe suplirse la queja deficiente con respecto a campesinos titulares de una propiedad rural particular y respecto de los patrones en materia laboral.



396. 
77
47
690
(Mntro. Aguirre)

Adición propuesta último párrafo art. 77.- ... También deberá suplirse la deficiencia de la queja para los menores o incapacitados, independientemente del carácter de quien o quienes promuevan el juicio de amparo o los recursos, cuando se advierta que estén en controversia los derechos de los menores, aun cuando no sean parte en el asunto.



397. 
77
48
691
(Mntro. Aguirre)

Adición propuesta último párrafo artículo 77.- ... En todos los casos anteriores, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios.



398. 
77
168
2193
(Mntro. Ortíz)

En la fracción I, se diga: “normas generales” declaradas en lugar de” leyes declaradas” inconstitucionales por la jurisprudencia.

En el último párrafo se refiere a los casos de menores e incapaces,a la materia laboral y en los casos de violación relevante de la ley, pero no incluye la fracción II, relativa a la materia penal.


399. 
77
169
2212
(Mntro. Ortíz)

Se advierte una omisión que debe ser subsanada, en virtud de que se sustrajo de los beneficios de la suplencia obligatoria aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, los casos en materia penal en los que favorezca al reo; teniéndose en consideración que es una constante  tanto en nuestra norma fundamental como en la ley de la materia. 



400. 
77
171
2251
(Mntro. Ortíz)

No se advierte razón por la cual la suplencia de la queja se limite especialmente en la materia administrativa cuando en otros renglones se admite con toda apertura. 



401. 
77
174
2306
(Mntro. Ortíz)

Fracción II

Del análisis histórico y jurisprudencial de la institución de la suplencia de la queja se propone que en materia penal ésta opere incluso respecto de la víctima u ofendido por el delito.



402. 
77
175
2318
(Mntro. Ortíz)

Fracción I, inciso a)

Precisar que en suplencia de la queja, aun tratándose de leyes declaradas inconstitucionales, no se tenga como reclamada a una ley que no se impugnó.



403. 
77
179
2513
(Mntro. Ortíz)

Se propone: “articulo 77. - - -b) A favor de los incapaces; II. En materia penal, a favor del reo o el ofendida o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad.”



404. 
77
181
2539
(Mntro. Ortíz)

Modificar la fracción III, Texto: “En materia agraria, tratándose de núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios o comuneros, cuando se afecten  sus derechos agrarios y a todos aquellos que pertenezcan a la clase campesina; IV.  y V. En los casos de las fracciones  I, inciso b), II, III y IV, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios”.



405. 
77
185
2578
(Mntro. Ortíz)

III. En relación con el artículo 16 del proyecto, esta reforma es regresiva ya que elimina injustificadamente la suplencia de la queja para los ejidatarios y comuneros, así como a los demás sujetos de derecho agrario, limitándola sólo a los núcleos de población.



406. 
77
73
1006
(Mntro. Castro)

V.  Establecer la suplencia de los conceptos de violación o de los agravios, en cualquier materia, cuando se advierta la existencia de una violación relevante de la ley en perjuicio del quejoso y que lo haya dejado sin defensa, dicho beneficio no debe limitarse a las materias civil o administrativa, pues en los términos de la redacción actual del anteproyecto se excluye a la parte patronal en materia laboral, a la parte ofendida en materia penal y en materia agraria a aquellos sujetos no incluidos en lo dispuesto por el artículo 16, fracción III.



407. 
77
79
1113
(Mntro. Castro)

 “Artículo 77. 

III.  En materia agraria, a favor de los núcleos de población ejidal o comunal o de los ejidatarios o comuneros, lo mismo si figuran como quejosos que como tercero perjudicados.

(…)

V. (…)

La suplencia de la queja deficiente se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios.”



408. 
79
215
3164
(Mntro. Silva)

Artículo 79. Procede el recurso de revisión: 

I. En amparo indirecto, contra las resoluciones siguientes: … e) Las sentencia dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la propia audiencia, así como las violaciones a las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, si las mismas trascendieron al resultado del fallo.



409. 
79
223
3245
(Mntro. Silva)

Se manifiesta oposición a que en el texto del artículo en cuestión, no se establezca la procedencia del recurso de revisión cuando se trate de tratados Internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República y reglamento de leyes locales expedidos por los Gobernadores de los Estados.



410. 
79
200
3003
(Mntra. Sánchez)

Se propone que en los casos en que se conceda la protección constitucional respecto de una ley, el recurso de revisión sea oficioso a fin de evitar que las autoridades responsables a fin de evitar que se juntaran los precedentes necesarios para que existiera la jurisprudencia con efectos generales, prefiriera no interponer los recursos de revisión correspondientes. Opinión resulta muy interesante el punto de vista, pues en efecto, al tener efectos derogatorios la jurisprudencia, las autoridades podrían optar por no recurrir las sentencias que concedan el amparo en contra de una ley, así que parecería correcto el implantar una especie de revisión oficiosa a fin de que la Suprema Corte siempre tuviera la posibilidad de conocer de los asuntos en los que se concedió la protección constitucional respecto de una ley, y así poder emitir la jurisprudencia respectiva. 



411. 
79
6
89
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, inciso a)

Se deberían incluir la omisión en resolver. Y tal vez sería más claro si se precisara: “...los acuerdos de trámite pronunciados en la propia audiencia incidental...”



412. 
79
6
90
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, incisos b) y e)

También podría aclararse que se habla de acuerdos de trámite dictados en la audiencia.

Fracción I, inciso b)

Se deberían incluir las omisiones en resolver sobre suspensión oportunamente.

Fracción I, inciso c)

Se podrían agregar las resoluciones que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia.

Fracción II

Dejar la determinación de la importancia a la Suprema Corte “por conducto de su Presidente,” puede significar que él por sí solo determine la cuestión, dejaría a su discreción cuestiones que pueden afectar la soberanía de los Congresos Federal y Locales.

Fracción II, inciso b)

Se omiten los tratados, que se equiparan constitucionalmente a Leyes Federales, en el artículo 133.

Fracción II, inciso c)

No se ve por qué, se revisan siempre las resoluciones de indebida ejecución, cuando no hay cese y no son revisables las sentencias mismas, en todos los casos. Por lo demás, tal vez sobra hablar de sentencias que hayan concedido el amparo: las que lo negaron no tienen ejecución.



413. 
79
30
535
(Mntro. Aguirre)

Fracción I, incisos a) y b)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



414. 
79
33
608
(Mntro. Aguirre)

Sustituir de las incisos f) y g) del artículo 79 el verbo “resolver” puesto que se incurre en pleonasmo.

Establecer en la fracción II del artículo 79 los conceptos de importancia y trascendencia, precisando las bases conforme a las cuales se entenderá que un asunto es importante y trascendente y enunciar en qué casos un asunto no reúne tales características.



415. 
79
168
2194.
(Mntro. Ortíz)

No contempla la procedencia del recurso de revisión, ni de otro, contra las resoluciones recaídas en el incidente de nulidad de notificaciones, ¿es una omisión intencional? 



416. 
79
175
2318
(Mntro. Ortíz)

Fracción II, inciso b)

En este supuesto ya no se habla del incidente por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia concesoria del amparo, lo que puede generar problemas.    



417. 
79
73
1007
(Mntro. Castro)

I.  Para el recurso de revisión debe establecerse expresamente que procede este en contra de la sentencia ejecutoriada en un juicio de amparo indirecto en el supuesto de que, quien lo promueva tenga el carácter de tercero perjudicado no emplazado o indebidamente emplazado a juicio, para el efecto de que se reponga el procedimiento y se le emplace debidamente teniéndose como fecha de notificación aquella en que se haga sabedor de la misma.



418. 
80


144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone se dé la posibilidad al quejoso que obtuvo sentencia favorable en el amparo indirecto, de interponer el recurso de revisión, en el caso de que los efectos de la concesión se aparten de lo especificado en el artículo 75 del proyecto, cuando ninguna de las partes interponga dicho recurso y, por ende, no tenga posibilidad de la revisión adhesiva.

Opinión: En tales casos, no existe impedimento para que el quejoso interponga el recurso de revisión, sin necesidad de hacerlo en forma adhesiva.



419. 
80
134
1724
(MNTRO. GONGORA)

EL TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS EL AUTO QUE ORDENA CORRER TRASLADO.

REDACCIÓN SUGERIDA:

“ART. 80.- …

LA PARTE QUE OBTUVO … DENTRO DEL PLAZO DE CINCO DÍAS, CONTADOS A PARTIR DEL SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA ADMISIÓN DEL RECURSO, …”



420. 
80
54
717
(Mntro. Azuela)

Ultimo párrafo
No se comparte la propuesta de modificar el citado artículo para establecer que el plazo de cinco días para promover la revisión adhesiva inician a partir del día siguiente al en que surte efectos la notificación de la interposición del recurso y no a partir del día siguiente al en que surte efectos la notificación de la admisión del recurso, dado que es hasta que se emite este último acuerdo cuando exista certeza sobre la admisión de tal recurso y, por tanto, cuando estaría en condiciones de decir la parte interesada si promueve o no la revisión adhesiva, pues en caso contrario se le constreñiría a promover ésta aun cuando a la postre resultara innecesaria.



421. 
80
66
915
(Mntro. Azuela)

Se considera atendible la propuesta que involucra al artículo 180, en el sentido de que la adhesión a la revisión sólo debe tener por objeto que el adherente pueda combatir consideraciones de la sentencia que no han conducido a una decisión desfavorable, puesto que en estos casos, cuando u nba decisión ha sido desfavorable para alguna de las partes,  tanto el quejoso como el tercero interesado están legitimados para interponer la revisión con carácter de principal impugnando cada uno  el resolutivo y las consideraciones respectivas. 

TEXTO QUE SE PROPONE: Artículo 80, … Los Agravios en la revisión adhesiva pueden impugar las consideraciones de la sentencia que no concluyan en un punto decisorio que le perjudique al recurrente. En congruencia con lo anterior se propone también la modificación al segundo párrafo del artículo 180, para quedar como sigue: Artículo 180. … Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a impugnar las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio, que no concluyan en un punto decisorio que le perjudique al interesado, así como las violaciones procesales que se hubiesen cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo.



422. 
80
212
3103
(Mntro. Silva)

TEMA: Revisión adhesiva, sigue la suerte de la principal.

PROPONE: Eliminar la parte final del artículo 80, o buscar otra redacción que excluya casos donde el punto decisorio que perjudica a quien obtuvo fallo favorable es ajeno a esa litis.



423. 
80
6
91
(Mntro. Aguinaco)

Se podría dejar más claro que el que obtuvo del todo, puede interponer revisión adhesiva ad cautelam, por si prosperan los agravios del contrario. Y en todo caso, si obtuvo parcialmente, por la parte en que no obtuvo. 

Por qué sólo se dan 5 días ahora, en vez de 10?



424. 
80


22
426
(Mntro. Aguinaco)

El término de quien obtuvo la resolución favorable para adherirse a la revisión interpuesta por la contraria debe computarse a partir de que el órgano jurisdiccional que conoció le notifique el acuerdo mediante el cual se tuvo por presentado el recurso, ya que el Tribunal de Alzada puede tener distinta residencia, favoreciendo con ello que reciba éste el expediente debidamente integrado y con esto, la celeridad en el despacho del asunto.



425. 
80
176
2458
(Mntro. Ortíz)

Con base en un análisis minucioso y debidamente motivado, se propone adicionar un segundo párrafo que debe decir: “tratándose de concesiones de amparo en materia penal, aun cuando sean por aspectos de fondo, las autoridades responsables una vez que dejen insubsistente la resolución reclamada podrán, si así procede, emitir otra desfavorable al quejoso con la única  limitante de no reiterar las consideraciones que se estimaron  ilegales ni contradecir los razonamientos  de la ejecutoria”.  



426. 
82
135
1756
(MNTRO. GONGORA)

LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DE AMPARO SON COMPETENTES PARA CONOCER EN REVISIÓN, DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES LOCALES.



427. 
83
6
91
(Mntro. Aguinaco)

Convendría señalar que las partes pudieran elevar una petición a los Ministros, quienes libremente y sin expresión de causa decidieran al respecto.



428. 
83
33
609
(Mntro. Aguirre)

Conservar el ejercicio de la facultad de atracción a petición del Tribunal Colegiado de Circuito.



429. 
83
168
2194
(Mntro. Ortíz)

Es aplicable la propuesta dada en el artículo 38 y su texto queda: “Establece la facultad de atracción del Pleno de la Suprema Corte de Justicia.”



430. 
84
6
91
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

Pareciera que se olvida que el tribunal colegiado de amparo puede haber conocido del juicio, cuando procede la revisión en amparo directo.



431. 
85


157
2005
(Mntro. Gudiño)

Señala que debiera precisarse bajo qué premisas las autoridades responsables deben considerar procedente la interposición del recurso de revisión en contra de las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas, esto es, que no sea un asunto entre meros particulares.

Opinión: No se comparte la propuesta.



432. 
85
59
815
(Mntro. Azuela)

Segundo párrafo

No se comparte la propuesta de eliminar el párrafo en cuestión que establece que tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado, pues si bien es cierto que los juzgadores de amparo no son infalibles y que se cuestiona en el recurso la resolución sobre la legalidad o ilegalidad de las determinaciones de las autoridades jurisdiccionales, también lo es que la contraparte de quien obtuvo resolución favorable puede promover el recurso correspondiente, puesto que, en realidad, en el fondo lo que subyace en una contienda entre las partes que intervinieron en el juicio  o en el procedimiento relativo.

 

433. 
85
6
91
(Mntro. Aguinaco)

Se debería hablar también de las autoridades a que corresponde el refrendo.



434. 
85


14
281
(Mntro. Aguinaco)

Conforme a lo establecido en los artículos 4, fracción II, 78, 79, fracción I del Proyecto de Ley de Amparo, se propone que en el artículo 85 del citado proyecto se reconozca legitimación a la autoridad responsable, como parte en el juicio, a fin de interponer el recurso de revisión por ser quien debe defender con fundamento de legalidad sus actos, en una auténtica administración de justicia y garantizando los derechos de la sociedad, además  de que podría esa autoridad estimar que la federal puede cometer al momento de emitir sus fallos el error in judicando, afectando el fondo del asunto y estando en juego el derecho sustancial



435. 
85
100
1365
(Mntro. Díaz)

Se propone la adición del párrafo segundo del artículo 85, en los términos siguientes: “… tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado, sólo cuando éstos lesionen su interés legítimo.”

OPINIÓN: Se considera que la modificación es intrascendente, pues la lesión al interés legítimo ya está contemplada en los artículos 4° y 5° del proyecto.



436. 
85
186
2591
(Mntro. Ortíz)

Agregar  al segundo párrafo el siguiente texto: “así como las autoridades responsables jurisdiccionales que emitieron el acto reclamado en amparo indirecto, cuando tengan un interés personal o propio del órgano que representan”, como lo sería cuando en la sentencia se les imponga como sanción la multa que prevé el numeral 256 en relación con el 116 del proyecto de ley en cita, por no rendir el informe con justificación o lo haga sin remitir la copia certificada completa y legible de las constancias necesarias para la solución  del juicio constitucional.    



437. 
87
134
1725
(MNTRO. GONGORA)

NO SE PRECISA EL MOMENTO A PARTIR DEL CUAL DEBE COMPUTARSE EL TÉRMINO PARA LA REMISIÓN DE LOS AUTOS.

REDACCIÓN SUGERIDA:

“ART. 87.- INTERPUESTA … Y REMITIRÁ EL ORIGINAL CON EL EXPEDIENTE DENTRO DEL PLAZO DE VEINTICUATRO HORAS, CONTADAS A PARTIR DEL MOMENTO EN QUE HUBIEREN QUEDADO EMPLAZADAS TODAS LAS PARTES …”



438. 
87
6
92
(Mntro. Aguinaco)

El plazo de 24 horas presiona a los tribunales ya recargados de trabajo, y los obliga a quitar tiempo al estudio de fondo de los asuntos. Se les exige que resuelvan demasiados asuntos, para que puedan estudiarlos serenamente, y se les exigen trámites en términos muy rigurosos.



439. 
88
6
92
(Mntro. Aguinaco)

Aunque en este caso es obvio que el término debe ser muy breve, no se debe presionar a los tribunales ya recargados de trabajo.



440. 
88
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



441. 
89
6
92
(Mntro. Aguinaco)

¿Por qué no le piden al Presidente que ha de admitir o desechar el recurso, que también lo haga en 24 horas?



442. 
90
135
1757
(MNTRO. GONGORA)

DEBE SEÑALARSE QUE LA RESOLUCIÓN SE DICTARÁ EN UN “PLAZO PRUDENTE” O, EN SU CASO, AMPLIARLO.



443. 
90
196
2815
(Mntra. Sánchez)

SE RECOMIENDA SUPRIMIR EL ADJETIVO MÁXIMO PORQUE FRECUENTEMENTE EXISTE LA IMPOSIBILIDAD DE RESOLVER DENTRO DEL PLAZO Y PODRÍA POSIBILITAR UN ATAQUE MAYOR POR NO CUMPLIRLO Y EL DESIDERATUM SE ACATARÁ SIEMPRE Y CUANDO SEA POSIBLE HUMANAMENTE.



444. 
90
6
92
(Mntro. Aguinaco)

Cuando un tribunal tiene un verdadero exceso de trabajo, obliga a fallar en treinta días, obliga a hacer “enchiladas,” o a dejar la justicia en manos de secretarios.

No se aclara cuánto tiempo se da al ponente para formular el proyecto, ni cuánto a sus compañeros para estudiarlo.



445. 
90
33
614
(Mntro. Aguirre)

Que el término para que los Tribunales Colegiados de Circuito dicten sentencia sea de 60 días en lugar de 30.



446. 
90
73
1008
(Mntro. Castro)

Tratándose del recurso de revisión biinstancial, para el dictado de su resolución de establecer el plazo el Consejo de la Judicatura  atendiendo a las circunstancias propias del circuito correspondiente.



447. 
91


162
2101
(Mntro. Gudiño)

Propone se modifique la redacción de la fracción I del artículo 91, para quedar como sigue:

Artículo 91.  Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I.  Examinará, en primer término, los motivos de sobreseimiento aducidos en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará los motivos que no hayan sido apreciados por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

Opinión: No se comparte la propuesta.



448. 
91
6
93
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I

Se habla de causales de sobreseimiento. Esto será para las revisiones de fondo, únicamente, no para los incidentes de suspensión.

En el tercer párrafo se suple la deficiencia a favor de la parte tercero perjudicada.

Fracción II

Se debe precisar si se trata de un examen de oficio.

Fracción IV

¿Se ordena omitir el estudio de las pruebas rendidas ante la autoridad responsable?



449. 
91
181
2542
(Mntro. Ortíz)

Adicionar a la fracción IV “o que tiendan a demostrar una causal de improcedencia”.



450. 
95
125
1600
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION I, INCISO D)

SE PROPONE QUE DICHO NUMERAL COMPRENDA LAS RESOLUCIONES TANTO DEL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO COMO LA DEL INCIDENTE DE RECLAMACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS.



451. 
95
125
1601 Y

1602
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION I, INCISO D)

LA QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA RESOLUCIONES INCIDENTALES DICTADAS POR LOS JUECES DE DISTRITO EN LOS INCIDENTES DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO Y DE LIQUIDACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS.

LOS DAÑOS Y PERJUICIOS DEBEN CORRER A CARGO DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES.



452. 
95


9
693
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de modificar el artículo 95, fracción I, inciso b), para establecer la procedencia del recurso de queja en amparo indirecto en contra de las resoluciones que admitan fianzas o contrafianzas que no reúnan los requisitos legales o bien cuando la caución resulte excesiva o insuficiente, hipótesis que sí están contempladas para la procedencia de dicho recurso en tratándose del amparo directo. La redacción que se propone de tal precepto es la siguiente: “Artículo 95. El recurso de queja procede:---  I.- En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones: …b) Las que concedan o nieguen la suspensión de oficio o la provisional, rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas, admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes;”  



453. 
95


196
2818
(Mntra. Sánchez)

ES ACERTADA ESTA INCLUSIÓN PORQUE EL AGRAVIADO NO ESTÁ EN APTITUD DE INTERPONER LA REVISIÓN POR NO SER PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO Y NO PUEDE INTERPONER LA QUEJA PORQUE YA CONCLUYÓ Y EL AMPARO EVIDENTEMENTE NO DEBE VIOLAR GARANTÍAS, PERO ADEMÁS NO PODRÍA INTERPONER AMPARO PORQUE NO ES DABLE HACERLO EN CONTRA DE ACTOS PROVENIENTES DE ESTA CLASE DE JUICIOS.



454. 
95
199
2993
(Mntra. Sánchez)

Se propone que el inciso b) del artículo 95, fracción I quede como sigue: “…b) Cuando la autoridad a quien corresponda conocer de la demanda de amparo se declare incompetente  de plano para conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio  de los actos reclamados, y contra las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión provisional  o de oficio de los actos reclamados, y en caso de que decreten esa medida cuando se impugnen las condiciones fijadas para que surta sus efectos”. Opinión: Me parece que es acertada la propuesta, pues su objetivo es  evitar a toda costa que los particulares queden en estado de indefensión hasta el momento en que se admita la demanda de garantías por el juez competente.

 

455. 
95
6
93
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II, inciso d)

Habría que agregar la omisión en resolver.



456. 
95
100
1367
(Mntro. Díaz)

Se propone la adición del inciso a), fracción I, del artículo 95, en la forma siguiente: “… a) las que admitan total o parcialmente, desechen total o parcialmente o tengan por no presentada una demanda de amparo.”

OPINIÓN: Es intrascendente la modificación, en virtud de que al respecto existe jurisprudencia del Tribunal Pleno, como el propio ponente lo admite.



457. 
95
100
1367
(Mntro. Díaz)

Se propone que se amplíen los supuestos del inciso b), fracción I, del artículo 95, de la manera siguiente: “… b) las que concedan o nieguen la suspensión de oficio o provisional, o los requisitos que se establezcan para que surta efectos la misma.”

OPINIÓN: Carece de trascendencia la modificación, pues al respecto existe jurisprudencia de la Segunda Sala de este Alto Tribunal, como el propio ponente lo admite.



458. 
95
30
535
(Mntro. Aguirre)

Fracción I, incisos b) y c)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



459. 
95
85
1185
(Mntro. Castro)

VI.  Derogar la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo y modificar la disposición en que se prevé el recurso de revisión en contra de las sentencias definitivas dictadas por los jueces de distrito, para que en el escrito de agravios respectivo puedan plantearse todas aquellas violaciones procesales que se estimen cometidas en el procedimiento.



460. 
96


144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone que el término para la interposición de la queja, a que se refiere el primer párrafo del artículo 96, sea igual que el previsto para el recurso de revisión, ya que la queja sirve para impugnar lo que la revisión excluye.

Opinión: La diferencia obedece a la importancia de las cuestiones que se pueden impugnar en queja y en revisión.

Además, propone duplicar el término para la interposición de la queja, a que se refiere el segundo párrafo del artículo 96, tratándose de suspensión de oficio o provisional.

Opinión: Con 24 horas es más que suficiente. 



461. 
96
124
1574
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION II, INCISO A)

SUGIERE PRECISAR UN TÉRMINO PARA INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA EN AMPARO DIRECTO, CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITA TRAMITAR LA DEMANDA O LO HAGA INDEBIDAMENTE, YA QUE ESE PLAZO ESTA INDEFINIDO, LO QUE GENERA INSEGURIDAD JURÍDICA.



462. 
96
54
717
(Mntro. Azuela)

La propuesta de modificar el segundo párrafo del artículo 96 del proyecto para establecer el plazo de veinticuatro horas en lugar de cinco días para promover el recurso de queja en contra de las resoluciones que admitan parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, así como determinar el plazo de cuarenta y ocho horas para resolver en tales casos; no se comparte, puesto que en tales hipótesis no existe la premura que se da tratándose de la suspensión de oficio o de la provisional, que son los casos para los cuales se establece dicho término, por lo que no existe razón alguna para equipararlos, además, en los casos en cuestión, el estudio que se hace en el recurso es generalmente más complicado que en tratándose de la suspensión y, por tanto, implica mayor tiempo para su resolución.



463. 
96
6
93
(Mntro. Aguinaco)

No se ve por qué se deba limitar a 24 horas el término para interponer la queja cuando se trate de suspensión. Es también innecesariamente breve: el afectado sabrá qué tanto le urge interponer el recurso.



464. 
97


22
427
(Mntro. Aguinaco)

Se propone adicionar que cuando el recurso se interponga ante autoridad distinta a la indicada se declarará improcedente, salvo en los casos en que se advierta que de tal error se originó por demora en la tramitación de recurso en perjuicio al recurrente, por lo que habrá de presumirse que obró de buena fe, con base en una incorrecta interpretación de la ley.



465. 
98
6
94
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

El recurrente puede ampliar su plazo a tres días no exhibiendo las copias. Pero aunque este requerimiento sí está ajustado a equidad, no lo está el presionar siempre rigurosamente la interposición de la queja.

Podría precisarse que no se trata de las copias de constancias, sino de las copias del escrito de queja.



466. 
99


160
2059
(Mntro. Gudiño)

Dado que en el primer párrafo del artículo 99 no se hace mención de ningún tipo de informes y en el segundo incluso establece una sanción procesal, se propone la siguiente redacción del primer párrafo del artículo 90:

Artículo 99.- El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá un informe al que se anexarán copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinente al órgano jurisdiccional que corresponda.

…

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



467. 
99


5
72
(Mntro. Aguinaco)

En torno del problema que genera el retraso de las resoluciones del recurso de queja en materia de la suspensión provisional con motivo de las vacaciones de los Tribunales Colegiados de Circuito, se propone la modificación del texto correspondiente bajo dos variantes: adicionar el precepto con lo siguiente:

1) “Para lograr la tramitación sumarísima del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales, en cada circuito, quedará en turno un Tribunal Colegiado de Amparo y, en aquellos Circuitos dónde sólo exista uno, éste deberá continuar en funciones, aunque para ello se autoricen vacaciones en forma seriada y en diversos tiempos, y además el Consejo de la Judicatura Federal nombrará a los Secretarios que sustituyan temporalmente a los Magistrados correspondientes.”

La ventaja de tal solución sería que los citados tribunales conservarían su competencia para conocer del recurso, sin que se altere el derecho al disfrute de las vacaciones, y con la desventaja de eliminar el sistema tradicional de sanciones a que alude el acuerdo General 48/1998 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.

2) El otro texto propuesto es el siguiente:

“Para lograr la tramitación sumarísima del recurso de queja de cuarenta y ocho horas durante los periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, serán competentes para conocer de ese medio impugnativo los Tribunales Colegiados de Apelación, competencia que cesará tan luego como aquéllos reanuden sus labores.”

La ventaja sería: La permanencia de los dos periodos vacacionales de los Tribunales Colegiados de Circuito y por otro lado, los Tribunales Colegiados de Circuito de apelación podrían conocer de la queja tratándose de la suspensión provisional y la suspensión de plano. Lo anterior sin que se trate de un Tribunal especial. 



468. 
99
6
94
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

Debería darse oportunidad a la contraparte de promover lo necesario para  que lleguen las constancias y vencer la presunción que lo perjudique.



469. 
99
33
616
(Mntro. Aguirre)

Que el recurso de queja previsto en la fracción I, inciso a), del artículo 95 se resuelva en 48 horas.



470. 
99
168
2195
(Mntro. Ortíz)

Es conveniente precisar los plazos para resolver un recurso de queja de 48 horas, fijando un criterio seguro de cómo hacer el cómputo respectivo.



471. 
100
6
94
(Mntro. Aguinaco)

El perjuicio no reparable puede ser de naturaleza imprevisible, que la justicia pida evitar, independientemente de que se satisfagan las condiciones finales del precepto. Los legisladores no son omniscientes, ni prevén todos los matices que la realidad pueda presentar en los casos particulares.



472. 
100
175
2319
(Mntro. Ortíz)

No se define qué órgano jurisdiccional debe resolver el recurso de queja.



473. 
101
6
94
(Mntro. Aguinaco)

¿Aparecerán en el expediente de la queja autos que correspondan al principal?.



474. 
102
144
1887
(Mntro. Gudiño)

Propone se amplíe a cinco días el plazo para la interposición del recurso de reclamación, para no limitar la posibilidad de defensa, ya que son admisibles las pruebas documental y pericial.

Opinión: Dado que la reclamación procede sólo contra acuerdos de trámite, con tres días es más que suficiente para preparar el recurso.



475. 
102
6
95
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

Sería mejor decir “ante el órgano judicial que deba conocer del fondo del asunto”.



476. 
102


100
1368
(Mntro. Díaz)

Se propone la modificación al párrafo primero del artículo 102, en los términos siguientes: “El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos dictados en el juicio de amparo por el presidente de la suprema corte de justicia, o de sus salas o de los tribunales colegiados de circuito. Se exceptúa de lo dispuesto, el acuerdo del presidente del alto tribunal relativo a los asuntos que originalmente le corresponden al pleno, y por el cual se ordena su remisión a las salas o a los tribunales colegiados de circuito para que sean resueltos en definitiva.”

OPINIÓN: Carece de trascendencia la modificación, toda vez que al respecto existe tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, como el propio ponente lo admite.



477. 
102
100
1369
(Mntro. Díaz)

Se propone la modificación al párrafo segundo del artículo 102, en la forma siguiente: “…- Dicho recurso podrá interponerse por cualquiera de las partes que tengan interés legítimo , ante el órgano jurisdiccional correspondiente, dentro del plazo de tres días siguientes al de aquél en que surta sus efectos la notificación del auto recurrido, expresando agravios.”

OPINIÓN: La modificación resulta intrascendente, pues una parte el interés legítimo está contemplado en los artículo 4° y 5° del proyecto, y por otra, es obvio que el plazo de tres días que menciona el párrafo de que se trata se debe computar en términos del artículo 29 del citado proyecto.



478. 
102
168
2195
(Mntro. Ortíz)

Adicionar al primer párrafo: “Este recurso no podrá ser desechado por auto de presidencia"



479. 
103
33
620
(Mntro. Aguirre)

Adicionar el artículo para establecer que las pruebas documental y pericial que serán admisibles en el recurso de reclamación serán tendientes a controvertir la causa que constituye el motivo determinante del sentido de la resolución impugnada.



480. 
103
168
2196
(Mntro. Ortíz)

En el precepto se omite señalar de qué manera se va a llevar a cabo el desahogo de la pericial, si solo en los términos del artículo 117, o conforme al Código Federal de Procedimientos Civiles.



481. 
104
6
95
(Mntro. Aguinaco)

No se dice si ha de resolver de plano, o en forma incidental.



482. 
104
100
1371
(Mntro. Díaz)

 “Artículo 104. El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto, resolverá en un plazo máximo de diez días, debiendo ser ponente un ministro o magistrado distinto de su presidente; sin perjuicio de que presidan la sesión con derecho a voz y voto.”

OPINIÓN: Resulta innecesaria la modificación, ya que la redacción del precepto es muy clara, pues sólo excluye al Presidente de ser el Ponente, más no de presidir la sesión con derecho a voz y voto.



483. 
106
132
1678
(MNTRO. GONGORA)

EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO TAMBIÉN DEBE PROCEDER EN CONTRA DE REGLAMENTOS MUNICIPALES [INCISO F) Y G)].



484. 
106
132
1678
(MNTRO. GONGORA)

DEBE SUPRIMIRSE LA PROCEDENCIA EN CONTRA DE ACTOS EN JUICIO QUE CONSTITUYAN VIOLACIONES PROCESALES RELEVANTES; EN SU CASO, PROPORCIONAR EL CONCEPTO.



485. 
106
134
1732
(MNTRO. GONGORA)

DEBE EXCLUIRSE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA RESOLUCIONES QUE TENGAN POR DESISTIDO AL MINISTERIO PÚBLICO, PORQUE CONTRA ELLAS PROCEDE EL DIRECTO.



486. 
106
139
1829
(MNTRO. GONGORA)

FRACCION VII

DEBE AGREGARSE QUE TAMBIÉN PROCEDA EL JUICIO CONTRA LA INACTIVIDAD MANIFIESTA DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA.



487. 
106


64
865
(Mntro. Azuela)

Fracciones IV y V

Se considera inatendible la propuesta que involucra los artículos 168 y 170, tendente a precisar en la ley que el juicio de amparo procede contra los laudos arbitrales, ya que la procedencia en contra de dichos actos, queda comprendida en la hipótesis que contempla la fracción III del artículo 106 del proyecto. Asimismo se estima inatendible  que se especifique en la fracción IV, que “los actos fuera de juicio y después de concluido el juicio deben causar un perjuicioi que sea de imposible reparación porque afecten de manera directa e inmediata un derecho sustantivo.



488. 
106
69
952
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta que se hace en el sentido de señalar con mayor precisión o incluir en el precepto más casos en contra de los cuales procede el juicio de amparo indirecto, como por ejemplo, tratándose de resoluciones de no ejercicio o desistimiento de la acción penal, toda vez que sólo se reiteraría un supuesto contemplado ya por la Constitución.



489. 
106
195
2739
(Mntra. Sánchez)

Fracción VII

SE PROPONE UNA ADICIÓN AL TEXTO DEL PROYECTO DE REFORMAS CON EL FIN DE REALIZAR UNA PRECISIÓN RESPECTO A QUE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO SERÁ EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES QUE EN DEFINITIVA CONFIRMEN EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL O EL DESISTIMIENTO DE LA MISMA, PRONUNCIADAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO, EN ATENCIÓN DE AQUELLAS LEGISLACIONES EN LAS CUALES EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO TIENE LA FACULTAD DE REALIZAR LA CONFIRMACIÓN O NO DE TAL RESOLUCIÓN, LO ANTERIOR PARA SALVAGUARDAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD Y EVITAR EL SOBRESEIMIENTO POR IMPROCEDENCIA QUE SE ACTUALIZARÍA EN CONCORDANCIA CON EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN XVI, DEL PROYECTO DE REFORMAS AL NO AGOTARSE TAL MEDIO DE IMPUGNACIÓN.



490. 
106
197
2939
(Mntra. Sánchez)

SE OBSERVA QUE OCASIONARÁ DIFERENTES INTERPRETACIONES EL TÉRMINO DE “VIOLACIONES PROCESALES RELEVANTES” POR NO PRECISARSE CUÁLES PUEDEN SER CONSIDERADAS COMO TALES.



491. 
106
6
95
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, inciso a)

Hace de la Suprema Corte un super-poder, que eventualmente estará sobre el Constituyente ordinario. La Corte podría estorbar, entorpecer, o aún evitar, reformas constitucionales que no fuesen del agrado de los Ministros, amparando contra violaciones de procedimiento en la reforma constitucional. En mi opinión esto es gravemente inconstitucional.

Fracción I, incisos b) y c)

Se tergiversa el orden. Aunque teóricamente las leyes federales y los tratados internacionales son de la misma jerarquía, el artículo 133 constitucional cita en primer lugar a las leyes federales, y sólo en segundo lugar a los tratados: en este cambio de orden parece advertirse un desmesurado respeto al tratado de libre comercio (que no es más que un simple Acuerdo entre Presidentes, sin rango de tratado bilateral). Deberían estar las leyes en el inciso b).

Fracción I, inciso b)

El Estatuto Orgánico del D.F. no es, en rigor, más que una ley federal, que quizás correspondiera más al inciso c). No hay por qué equiparar al D.F., que es la sede de los poderes de la Unión, con los Estados libres y soberanos, que tienen Constituciones locales.

Se incurre en el error de parecer equiparar al D.F. a un Estado.

Fracción I, parte final.

No hay por qué suprimir los decretos o acuerdos de observancia general que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación causen perjuicios al quejoso. Es extremadamente injusto pretender restringir la promoción de los amparos, si no se restringe previamente también el abuso de poder de las autoridades. Cuando éstas son prepotentes y arbitrarias, demasiado a menudo.

Fracción IV

Hace falta una coma después de “judiciales”, para que queden claramente incluidos los tribunales judiciales, civiles, mercantiles y penales, y no sólo los “tribunales judiciales administrativos”, como podría entenderse sin la coma.

Fracción IV, segundo párrafo

La definición restringida de “resolución última” puede dar lugar a injusticias en casos no previstos. En estos casos, la jurisprudencia, elaborada en forma casuista, está mejor equipada para afrontar los casos particulares, y para adaptarse a las necesidades cambiantes o no previstas en la ley.

Fracción IV, cuarto párrafo

Previniendo la posible diferencia entre legislaciones locales y para evitar posibles confusiones entre “fincar”, “aprobar”, etc., quizás fuese mejor decir que la última resolución la constituye la que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes rematados.

Fracción VI

Sería conveniente, exigir que el posible recurso previsto a favor de terceros extraños suspenda el procedimiento en cuanto a un daño indebido y de difícil reparación a quien no fue oído.

492. 
106
8
173
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I, inciso d)

Se propone para quedar así:  “Artículo 106. El amparo indirecto procede:  I. Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de su aplicación causen perjuicio al quejoso.  Para los efectos de esta ley, se entiende por normas generales:... d) Los códigos fundamentales locales;”

Fracción I

Se propone que se agregue el inciso e) que disponga:  “e) Los bandos de policía y gobierno y acuerdos interinstitucionales.”



493. 
106


13
267
(Mntro. Aguinaco)

El artículo 106, fracción VI del Proyecto  de Ley de Amparo, obliga a los extraños a un procedimiento a respetar el principio de definitividad. Norma  que contradice lo que establece el artículo 107, fracción III, inciso c) de la Constitución que no impone la obligación previa a la promoción del juicio de garantías, a cargo de las personas extrañas a juicio, de agotar recursos ordinarios. Se propone que se elimine la expresión que involucra el principio de definitividad, para ajustarla a la prevención constitucional que le da origen y que además armonizaría con el contenido del 59, fracción XIV del mismo Proyecto de Ley, que exceptúa  la improcedencia del juicio de amparo  cuando se trate de terceros extraños al procedimiento.

TEXTO PROPUESTO:  “Artículo 106. El  amparo indirecto procede: …VI. Contra actos dentro o fuera del juicio que afecte a personas extrañas; y…”



494. 
106
22
42
(Mntro. Aguinaco)

Fracción VII

Debe reflexionarse sobre la pertinencia de lo que se propone, y analizar lo que se ha legislado al respecto en los diversos Estados de la República después de las reformas de 1994, que adicionaron el artículo 21 de la Constitución sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, constatando que el desestimiento y la formulación de conclusiones no acusatorioas no son actos de autoridad y conducen a la conclusión del proceso por sobreseimiento con la absolución del inculpado.



495. 
106
97
1317
(Mntro. Díaz)

Se propone suprimir la expresión “última resolución”, porque se apoya en un criterio aislado del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, tema sobre el que existe denunciada la contradicción de tesis 30/2000-pl, el cual no se ha definido todavía.

OPINIÓN: No debe aceptarse la sugerencia, porque si bien es cierto que el significado de la expresión “última resolución”, contenido en la tesis LVII/97, del Pleno, no tiene carácter obligatorio y, además, participa en la contradicción 30/2000, pero ello no debe llevar a considerar que deba ser excluida del artículo relativo, pues al fallarse la misma se fijarán obligatoriamente los alcances de dicha definición.



496. 
106
27
471
(Mntro. Aguirre)

Fracción I, inciso a)

Apoya la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de vicios en el procedimiento de reformas a la constitución.



497. 
106
36
654
(Mntro. Aguirre)

Incluir la procedencia del amparo ante Jueces de Distrito, por violaciones intraprocesales que causen indefensión y eliminar la procedencia del amparo “contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas al procedimiento cuando ley no prevea a su favor algún recurso ordinario o medio de defensa...” porque limita la defensa constitucional de terceros extraños por quebrantar en su agravio directo las garantías de audiencia y seguridad jurídica.



498. 
106
168
2196
(Mntro. Ortíz)

En la fracción I, es conveniente adicionar dentro de la categoría de normas generales, a los decretos y toda disposición de carácter general. 
En la fracción VII, modificar el texto para señalar que procede el amparo contra la resolución definitiva en que  se tenga al Ministerio Público por desistido de la acción penal.



499. 
106
175
2317
(Mntro. Ortíz)

Se propone omitir la fracción VI, del articulo 106.



500. 
106
175
2319
(Mntro. Ortíz)

Fracción I, inciso a)

Debe reflexionarse sobre la posibilidad de impugnar en amparo los procedimientos de reforma constitucional.  



501. 
106
181
2543
(Mntro. Ortíz)

Modificar la fracción II en la parte final con el siguiente texto: “Para los efectos de esta ley se entiende por normas generales: los actos jurídicos, en sentido formal y material o sólo material , por virtud de los cuales se crea, modifica o extingue una situación jurídica general, que por su naturaleza es abstracta, impersonal y permanente”.



502. 
106
185
2578
(Mntro. Ortíz)

VII. Debe agregarse que también proceda  el amparo contra la inactividad del Ministerio Público en la averiguación previa.



503. 
106
88
1223
(Mntro. Castro)

III.  Suprimir el concepto de violaciones procesales relevantes  como supuesto normativo para dar la procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio o en procedimientos administrativos  seguidos en forma de juicio.

Se propone la redacción siguiente:

““b).  Contra actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos.

Suprimir el concepto de violaciones procesales relevantes  como supuesto normativo para dar la procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio o en procedimientos administrativos  seguidos en forma de juicio.

Se propone la redacción siguiente:

““V.  Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos.



504. 
107
6
98
(Mntro. Aguinaco)

Fracción III

Se podría agregar a las autoridades que refrendan. Es cierto que, en materia federal, se ordenó que todos los refrendos los haga un solo Secretario de Estado. Pero esto es absurdo, pues el refrendo implica el visto bueno del especialista en la materia a que se refiere la ley. En todo caso, como se puede tratar de leyes locales, quizás allá no se haya abaratado el refrendo.



505. 
107
132
1681
(MNTRO. GONGORA)

LA FRACCIÓN VII DEBE ELIMINARSE, Y CON ELLO LA OBLIGACIÓN DE FORMULAR CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.



506. 
107
215
3166
(Mntro. Silva)

Artículo 107. La demanda de amparo indirecto deberá formularse por escrito, en la cual se expresará: …

Cuando la sentencia que recaiga en el juicio de amparo pueda afectar la titularidad de un bien, a petición de cualquiera de las partes el Juez ordenará su inscripción en el Registro Público de la Propiedad que corresponda. La falta de cumplimiento de esta formalidad, provocará que la sentencia no sea oponible a terceros adquirentes de buena fe. 



507. 
107
29
517
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto.- Art. 107.- VI.- Las garantías y/o derechos contenidos en los ordenamientos a que se refiere el artículo 1° de esta ley, cuya violación se reclame; y ...”



508. 
107
168
2197
(Mntro. Ortíz)

Agregar a la fracción II , en relación con el tercero interesado, “y si no lo conoce, o no existe en el caso, manifestarlo así bajo protesta de decir verdad.”



509. 
108


157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone que, en los casos a que se refiere el artículo 14 del proyecto, sólo se señale a la autoridad ejecutora, por la dificultad de saber quién es la ordenadora, en la fracción II.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



510. 
108
132
1686
(MNTRO. GONGORA)

LA FRACCIÓN II DEBE SUPRIMIRSE.



511. 
108
55
749
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de modificar el último párrafo del artículo 108 del proyecto, a fin de establecer que en los casos urgentes que se establecen en el artículo 14 del propio proyecto, para la admisión de la demanda, se precise que el quejoso únicamente señalará la autoridad que hubiera ordenado el acto reclamado, si esto le fuera posible, razón por la cual dicho precepto, en lo conducente, se redactaría de la siguiente manera: “Artículo 108. Cuando se promueve el amparo en los términos del artículo 14 de esta ley, bastará para la admisión de la demanda, que se exprese en ella: …II. La autoridad que lo hubiere ordenado, si esto fuere posible al promovente.”



512. 
108
232
3370
(Mntro. Silva)

Se propone adicionar el texto del artículo en comento, en el sentido de que en todos los amparos promovidos por menores o incapaces, bastará los requisitos señalados en el texto de dicho precepto.

Artículo 108 del Proyecto de Ley, cuando se promueve el amparo en los términos del Artículo 14 de esta Ley, y en todos los casos tratándose de menores e incapaces, bastará, para la admisión de la demanda, que se exprese en ella:

I. El acto reclamado;

II. II. La autoridad que lo hubiere ordenado;

III. En su caso, el lugar en que se encuentra el quejoso; y

IV. La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto.

En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el órgano jurisdiccional de amparo.

La autoridad que conozca del juicio o aquella ante quien se hubiere promovido, mandará a expedir las copias necesarias.



513. 
108
204
3048
(Mntra. Sánchez)

Se propone adicionar una fracción VIII.

OPINIÓN: Es inatendible, porque la Constitución en el artículo 103, circunscribe la procedencia del juicio de amparo a que puedan ser combatidas las leyes o los actos de autoridad, a lo cual no se ajusta la propuesta.



514. 
108
6
98
(Mntro. Aguinaco)

No siempre el afectado sabrá bien qué autoridad es ordenadora, ni cómo se denominan en rigor las que ejecutan los actos. A veces, podrá dar descripciones o hacer señalamientos más o menos imprecisos. Las autoridades que realizan tales actos, suelen hacerlos enmascaradas.



515. 
108
17
331
(Mntro. Aguinaco)

En este precepto debe precisarse que se trata del quejoso quien promueve el amparo, pues el artículo 14 de este Proyecto, ya prevé el supuesto en que el amparo lo promueve otra persona en representación del quejoso, en este caso se abre un cuaderno de antecedentes y sólo si se ratifica la demanda de amparo por el interesado, se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada, para que no exista confusión entre ambos preceptos.



516. 
108


37
667
(Mntro. Aguirre)

Texto propuesto: Art. 108: Cuando se promueva el amparo en los términos del artículo 14 de esta Ley, bastará para que se dé trámite a la demanda, que se exprese en ella: ....



517. 
109
132
1695
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ELIMINARSE LA TRAMITACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN POR DUPLICADO; EN CASO DE RECURSO, ENVIARSE ORIGINAL Y CONSERVAR COPIA CERTIFICADA.



518. 
109
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



519. 
109
35
638
(Mntro. Aguirre)

Que se condicione la admisión de la demanda de amparo telegráfica a su ratificación por escrito.



520. 
109
95
1298
(Mntro. Castro)

Respecto al segundo párrafo de este artículo se desprende que se deberán expedir las copias cuando el amparo se solicite vía telegráfica; pero se aprecia que en los artículos anteriores NO se establece la presentación de la demanda vía telegráfica, ni los requisitos que ésta deberá tener.



521. 
110
124
1575
(MNTRO. GONGORA)

FRACCIONES II Y III

CONSIDERA QUE LOS TÉRMINOS DE 15 Y 30 DÍAS HÁBILES PARA AMPLIAR LA DEMANDA SON EXCESIVOS Y, CONSIDERANDO LOS PLAZOS PREVISTOS POR EL PROYECTO DE LEY, SE PROVOCARÍA EL DIFERIMIENTO SISTEMÁTICO DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.



522. 
110
69
954
(Mntro. Azuela)

En relación con este artículo y con los diversos numerales 72, 73, 75, 78, 113, 116, 256, únicamente se hacen comentarios de lo atinado que resulta lo normado en estos preceptos.  



523. 
110
197
2941
(Mntra. Sánchez)

SE CONSIDERA OCIOSA SU INCLUSION PUESTO QUE AL CELEBRARSE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL EL JUICIO HA CONCLUIDO Y ES EVIDENTE QUE LA DEMANDA NO PUEDE AMPLIARSE.



524. 
110
6
99
(Mntro. Aguinaco)

Debe poder ampliarse la demanda siempre, dentro del término, aunque se haya rendido antes el informe justificado; la restricción de la fracción I es contraria al deseo de hacer justicia. La litis se cerrará con una ampliación del informe.

Ultimo párrafo

Sería conveniente que en el caso previsto se dejarán a salvo los derechos a promover un nuevo amparo, en el que se toquen actos nuevos o en que, en todo caso, no se afecte la cosa ejecutoriadamente juzgada.



525. 
110
171
2252
(Mntro. Ortíz)

El supuesto de ampliación de la demanda debería desaparecer.



526. 
111
6
99
(Mntro. Aguinaco)

El plazo es angustioso para juzgados sobrecargados, que incluso pueden estar en turno, cuando son mixtos.



527. 
112
108
1431
(Mntro. Díaz)

Suprimir expresiones “manifiesto” e “indudable” pues dan lugar a apreciaciones subjetivas que provocan que el tribunal colegiado al conocer de la revisión de un desechamiento de demanda revoquen y ordenen admitir la demanda a fin de contar con mayores elementos, traduciéndose en mayor inversión horas-trabajo. Además, existe jurisprudencia que indica la obligación de que al estimar operante una causal de improcedencia, ésta debe estar plenamente demostrada.

OPINIÓN:  Estimo que las expresiones “manifiesto” e “indudable” no generan indefectiblemente que el tribunal revisor revoque el desechamiento de la demanda, pues esto dependerá de los motivos que se den para estimar que una demanda es manifiesta e indudablemente improcedente.  De omitirse esas expresiones se  generaría la duda, cuando menos, de si una demanda puede desecharse aunque el motivo no sea manifiesto e indudable.



528. 
113


160
2059
(Mntro. Gudiño)

Propone se modifique la redacción del artículo 113, para señalar expresamente la necesidad de una prevención o apercibimiento, previamente a la imposición de una sanción procesal, como es tener por no presentada la demanda; prevención que incluso se menciona en el artículo 114:

Artículo 113.- El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, apercibiéndolo de tener por no presentada la demanda en caso de incumplimiento, expresando en el auto relativo las deficiencias,  irregularidades u omisiones que deban llenarse en los casos siguientes:

I.  Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda;

II.  Si  se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 106; 

III. Si, en su caso,  no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; 

IV.  Si no se hubiere expresado con precisión el acto reclamado, y 

V. Si no se hubieren exhibido las copias necesarias. 

Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones  de la demanda dentro del plazo de cinco días, se hará efectivo el apercibimiento señalado en este artículo.
Opinión: Se considera acertada la propuesta.



529. 
113
134
1726
(MNTRO. GONGORA)

EL TÉRMINO DEBE REDUCIRSE A TRES DÍAS.

SE SUGIERE LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

“ART. 113.- …

I…

II…

III…

IV…

V…

SI EL QUEJOSO NO SUBSANA LAS DEFICIENCIAS … DENTRO DEL PLAZO DE TRES DÍAS, SE TENDRÁ POR NO INTERPUESTA. EN MATERIA PENAL, LA AUTORIDAD QUE CONOZCA DEL JUICIO MANDARÁ EXPEDIR LAS COPIAS NECESARIAS DE LA DEMANDA.”



530. 
113
6
99
(Mntro. Aguinaco)

Fracciones III y IV

Parecen sobrar: quedan incluidas en la fracción II.

Fracciones I y II

Pudieran fusionarse.



531. 
113
11
231
(Mntro. Aguinaco)

Fracción III

Se expone que si el término “Personalidad” se sustituirá por el de “Personería”, entonces debe sustituirse también en el artículo 113, fracción III, que dispone: “El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda: … III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente:”



532. 
113
170
2238
(Mntro. Ortíz)

En la fracción II y último párrafo parece existir una incongruencia con el artículo 10 que permite la acreditación de la personalidad hasta antes de la audiencia constitucional.



533. 
113
181
2545
(Mntro. Ortíz)

Adicionar a la fracción III el texto siguiente: “ Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente, salvo lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley”. 



534. 
113
95
1298
(Mntro. Castro)

En relación a este precepto se aprecia que la fracción I, así como la fracción IV sería redundante, en virtud de que en la primera se refiere a una irregularidad, y en la última a que no se exprese con precisión el acto reclamado, por lo que se estima podría estimar que en este caso sería una irregularidad, por lo que se propondría que la fracción IV desapareciera.

Respecto al último párrafo del precitado artículo, se aprecia que si no se da cumplimiento a la prevención en el término concedido para tal efecto, se tendrá por no presentada. Siendo la terminología correcta tener por no interpuesta la demanda, asimismo se estima que al ampliar el término para aclarar la demanda de tres a cinco días, se incrementará notablemente el número de auxiliares en trámite.



535. 
114
132
1687
(MNTRO. GONGORA)

LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL DEBE CELEBRARSE DENTRO DE LOS 45 DÍAS SIGUIENTES A LA ADMISIÓN SI LA RESPONSABLE RESIDE EN EL LUGAR DEL JUICIO, O DENTRO DE 60 EN CASO CONTRARIO.



536. 
114
6
100
(Mntro. Aguinaco)

Primer párrafo

Con aquél plazo perentorio de 30 días, lo único que se logra es entorpecer la justicia y provocar diferimientos de la audiencia, lo que hace más dilatado el trámite del juicio. Quizás el término para señalar el día de la audiencia debería fijarse a partir del día en que se rindió o debió rendirse el informe justificado, dando un margen para su notificación por lista a las partes.



537. 
114
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



538. 
114
170
2238
(Mntro. Ortíz)

En su segundo párrafo no se prevén dos casos que la práctica demuestra que se tiene que diferir mas de una vez la audiencia, tratándose de autoridades foráneas y asuntos agrarios.



539. 
116
124
1576
(MNTRO. GONGORA)

SUGIERE QUE EL TÉRMINO DE 10 DÍAS PARA RENDIR EL INFORME JUSTIFICADO SE REDUZCA A 5.



540. 
116
124
1577
(MNTRO. GONGORA)

TERCER PARRAFO.

PROPONE NUEVA REDACCIÓN ACORDE CON LA CUAL LAS RESPONSABLES DEBERÁN SOSTENER LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO O LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO, ACOMPAÑANDO COPIAS CERTIFICADAS LEGIBLES PARA APOYAR SU DICHO.



541. 
116
132
1688
(MNTRO. GONGORA)

EL PLAZO PARA RENDIR INFORME JUSTIFICADO DEBE SER DE 15 DÍAS.



542. 
116
139
1830
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE QUE EL INFORME DEBE RECIBIRSE POR LO MENOS DIEZ DÍAS ANTES DE LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA A FIN DE QUE LAS PARTES PUEDAN PREPARAR SUS PRUEBAS.



543. 
116
141
1851
(MNTRO. GONGORA)

EL TÉRMINO PARA LA RENDICIÓN DEL INFORME JUSTIFICADO DEBE AMPLIARSE A 15 DÍAS SI LA RESPONSABLE RESIDE EN EL LUGAR DEL JUICIO, Y A 30 EN CASO CONTRARIO.



544. 
116
6
100
(Mntro. Aguinaco)

Último párrafo

Se debería añadir que las autoridades no podrán mejorar en el informe la fundamentación y motivación de sus actos, ni ofrecer nuevas pruebas que no fuesen requeridas por las nuevas pretensiones deducidas por el quejoso.



545. 
116
109
1435
(Mntro. Díaz)

Posibilidad de tomar en cuenta los informes justificados rendidos fuera del plazo legal, como lo prevén las normas vigentes. 2. Prever la imposición de una sanción a las autoridades responsables que rindan de manera extemporánea su informe justificado.

OPINIÓN: Se está de acuerdo con la propuesta, porque de dejarse de tomar en cuenta el informe justificado, podría conducir a conceder el amparo aun en aquellos casos en que las autoridades nieguen los actos y no exista constancia en autos que desvirtúe esa negativa.



546. 
116
175
2320
(Mntro. Ortíz)

Se debe agregar al final de su párrafo segundo: “salvo lo dispuesto en el articulo 73 de esta ley” 



547. 
116
83
1159
(Mntro. Castro)

Que el plazo para que la autoridad responsable rinda informe justificado, continúe siendo de cinco días.

Que el informe pueda ser tomado en cuenta, aún cuando sean rendidos fuera del plazo que marca la ley, siempre y cuando sea agregado al menos con tres días hábiles de anticipación a la celebración de la audiencia constitucional, sin perjuicio de que el quejoso o el tercero perjudicado soliciten el diferimiento de la misma, para estar en aptitud de imponerse de su contenido.



548. 
116
92
1251
(Mntro. Castro)

Artículo 116. La Autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de 10m días, con el cual se dará vista a las partes. Informe que podrá ser rendido por oficio utilizando cualquier medio electrónico de comunicación.



549. 
117
123
1555
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE SUPRIMIR EL ÚLTIMO TEXTO DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 117 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, QUE ESTABLECE LA PROHIBICIÓN DE APLICAR LA LEGISLACIÓN SUPLETORIA, CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, TRATÁNDOSE DEL DESAHOGO DE PRUEBAS, Y EN SU DEFECTO, QUE SE REGLAMENTE ESE TÓPICO, PORQUE DICHA PROHIBICIÓN NO SE ENCUENTRA EN EL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE.



550. 
117
124
1577
(MNTRO. GONGORA)

SUGIERE QUE EL PLAZO DE 5 DÍAS PARA EL OFRECIMIENTO DE LAS PRUEBAS TESTIMONIAL Y PERICIAL SE AMPLÍE A 12, DANDO TIEMPO A SU PREPARACIÓN Y EVITANDO DIFERIMIENTOS CONSTANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.



551. 
117
132
1688
(MNTRO. GONGORA)

EL OFERENTE DE LA PRUEBA TESTIMONIAL DEBE PROPORCIONAR EL NOMBRE Y DOMICILIO DE LOS TESTIGOS.



552. 
117
135
1759
(MNTRO. GONGORA)

DEBE AUTORIZARSE LA APLICACIÓN SUPLETORIA DEL CÓDIGO ADJETIVO FEDERAL PARA EL DESAHOGO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL.



553. 
117
139
1830
(MNTRO. GONGORA)

SEÑALA EN SU PÁRRAFO SEGUNDO QUE NO SON APLICABLES LAS REGLAS DE LA LEY SUPLETORIA, PERO NO ESTABLECE EN LA LEY QUÉ REGLAS DEBEN APLICARSE.



554. 
117
55
749
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de eliminar del segundo párrafo del artículo 117 del proyecto, la disposición de que para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial e inspección judicial no son aplicables las reglas de la ley supletoria, dado que en el proyecto en cuestión, lógicamente, no se prevén las cuestiones vinculadas con el derecho objetivo, en relación con el desahogo de tales pruebas, como lo son la legalidad y procedencia de las preguntas y repreguntas, sus objeciones, la oportunidad de éstas, la separación de testigos, el modo de actuar tratándose de testigos menores de edad, etc., por lo que resulta obligado acudir al ordenamiento supletorio.



555. 
117
6
101
(Mntro. Aguinaco)

En la primera frase se podría agregar:”...por posiciones, sino únicamente mediante interrogatorios escritos.”

Parte final del primer párrafo

Si el incidente es incidental al principal, y el juez lo tiene en su poder al valorar las pruebas, no se ve por qué no habría de tomarlas en cuenta. Son parte del mismo juicio y las tiene a la vista, ¿por qué no ha de tomarlas en consideración? Lo que debería decirse es que en el incidente no se tomarán en cuenta las pruebas del principal, cuando el tribunal que haya de resolver sobre el incidente no tenga a la mano legalmente el cuaderno principal.

Parte final, segundo párrafo

Si el desahogo de la prueba testimonial no está reglamentado, ¿qué se gana suprimiento la supletoriedad?



556. 
117
15
293
(Mntro. Aguinaco)

Se advierte incongruencia  del artículo 117, segundo párrafo  del Proyecto de Ley de Amparo, con el artículo 2º. del mismo proyecto, ya que en  el primero no se permite para el desahogo de la prueba testimonial, la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles, mientras que el segundo citado si acepta esa aplicación supletoria en la substanciación del juicio. 

TEXTO PROPUESTO: “Artículo 117.- … Las pruebas testimonial, pericial o Inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalamiento para la celebración  de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deben ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo resultan aplicables las reglas de la ley supletoria, atento lo dispuesto por el artículo 2º, de esta ley …”.



557. 
117
17
332
(Mntro. Aguinaco)

Este precepto establece que no son aplicables las reglas de la Ley supletoria para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial o inspección ocular, pero no precisa cuáles serían las que regirían su recepción.



558. 
117


22
433
(Mntro. Aguinaco)

Si para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial no son aplicables las reglas de la ley supletoria, entonces ¿cuáles se aplicarán?, se propone precisar cuál es esta ley, o de que modo se procederá en caso de insuficiencia de la Ley de Amparo.



559. 
117


110
1439
(Mntro. Díaz)

1. Necesidad de acudir a la Ley supletoria para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial y de inspección judicial o reglamentar su desahogo.  2. La obligación de designar perito debe recaer en el oferente de la prueba.  3. Reglamentar la facultad del órgano jurisdiccional para desechar pruebas.

OPINIÓN: Como bien se señala en la ponencia existe incongruencia entre las disposiciones contenidas en los artículos 2º y 117 del proyecto, porque en cuanto al desahogo de las pruebas existen lagunas que hacen necesarias la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles.



560. 
117
32
597
(Mntro. Aguirre)

Contar con un sistema más preciso y explícito en la reglamentación de la prueba testimonial.

Texto propuesto: “Serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional por posiciones. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el principal. Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse, como regla general, cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin  contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria. El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio o los puntos sobre los que deba versar la inspección, y para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia, por lo que no está permitido ampliar las cuestiones en el momento de la audiencia. Las preguntas y repreguntas deben estar concebidas en términos claros y precisos; han de ser conducentes a la cuestión debatida; se procurará que en una sola no se comprenda más de un hecho y no hechos o circunstancias diferentes; las que no satisfagan estos requisitos serán desechadas, pero se asentarán literalmente en autos. Cuando el testigo deje de contestar algún punto o haya incurrido en contradicción o se haya expresado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención del tribunal, para que, si lo estima conveniente, exija a aquél dé las respuestas y aclaraciones que procedan. El órgano jurisdiccional no tendrá facultades para hacer a los testigos más preguntas que las contenidas en los interrogatorios, pero sí para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos, asentándose todo en el acta. En el acto del examen de un testigo, pueden las partes formular las tachas u objeciones de éste, sin perjuicio de las acciones penales que procedan, y su valor se apreciará en la sentencia. Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el segundo párrafo, se requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá por no ofrecida la prueba”.



561. 
117
35
638
(Mntro. Aguirre)

Que de prohibirse la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles surgirían lagunas que el proyecto no contempla.



562. 
117
168
2198
(Mntro. Ortíz)

Texto, “Serán admisibles toda clase de pruebas excepto la confesional por posiciones. Las documentales podrán ofrecerse con la demanda de amparo en cualquier tiempo y aun en la audiencia constitucional; las pruebas testimonial, pericial o de inspección ocular podrán ofrecerse con la demanda o a mas tardar cinco días hábiles antes de la fecha de la audiencia, sin contar el del ofrecimiento ni el día de la audiencia.
En dicha audiencia el juzgador hará relación de las documentales y las tendrá por ofrecidas en ese acto, aun sin gestión expresa del interesado.
Estas pruebas solo deberán tomarse en cuenta en el expediente principal.
Para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial, o de inspección ocular el oferente exhibirá original y copias, para cada una de las partes de los interrogatorios. . ."  



563. 
118
6
102
(Mntro. Aguinaco)

El Poder Judicial debería tener un presupuesto para pagar peritos terceros, lo que probablemente fuera menos costoso que tener una planta de peritos para toda clase de materias técnicas. Si lo proporcionan las autoridades, será parcial. Y si no se le paga adecuadamente, quedará al mejor postor entre las partes.



564. 
119
124
1579
(MNTRO. GONGORA)

CONSIDERA QUE EL PLAZO DE 10 DÍAS PARA QUE LAS PRUEBAS REQUERIDAS A LOS SERVIDORES PÚBLICOS SEAN ENVIADAS AL JUEZ, SE REDUZCA A 5 DÍAS.



565. 
120
132
1690
(MNTRO. GONGORA)

DEBE CONTEMPLARSE LA POSIBILIDAD DE IMPUGNAR A LOS TESTIGOS TRES DÍAS ANTES DE LA AUDIENCIA.



566. 
120


190
2641
(Mntra. Sánchez)

Agregar al texto del artículo 120 que la demanda de garantías no puede ser materia de objeción a fin de evitar el abuso del derecho de objeción de documentos. DE ACEPTARSE TAL PROPUESTA SE PODRÍA EVITAR LA INTENCIÓN DE OBJETAR DE FALSA LA DEMANDA DE GARANTÍAS. 



567. 
120
6
102
(Mntro. Aguinaco)

Sería mejor decir que la calificación de autenticidad o falsedad sólo tiene efectos plenos dentro del amparo, y por lo demás únicamente establece presunción.



568. 
120
181
2546
(Mntro. Ortíz)

Adicionar  en la parte final el texto: “contados a partir del día siguiente al en que tuvo conocimiento de su presentación”.



569. 
121
132
1691
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ELIMINARSE LA POSIBILIDAD DE QUE LAS PRUEBAS SE DESAHOGUEN CON ANTERIORIDAD A LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.



570. 
122
146
1905
(Mntro. Gudiño)

Propone se adiciones un párrafo al artículo 122, para quedar como sigue:

Artículo 122.  Las partes podrán comparecer a la audiencia si lo estiman pertinente. Abierta la misma, se procederá, en su caso, a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las pruebas que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.

No se produce la invalidez de la audiencia, si la relación de constancias, desahogo de pruebas y alegatos, las realiza un Juez de Distrito y la sentencia es suscrita por el que lo sustituye legalmente, siempre y cuando la primera parte se encuentre debidamente firmada.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



571. 
122


159
2045
(Mntro. Gudiño)

Propone que en el artículo 122 se señale en forma específica un plazo o término dentro del cual los jueces de distrito tienen que firmar la sentencia que corresponda (5, 10 ó 15 días), en los siguientes términos:

Artículo122.- Las partes …, acto seguido citará a las partes para pronunciar sentencia dentro del término de 10 días.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



572. 
122
132
1690
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ESTABLECERSE QUE EN LA AUDIENCIA SE CONTINUARÁ EL INCIDENTE DE TACHA DE TESTIGOS Y DECIDIRSE EN LA SENTENCIA.



573. 
122
132
1692
(MNTRO. GONGORA)

SUPRIMIR LA OBLIGACIÓN DE RELACIONAR LAS PRUEBAS DESAHOGADAS.



574. 
122
132
1694
(MNTRO. GONGORA)

OFRECIDAS Y DESAHOGADAS LAS PRUEBAS, DEBE OTORGARSE UN PLAZO DE DOS DÍAS PARA FORMULAR ALEGATOS, CONCLUIDO ÉSTE, DEBE DICTARSE SENTENCIA EN LOS 5 DÍAS SIGUIENTES.



575. 
123


191
2647
(Mntra. Sánchez)

Para evitar una incorrecta interpretación propone cambiar la solicitud de la suspensión a petición “del quejoso” por “de parte”.  SE CONSIDERA ATINADA TAL CAMBIO, PUES COMO LO SEÑALA LA PONENCIA PARA EVITAR UNA INCORRECTA INTERPRETACIÓN. 



576. 
123
192
2668
(Mntra. Sánchez)

Cambiar “del quejoso” por “de parte”

Sea oportuno el cambio, así se evitaría que los jueces se consideraran obligados a tener por demostrado implícitamente el derecho o interés legítimo de que habla el artículo 4º del proyecto.



577. 
124


191
2647
(Mntra. Sánchez)

Agregar un párrafo al precepto en comento en el que se señale en qué consisten los efectos de la suspensión de oficio, esto es, en ordenar que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o de alguno de los actos prohibidos por el 22 constitucional. DE ACEPTARSE ESTA PROPUESTA TAMBIÉN DEBE INCLUIRSE QUE LOS EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO TAMBIÉN CONSISTIRÁN EN ORDENAR QUE CESEN LOS ACTOS QUE DIRECTAMENTE ORDENEN LA INCORPORACIÓN FORZOSA AL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA NACIONALES    



578. 
124
192
2669
(Mntra. Sánchez)

Adicionar un párrafo en el que se establezca que los efectos de la suspensión de oficio y de plano consistirán en ordenar que cesen los actos que pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los prohibidos en el artículo 22 constitucional.

No se considera oportuna la propuesta, pues dichos efectos se establecen en el artículo 158 del proyecto, por lo que adicionarlos en éste no tendría objeto práctico.  



579. 
124
175
2321
(Mntro. Ortíz)

Fracción III

Se propone agregar lo siguiente: ”salvo que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho”, ya que esto último no es un requisito para la procedencia de la. suspensión. 



580. 
125
72
996
(Mntro. Azuela)

Se estima atendiblela propuesta de modificar el artículo de que se trata adicionando un párrafo a la fracción I,  a efecto de establecer en el que  la suspensión procederá de oficio tratándose de la privación ilegal de la libertad fuera de procedimiento judicial cuando no se ha cometido delito alguno y que en todo caso se concederá la suspensión definitiva aún cuando las autoridades responsables nieguen el acto reclamado. 

TEXTO QUE SE PROPONE: “Artículo 125. I… Si se tratare de la privación de la libertad fuera de procedimiento judicial, y no se ha cometido delito alguno, en todos casos se concederá la suspensión definitiva aún con la negativa de la autoridad responsable”.



581. 
125


191
2648
(Mntra. Sánchez)

Agregar un párrafo en el que se señale que los efectos de esta suspensión serán ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el juez las medidas necesarias para evitar la consumación de los actos reclamados; asimismo propone cambiar la “y” que se encuentra al inicio del artículo en comento por “pero”, a fin de dejar claro la suspensión de oficio y de plano y la de oficio. SE CONSIDERA INNECESARIA LA MODIFICACIÓN CONSISTENTE EN CAMBIAR “Y” POR “PERO”, POSIBLEMENTE RESULTE ILUSTRATIVA LA OTRA ADICIÓN.  



582. 
125
192
2670
(Mntra. Sánchez)

Precisar que los efectos de la suspensión de oficio será que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el juez las medidas necesarias para evitar la consumación de los actos reclamados.

Se considera oportuno para mayor claridad en la ley, 



583. 
125
204
3049
(Mntra. Sánchez)

Fracción II

Propone que se adicione a núcleo de población: “reconocido o solicitante”.

OPINIÓN: Es innecesaria la adición, porque en el proyecto al referirse a “núcleo de población”, sin distingos, no está exceptuando a ninguno, por lo que nada se gana con tal agregado. 



584. 
125
6
102
(Mntro. Aguinaco)

¿Se beneficia la justicia suprimiendo la suspensión de oficio cuando la consumación del acto haga imposible la restitución de la garantía constitucional?

¿Qué quiere decir, que la suspensión se concederá de oficio a petición de parte?



585. 
126
131
1675
(MNTRO. GONGORA)

QUE DEBE HACERSE LA REMISIÓN A LA JURISPRUDENCIA QUE DEFINE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO.



586. 
126
139
1830
(MNTRO. GONGORA)

SU FRACCIÓN II ES EVIDENTEMENTE CONFUSA.



587. 
126


191
2650
(Mntra. Sánchez)

Modificar la fracción I del precepto en comento señalando que se solicite expresamente sin hacer referencia al quejoso, toda vez que se indica, la suspensión puede ser solicitada por persona diversa al quejoso; asimismo modificar la fracción III en virtud de que señala la ponencia, la redacción de la reforma puede ocasionar un grave riesgo al equilibrio procesal, pues la apariencia del buen derecho queda no sólo a criterio del juzgador sino también a su capricho. SE ESTIMAN ATINADAS LAS MODIFICACIONES QUE SE PROPONEN PUESS DE NO ACEPTARSE PODRÍA DARSE PAUTA PARA DEJAR A CRITERIO DEL JUZGADOR LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO, LO CUAL PUEDE CONSIDERARSE CON BASE EN LA JURISPRUDENCIA. 



588. 
126
193
2672
(Mntra. Sánchez)

Modificar las fracciones I y III, de la manera siguiente:

Art. 126 ...

I.- Que se solicite expresamente

...

III.- Que con la ejecución del acto reclamado se puedan causar daños y/o perjuicios al agraviado.

Se considera oportuno porque , la suspensión puede solicitarse por persona diversa al quejoso, además de que la utilización de este término, analizado conforme al artículo 4º del proyecto, denota implícitamente reconocido un derecho o un interés legítimo, lo que determinará, cuando menos entratándose de la suspensión provisional que deba concederse, se considera también oportuno que en el texto del precepto se suprima lo relativo a la apariencia del buen derecho, pues no debe condicionarse la medida cautelar a la misma en todos los casos, pues se deja prácticamente al criterio del juzgador su procedencia., 



589. 
126


194
2732
(Mntra. Sánchez)

En el artículo 4º del proyecto de ley define como quejoso al titular de un derecho o de un interés legítimo, por lo que en el artículo 126, implícitamente se está reconociendo al quejoso el carácter de titular de un derecho; por lo que es más apropiada la redacción de las fracciones I y III del artículo 124 de la Ley de Amparo al no requerir que el gobernado sea titular de un derecho implícito en la garantía que se estima violada; además, no debe condicionarse la suspensión a que de permitirlo la naturaleza del caso opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, ya que ésta no puede ser parámetro para todos los casos y, por tanto, merece un capítulo aparte 

TEXTO QUE SE PROPONE EN LA PONENCIA:

Art. 126.- ...

III.- Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al quejoso con la ejecución del acto.

Art.-

Cuando lo permita la naturaleza del caso y opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, podrá concederse la suspensión, tratándose de actos ejecutados por tiempo indefinido, interrumpiendo los efectos de esa ejecución, hasta en tanto se resuelve en definitiva el juicio de garantías.

Se comparte la postura, pues en el artículo 4º, previamente a la presentación de la demanda, presupone que al gobernado le asiste un derecho y califica la naturaleza su interés para solicitar el amparo y protección de la Justicia Federal, sin embargo esto deberá analizarse en otra ponencia, pero ello trasciende en cuanto al artículo 126, pues de estimarse al quejoso como titular de un derecho o interés legítimo, los jueces se encuentra obligados a conceder en todos los casos, cuando menos, la suspensión provisional, lo cual resulta muy riesgoso: también sería oportuno que la figura de la apariencia del buen derecho se legislara independiente, pues no debe condicionarse la medida cautelar a la misma en todos los casos, pues se deja prácticamente al criterio del juzgador su procedencia. 



590. 
126
6
103
(Mntro. Aguinaco)

Fracción III

La expresión de que procede la suspensión cuando opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, es perfectamente aplicable en algunos casos. Creo que sería mejor decir que procede la suspención cuando el negarla haría nugatoria la posible concesión del amparo.

Habría que decir que la clausura es una sanción; que excepto en casos de epidemia, peligro inminente grave a la salud, etc., esa sanción debe estar precedida de un procedimiento en que se respete la garantía de audiencia del afectado; que si faltó ese procedimiento procede la suspensión aunque el acto de clausura sorpresiva esté consumado.

Tal vez la fracción III debería añadir: “cuando el acto consista en la aplicación de una sanción, como podría serlo la clausura y no haya riesgo inminente para la salud pública y la sanción no estuvo precedida de un procedimiento en que se respetase la garantía de audiencia, procede la suspensión contra ese acto.”



591. 
126
17
332
(Mntro. Aguinaco)

Dicho precepto establece los casos en que procede la suspensión de oficio y en la fracción III debería establecerse como requisitos los que prevé el artículo 107, fracción X, constitucional, es decir que se tome en cuenta la naturaleza de la violación alegada y de proceder opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.



592. 
126
102
1397
(Mntro. Díaz)

Que se modifique la fracción III del artículo 126, de la forma siguiente: “… III. Que sean de imposible reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto. El juez de distrito podrá decretar la suspensión cuando a su juicio opere la apariencia del buen derecho siempre y cuando no contravenga lo dispuesto en la fracción II de este artículo.”

OPINIÓN:  Considero importante la propuesta, ya que sería muy riesgoso que la apariencia del buen derecho sea un requisito de procedencia de la suspensión, pues además de abusos, se limitaría al Juez de Distrito en resolver conforme a diversas apreciaciones que advierta, lo que no ocurriría de dejarle tal libertad para que, según su criterio valore las circunstancias de cada caso concreto frente al interés público y al interés social.



593. 
126
26
467
(Mntro. Aguirre)

Fracción III

El contenido de dicha fracción está indebidamente ubicado, pues no regula un requisito de procedencia de la suspensión, pero dada su importancia debe dedicarse un artículo especial a dicha medida.



594. 
126
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



595. 
127
124
1579
(MNTRO. GONGORA)

SE SUGIERE ELIMINAR EL PÁRRAFO QUE PERMITE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL CONCEDER LA SUSPENSIÓN, SI A SU JUICIO SE PUEDE CAUSAR MAYOR AFECTACIÓN AL INTERÉS SOCIAL QUE CON LA NEGATIVA; YA QUE PARECE QUE ANTEPONE EL INTERÉS PARTICULAR AL INTERÉS SOCIAL.



596. 
127
135
1760
(MNTRO. GONGORA)

EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEBE SUPRIMIRSE.



597. 
127
6
105
(Mntro. Aguinaco)

Parte final del primer párrafo

Tratándose de alimentos como caso en que la suspensión afecta el interés público, se debería exceptuar el caso en que el acreedor tenga medios razonables para subsistir.



598. 
127
26
469
(Mntro. Aguirre)

Redacción propuesta art. 127.- Procederá la suspensión, aun cuando los actos reclamados, hayan sido ejecutados, siempre y cuando la naturaleza de dichos actos lo permitan, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, para lo cual el juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva.



599. 
127
175
2321
(Mntro. Ortíz)

Eliminar su segundo párrafo. 



600. 
129
191
2651
(Mntra. Sánchez)

Modificar el texto del artículo que se comenta, señalando que cuando se trate de una controversia judicial, administrativa, agraria o laboral en la que haya intervenido el quejoso éste no estará obligado a demostrar su interés jurídico para obtener la suspensión. ESTA MODIFICACIÓN JUSTIFICA LO INNECESARIO DEL ACREDITAMIENTO DEL INTERÉS JURÍDICO CUANDO EL QUEJOSO INTERVINO EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE EMANA EL ACTO RECLAMADO. 



601. 
129
193
2675
(Mntra. Sánchez)

Modificar su texto de la siguiente manera:

Art. 129.- Cuando el acto emane de una controversia judicial, administrativa, agraria o laboral, en la que haya intervenido el quejoso, éste no se encontrará obligado a demostrar su interés jurídico para obtener la suspensión, salvo que se trate de una persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

Se comparte la propuesta, pues se esclarecería en qué casos no es necesario que se demuestre el interés que le asiste para solicitar la suspensión, pues con el texto del proyecto, parecería que en ningún caso, excepto tratándose de tercero extraños a un procedimiento se debe requerir tal demostración; pero en el texto que se propone se considera oportuno omitir hablar de interés jurídico, pues tal concepto se refiere al juicio de amparo en lo principal.  



602. 
129
194
2735
(Mntra. Sánchez)

Con la redacción de este artículo se provoca que se estime que para la admisión de la demanda se debe acreditar la titularidad del derecho que se defiende, además de que pareciera que para la suspensión se releva al quejoso de la prueba de su interés, excepto cuando se trate de tercero extraño al procedimiento.

Se comparte la postura, toda vez que se considera que tratándose de la suspensión es necesario que el quejoso, aun cuando de manera presuntiva, acredite el derecho que le asiste para solicitarla, pues de lo contrario de obliga al juez a concederla aun en casos de que ese derecho sea inexistente con lo que se provocaría la promoción del amparo para detener actos de autoridad apegados a derecho.



603. 
129
6
105
(Mntro. Aguinaco)

Debería tal vez empezar hablando de actos reclamados derivados de procedimientos en forma de juicio. El inicio parece referirse a todos los casos, en los cuales luego se haría una excepción.



604. 
129
73
1009
(Mntro. Castro)

Es correcto que se estime la obligación de justificar  el interés suspensional para los terceros extraños al procedimiento del que emane el acto reclamado sin embargo debe estudiarse lo siguiente: a).  Que debe acreditarse en aquellos casos en que los actos reclamados no deriven de un procedimiento jurisdiccional  o seguido a manera de juicio y  b).  La excepción de acreditar el referido interes debe ser solo cuando el quejoso sea parte en dichos procedimientos de donde emanen los actos reclamados.

Tratándose de suspensión definitiva, cuando sea necesario acreditar el interes para obtenerla y el mismo se encuentra acreditado dentro del cuaderno principal de amparo, debe ser obligatorio para el juez ordenar que se agregue copia certificada  de la constancia correspondiente al incidente de suspensión.



605. 
130
60
825
(Mntro. Azuela)

Primer párrafo

Se comparte la propuesta de cambiar la expresión “se concederá” que se utiliza en tal precepto, por “surtirá efectos”, en razón de que la garantía no es un requisito de procedibilidad sino de efectividad, por lo que no debe condicionarse la procedencia de la suspensión a la exhibición de aquélla, sino establecer que no surtirá efectos hasta en tanto se aporte ésta, por lo que la redacción que se propone es la siguiente: ”Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero pueda ocasionarse un daño o perjuicio a tercero, surtirá efecto si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.”



606. 
130
191
2651
(Mntra. Sánchez)

Modificar el precepto que se comenta en la parte que condiciona la concesión de la suspensión al otorgamiento de la garantía, sugiriendo la ponencia que únicamente la condición radique en el surtimiento de los efectos, esto es, que la suspensión surtirá efectos hasta que se otorgue la garantía. SE COMPARTE LA PROPUESTA DE LA PONENCIA PUES LA PROCEDENCIA DE LA  SUSPENSIÓN NO PUEDE QUEDAR CONDICIONADA AL OTORGAMIENTO DE LA GARANTÍA, SINO SÓLO LOS EFECTOS DE LA MEDIDA CAUTELAR SON LOS QUE PUEDEN CONDICIONARSE.



607. 
130
192
2676
(Mntra. Sánchez)

Modificar “se concederá si” por “surtirá sus efectos hasta”

Se considera oportuna la modificación, toda vez que mas que de procedencia de la suspensión, en el precepto de debe hablar de efectos, ya que en el caso no se puede condicionar que se conceda o no la suspensión en atención a la exhibición de la garantía, sino que será una vez concedida dicha suspensión que el quejoso deberá exhibir la garantía para que tal concesión pueda surtir efectos,



608. 
130
170
2239
(Mntro. Ortíz)

Debe anexarse un párrafo que diga: "En caso de optar por presentar póliza de fianza, deberá ser expedida por la compañía que tenga persona autorizada en la ciudad de residencia del órgano jurisdiccional del conocimiento ".



609. 
131
130
1670
(MNTRO. GONGORA)

QUE LA CONTRAGARANTÍA SE DEBE ACEPTAR SIEMPRE QUE NO SE SIGA PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL, NI SE CONTRAVENGAN DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO.



610. 
131


191
2652
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el último párrafo en donde se establece “o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente” en virtud de que atentaría contra el equilibrio procesal de las partes. SE ESTIMA ATINADA TAL OBSERVACIÓN, PUES EFECTIVAMENTE NO EXISTE RAZÓN ALGUNA PARA NO ACEPTAR LA CONTRAGARANTÍA CUANDO LA GARANTÍA SE FIJÓ DISCRECIONALMENTE.  



611. 
131
192
2676
(Mntra. Sánchez)

Suprimir “o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente”

Se considera acertada la observación, en razón de que al no admitir contragarantía en ese caso se atentaría contra el equilibrio procesal de las partes.



612. 
131
197
2942
(Mntra. Sánchez)

LA ACTUAL REDACCIÓN RESPECTO A LA CONTRAGARANTÍA RESULTA MAS CLARA QUE LA QUE SE PROPONE.



613. 
131
6
105
(Mntro. Aguinaco)

Primer párrafo

Se deberían añadir los casos en que la restitución de las cosas sea ciertamente difícil.



614. 
132
6
105
(Mntro. Aguinaco)

No prevé los intereses de la inversión para constituir la garantía, mientras que en el artículo 130 sí quedan comprendidos daños y perjuicios.



615. 
133
234
3385
(Mntro. Silva)

Se propone que cuando la suspensión en juicios de amparo de naturaleza fiscal, sea solicitada por el quejoso y éste compruebe haber constituido  garantía conforme a las leyes fiscales, la suspensión se otorgará y surtirá sus efectos sin más trámite.

“Cuando el amparo se pida en contra de actos relativos a la determinación, liquidación o cobro de contribuciones o créditos fiscales, la suspensión será otorgada si la solicita el quejoso y surtirá efectos si demuestra ante el órgano jurisdiccional de amparo que se ha constituido la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora, por cualquiera de los medios dispuestos en las leyes fiscales aplicables. Si dicha garantía no ha sido constituida, la suspensión será otorgada discrecionalmente por el órgano jurisdiccional de amparo y surtirá efectos si se constituye la garantía que determine el propio órgano jurisdiccional de amparo, en los términos del artículo 130 de este ley”. También que la suspensión surta sus efectos aún sin el otorgamiento de garantía, cuando así lo estime pertinente el juzgador.


616. 
133
6
105
(Mntro. Aguinaco)

Mediante el simple procedimiento de fincar créditos ilegales, la autoridad se otorga a sí mismo el derecho a “jinetear” el monto de lo indebidamente cobrado. Alienta cobros indebidos.



617. 
134
139
1831
(MNTRO. GONGORA)

EL HACER QUE LA SUSPENSIÓN SURTA SUS EFECTOS DESDE QUE SE PRONUNCIA EL ACUERDO RELATIVO DARÁ LUGAR A ABUSOS Y SE PERJUDICA, EN ALGUNOS CASOS, AL TERCERO.



618. 
134
191
2652
(Mntra. Sánchez)

Señala la propuesta que de aprobarse el texto del precepto en los términos contenidos en el proyecto se atentaría con la regla procesal de la fracción II del artículo 136 del propio proyecto, sería incongruente con el artículo 166 del mismo y además quedaría insatisfecho el pago de daños y perjuicios que pudieran haberse originado en los cinco días de gracia que otorga el precepto. SE ESTIMA CORRECTA LA OBSERVACIÓN EN EL SENTIDO DE QUE QUEDARÍA INSATISFECHO EL PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUDIERAN ORIGINARSEEN LOS CINCO DÍAS SEÑALADOS.



619. 
134
192
2680
(Mntra. Sánchez)

Atenta contra la regla procesal prevista en el artículo 136, fracción II, del proyecto, es incongruente con el artículo 166 del mismo y quedaría insatisfecho el pago de los daños y perjuicios que pudieran haberse originado en esos cinco días de gracia que otorga el precepto en comento.

Se comparte la propuesta, y se considera que  la redacción del artículo debe modificarse toda vez que se contrapone con lo previsto en el artículo 130 del propio proyecto, en donde se establece que la suspensión surtirá efectos hasta que se otorgue la garantía. 



620. 
134
204
3050
(Mntra. Sánchez)

La ponencia propone una redacción que supera la que presenta el primer párrafo del artículo en el proyecto.

OPINIÓN: Se estima atendible la redacción propuesta, sin embargo también puede superarse, porque el proyecto repite la palabra “caso”. Por lo que recogiendo la propuesta y el ajuste que se propone, podría quedar redactado en los siguientes términos:

Artículo 134. En los casos en que proceda, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido; pero dejará de surtirlos si el quejoso no otorga la garantía fijada, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación.



621. 
134
95
1299
(Mntro. Castro)

El texto no hace distinción entre la suspensión provisional y la definitiva, con la que se pudiera entender que va enfocado a ambas, sin embargo, en lo que se refiere a la provisional, no es factible respetar dicho término, tomando en consideración que conforme al artículo 136 fracción II, del propio proyecto, la audiencia incidental habrá de verificarse dentro de las setenta y dos horas, y como consecuencia de ello la suspensión provisional será sustituida procesalmente por la definitiva, luego entonces si el quejoso incumplió la obligación de exhibir la garantía, como se dejaría sin efectos la suspensión provisional, si ésta ya es jurídicamente inexistente? Y por otro lado el quejoso estaría gozando de la suspensión provisional sin prestar la garantía respectiva.



622. 
135
17
333
(Mntro. Aguinaco)

Este precepto señala que no se requiere una garantía para que surta efectos la suspensión, sin embargo el artículo 125, fracciones I y II, a contrario sensu señala que de llegarse a consumar el acto reclamado haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado.



623. 
135
180
2520
(Mntro. Ortíz)

Modificar el término “Federación”, y sustituir por la de Ejecutivo Federal. 



624. 
136
134
1727
(MNTRO. GONGORA)

EN LA FRACCIÓN II, SE PROPONE LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

“ART. 136.-…

I.- …

II.- SEÑALARÁ FECHA Y HORA PARA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL, QUE DEBERÁ EFECTUARSE DENTRO DE LOS OCHO DÍAS SIGUIENTES.”



625. 
136
138
1809
(MNTRO. GONGORA)

136 y 139

PROPONE EL PLAZO PARA LA CELEBRACION DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL SEA DENTRO DE LOS SIETE DÍAS SIGUIENTES A LA FORMACIÓN DEL INCIDENTE RESPECTIVO.



626. 
136
60
825
(Mntro. Azuela)

Fracción II

No se comparte la propuesta de ampliar el término de cinco a quince días para la celebración de la audiencia incidental, toda vez que el incidente de suspensión se rige por el principio de celeridad, además, la circunstancia de que en el término en cuestión no sea posible que rindan informe las autoridades foráneas, no es motivo para ampliarlo, pues el numeral 139 del proyecto, establece que la audiencia se celebrará respecto del acto reclamado a las autoridades residentes en el lugar, lo que de suyo es transcendente, dado que generalmente se trata de las autoridades ejecutoras, cuyos actos deben se paralizados inmediatamente para preservar la materia del amparo.

 

627. 
136
191
2652
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el plazo de setenta y dos horas que se establece para señalar la fecha y hora de la audiencia incidental, en virtud de que sobre todo en provincia el flujo de información a través de las diversas vías de comunicación es muy lento, lo cual genera imposibilidad de que las responsables queden emplazadas en ese tiempo. DE ACEPTARSE LA MENCIONADA OBSERVACIÓN SE EVITARÍA EL DIFERIMIENTO DE LA AUDIENCIA.



628. 
136
192
2682
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el plazo de 72 horas en que deberá celebrarse la audiencia incidental, toda que sostienen que, sobretodo en provincia no es tiempo suficiente para notificar a las autoridades, por lo que debería fijarse fecha de audiencia hasta que estuviere integrado el incidente..

No se comparte la postura, toda vez que se considera que resulta ser un tiempo suficiente para que en la gran mayoría de los casos queden notificadas las autoridades, sin embargo se estima que sería prudente ampliar dicho término a cinco días, pero para desahogar a los Juzgados de la presión que implica la acumulación de esas audiencias y a fin de que las autoridades también se encuentren en oportunidad de brindar al juzgador mayores elementos probatorios; pero sí es necesario fijar un plazo para la celebración de la audiencia y no dejarlo libre hasta que se integre el incidente, como se propone, pues resolver en cuanto a la materia de la suspensión debe considerarse una cuestión de premura.  



629. 
136
204
3051
(Mntra. Sánchez)

Fracción III

La propuesta radica en ampliar el término para que las autoridades rindan el informe previo, que deberá ser de setenta y dos horas, conservando el de veinticuatro horas, tratándose de amparos en materia penal y agraria, o que involucren derechos de menores o personas incapaces.

OPINIÓN: Es atendible la proposición, porque se permitiría que las autoridades en situaciones que no revisten extrema urgencia, cuenten con un lapso  mayor para rendir el informe,  al que con frecuencia anexan constancias  que podrían reunirse, sin la extrema premura que es usual.



630. 
136
6
106
(Mntro. Aguinaco)

Si se le da vista a la parte quejosa con el informe previo en la audiencia misma, se le deja en indefensión; si se le da vista previa no hay modo de celebrar oportunamente la audiencia.



631. 
136
17
333
(Mntro. Aguinaco)

La fracción II establece que la audiencia incidental deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas, pero no precisa si es a partir de que se presentó la demanda o de que se admitió, lo que deja en estado de indefensión al quejoso, pues no se le podrá dar vista con el informe previo y no tendrá oportunidad de desvirtuarlo, toda vez que éste debe rendirse en veinticuatro horas.



632. 
136
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



633. 
136
92
1251
(Mntro. Castro)

Artículo 136. …

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsables que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda. Informe que podrá ser rendido por oficio utilizando cualquier medio electrónico de comunicación.



634. 
137
191
2654
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el artículo en atención al orden que se propone en el proyecto. SE ESTIMA QUE ESTE PRECEPTO POSIBLEMENTE DEBERÍA ENTRAR DESPUÉS DEL ARTÍCULO 127.



635. 
137
192
2683
(Mntra. Sánchez)

Se debe suprimir el precepto.

No se comparte la postura, pues aun cuando se deja al criterio del juzgador la concesión de la suspensión provisional, determina una oportunidad muy importante para evitar que los juicios de amparo queden sin materia y se causen a los gobernados perjuicios de imposible reparación. 



636. 
137
6
106
(Mntro. Aguinaco)

Crea una nueva suspensión de oficio, que debería estar en el artículo 125.

Quizás debiera hablarse de perjuicios de difícil reparación.



637. 
138
6
107
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

El derecho de objetar, puede ser nugatorio sí no se da oportunidad de probar la existencia del acto, así sea presuntivamente, y de las cuestiones que puedan afectar el monto de la fianza.



638. 
138
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



639. 
139
138
1809
(MNTRO. GONGORA)

136 y 139

PROPONE EL PLAZO PARA LA CELEBRACION DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL SEA DENTRO DE LOS SIETE DÍAS SIGUIENTES A LA FORMACIÓN DEL INCIDENTE RESPECTIVO.



640. 
139
191
2654
(Mntra. Sánchez)

Propone en aras de la justicia pronta y expedita que se dé el plazo suficiente para que en una sola audiencia se resuelva sobre la suspensión de todas las responsables. SE CONSIDERA CORRECTA LA PROPUESTA EN VIRTUD DE QUE AUN CUANDO SE CELEBRE LA AUDIENCIA RESPECTO DE LAS AUTORIDADES CUYA RESIDENCIA ES CERCANA A LA DEL JUZGADO DE DISTRITO, LO CIERTO ES QUE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE PODRÁ SER  MODIFICADA O REVOCADA CON VISTA EN LOS INFORMES QUE HUBIEREN FALTADO.



641. 
139
192
2685
(Mntra. Sánchez)

En una sola audiencia debe resolverse en relación con todas las autoridades, por lo que se estima debe darse un plazo suficiente para la integración del incidente

No se comparte la postura, pues de existir autoridades foráneas la integración del mismo puede durar meses, por lo que resulta más oportuno resolver en cuanto a las autoridades que se encuentran notificadas en una audiencia, como se propone en el precepto y, en otra, respecto de las foráneas, siendo también oportuno que en atención a los nuevos informes pueda modificarse la interlocutoria, sin que se considere que ello genere una excesiva carga de trabajo, pues actualmente así se lleva a cabo, a excepción de la modificación que se menciona que, en todo caso, resulta ser parte de la valoración de informes y pruebas que el juzgador debe realizar.



642. 
139
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



643. 
139
170
2239
(Mntro. Ortíz)

Se considera conveniente el diferimiento de la audiencia incidental, en los casos en que una o mas autoridades señaladas como ordenadoras sean foráneas y no hubiesen rendido el informe o no se tenga la certeza de que hayan sido notificadas. 



644. 
140
191
2654
(Mntra. Sánchez)

Propone nuevo texto señalando que la certeza del acto ante la falta de informe sólo será para el efecto de la suspensión y que la falta de informe lleva a la palicación de una corrección disciplinaria a la responsable que le será impuesta por el mismo juez en la forma que lo prevengan las leyes para esta imposición de correcciones. SE ESTIMA INNECESARIA LA APLICACIÓN DE CORRECCIÓN DISCIPLINARIA ALGUNA ANTE LA AUSENCIA DE INFORMES, PUES LA PRESUNCIÓN DE CERTEZA DEL ACTO RECLAMADO ES SUFICIENTE. 



645. 
140
192
2686
(Mntra. Sánchez)

Modificar su texto de la manera siguiente:

Art. 140.- La falta de informes establece la presunción de ser cierto el acto que se estima violatorio de garantías, para el solo efecto de la suspensión: hace además incurrir a la autoridad responsable en una corrección disciplinaria, que le será impuesta por el mismo Juez de Distrito en la forma que prevengan las leyes para la imposición de esta clase de correcciones.

Se comparte la modificación sustancial al precepto, es decir la posibilidad que se da al juzgador de imponer a la autoridad omisa una sanción disciplinaria, pues de esa manera de evitaría que por falta de informes se concedan suspensiones que, de otra manera, resultarían improcedentes; sin embargo, se considera que deberá precisarse que imposición de dicha sanción procederá aun en el caso de que se rindan los informes de manera extemporánea y que ello provoque que no puedan ser tomados en consideración al dictar la resolución incidental correspondiente 



646. 
140
109
1435
(Mntro. Díaz)

1. Permitir al juzgador tomar en cuenta los informes previos rendidos de manera extemporánea. 2. Posibilidad de ampliar el plazo para rendir el informe previo. 3. Prever la imposición de una sanción a las autoridades responsables por rendir el informe previo extemporáneamente.

OPINIÓN. No es conveniente ampliar el plazo para la rendición del informe previo, porque de haberse negado la suspensión provisional podría dar lugar a que se consume la materia del amparo, o bien que se prolonguen los efectos de su otorgamiento en los casos en que éstas se hubiera concedido en contravención a disposiciones de orden público o al interés social, tomando en cuenta que para los efectos de la medida provisional el juzgador sólo cuenta con los elementos que le proporcione el quejoso. 



647. 
140
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



648. 
140
95
1300
(Mntro. Castro)

La disposición contenida en este artículo se puede acatar únicamente cuando se trata de autoridades a quienes se haya notificado por conducto del actuario, pero en el caso de las foráneas, donde los acuses de recibo tardan al menos un mes en ser remitidos por la oficina postal, no se está en aptitud de saber si el informe previo fue o no rendido dentro del plazo, pues ello implicará transgredir los plazos legales en la resolución del incidente de suspensión.



649. 
141
135
1762
(MNTRO. GONGORA)

LA PRUEBA TESTIMONIAL DEBE OFRECERSE OBSERVANDO LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ART. 117, 2 PÁRRAFO.



650. 
141
69
961
(Mntro. Azuela)

Se estima atendible la propuesta de adicionar dicho artículo para efectos de especificar en el cuál es el objetivo primordial y los alcances jurídicos que se persiguen con los elementos probatorios que conforme a la ley de la materia se pueden ofrecer en el incidente de suspensión.

TEXTO QUE SE PROPONE: Artículo 141. … En el incidente de suspensión únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente, para los efectos de conceder o negar la suspensión solicitada, sin referirse a cuestiones relativas al fondo del asunto, o bien, para desvirtuar la negatoiva de las autoridades responsables de los actos que se les atribuyen. El juez de distrito o la autoridad que conozca del amparo no admitirá aquellas pruebas que a su juicio tengan por objeto retrasar la celebración de la audiencia incidental….”



651. 
141
191
2655
(Mntra. Sánchez)

Propone otorgar facultad discrecional al juez de Distrito para que en casos excepcionales y de acuerdo a la naturaleza del acto reclamado y de la suspensión solicitada, pueda admitir pruebas distintas a las precisadas en el precepto en cuestión. SE ESTIMA QUE DADA LA NATURALEZA DE LA SUSPENSIÓN BASTA CON LAS PRUEBAS SEÑALADAS EN EL PRECEPTO. 



652. 
141
192
2687
(Mntra. Sánchez)

Debería otorgarse facultad discrecional a los Jueces de Distrito para que en casos excepcionales y de acuerdo a la naturaleza del acto reclamado y de la suspensión solicitada, pueda bajo su más estricta responsabilidad admitir pruebas distintas de las precisadas en el precepto.

Se comparte la propuesta, pues con ello se englobarían casos que por su propia naturaleza hicieran necesario el desahogo de diversas pruebas, que si bien no son comunes , si pudieran presentarse.



653. 
141
6
107
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

No se reglamenta el desahogo de la testimonial. ¿Queda al arbitrio del Juez?



654. 
141
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



655. 
141
170
2239
(Mntro. Ortíz)

Es necesario señalar como prueba en el incidente, la instrumental de actuaciones.



656. 
142
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



657. 
143
6
129
(Mntro. Aguinaco)

143 y 252

Se debió prever el caso en que se haya resuelto sobre suspensión en otro amparo, y sea lícito promoverla en uno nuevo. Cuando se sobresee el primer amparo, ello no actualiza la causa de improcedencia que prohibe promover otro. Y en este caso, si se puede promover otro amparo, también se podrá solicitar una suspensión. Habría que decir que la suspensión no procede y que sí procede la sanción, cuando la segunda suspensión se haya pedido indebidamente.



658. 
143
170
2240
(Mntro. Ortíz)

Se debe adicionar un párrafo que señale que se impondrán sanciones y no solo aludir a ellas en el diverso 252.



659. 
144
6
107
(Mntro. Aguinaco)

Fracciones II y III

Salen sobrando.



660. 
144
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



661. 
145
6
107
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

Al hablarse de la restitución provisional habría que atender a la apariencia del buen derecho (cuando se afecta el fondo) y a que la concesión del amparo no resulte inútil para proteger la garantía violada (como en el caso de clausuras sucesivas cuando no le llegan al precio al delegado). Pero puede parecer excesivo mandar restituir siempre que ello sea “materialmente posible”. Es demasiado riesgoso, en perjuicio de terceros perjudicados.



662. 
145
95
1300
(Mntro. Castro)

El criterio que se sustenta, se aparta de la naturaleza y características que son inherentes al incidente de suspensión, en virtud que se está invadiendo lo que es propio del fondo del asunto, toda vez que la restitución del quejoso del derecho violado equivaldría a la concesión del amparo aunque de manera provisional, haciendo a un lado el hecho de que el vocablo suspender quiere decir diferir por algún tiempo una acción o una obra y para el caso del amparo, la paralización del acto reclamado, de manera que si no se ha producido no nazca y si ya se inició no continúe, que se paralicen sus consecuencias o resultados, e instituyendo de hecho un incidente no de suspensión sino de restitución.



663. 
147
6
107
(Mntro. Aguinaco)

Parece convertir en autoridades a los particulares. La suspensión sólo podrá obligar a la autoridad, la que a su vez, para acatarla, podrá obligar a un particular en términos que la autorice la ley. Pero la orden del amparo se deberá dirigir siempre a la autoridad, aunque ello implique que ésta obligue a un particular, dentro de su esfera legal de actuación.



664. 
148
191
2655
(Mntra. Sánchez)

Suprimir la parte del precepto que señala “judicial o administrativo seguido en forma de juicio”. SE ESTIMA QUE LA FORMA QUE TIENE EL PROYECTO ES MÁS PRECISA AL ESTABLECER LA CLASE DE PROCEDIUMIENTO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO. 



665. 
148
192
2692
(Mntra. Sánchez)

Suprimir la parte que se refiere a procedimiento judicial o administrativo seguido en forma de juicio, para que también pueda abarcar materias como la laboral o la agraria.

No se comparte la propuesta, pues al referirse a procedimiento judicial o administrativo, no se refiere a las materias que en ellos se ventilan, sino a la naturaleza de dichos procedimiento, que en todo caso pueden ser laboral, agrario, civil, administrativo, fiscal, etc.



666. 
149
204
3051
(Mntra. Sánchez)

Se propone adicionar la parte final del primer párrafo.

OPINIÓN: No se considera atendible, porque el agregado: siempre que previamente ya se haya notificado al fedetario público, carece de razón de ser, toda vez que si el procedimiento de remate de inmuebles puede tramitarse hasta antes de que se ordene la escrituración al adjudicatario,  es irrelevante que existiera tal notificación, toda vez que el procedimiento de cualquier manera se detendrá hasta el momento indicado.



667. 
149
6
108
(Mntro. Aguinaco)

Debiera hablar de escrituración y, además, de la orden de entregar los bienes. Sería erróneo poder entregar los bienes y detener la escrituración en algún caso.



668. 
150
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Suprimir la parte del precepto que señala “no poder” seguido de subsistir. SE ESTIMA ATINADA TAL OBSERVACIÓN PUES LA REDACCIÓN QUEDA MÁS CLARA.



669. 
150
192
2663
(Mntra. Sánchez)

Modificar su texto de la manera siguiente:

Art. 150.- Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución de un laudo en materia laboral, la suspensión  se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora, si obtuvo laudo favorable, en peligro de subsistir, mientras se resuelve el juicio de amparo, por lo cual sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar su subsistencia.

No se comparte la propuesta, pues se considera que es más claro señalar, como se hace en el artículo del proyecto “en peligro de no subsistir”, que como se propone “en peligro de subsistir”, toda vez que con esta última redacción podría entenderse que la subsistencia puede implicar un peligro para la clase trabajadora, cuando en realidad lo es la no subsistencia. 



670. 
150
73
1011
(Mntro. Castro)

Se propone la redacción siguiente:

“Cuando se reclamen actos derivados de un procedimientos laboral en etapa de ejecución la suspensión será improcedente por cuanto hace a la parte que implique los medios de subsistencia del trabajador en el término probable de duración del juicio de amparo, siendo procedente respecto del excedente de acuerdo a las reglas generales de esta medida cautelar”



671. 
151
6
108
(Mntro. Aguinaco)

Se debería establecer que la negativa de la suspensión no debería dejar expedita la ejecución cuando sea impugnada, en el caso de que no se puedan retrotraer los efectos de su revocación. Debería precisarse esa situación al negar la suspensión.



672. 
151
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



673. 
152
6
108
(Mntro. Aguinaco)

Tercer párrafo

Debe hacerse una aclaración. Si la suspensión suspende los efectos de la norma autoaplicativa no debería haber acto posterior de aplicación que justifique la modificación o revocación posterior de la negativa. Quizás después del artículo 125 se debieron precisar los efectos de la suspensión.

Podría precisarse, que tratándose de leyes autoaplicativas que el afectado debe acatar sin requerimiento de la autoridad, al satisfacerse determinada condición presente o futura, satisfecha la condición, la suspensión no impide que la autoridad requiera el cumplimiento de la obligación, aunque sin poder imponer sanciones por el incumplimiento, momento en el cual podrá ampliarse la demanda de amparo y pedirse la suspensión.



674. 
152
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



675. 
153
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



676. 
155
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Propone hacer referencia en este precepto no sólo al auto sino también a la interlocutoria. SE ESTIMAN ACERTADAS LAS PROPUESTAS DE ESTE Y EL SIGUIENTE PRECEPTO, PUES DE ACEPTARSE LA PROPUESTA AMBAS HIPÓTESIS QUEDARÍAN CONTENIDAS EN UN SOLO PRECEPTO..



677. 
155
192
2696
(Mntra. Sánchez)

Modificar su texto de la manera siguiente:

Art. 155.- Para la ejecución y cumplimiento del auto e interlocutoria de suspensión se observarán las disposiciones conducentes relativas  a la ejecución de las sentencias de amparo.

Se comparte la propuesta, en razón de que daría mayor claridad y alcances al precepto.



678. 
155
169
2215
(Mntro. Ortíz)

La incorporación de un nuevo párrafo que sirva para regular a detalle la institución de la denuncia de la violación a la suspensión concedida, ya sea provisional o definitiva .



679. 
156
139
1832
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ADECUARSE EL PLAZO EN QUE SE DEBA EXHIBIR LA GARANTÍA, A FIN DE QUE SE OTORGUEN ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.



680. 
156
232
3372
(Mntro. Silva)

Se propone establecer que la garantía otorgada para el disfrute de la suspensión provisional, subsista en la definitiva.

“En lo conducente se aplicará al acto que resuelve sobre la suspensión provisional, lo dispuesto por la resolución que decide sobre la suspensión definitiva, subsistiendo la garantía otorgada hasta en tanto en cuanto se falle el fondo del asunto”.



681. 
156
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Suprimir este precepto en virtud de que su contenido quedaría  inmerso en el anterior numeral. SE ESTIMAN ACERTADAS LAS PROPUESTAS DE ESTE Y EL ANTERIOR PRECEPTO, PUES DE ACEPTARSE LA PROPUESTA AMBAS HIPÓTESIS QUEDARÍAN CONTENIDAS EN UN SOLO PRECEPTO. 



682. 
156
192
2697
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el precepto.

De aceptarse la propuesta al precepto anterior, se considera que no tendría ya razón de ser este precepto. 



683. 
157


50
695
(Mntro. Azuela)
Se estima atendible la propuesta de adicionar el último párrafo de este precepto, toda vez que no se prevé la hipótesis de que no existan órganos jurisdiccionales en el lugar donde resida la autoridad ejecutora. Dicho numeral quedaría redactado de la siguiente manera: “Artículo 157… Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de primera instancia y no haya otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, la demanda de amparo deberá presentarse ante cualquiera de los órganos jurisdiccionales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecutora,  o ante el órgano jurisdiccional más próximo.” 



684. 
157
207
3072
(Mntra. Sánchez)

Se propone una adición al texto de la primera parte del artículo 157 en los siguientes términos: “Artículo 157. En los lugares donde no resida juez de distrito y se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales, o aquellos a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 14 de esta ley, el Juez de Primera Instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado deberá recibir la demanda de amparo y proveer sobre la suspensión de oficio conforme a las siguientes reglas: I. . . . II. . . . III. . . .” (lo sombreado y subrayado es lo que es lo que se propone como adición).

OPINIÓN: Es correcta la propuesta, pues la misma también es un complemento de la citada propuesta de adición al artículo 14. 



685. 
157
6
109
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II

No queda claro qué quiere decir “en su caso”. ¿No habría que precisar esto?



686. 
157
30
535
(Mntro. Aguirre)

Eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado, resolviendo esa cuestión en el propio juicio principal, debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento de dictar el auto de admisión de la demanda, y para resolver en definitiva sobre la misma una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación y se haya fijado la litis constitucional, agilizando así la solución de miles de juicios.



687. 
158
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el precepto en atención a que debe atender a las reglas genéricas del la suspensión en el amparo penal. SI BIEN DEBE ATENDERSE A LAS REGLAS GENÉRICAS DE LA SUSPENSIÓN EN AMPARO PENAL PARA ESTE TIPO DE ACTOS, LO CIERTO ES QUE DADA SU INCIDENCIA CONVIENE DEJAR PERFECTAMENTE PRECISADO EL EFECTO DE LA SUSPENSIÓN EN ESTE TIPO DE ACTOS.  



688. 
158
192
2699
(Mntra. Sánchez)

Artículos 158, 159 y 160.

Suprimir los preceptos, porque deben atender a las reglas genéricas de la suspensión en el amparo penal.

No se comparte la propuesta, puesto que los tres artículos prevén situaciones, que si bien son del orden penal, presentan características propias que justifican se legisle de la manera que se propone en el proyecto. 



689. 
159
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el precepto en atención a que debe atender a las reglas genéricas del la suspensión en el amparo penal. SI BIEN DEBE ATENDERSE A LAS REGLAS GENÉRICAS DE LA SUSPENSIÓN EN AMPARO PENAL PARA ESTE TIPO DE ACTOS, LO CIERTO ES QUE DADA SU INCIDENCIA CONVIENE DEJAR PERFECTAMENTE PRECISADO EL EFECTO DE LA SUSPENSIÓN EN ESTE TIPO DE ACTOS.



690. 
159
192
2699
(Mntra. Sánchez)

Artículos 158, 159 y 160.

Suprimir los preceptos, porque deben atender a las reglas genéricas de la suspensión en el amparo penal.

No se comparte la propuesta, puesto que los tres artículos prevén situaciones, que si bien son del orden penal, presentan características propias que justifican se legisle de la manera que se propone en el proyecto. 



691. 
159
170
2240
(Mntro. Ortíz)

Adicionar un párrafo que diga: "Salvo que sea para el cumplimiento de sentencias o ponerlo a disposición de una autoridad de otra jurisdicción y que se hubiese terminado el procedimiento por el cual se encuentre recluido en ese lugar, o por desaparición física del establecimiento carcelario.”



692. 
160
163
2123
(Mntro. Gudiño)

Si no se incluye el arraigo en el artículo 164, propone modificar el artículo 160, para quedar como sigue:

Artículo 160.  Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo por delito que no sea considerado grave, procederá la suspensión provisional como definitiva (sic) y tendrá por efecto  que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.

Cuando el delito por el que se dictó la orden de arraigo sea considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



693. 
160
126
1610
(MNTRO. GONGORA)

SEGUNDO PARRAFO

CONSIDERA QUE EL ARRAIGO DOMICILIARIO ESTABLECIDO EN LA LEY DE AMPARO, VIOLA LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL, RAZÓN POR LA CUAL PROPONE:

a) QUE SE ELIMINE EL 2 PÁRRAFO. (PÁG. 1613).

b) QUE SE ESTABLEZCAN REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DEL ARRAIGO COMO, POR EJEMPLO, QUE SE TRATE DE DELITO GRAVE, EVITANDO ASÍ EL ABUSO A LA FACULTAD DISCRECIONAL CONCEDIDA AL JUEZ. (PÁG. 1617).



694. 
160
138
1815
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE QUE EL ARTÍCULO CONTEMPLE EL SUPUESTO DEL ARRAIGO DOMICILIARIO Y LA PROHIBICIÓN DE ABANDONAR UNA DEMARCACIÓN GEOGRÁFICA; Y QUE LA REGLA GENERAL ES EL ARRAIGO DOMICILIARIO.



695. 
160
191
2656
(Mntra. Sánchez)

Suprimir el precepto en atención a que debe atender a las reglas genéricas del la suspensión en el amparo penal. SI BIEN DEBE ATENDERSE A LAS REGLAS GENÉRICAS DE LA SUSPENSIÓN EN AMPARO PENAL PARA ESTE TIPO DE ACTOS, LO CIERTO ES QUE DADA SU INCIDENCIA CONVIENE DEJAR PERFECTAMENTE PRECISADO EL EFECTO DE LA SUSPENSIÓN EN ESTE TIPO DE ACTOS.



696. 
160
192
2699
(Mntra. Sánchez)

Artículos 158, 159 y 160.

Suprimir los preceptos, porque deben atender a las reglas genéricas de la suspensión en el amparo penal.

No se comparte la propuesta, puesto que los tres artículos prevén situaciones, que si bien son del orden penal, presentan características propias que justifican se legisle de la manera que se propone en el proyecto. 



697. 
160
197
2943
(Mntra. Sánchez)

DEBE PRECISARSE QUÉ ES LO QUE DEBE ENTENDERSE POR EL TÉRMINO “CIRCUNSTANCIAS DEL CASO”.



698. 
160
6
109
(Mntro. Aguinaco)

No queda claro qué quiere decir “en su caso”.



699. 
160
74
1037
(Mntro. Castro)

Se propone eliminar el segundo párrafo del artículo ya que debe reflexionarse si en el juicio de amparo cuando el acto reclamado se haga consistir en el arraigo, el que es una forma de detención prolongada durante la fase de averiguación previa, que no tiene sustento constitucional, la suspensión pueda tener el efecto de que se ejecute en el domicilio del arraigado, mas aún si se tiene en cuenta que con este numeral no se establece cuales son esas circunstancias  a las que el órgano de control constitucional debe atender para autorizar que se ejecute esa medida.



700. 
161


159
2045
(Mntro. Gudiño)

Propone que los quejosos que reclamen una orden de aprehensión y detención dictada por autoridad judicial, no tengan obligación de ponerse a disposición del juez natural para poder gozar de los efectos de la suspensión concedida.

Opinión: No se comparte la propuesta.



701. 
161
138
1819
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE QUE DEBE PRECISARSE QUE CUANDO EL AMPARO SE PIDA CONTRA ACTOS QUE AFECTEN LA LIBERTAD PERSONAL, DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO PENAL, “EN CASO DE PROCEDER POR NO TRATARSE DE UN DELITO COMETIDO COMO GRAVE”; Y QUE SE INCLUYA QUE, DE SER PROCEDENTE LA SUSPENSIÓN Y NO SE HAYA EJECUTADO EL ACTO, LA SUSPENSIÓN TENGA EL EFECTO DE QUE EL QUEJOSO NO SEA PRIVADO DE SU LIBERTAD QUEDANDO A DISPOSICIÓN DEL JUEZ DE AMPARO Y DE LA AUTORIDAD QUE DEBA JUZGARLO.



702. 
161
191
2657
(Mntra. Sánchez)

Suprimir  este precepto a fin de que junto con el 162, 163 y 164 formen uno solo como actualmente el 136. RESULTA PRÁCTICA ESTA PROPUESTA.  



703. 
161
192
2701
(Mntra. Sánchez)

Artículos 161, 162, 163 y 164

Suprimir los preceptos y formar sólo uno, como el actual texto del artículo 136.

Por facilidad de manejo en la ley se estima que es preferible contar con varios preceptos que prevean situaciones concretas a uno solo en el que se manejen varias que a veces llevan a confusión.



704. 
161
202
3021
(Mntra. Sánchez)

Adicionar un párrafo en el que se indique que en los casos de los artículos 137 y 148 la responsable sólo hará constar la comparecencia del quejosos sin tomar declaración preparatoria, por no darse los extremos del artículo 19 constitucional. NO SE COMPARTE LA PROPUESTA DE ADICION PORQUE ESTA SE BASA EN QUE PARA QUE NO EXISTA CAMBIO DE SUITUACION JURIDICA Y SE SOBRESEA EL JUICIO DE AMPARO, NO SE TOME LA DECLARACION PREPARATORIA 



705. 
161
6
109
(Mntro. Aguinaco)

No queda claro qué quiere decir “en su caso”.



706. 
161
36
656
(Mntro. Aguirre)

En este precepto que se refiere al amparo contra actos que afecten la libertad personal, no se dice que tendrá por efectos la suspensión del acto, para  que el agraviado en caso de no haberse ejecutado el acto no sea privado de su libertad.

Que para la interposición de demanda de amparo directo penal no debe señalarse término.



707. 
161
88
1103
(Mntro. Castro)

Se propone adicionar una segunda parte en los términos siguientes:

“Esta medida no impide que se otorgue al quejoso, por el juez del proceso, el beneficio a que se refiere el artículo 20 fracción I de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos.”

Además que se agregue un segundo párrafo en los términos siguientes:

“El órgano de amparo dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no obtener la Protección Federal. Para el quejoso será opcional presentarse o no ante el juez del proceso durante el trámite y resolución del juicio de amparo.”



708. 
162
131
1676
(MNTRO. GONGORA)

QUE SI LA DETENCIÓN ES POR AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DISTINTA AL MINISTERIO PÚBLICO, NO DEBE PONERSE EN LIBERTAD AL QUEJOSO, PARA EVITAR ABUSOS DE ÉSTE.



709. 
162
191
2657
(Mntra. Sánchez)

Suprimir  este precepto a fin de que junto con el 161, 163 y 164 formen uno solo como actualmente el 136. RESULTA PRÁCTICA ESTA PROPUESTA.



710. 
162
192
2701
(Mntra. Sánchez)

Artículos 161, 162, 163 y 164

Suprimir los preceptos y formar sólo uno, como el actual texto del artículo 136.

Por facilidad de manejo en la ley se estima que es preferible contar con varios preceptos que prevean situaciones concretas a uno solo en el que se manejen varias que a veces llevan a confusión.



711. 
162
168
2199
(Mntro. Ortíz)

Eliminar de su segundo párrafo "Mediante las medidas de aseguramiento que en su caso procedan.”



712. 
163


159
2045
(Mntro. Gudiño)

Propone que sea efecto de la suspensión concedida en los juicios de amparo promovidos en contra de detenciones o retenciones por parte del Ministerio Público, que el quejoso obtenga su inmediata libertad, en el caso de haber sido detenido fuera de los extremos que señala el artículo 16 de la Constitución general de la República.

Opinión: Se considera acertada la propuesta. 



713. 
163
191
2657
(Mntra. Sánchez)

Suprimir  este precepto a fin de que junto con el 161, 162 y 164 formen uno solo como actualmente el 136. RESULTA PRÁCTICA ESTA PROPUESTA.



714. 
163
192
2701
(Mntra. Sánchez)

Artículos 161, 162, 163 y 164

Suprimir los preceptos y formar sólo uno, como el actual texto del artículo 136.

Por facilidad de manejo en la ley se estima que es preferible contar con varios preceptos que prevean situaciones concretas a uno solo en el que se manejen varias que a veces llevan a confusión.



715. 
163
6
110
(Mntro. Aguinaco)

No queda claro qué quiere decir “en su caso”.



716. 
163
74
1040
(Mntro. Castro)

Se sugiere suprimir del texto de dicho precepto  la expresión “o por cualquier causa” porque el artículo 16 constitucional autoriza que una persona pueda ser detenida sin mandamiento de autoridad judicial y, por ende, que se encuentre a disposición del Ministerio Público, únicamente por dos causas<.en caso de flagrancia, que es cuando se decreta la retención, o bien, cuando esa autoridad investigadora ordena la detención en caso de urgencia.



717. 
164


163
2123
(Mntro. Gudiño)

Propone que la orden de arraigo sea incluida en el artículo 164, por ser un acto que afecta también a la libertad personal.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



718. 
164
131
1675
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE SOBRESEA EN EL JUICIO, SI QUIEN OBTUVO SUSPENSIÓN CONTRA ORDEN DE APREHENSIÓN NO DECLARA EN PREPARATORIA.



719. 
164
131
1676
(MNTRO. GONGORA)

QUE SI SE TRATA DE DELITOS GRAVES, LA SUSPENSIÓN VIOLARÍA EL ARTÍCULO 20, FRACCIÓN I DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.



720. 
164
55
749
(Mntro. Azuela)

segundo párrafo
No se comparte la propuesta de eliminar del artículo 164 la facultad discrecional del juzgador de amparo de conceder la suspensión definitiva tratándose de delitos considerados como graves, de acuerdo con las circunstancias del caso, dado que el proyecto en cuestión tiende a privilegiar la discrecional de los órganos de amparo.



721. 
164
60
825
(Mntro. Azuela)

Párrafos segundo y tercero.

No se comparte la propuesta de eliminar la facultad del Juez de Distrito de conceder la suspensión definitiva cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de ordena de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión y se trate de delitos considerados como grave, toda vez que se considera que tal disposición no pugna con la contenida en la fracción I del artículo 20 constitucional que establece que la libertad provisional bajo caución no podrá otorgarse cuando se trate, precisamente, de delitos que, por su gravedad, la ley expresamente los prohiba, dado que la suspensión y la libertad bajo caución son figuras jurídicas diversas.

 

722. 
164
60
825
(Mntro. Azuela)

No se coincide con la propuesta de que en el numeral en cuestión se establezca de manera limitativa los delitos considerados como graves, tanto en la legislación federal como del Distrito Federal, en los que específicamente podrá concederse la suspensión definitiva, toda vez que ello limitaría la facultad que de manera discrecional se establece a favor del juzgador de amparo, para analizar, en cada caso en particular y de acuerdo a sus circunstancias, si es pertinente otorgar o no la suspensión definitiva tratándose de delitos graves. Además, se estima justificado el diverso tratamiento que se da a la suspensión provisional y la definitiva en tales casos, dado que para resolver sobre la segunda el órgano de amparo cuenta con mayores elementos para apreciar las circunstancias del caso y lo oportuno de conceder o negar la medida suspensional.



723. 
164
223


3248
(Mntro. Silva)

Se propone que se adicione al texto del artículo de mérito la frase “en su caso”, para destacar que la suspensión definitiva no siempre resulta procedente. 

(“Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y en su caso la definitiva.”, o de alguna otra forma que pudiera entenderse de que no de manera obligatoria se le tendrá que otorgar la suspensión definitiva.)



724. 
164
191
2657
(Mntra. Sánchez)

Suprimir  este precepto a fin de que junto con el 161, 162 y 163 formen uno solo como actualmente el 136. RESULTA PRÁCTICA ESTA PROPUESTA.



725. 
164
192
2701
(Mntra. Sánchez)

Artículos 161, 162, 163 y 164

Suprimir los preceptos y formar sólo uno, como el actual texto del artículo 136.

Por facilidad de manejo en la ley se estima que es preferible contar con varios preceptos que prevean situaciones concretas a uno solo en el que se manejen varias que a veces llevan a confusión.



726. 
164
6
110
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

¿Qué significa “en su caso”?



727. 
164
25
455
(Mntro. Aguirre)

Establecer la improcedencia de la suspensión provisional y definitiva, tratándose de delitos considerados como graves.



728. 
164
35
639
(Mntro. Aguirre)

Que la solución de manera genérica respecto de actos restrictivos de la libertad contraviene el artículo 20, fracción I, constitucional, al no distinguir entre delitos graves y no graves.



729. 
164
187
2602
(Mntro. Ortíz)

Texto: “Cuando la privación de la libertad se lleva a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva. El efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal. En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva. El efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer  del procedimiento penal para los efectos de su continuación”. 

 

730. 
164
73
1012
(Mntro. Castro)

En el segundo párrafo la suspensión debe ser procedente aun cuando se trate de orden de aprehensión por delitos considerados como graves, la cual solo será para el efecto de que una vez detenido el quejoso quede a disposición y custodia del juez de distrito por cuanto hace a su libertad personal y al juez natural para la continuación del proceso, debiendo comunicar la autoridad del proceso al juez de amparo de inmediato su detención, so pena de ser considerada la omisión como violación a la suspensión otorgada con independencia de cualquier otro delito en que se incurra.



731. 
164
74
1041
(Mntro. Castro)

Se sugiere suprimir la facultad excepcional de otorgar la suspensión definitiva entratándose de delito calificado por la ley como grave, pues si se tiene en cuenta que en ese mismo precepto se establece que el efecto de la suspensión es ponerlo en libertad, se puede estimar que ello se contrapone a lo dispuesto en los diversos ordenamientos procedimentales en materia penal, que prohiben la concesión de la libertad condicional cuando se trata de delitos calificados como graves. Además se advierte que en ningún precepto del proyecto de ley que se analiza se prevé, cuales serían “las circunstancias del caso” que pudieran llevar al órgano jurisdiccional de amparo a otorgar la suspensión  definitiva en caso de delito considerado como grave, a fin de que el quejoso sea puesto en libertad, por lo que en todo caso, si se estimara necesario conservar esta hipótesis de procedencia de la suspensión, sería conveniente señalar las circunstancias en las que pudiera basar el juzgador para decretarla.



732. 
164
95
1301
(Mntro. Castro)

No se está de acuerdo con el contenido del mismo en base a lo siguiente:

Si el Juez de Distrito al conceder la suspensión provisional y definitiva en contra de aquellos actos que importen peligro de privación de la libertad llevada a cabo por virtud de alguna orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, puede dejar en libertad a los quejosos cuando el delito que se le atribuya no sea considerado como grave, estaría sustituyendo atribuciones del juez del proceso en cuento a que si el quejoso hubiera obtenido ya el beneficio de la libertad caucional dentro de la causa y éste le hubiere sido revocado por causa grave, acudiría ante un juez de amparo con la certeza de que a pesar de ese antecedente; por virtud de la suspensión será nuevamente puesto en libertad.

Por otro lado se propiciaría un abuso del juicio constitucional, mayor al que impera actualmente, pues se da los preceptos la alternativa de elegir entre la libertad caucional dentro del proceso y la que será efecto de la suspensión, según la que sea más accesible a sus posibilidades, lo cual mercantilizaría la acción de amparo.

Finalmente, se estima que es inadecuada que no se distinga en el texto si tal situación debe acontecer con motivo de la suspensión provisional o definitiva, y si bien en ambos casos se considera riesgosa la medida, lo es mayormente en la suspensión provisional, la cual en un 95% de los casos se decreta, contando únicamente con los datos que se aportaron en la demanda, lo que puede producir no sólo una numerosa evasión de la justicia por parte de los reos, sino una causa de responsabilidad para los funcionarios judiciales, quienes no están en aptitud de conocer las constancias generadoras del acto reclamado y por ende, no estarían en condiciones idóneas para emitir una determinación con tales magnitudes.



733. 
166
60
825
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de cambiar la expresión “Para la procedencia de la suspensión” que se emplea en este precepto, por “Para que surta efectos la suspensión”, pues la exhibición de la garantía no es un requisito de procedibilidad sino de efectividad, por lo que no debe condicionarse la procedencia de la suspensión a la exhibición de aquélla, sino establecer que no surtirá efectos hasta en tanto se aporte ésta, por lo que la redacción que se propone es la siguiente: ”Artículo 166. Para que surta efectos la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía “.



734. 
166
6
110
(Mntro. Aguinaco)

Cuando el quejoso queda preso, a disposición del Juez de Amparo, ¿Qué se garantiza con la fianza?.



735. 
166
17
335
(Mntro. Aguinaco)

La suspensión en materia penal, debería establecer que a pesar de las garantías otorgadas y las medidas de seguridad, el quejoso no se sustraiga de la acción de la justicia, y en todo caso la garantía pueda remitirse al Juez Natural, para que de proceder, con ello pago la reparación del daño al ofendido.



736. 
166
170
2240
(Mntro. Ortíz)

Es conveniente señalar que cuando se promueva amparo aduciendo que los actos afectan a la libertad personal, deberá exigirse garantía.



737. 
166
172
2265
(Mntro. Ortíz)

Suprimir el artículo, la exigencia de garantía como condición para el otorgamiento de la suspensión provisional solicitada contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal del quejoso sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes la autoridad competente para concederla, ya que con ello el disfrute del beneficio se sujeta a las condiciones económicas del quejoso.



738. 
166
74
1045
(Mntro. Castro)

La modificación que se propone consiste en precisar que para fijar el monto de la garantía que se debe exigir al quejoso para concederle la suspensión en caso de que se le atribuya la comisión de un delito que no este calificado como grave, el juzgador de amparo cumpla con los requisitos que dicho precepto señala, únicamente cuando en el incidente de suspensión se alleguen elementos de convicción suficientes para ello y que en caso contrario, dicho monto sea fijado a su libre arbitrio.



739. 
167
6
110
(Mntro. Aguinaco)

¿Por qué negar a los jueces de amparo la posibilidad de otorgar una suspensión semejante a la libertad caucional, cuando proceda?



740. 
167
73
1013
(Mntro. Castro)

Especificar que todas las autoridades civiles y militares estarán obligadas a brindar el auxilio necesario al juez de distrito parea lograr la comparecencia del quejoso y el apoyo necesario en el caso del traslado del juez al lugar de la detención y la correspondiente puesta en libertad. 



741. 
168
124
1580
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE ELIMINAR LA PALABRA “LAUDO” A QUE SE REFIERE EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE REGULA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, YA QUE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO PREVÉ NINGÚN RECURSO ORDINARIO MEDIANTE EL CUAL PUEDA MODIFICARSE O REVOCARSE UN LAUDO.



742. 
168
133
1709
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE SEÑALE QUE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO “PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DEFINITIVAS,… DICTADAS POR TRIBUNALES JUDICIALES DE SEGUNDA INSTANCIA,…”



743. 
168


62
849
(Mntro. Azuela)

Adición de un párrafo al artículo 168, a efecto de definir en él que se entiende por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

Se considera inatendible la propuesta, porque por una parte el concepto de tribunales administrativos fue definido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 18/97, jurisprudencia P./J.26/98 “TRIBUNAL ADMINISTRATIVO. SUS NOTAS DISTINTIVAS PARA LA PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO”.

Además, seguir el criterio que se propone llevaría al extremo de definir un sinnúmero de conceptos que se emplean en la ley, cuyo significado puede no ser conocido para un gran número de ciudadanos, pero fácilmente comprensibles para quienes tienen un mínimo de cultura jurídica.



744. 
168
6
110
(Mntro. Aguinaco)

Suprimir el amparo indirecto contra las sentencias o resoluciones de sobreseimiento, puede suprimir la dilación probatoria del amparo indirecto en estos casos. ¿Es esto siempre conveniente? ¿Ya previo la omnisciencia todas las posibles situaciones?



745. 
168
6
110
(Mntro. Aguinaco)

Cuarto párrafo

¿Cuáles serán las cuestiones constitucionales que no afecten derechos sustantivos ni violen derechos procesales? ¿Sería más sencillo hablar de violaciones reparables en la sentencia?



746. 
168
8
176
(Mntro. Aguinaco)

Se propone agregar un segundo párrafo en los términos siguientes:  “El juicio de amparo directo también procede contra la resolución definitiva dictada por el jurado de sentencia, únicamente cuando en el proceso no se hayan respetado las garantías de audiencia y defensa del quejoso.”



747. 
168
16
301
(Mntro. Aguinaco)

La ponencia propone que las hipótesis de procedencia en amparo indirecto contempladas en las fracciones IV y V del artículo 106 del Proyecto respectivo que en síntesis dicen: “IV. Contra actos de tribunales judiciales administrativos o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido… V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes;” se trasladen al artículo 168 que prevé la procedencia del amparo directo,  por economía procesal, ya que son cuestiones de mera legalidad, en las que ya está delimitado el problema y no es necesario abrir la instrucción para recabar y desahogar pruebas, pues no es congruente que la resolución que desestima la personalidad se combata en forma directa y la que tiene por no acreditada la personalidad del actor, como se considera que es una resolución que puso fin a juicio, es impugnable en la vía directa.



748. 
168
16
307
(Mntro. Aguinaco)

Se propone adicionar el segundo párrafo del artículo 168 del Proyecto en los siguientes términos “…por resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal, lo den por concluido, así como aquellas en las que se deseche una demanda, ya sea total o parcial, o bien la acción reconvencional.” Toda vez que tales resoluciones gozan de las mismas características de las que ponen fin al juicio, pues agotado el recurso correspondiente, en caso de que se prevea, ya no existe posibilidad de que se aborden esos temas en la sentencia que se llegue a dictar, respecto de la parte de la demanda que si se admitió



749. 
168
90
1235
(Mntro. Castro)

I. La inclusión del segundo párrafo del artículo 46 de la Ley de Amparo, en el artículo 168 del Proyecto de Ley de Amparo, en tanto establece “También se considerarán como sentencias definitivas las dictadas en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil, cuando los interesados hubieren renunciado expresamente la interposición de los recursos ordinarios que procedan, si las leyes comunes permiten la renuncia de referencia”, resulta ser una clara invitación para que las entidades federativas reformen o adicionen las disposiciones legales respectivas de los códigos adjetivos civiles, a fin de dar oportunidad de que, quien no obtenga todo o parte de lo perdido, pueda renunciar a la interposición del recurso de apelación y de esa manera acudir directamente al juicio de amparo directo, impugnando la sentencia de primera instancia.

Lo anterior, evidentemente, resulta atractivo para los tribunales de segundo grado del fuero común, pues con ello se abre la posibilidad de un menor flujo de asuntos en esa instancia; sin embargo, lo que pudiera ser benéfico para dichos tribunales, podría resultar perjudicial para los tribunales colegiados, porque tendrían un mayor ingreso de amparos directos, lo cual, en un tiempo no muy lejano se verían con mayor carga de trabajo y por lo mismo los titulares de los órganos no estarían en condiciones de resolver los asuntos con la celeridad que prevé el artículo 17 constitucional.



750. 
169
124
1582
(MNTRO. GONGORA)

PARA MAYOR CLARIDAD, PROPONE UNA NUEVA REDACCIÓN DEL ARTÍCULO, ESPECIFICANDO LA MANERA DE HACER VALER LAS VIOLACIONES A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO, EN LOS JUICIOS CIVILES, AL RECLAMAR LA SENTENCIA DEFINITIVA, LAUDO O RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL JUICIO.



751. 
169
139
1833
(MNTRO. GONGORA)

NO EXIGIR AGOTAR LOS RECURSOS ORDINARIOS DEBE HACERSE EXTENSIVO A TODOS AQUÉLLOS PARA LOS QUE LA LEY PREVÉ LA SUPLENCIA.



752. 
169
6
111
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

¿En qué consisten el orden y estabilidad de la familia? ¿Es igual la desestabilidad al divorcio? ¿A qué es igual el orden? ¿A la armonía entre cónyuges, en la toma de decisiones? Una cosa es respetar el arbitrio judicial, y otra el crear confusión que se preste a la arbitrariedad.

Parece denegación de justicia eliminar las dos primeras fracciones del anterior artículo 159.

Fracción V

Parece ser que no se considera violación procesal que no se cite al reo a las diligencias, si de todos modos compareció a ellas. Pero no se advierte que la comparecencia sin citatorio no da lugar a preparar alguna defensa o alegato en relación con la materia de la comparecencia.

Es injusto suprimir la fracción XIV del anterior artículo 160. Lo mismo puede decirse de la XV.



753. 
169
185
2578
(Mntro. Ortíz)

El no exigir el agotamiento de los recursos ordinarios para reclamar  en el amparo violaciones al procedimiento no debe limitarse a los menores e incapaces, sino hacerlo extensivo a obreros y campesinos.



754. 
170
67
932
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de modificar la fración IX, pues la redacción original de la mencionada fracción, tiene idénticos efectos que la modificación propuesta, en cuanto a que en los juicios tramitados ante los tribunales administrativos, civiles o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, en cualquier otro caso en que se trate de actos que no sean de imposible reparación dentro del juicio.



755. 
170
36
657
(Mntro. Aguirre)

Que el artículo 170 se olvidó de mencionar a los Tribunales Judiciales.



756. 
171
55
749
(Mntro. Azuela)

Se coincide en la propuesta de modificar la fracción III del mencionado artículo para adecuarlo a las reformas de la fracción IV del artículo 20 constitucional, referentes a que cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad, no estarán obligados a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de violación o de secuestro. La redacción del artículo de referencia sería la siguiente: “Artículo 171. En los juicios del orden penal se considerará violadas las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso: …III. Cuando habiéndolo solicitado no se caree con quien deponga en su contra, con excepción de lo establecido al respecto en la fracción IV del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”



757. 
171


20
373
(Mntro. Aguinaco)

Se propone la eliminación del párrafo segundo de la fracción XIII del artículo 171 del proyecto, y en caso de que no se apruebe dicho proyecto de Ley de Amparo, entonces se propone que se haga la derogación del actual párrafo segundo del artículo 160, fracción XVI de la Ley de Amparo, a fin de que la reclasificación de los delitos en las sentencias se limite en beneficio de la seguridad jurídica.



758. 
171
176
2358
(Mntro. Ortíz)

Con base en un análisis minucioso y debidamente motivado, se propone modificar la fracción en comento para quedar de la siguiente manera: “xiii. Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión o sujeción a proceso el quejoso fuere sentenciado por diverso delito. no se considerara que el delito es diverso, cuando el que se exprese en sentencia verse sobre los mismos hechos que fueron objeto del proceso y la variación no genere indefensión”. 



759. 
172
139
1833
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE ADECUARLO EN LO RELATIVO A LA SUPLENCIA EN RELACIÓN CON QUE ÉSTA SEA EXTENSIVA A TODOS AQUÉLLOS PARA LOS QUE LA LEY PREVÉ LA SUPLENCIA.



760. 
172
59
815
(Mntro. Azuela)

No se coincide con la propuesta de sustituir el vocablo “violaciones procesales”, por un concepto más amplio que cubra las distintas hipótesis que se pueden presentar, a fin de que se estudien conjuntamente el primer amparo que se promueva todas aquellas alegaciones que, de ser fundadas, producirían el efecto de reponer el procedimiento o de que se dé por concluido si lo que se ataca es la procedibilidad de la acción o uno de los presupuestos procesales, pues la definición de tal concepto no se presta a confusiones y la intención que se plasma en el proyecto es la de referirse exclusivamente a tales violaciones.



761. 
172
59
815
(Mntro. Azuela)

Ultimo párrafo

No se comparte la propuesta de eliminar el párrafo en cuestión, toda vez que la disposición que contiene relativa a que las violaciones procesales que no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, las mismas no podrán ser materia de conceptos de violación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior, es acorde con el principio procesal de preclusión de derechos.  



762. 
172
6
111
(Mntro. Aguinaco)

Sale sobrando o es injusto, en cuanto se refiere al contenido del concepto de violación. Si no alega el quejoso adecuadamente la violación, el concepto relativo podrá ser infundado, pero eso no hace que la violación mal combatida haya sido consentida. Todos los conceptos de violación mal formulados, deberían, en este caso, dar lugar a estimar consentidos los actos reclamados.

Último párrafo

Puede ser muy injusto. ¿Cómo prever qué exactamente se dijo y resolvió en el primer amparo, y cómo se plantee la situación en un posible amparo posterior?



763. 
172
25
456
(Mntro. Aguirre)

Eliminar la suplencia de la deficiencia en la queja, debido a que el mismo artículo señala que si no se hicieron valer todas las violaciones procesales que el quejoso estime se le violaron, se entenderán consentidas aquéllas que no hiciera valer.



764. 
172
90
1237
(Mntro. Castro)

Considero que lo establecido en el segundo párrafo del artículo 172 del Proyecto de Ley de Amparo, identificado en el apartado número 4, pudiera resultar contradictorio con lo establecido en el demás contenido de dicha disposición y el artículo 169 del mismo proyecto de ley, esto es, lo precisado en los apartados identificados con los números 1, 2 y 3, pues por un lado la exige  que se preparen las violaciones a las leyes de procedimiento y se manifieste de qué manera trascendieron al resultado del fallo y que si no se alegaron en un primer amparo ni el tribunal colegiado de amparo oficiosamente las analizó, ya no podrán abordarse en un segundo amparo y por otro lado se propone que se supla la queja deficiente en cuanto a los mismos aspectos.



765. 
173
6
112
(Mntro. Aguinaco)

Fracciones III y IV

¿Por qué el singular? ¿No se puede señalar como autoridad al ejecutor, ni como acto la ejecución?

Segundo párrafo

Se respeta la fórmula Otero. ¿Qué inconveniente hay en llamar como terceros al Congreso y a las autoridades promulgadora y refrendadora, en este aspecto, y hacer erga omnes la declaración sobre la constitucionalidad de la ley, en la forma en que fue combatida?



766. 
174
171
2252
(Mntro. Ortíz)

Puede ser subsanada la presentación de la demanda con la simple remisión de esta a la autoridad o Tribunal competente .



767. 
174
75
1054
(Mntro. Castro)

Que se modifique el artículo para que se establezca que la demanda deberá presentarse directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo que corresponda, acompañando copias de la misma para cada una de las partes, pero además deberá acompañar el quejoso una copia certificada de la sentencia, laudo o resolución impugnada.



768. 
175
134
1728
(MNTRO. GONGORA)

EL TÉRMINO DEBE REDUCIRSE A 3 DÍAS.



769. 
175
77
1085
(Mntro. Castro)

Se propone la redacción siguiente:

Artículo 175                                                                                     

En asuntos del orden penal o cuando se puedan afectar intereses de menores o incapaces y en el caso de que el amparo sea promovido por núcleos comunales, ejidatarios, comuneros o aspirantes a ejidatarios, contra actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal o que se afecten sus derechos de propiedad o posesión de tierras o aguas, la autoridad responsable mandará sacar las copias de oficio.



770. 
176
6
112
(Mntro. Aguinaco)

Fracción II

Se omite prever el caso en que el tercero, debidamente emplazado, no haya señalado en su primera promoción domicilio para oír notificaciones. ¿Se debe tener por bueno el que señaló el quejoso, o se deberá notificar por lista en estos casos?

Falta una fracción IV, que obligue a la autoridad a proveer sobre suspensión, cuando se solicite.



771. 
176
77
1086
(Mntro. Castro)

Se propone la redacción siguiente:

Artículo 176.                                                                                

I.                                                                                      

II.  Emplazar al tercero interesado, en el ultimo domicilio que hubiere designado para oír notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso. Tratándose de la materia agraria, cuando el quejoso sea un núcleo de población, ejidatario, comunero o aspirante a ejidatario, el tribunal responsable estará obligado a investigar el domicilio del tercero interesado y a emplazarlo por medio de edictos, en términos del artículo 26, fracción III, inciso b), de esta ley; y

III. 



772. 
177
149
1927
(Mntro. Gudiño)

Propone que el desechamiento de pruebas o la no recepción legal de ellas en un proceso penal pueda ser reclamado en amparo indirecto y no como una violación procesal en amparo directo, pues ello afecta directamente la libertad personal del procesado en la fracción VI.

Opinión: No se comparte la propuesta.



773. 
177


22
433
(Mntro. Aguinaco)

Se estima que el artículo debe decir: “… deberá resolver en el plazo de veinticuatro horas si debe prevenirse al quejoso, admitir la demanda o desecharla, por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia.”



774. 
177
168
2200
(Mntro. Ortíz)

Texto: "El Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito de amparo deberá proveer sobre la demanda de amparo en el plazo de veinticuatro horas, ya sea admitiendo la demanda, previniendo al quejoso para que la aclare o desechándola por advertir un motivo manifiesto e indudable de improcedencia".



775. 
177
175
2322
(Mntro. Ortíz)

Propone corrección de dicho precepto legal, pues es lógico que al desecharse una demanda de garantías no procede la admisión de la misma.



776. 
178
134
1729
(MNTRO. GONGORA)

EL TÉRMINO DEBE REDUCIRSE A 3 DÍAS.



777. 
178
75
1054
(Mntro. Castro)

Modificar el artículo a fin de regular el caso de que falten copias de traslado , o para el caso de que hubiere irregularidades en la demanda, ya que el Presidente del Tribunal Colegiado señalará al promovente un término de cinco días para exhibir las copias, aclarar o corregir la demanda  y en el caso de no hacerlo tendrá por no interpuesta la demanda.



778. 
179
124
1583
(MNTRO. GONGORA)

CONSIDERA REDUCIR EL PLAZO DE 15 DÍAS PARA PRESENTAR ALEGATOS O DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO A 5 DÍAS, YA QUE ALARGAR LOS TÉRMINOS SE CONTRAPONE CON LA PRONTA TRAMITACIÓN Y RESOLUCIÓN DE LOS JUICIOS.



779. 
179
134
1730
(MNTRO. GONGORA)

SE SUGIERE LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

“ART. 179.- SI EL PRESIDENTE…, LA ADMITIRÁ Y MANDARÁ NOTIFICAR A LAS PARTES EL ACUERDO RELATIVO, PARA QUE PRESENTEN SUS ALEGATOS O LA DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO, EN EL CASO DE NO HABER TRANSCURRIDO AÚN EL TÉRMINO PARA ELLO. EL TÉRMINO PARA FORMULAR ALEGATOS O PRESENTAR LA DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO, SERÁ EL DE QUINCE DÍAS, A PARTIR DEL SIGUIENTE AL EN QUE HAYA SURTIDO EFECTOS EL EMPLAZAMIENTO.”



780. 
179
55
749
(Mntro. Azuela)

No se comparte la propuesta de modificar el precepto en cuestión para establecer que el término de quince días para presentar la demanda de amparo adhesivo inicia a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación a las partes a la presentación de la demanda de amparo directo, en lugar de que tal periodo inicie a partir de la notificación del auto de admisión de la demanda, toda vez que es hasta que se admite la demanda cuando exista la certeza de que se va a tramitar al amparo principal y, por tanto, la parte interesada estará en condiciones de determinar con pleno conocimiento de causa si promueve o no el amparo adhesivo.



781. 
179
62
852
(Mntro. Azuela)

Se propone integrar el texto de los artículos 179 y 180 en uno solo y precisar en él que el plazo para la promoción del amparo adhesivo corre a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la admisión del amparo principal, y que su presentación debe hacerse ante el Tribunal Colegiado que conozca del juicio.

Se estima inatendible la propuesta porque resulta ocioso precisar que el plazo para la promoción del amparo adhesivo corre a partir del día siguiente al en que surte efectos la notificación de la admisión de amparo principal, ya que sobre la forma en que deben computarse los plazos, es clara la redacción del artículo 21.



782. 
179
75
1054
(Mntro. Castro)

Modificar el artículo para el efecto de que al admitir la demanda se mande notificar a las partes el acuerdo relativo, se pida informe justificado a la autoridad responsable , así como la remisión de los autos del juicio de origen y sus anexos.



783. 
180
124
1584
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE ADICIONAR UN ÚLTIMO PÁRRAFO EN EL QUE SE PREVEA QUE LA FALTA DE ADHESIÓN IMPLICA LA PRECLUSIÓN DEL DERECHO PARA ALEGAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN CONTRA DE QUIEN OBTUVO RESOLUCIÓN FAVORABLE.



784. 
180
59
815
(Mntro. Azuela)

No se coincide con la propuesta de modificar este precepto para sustituir la expresión “violaciones procesales”, por: “violaciones que incidan sobre la procedibilidad de la acción o respecto de presupuestos procesales, o bien, que impliquen una transgresión a las reglas que norman y regulan el procedimiento a que se sujetó el juicio natural.”, pues, según se advierte, en el proyecto únicamente se pretendió comprender las violaciones procesales.



785. 
180
62
852
(Mntro. Azuela)

Se estima atendible la propuesta de que se precise que el Tribunal Colegiado ante el que debe tramitarse el amparo adhesivo es precisamente el que conozca del amparo principal, por ser este el que notifica la admisión de dicho amparo y le hace saber al tercero interesado, el término que tiene para presentar alegatos o adherirse al amparo principal; además de ser el órgano ante el que se ventilará el trámite el amparo principal. Dicha precisión, se estima, evitará confusiones sobre la autoridad ante la cual debe presentarse la demanda de amparo adhesivo.

TEXTO QUE SE PROPONE:

Artículo 180. La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación se hará ante el mismo tribunal colegiado que conozca del amparo principal y el trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para este y seguirá la misma suerte procesal.



786. 
180
67
933
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de modificar la redacción del artículo para quedar como sigue: Artículo 180.- La parte que tenga interés en que subsista el acto reclamado podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto reclamado, el cual se tramitará en el mismo expediente. Lo anterior en virtud de que no sólo la contraparte del quejoso puede tener interés en que subsista el acto reclamado, sino que puede tenerlo también quien haya figurado como codemandado o como tercero llamado a juicio en el juicio de origen.



787. 
180
1
1
(Mntro. Aguinaco)

Respecto del amparo adhesivo previsto en el artículo 180 del proyecto, ¿procedería tratándose de un procedimiento contencioso administrativo cuando la autoridad fiscal sea la que lo interponga?.  Lo anterior, en virtud de que de la lectura del precepto se advierte que sólo procede el recurso adhesivo cuando la contraparte promovió el amparo, pero no cuando interpone un recurso de revisión ya sea fiscal o contencioso administrativo. 

Ahora bien, si no se contempló esa posibilidad, ¿podría crearse una revisión fiscal o contencioso administrativo adhesiva a fin de cumplir con lo establecido en el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución Federal, aun cuando podría ser materia de reforma del Código Fiscal de la Federación?



788. 
180
6
113
(Mntro. Aguinaco)

Debe distinguir, por una parte, entre el amparo adhesivo que ad cautelam interpone quien obtuvo todo lo que pretendía, a fin de que se estudien los conceptos de violación desechados u omitidos, en caso de que prospere la impugnación del contrario; y por otra, el amparo no ad cautelam,  ni adhesivo, que puede promover quien no obtuvo del todo, sino sólo parcialmente.

En el amparo ad cautelam, fortalecer las consideraciones del juez de primera instancia, más parece materia de alegatos que de conceptos de violación.



789. 
180
22
434
(Mntro. Aguinaco)

El término para adherirse al amparo debe empezar a contar a partir de que surta efectos la notificación que se haga al posible quejoso del auto en el cual se tuvo por presentado a su contrario, porque se supone que el interesado ya conoce la resolución, y puede contemplar la posibilidad de adherirse o no, si su contrario promueve el juicio. El término para la adhesión podría ser de diez días.



790. 
180
178
2481
(Mntro. Ortíz)

Al incluir el amparo adhesivo se debe reflexionar sobre el condicionar las violaciones procesales a que “pudiera trascender al resultado del fallo”. Máxime que pueden existir violaciones procesales que afecten al quejoso dependiendo de lo que se resuelva adhesivo.



791. 
181
139
1833
(MNTRO. GONGORA)

EL ARTÍCULO 180 QUE SE CITA NO ESTABLECE NINGÚN PLAZO, PROBABLEMENTE SE REFIERA AL 179.



792. 
181
6
114
(Mntro. Aguinaco)

El plazo debe ser breve, pero no tiene que ser angustioso.

En el envío que hace el artículo a comento, se hace un envío un precepto que hace otro envío.

El auto de turno podrá hacer veces de citación para sentencia, una vez notificado.



793. 
181
168
2201
(Mntro. Ortíz)

Debe corregirse esta disposición por que el artículo 180 no hace referencia a plazo alguno.



794. 
182
6
114
(Mntro. Aguinaco)

Acorta el término para fallar el asunto.

Segundo párrafo

La exigencia de que los asuntos se discutan en el orden en que se liste, debe admitir excepciones, a juicio del tribunal: a veces es conveniente dejar un asunto muy controvertido para discusión posterior respecto de los asuntos en que no hay problema.

Si se dan diez días para el engrose, debieran darse los mismos diez días para los votos particulares, en el artículo 184.

Tercer párrafo

Un asunto puede ser aplazado o retirado. Pasarlo a un nuevo ponente sólo es indispensable en el segundo caso. El texto habla en plural, de ambas situaciones.



795. 
182
168
2201
(Mntro. Ortíz)

Debe aclararse la redacción del tercer párrafo en el sentido de que solo se volverán a listar los asuntos una vez que fueren retirados, porque su aplazamiento no significa que se retiran, sino que se discutirán en fecha próxima, es decir, se conservan en lista, sin retirarse.



796. 
183
6
115
(Mntro. Aguinaco)

Es muy importante prever, que la declaratoria no debe hacerse sobre los resolutivos, dejando el engrose para un momento futuro. No se deben aprobar como votados puntos resolutivos de un proyecto desechado, sin que estén también aprobadas, al mismo tiempo, en forma absolutamente clara y precisa, las consideraciones que los apoyen. Y cuando el asunto pasa a un nuevo ponente, especialmente, el fallo en los resolutivos puede encontrarse equivocado, al analizar nuevamente todas las constancias de autos.

Es absurdo dictar sentencia sin que se hayan concretado las consideraciones que la fundan.



797. 
184
170
2241
(Mntro. Ortíz)

Debe indicarse que "si se insertará antes de las firmas" para que no haya discusión sobre si es o no parte integrante de la resolución.



798. 
185
67
934
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de modificar la redacción del artículo para establecer que en un tercer párrafo, que en los casos previstos en la norma, la firma de los engroses respectivos deberá hacerse dentro del quince días siguientes.



799. 
186
6
116
(Mntro. Aguinaco)

Debería prever el caso en que no sea posible recabar la firma de un Magistrado.



800. 
187
171
2253
(Mntro. Ortíz)

Dentro de la prelación lógica para el estudio de los conceptos de violación, se establezca el análisis de las cuestiones de fondo.



801. 
188
67
936
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de modificar la redacción del primer párrafo a efecto de precisar en el lo siguiente: Artículo 188. La autoridad responsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad; tratándose de materia laboral esta obligación corresponde al presidente de la autoridad respectiva. Lo anterior en razón de que no sólo las juntas emiten laudos en materia de trabajo.



802. 
188
6
116
(Mntro. Aguinaco)

Cuando se trate de salas colegiadas del Tribunal Superior, ¿Quien ha de resolver sobre suspensión? Sólo prevé el caso de las Juntas de Conciliación.



803. 
188
73
1013
(Mntro. Castro)

Agregar un párrafo en los términos del artículo 174 de la ley actual ya que se advierte la omisión de establecer la reglas que deben existir para la concesión o negativa de suspensión cuando se reclame en amparo directo el laudo o resolución que ponga fin al juicio en lo principal, siendo que debe tenerse presente la improcedencia de la suspensión por cuanto hace a la parte que implique los medios de subsistencia del trabajador durante el trámite y resolución del juicio. En todas las materia debe quedar en aptitud oficiosa el Presidente del Tribunal Colegiado de Amparo de calificar si la autoridad responsable o Presidente de la Junta, otorgó correctamente la suspensión del acto reclamado en amparo directo de acuerdo a las disposiciones aplicable.



804. 
188
75
1058
(Mntro. Castro)

Modificar este artículo para establecer que el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, decidirá en el plazo de 24 horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad, siendo aplicables en lo conducente las reglas de la suspensión de los amparos indirectos.



805. 
188
77
1086
(Mntro. Castro)

Se propone lo siguiente:

Artículo 188. ..................................................................................

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo los casos de la materia penal y agraria, los artículos 123, 126, 127, 128, 130 y 131.



806. 
189
55
749
(Mntro. Azuela)

Se comparte la propuesta de modificar el artículo 189 del proyecto, dado que no indica en base a qué procedería la libertad caucional, es decir, si tendrá que acudirse a la fracción I del artículo 20 constitucional o algún otro dispositivo legal, por lo que la redacción que se sugiere de tal precepto es la siguiente: “Artículo 189. Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandara suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si ésta comprende la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita tomando en consideración lo dispuesto en la fracción I del artículo 20 constitucional y las leyes federales y locales aplicables al caso.” 



807. 
189
201
3015
(Mntra. Sánchez)

Adicionar que cuando el acto reclamado consista en privación o restricción de libertad, la responsable debe dictar medidas adecuadas para garantizar que el quejoso no se sustraiga de la acción de la justicia. SE COMPARTE LA INQUIETUD PLANTEADA POR LA PONENCIA.



808. 
189
6
116
(Mntro. Aguinaco)

Cuando se trate de Salas Colegiadas del Tribunal Superior ¿Quién debe resolver la suspensión?



809. 
189
75
1058
(Mntro. Castro)

Cuando se trate de amparos en materia penal, deberá establecerse que el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada y si esta comprende la pena de privación de la libertad, la suspensión tendrá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, pudiendo ponerlo en libertad caucional si lo solicita el quejoso y procediera.

Como consecuencia de todas estas modificaciones se consideran innecesarios los artículos 175 y 176 del proyecto.



810. 
190
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se hace la observación de que se omite precisar que medios de comunicación son los oficiales. Asimismo se propone que en lugar de poner un término ya sea de 24 horas o de tres días, según el caso para que la autoridad informe sobre el cumplimiento, lo conveniente sería que el juzgador atendiendo a la naturaleza de los actos fijara un plazo, con la consecuente responsabilidad de la autoridad en caso de no cumplir dentro de él. Opinión: Se considera correcta la observación, y se estima que sería correcto a fin que exista seguridad jurídica en este sentido se precisaran los medios que se considerarán oficiales para efectos de comunicar a las autoridades responsables la sentencia que concede el amparo y respecto de la cual deben dar cumplimiento.  También se estima correcta la propuesta de que el juzgador fuera el que atendiendo a la importancia del cumplimiento de las sentencias de amparo, fijara, de acuerdo al caso, el plazo en que se debe cumplir la sentencia de amparo, apercibiendo ahora si a las autoridades de imponerles las sanciones pertinentes en caso de no cumplir dentro de ese plazo, lo anterior haría que el juicio de amparo estuviera mas adecuado a la realidad. 



811. 
190
6
117
(Mntro. Aguinaco)

Sería mejor hablar de efectos legales “conducentes”.



812. 
190
12
265
(Mntro. Aguinaco)

Párrafo tercero.

Se propone el texto:  “Artículo 190. (...) (...) En un plazo que no excederá de tres días y a su prudente arbitrio, la autoridad de amparo que  corresponda, prevendrá a las responsables en el oficio o medio de comunicación que se emplee, para que informen sobre el cumplimiento  que se dé al fallo de referencia.”



813. 
190
19
365
(Mntro. Aguinaco)

Se propone modificar el texto del artículo 190 del proyecto de Ley de Amparo para quedar en los siguientes términos:

“Artículo 190. Las sentencias dictadas por los Jjueces de Distrito y por los Tribunales Colegiados de apelación en los juicios de amparo de su competencia causan ejecutoria si no fueron recurridas. Previa certificación de esa circunstancia por la Secretaría, el Juez o Tribunal harán la declaratoria correspondiente.”

“Las sentencias pronunciadas por la Suprema  Corte de Justicia de la Nación y por los Tribunales Colegiados de Circuito, causan ejecutoria por ministerio de ley, con excepción de las sentencias dictadas por estos últimos en los casos a que se refiere la fracción II, inciso a), del artículo 79 de esta ley, las que necesitaran de no ser recurridas, la declaratoria respectiva en los términos del párrafo que antecede.”

“En los casos señalados o cuando se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificara sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y erectos legales que estimen convenientes.”

“En casos urgentes…”



814. 
190
112
1452
(Mntro. Díaz)

Que se reglamente la notificación de la ejecutoria de amparo a las autoridades responsables, en casos urgentes, a través de fax, teléfono o correo electrónico; que se extienda de tres a cinco días el plazo a las autoridades responsables para cumplir con la ejecutoria de amparo.

OPINIÓN: La propuesta es interesante y debe atenderse, pues los adelantos científicos y tecnológicos deben servir para mejorar la impartición de justicia.



815. 
190
73
1014
(Mntro. Castro)

En materia penal debe adicionarse este precepto autorizando que si el fallo dictado en el juicio de garantías indirecto, resuelve la concesión del amparo al fondo del asunto, se podrá poner en libertad provisional al quejoso, aun sin causar ejecutoria la sentencia, pues el bien tutelado es la libertad personal del gobernado.



816. 
190
77
1087
(Mntro. Castro)

Se propone la redacción siguiente:

Artículo 190.  Cuando se trate de juicios en materia agraria, promovidos por núcleos de población, ejidatarios, comuneros o aspirantes a ejidatarios, que tengan por objeto privarlos total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios o afecten sus derechos de propiedad o posesión de tierras o aguas, la autoridad responsable, con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano los actos relativos. En estos casos, tampoco se requerirá que se otorgue garantía para que surta efectos dicha suspensión. Dichos efectos serán el de que las cosas se mantengan en el estado que guarden y no se prive o desposea a dichas entidades e individuos de sus derechos agrarios o de las tierras o aguas. En su caso, la medida también tendrá por objeto el que no se cancelen las inscripciones en el registro público de la propiedad correspondiente, respecto de las tierras de posible afectación.



817. 
190
95
1303
(Mntro. Castro)

El artículo que se analiza distingue dos términos para hacer cumplir las ejecutorias en que es otorgada la protección constitucional, de veinticuatro horas y de tres días; para este evento se basa tal precepto en “los casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso”; no se está de acuerdo en que una ejecutoria de amparo que es de ORDEN PÚBLICO sea traducida a la urgencia y notorios perjuicios que pudieran sufrir cada uno de los quejosos, pues aunque en la propia Constitución en su artículo 22 y el artículo 17 de la ley de Amparo actual, distingan los casos urgentes como aquéllos que importen peligro  de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, azotes, etc., que de consumarse serían de imposible reparación, también es cierto que “Quién puede distinguir para qué casos y en relación a qué derechos tutelados sea más urgente se cumpla la sentencia y qué acto causa notorios perjuicios al quejoso que haga se cumpla más rápido una ejecutoria de amparo?; o cuál de estas ejecutorias tienen mejor derecho de ser cumplidas en un tiempo menor, por tanto se sugiere que el texto de dicho numeral rece, en su párrafo tercero: “…se prevendrá a las autoridades responsables para que de inmediato den cumplimiento al fallo de referencia y dentro del plazo de veinticuatro horas informen el cumplimiento dado a las gestiones que han llevado a cabo para tal fin.”



818. 
191
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Artículos 191 y 192

Se propone que en estos artículos se prevea la posibilidad de que las autoridades responsables precisen si existe algún obstáculo para cumplir con la sentencia de amparo, a fin de que sea posible llevar a cabo la individualización de la sanción. También se propone que se prevea el supuesto de que la autoridad responsable goce de fuero constitucional Opinión. Es correcta la propuesta, pues eso haría que fuera posible atender a cada caso y realmente ver si a lo mejor es necesario acudir al cumplimiento sustituto.



819. 
191
112
1455
(Mntro. Díaz)

Se considera que no es conveniente la aplicación de multas a la autoridad responsable, dado que el artículo 107, fracción XVI, constitucional, establece en forma definitiva y categórica las sanciones a las que se hacen acreedoras las autoridades responsables cuando incumplen un fallo.

OPINIÓN: La propuesta debe atenderse, en virtud de que se destaca la preponderancia de las sanciones establecidas en el artículo 107, fracción XVI, constitucional, sobre cualesquier otra, para castigar a las autoridades responsables.



820. 
191
166
2163
(Mntro. Ortíz)

Agregar un párrafo en el que se precise la cuantía de la multa que deberá imponerse a la autoridad responsable, la cual debe ser de cincuenta a doscientos días multa.



821. 
192
65
898
(Mntro. Azuela)

Se estima inaceptable la propuesta de que se incluya en la norma el monto mínimo y máximo de multa que prevé, toda vez que ello se encuentra establecido en el artículo 254. Además se considera que no  existe dificultad para entender que quien debe responder sobre el pago de dicha multa es no es la instutución o dependencia, sino la persona que ocupa el cargo de superior jerárquico de la autoridad responsable.



822. 
192
232
3373
(Mntro. Silva)

Segundo párrafo

Se propone establecer la responsabilidad del superior jerárquico de las autoridades responsables, en el incumplimiento de las sentencias de amparo.

“La autoridad es requerida como superior jerárquico, incurre en responsabilidad por falta de incumplimiento de las ejecutorias en los mismos términos de las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo siendo responsables de los daños y perjuicios que se originen”.



823. 
192
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Artículos 191 y 192

Se propone que en estos artículos se prevea la posibilidad de que las autoridades responsables precisen si existe algún obstáculo para cumplir con la sentencia de amparo, a fin de que sea posible llevar a cabo la individualización de la sanción. También se propone que se prevea el supuesto de que la autoridad responsable goce de fuero constitucional Opinión. Es correcta la propuesta, pues eso haría que fuera posible atender a cada caso y realmente ver si a lo mejor es necesario acudir al cumplimiento sustituto.



824. 
192
6
117
(Mntro. Aguinaco)

Haría falta una reforma constitucional para echar el paquete al Congreso, que tiene la facultad de sanciones semejantes.

Sería mejor hablar, en el último párrafo de “cumplimiento extemporáneo”, en vez de “cumplimiento posterior”.



825. 
192
166
2163
(Mntro. Ortíz)

Texto: “ Si a pesar de los requerimientos anteriores, no se obedeciere la ejecutoria, el órgano jurisdiccional de amparo impondrá una multa al superior de la autoridad responsable y hará la declaratoria en el sentido de que existe incumplimiento, y procederá en los términos que establece el artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta determinación podrá impugnarla la autoridad responsable dentro del término de cinco días posteriores a su notificación, y la autoridad jurisdiccional remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su revisión, quien podrá confirmarla o revocarla”.



826. 
193
51
697
(Mntro. Azuela)

Se propone que se modifique el primer párrafo del mencionado precepto porque, se estima, la decisión del órgano de amparo de determinar si la ejecutoria de amparo se encuentra cumplimentada originaría que el incidente por exceso o defecto en el cumplimiento de las sentencias de garantías previsto en el numeral 205, fracción II, del proyecto, resultara innecesario. No se comparte la propuesta, toda vez que el juzgador de amparo, en términos de lo dispuesto por el aludido artículo 193, primer párrafo, solamente decidirá de oficio si se encuentra o no cumplida o en vías de cumplimiento la ejecutoria de amparo, mas no si dicho cumplimiento resulta excesivo o defectuoso, pues ello es, precisamente, la materia del incidente de referencia.



827. 
193
6
117
(Mntro. Aguinaco)

El plazo sería mejor de cinco días.

Cuando menos en el amparo directo se dicta nueva sentencia, conforme a la de amparo, pero la autoridad responsable sin motivo es remisa en ejecutar su nueva sentencia, ¿hay incumplimiento de la de amparo? ¿Habrá que empezar un nuevo procedimiento judicial para obtener el cumplimiento cabal de la sentencia de amparo?



828. 
193
166
2164
(Mntro. Ortíz)

Modificar la parte final para que diga: “Si la tiene por incumplida procederá el órgano jurisdiccional en los términos que establece la fracción XVI, del artículo 107 de la Constitución, pudiendo ser impugnada dicha determinación en los términos del artículo que antecede”.



829. 
193
95
1304
(Mntro. Castro)

Este precepto legal señala en su párrafo segundo “…si el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará “un plazo razonable” para que éste se realice de manera total…; siguiendo con el mismo contexto del apartado anterior, y de que no pueden quedar al arbitrio incluso del juzgador de amparo, el término en que pueda cumplirse una sentencia que es de orden público, ni mucho menos a procedimientos o leyes comunes, pues al evidenciarse una violación a estas últimas o, en su caso, a la constitución, deben precisarse con exactitud los plazos para que la ejecutoria de amparo quede cumplida y no se permita a las autoridades responsables violar el orden público, por eso, en su caso el precepto antes indicado deberá decir: “…dará un plazo que no exceda de cuarenta y ocho horas para que esta se…”



830. 
195
112
1460
(Mntro. Díaz)

Que se aclare lo confuso que resulta el segundo párrafo del artículo 195, a fin de que se explique en qué casos puede considerarse que existe intención de la autoridad responsable de evadir el cumplimiento de la ejecutoria.

OPINIÓN: Aunque la propuesta pudiera atenderse, sería muy difícil que la ley regulara en qué casos existe intención de evadir la ejecutoria por parte de la autoridad, cuando esa cuestión debe decidirse atendiendo a las circunstancias especiales de cada caso particular.



831. 
196
53
709
(Mntro. Azuela)

Se propone adicionar al citado artículo la inhabilitación para el desempeño de otro empleo cargo o comisión públicos, por el término de cinco años para las autoridades omisas en cumplimentar una ejecutoria de amparo. No se comparte tal propuesta, toda vez que el invocado numeral 196 establece para tal supuesto, que procederá la separación inmediata de la autoridad de su cargo y a declararla responsable por el delito contra la administración de justicia; y el numeral 225 del Código Penal Federal que tipifica tal ilícito, en su último párrafo, establece, precisamente, que además de las penas de prisión y multa previstas en tal artículo, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión.



832. 
196
65
903
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de incluir a los superiores jerárquicos de las autoridades responsables y a todas las obligadas al cumplimiento de la ejecutoria, como sujetos de las sanciones que establece la norma.



833. 
196
198
2961
(Mntra. Sánchez)

La ponencia critica el hecho de que la Suprema Corte sea quien directamente separe del cargo a la autoridad responsable y la declare culpable del delito en contra de la administración de justicia. Opinión: No se comparte el criterio de la ponencia, porque se estima que es momento de que el Poder Judicial Federal, tenga un medio efectivo de coaccionar a las autoridades para que realicen el cumplimiento de las sentencias de amparo, además no debe olvidarse que a la responsable ya se le ha dado la oportunidad de manifestar si hay imposibilidad de cumplir, por lo que aunque parezca un poco drástico, estimo que es correcto el proyecto de ley al facultar a la propia Suprema Corte para sancionar a las autoridades contumaces.  



834. 
196
6
118
(Mntro. Aguinaco)

Haría falta una reforma constitucional. Mismo comentario que el artículo 192.

Salvo en casos urgentes, el plazo de tres días puede ser demasiado angustioso, en situaciones especialmente complejas.



835. 
196
166
2165
(Mntro. Ortíz)

Modificar el texto para que diga: “Recibidos los autos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ésta dictará la resolución que corresponda, confirmando o revocando la resolución del órgano jurisdiccional.”

 

836. 
197
65
905
(Mntro. Azuela)

Se estima atendible la propuesta de que la denuncia de repetición del acto reclamado sólo pueda ser realizada por el quejoso que obtuvo el amparo por ser este, a quien en todo caso, le depararía perjuicio jurídico la reiteración de los actos declarados inconstitucionales. 

MODIFICACIÓN QUE SE PROPONE:” Artículo 197. La repetición del acto reclamado, podrá ser denunciada por el quejoso ante el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, el cual dará vista a las partes, para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga.

Igualmente se estima atendible la propuesta de que en el proyecto de la nueva Ley de Amparo, se regule expresamente las cuestiones relacionadas con el ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas en los procedimientos de ejecución de las sentencias de amparo.



837. 
197
166
2165
(Mntro. Ortíz)

Modificar el párrafo segundo para que diga: “Hecho lo anterior el órgano jurisdiccional dictará resolución dentro de los tres días siguientes, si fuere en el sentido de que existiere repetido el acto reclamado, procederá en los términos del artículo 192”



838. 
197
170
2241
(Mntro. Ortíz)

Es conveniente que se agregue un párrafo en el que se indique que cuando se advierta que la autoridad lo cometió por error o negligencia, en vez de remitir el expediente a la Suprema Corte de Justicia, se permita que la autoridad deje insubsistente la resolución y emita otra que se apegue a lo resuelto  en la sentencia de amparo y, solo para el caso en que por segunda ocasión repitan el acto, si se remita el expediente.



839. 
198
6
118
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

Primero debiera hablarse de dar vista, y luego de cesar.



840. 
198
166
2166
(Mntro. Ortíz)

Modificar el párrafo primero para que diga: “Recibidos los autos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitirá la resolución en la que confirme o revoque la determinación del órgano jurisdiccional. 
Su segundo párrafo se suprimirá y el último subsistirá.”



841. 
199
6
118
(Mntro. Aguinaco)

Se omite el caso del cumplimiento sustituto, y de los incidentes en general. Es decir, en los artículos 64 y 65, así como en los artículos 202 y 203, no se precisa la función de quién presida un órgano colegiado, en la sustanciación de los incidentes. Por ende, no queda preciada la posible procedencia de la inconformidad contra sus resoluciones.



842. 
199
98
1323
(Mntro. Díaz)

Se propone adicionar la fracción II del artículo 199, de la manera siguiente: “… II. Las que resuelvan sobre la imposibilidad material y/o jurídica para ejecutar la misma, así como aquella en la que se determine respecto a la demostración de la grave afectación a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiese obtener el quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, …” 

OPINIÓN: Se considera que la propuesta debe atenderse, en virtud de que complementa el sistema legal al establecer otros supuestos de procedencia de la inconformidad hacía la tutela del interés social, sobre el particular del quejoso que obtuvo.



843. 
199
169
2217
(Mntro. Ortíz)

Suprimir la palabra incidente al principio del artículo en estudio, como manera de proveer de manera integral al proyecto, ya que no se explica por qué, existiendo en el propio titulo, un par de capítulos destinados a la reglamentación de incidentes, habría de existir otro incidente más ubicado fuera de los apartados legislativos creados ex profeso al efecto.



844. 
201
6
119
(Mntro. Aguinaco)

Debió, tal vez, decirse: “...remitirá, en su caso...” La inconformidad puede promoverse contra el Presidente de la Corte, o de una de sus Salas.



845. 
202
65
909
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta que también involucra al artículo 203, en el sentido de que se incluya la hipótesis de que si el quejoso convino con la responsable en el pago de daños y perjuicios en cumplimiento sustituto de una ejecutoria, sin acudir para ello ante el Juez de Distrito, si existen constancias que acrediten el pago, debe considerarse que operó el referido cumplimiento sustituto. 



846. 
202
98
1326
(Mntro. Díaz)

Se modifique el texto del artículo 202, para quedar de la manera siguiente: “Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, procederá en los siguientes casos: I. Ante la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir cabalmente la sentencia de amparo; y II. Cuando la ejecución de una sentencia gravemente a la sociedad en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Dicho incidente podrá ser solicitado por cualquiera de las partes, a partir de que la sentencia cause ejecutoria, o bien, podrá ser solicitada de oficio por la suprema corte de justicia de la nación.”
OPINIÓN. Se considera que la propuesta debe atenderse, en virtud de que complementa el sistema legal al establecer otros supuestos de procedencia de la inconformidad hacía la tutela del interés social, sobre el particular del quejoso que obtuvo.



847. 
203
125
1594
(MNTRO. GONGORA)

SE DEBE ESTABLECER UNA O DOS HIPÓTESIS MÁS DE PROCEDENCIA Y MEJORAR LA QUE CONTIENE EL NUMERAL.



848. 
203
125
1595
(MNTRO. GONGORA)

SE PROPONE QUE SOLO SE PUEDA DAR CURSO A LA SOLICITUD DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO FORMULADA POR EL QUEJOSO EN TRES SUPUESTOS:

a) EN EL CASO EN QUE EL CUMPLIMIENTO PUEDA OCASIONAR MAYORES PERJUICIOS A LA SOCIEDAD O A TERCEROS.

b) EN EL CASO DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES SE NIEGUEN A DAR CUMPLIMIENTO A LAS EJECUTORIAS DE AMPARO.

c) EN EL CASO DE IMPOSIBILIDAD MATERIAL O JURÍDICA PARA CUMPLIR LA EJECUTORIA DE AMPARO.



849. 
203
125
1596
(MNTRO. GONGORA)

LAS AUTORIDADES RESPONSABLES PUEDEN SOLICITAR EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO CUANDO EXISTA IMPOSIBILIDAD MATERIAL O LEGAL PARA EL CUMPLIMIENTO ORDINARIO DE LAS EJECUTORIAS DE AMPARO.



850. 
203
125
1597
(MNTRO. GONGORA)

EN EL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DEBERÁ CONCEDERSE TAMBIÉN LEGITIMACIÓN AL MINISTERIO PÚBLICO, PARA ADVERTIR LOS CASOS EN QUE LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO REDUNDARÍAN EN UN PERJUICIO MAYOR A LA SOCIEDAD QUE EL BENEFICIO QUE OBTENDRÍA EL QUEJOSO.



851. 
203
125
1598
(MNTRO. GONGORA)

LEGITIMAR A LOS TERCEROS QUE RESENTIRÍAN MAYORES PERJUICIOS CON LA EJECUCIÓN A FIN DE QUE TUVIERAN OPORTUNIDAD DE ACTUAR EN SALVAGUARDA DE SUS INTERESES, CUANDO LA SUPREMA CORTE O EL QUEJOSO NO SOLICITARAN EL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO.



852. 
203
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se propone que la facultad oficiosa para que se de inicio al incidente de cumplimiento sustituto, lo tengan los jueces federales y no la Suprema Corte de Justicia a fin de que éste órgano no se distraiga con este tipo de cuestiones y se dedique exclusivamente a conocer cuestiones de constitucionalidad. Opinión: Se coincide con la propuesta, pues no hay razón para que la Suprema Corte sea la que tiene que iniciar tales incidentes  que versan sobre  la forma en como se va a cumplir la sentencia, y no así sobre cuestiones de constitucionalidad.



853. 
203
204
3052
(Mntra. Sánchez)

Propone que el cumplimiento sustituto pueda solicitarlo el quejoso o cualesquiera de las partes.

OPINIÓN: Es inaceptable, porque el cumplimiento sustituto sólo compete a los intereses del quejoso.



854. 
203
6
119
(Mntro. Aguinaco)

Debe permitir al quejoso la solicitud de cumplimiento sustituto no sólo cuando la ejecución afecte gravemente a la sociedad, sino también cuando por consenso de ambas partes les resulte más satisfactoria y menos complicada esa forma de cumplimento, así como cuando los actos realizados por la autoridad hagan extraordinariamente difícil, o aún imposible, la restitución a la situación anterior. 



855. 
203
98
1326
(Mntro. Díaz)

Se propone la modificación del artículo 203, en los términos siguientes: “Artículo 203. El órgano jurisdiccional tan pronto reciba la petición de apertura del incidente, acordará el inicio del mismo, y dará vista a las partes para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga y aporten las pruebas encaminadas a demostrar la causa legal y/o material que hace imposible cumplir la sentencia de amparo, o bien, los motivos por los cuales se considera que de cumplirse la sentencia de amparo se causará una afectación grave a la sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. --- Hecho lo anterior, el órgano jurisdiccional dictará la resolución dentro de los tres días siguientes. Si fuere en el sentido de que existe imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo, o bien, la demostración de la grave afectación a la sociedad en mayor proporción que beneficios al quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, el órgano jurisdiccional lo hará saber a las partes, con el objeto de que manifiesten dentro de cinco días siguientes, si es su voluntad llegar a un convenio entre ellos para cumplir la sentencia en forma sustituta. --- Si las partes no llegasen a un convenio, el órgano jurisdiccional, dará vista a las partes para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga y aporten las pruebas encaminadas a determinar cuál medios resulta más viable para cumplir en forma sustituta la sentencia de amparo, seguido ello, dictará la resolución correspondiente, en donde determinará que se cumplimentará la sentencia a través de un pago sustituto, en donde la prestación que la sentencia de amparo imponga a las autoridades obligadas al cumplimiento de la sentencia, se convierta en una obligación de dar, misma que puede traducirse, cuando la naturaleza del acto lo permita, en la entrega de un bien similar al que la sentencia de amparo establezca, o bien, a la entrega de una suma de dinero al quejoso. --- Cuando se esté en el caso de la entrega de una suma de dinero, como pago sustituto de la sentencia de amparo, el órgano jurisdiccional cuantificará dicha cantidad, tomando en cuenta únicamente el valor económico de las prestaciones de dar, hacer o no hacer, que la sentencia imponga a las autoridades obligadas a cumplir la sentencia de amparo, como si ésta se hubiera realizado puntualmente, sin que incluya conceptos o prestaciones distintas de las comprendidas en la sentencia, como sería el pago de las ganancias lícitas que el quejoso dejó de percibir con motivo del acto reclamado. --- En contra de la resolución que determina sobre la existencia  de la imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo, o bien, respecto de la demostración de la grave afectación ala sociedad, en mayor proporción que los beneficios económicos pudiese obtener el quejoso, con el cumplimiento de la sentencia de amparo, procederá inconformidad.  Asimismo, en contra de la resolución que dicte el órgano jurisdiccional, para establecer el pago sustituto procederá la queja conforme a lo previsto en el artículo 95 de esta ley.  --- Si la autoridad responsable no cumple la resolución dictada en el incidente de cumplimiento sustituto, dentro de las veinticuatro horas siguientes en el caso de la fracción I del artículo 205 o en los demás casos dentro de los tres días a que haya causado estado la resolución, el órgano jurisdiccional de amparo remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicándose, en lo conducente, las disposiciones de este título.”

OPINIÓN: Se considera que la propuesta debe atenderse, en virtud de que complementa el sistema legal al establecer otros supuestos de procedencia de la inconformidad hacía la tutela del interés social, sobre el particular del quejoso que obtuvo.



856. 
203
101
1392
(Mntro. Díaz)

Que el Capítulo IV del Título Tercero se denomine “INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO SUSTITUTO.”

OPINIÓN: Se estima carente de trascendencia, porque el contenido normativo que regula lo identifica plenamente.



857. 
203
166
2167
(Mntro. Ortíz)

Se anexe un cuarto párrafo con el texto: “Determinada la forma y cuantía de la restitución, el órgano jurisdiccional, requerirá a la responsable para que en un término de diez días de cumplimiento de manera voluntaria, y de que no hacerlo, transcurrido dicho término se proceda a embargarle bienes que garanticen tres tantos de la cuantía de la restitución determinada.”



858. 
203
170
2241
(Mntro. Ortíz)

Cuando sea el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado el que advierta la imposibilidad material para que se cumpla una resolución, el órgano que conoce del juicio deberá emitir una resolución en la que señale los motivos por los cuales debe remitirse a la Suprema Corte para que ésta determine si debe o no tramitarse el cumplimiento sustituto.



859. 
204
6
119
(Mntro. Aguinaco)

No se prevé si, cuando el acto ha sido consumado de manera irreparable, ya no procede la queja, o si da lugar a un incidente de daños y perjuicios.



860. 
204
101
1394
(Mntro. Díaz)

El trámite del incidente se sujetará al artículo 203, antes citado.

OPINIÓN: Se estima adecuada la propuesta, para hacerla congruente con sus términos.



861. 
205
134
1731
(MNTRO. GONGORA)

LA FRACCIÓN II ESTABLECE UN TÉRMINO EXCESIVO.

REDACCIÓN SUGERIDA:

“ART. 205.-…

I…

II.- EN QUINCE DÍAS… O DE TREINTA DÍAS EN LOS CASOS DE LAS FRACCIONES I, II Y III DEL ARTÍCULO 16 DE ESTA LEY.”



862. 
205
65
912
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de suprimir la fracción I, del artículo en cuestión, toda vez que es claro que se puede incurrir en exceso o defecto en el cumplimiento de la resolución que concede la suspensión al quejoso, que es el caso a que se refiere la fracción en comentario.



863. 
206
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se señala que no se justifica el que ya no se imponga a las autoridades responsables  una multa por omitir rendir su informe de cumplimiento. También propone que la  fracción II, del artículo 206 quede como sigue: “El órgano jurisdiccional de amparo requerirá a la autoridad responsable para que rinda un informe al que deberá acompañarlas constancias relativas al cumplimiento  que haya efectuado, en un plazo de tres días….”. Opinión: Se estiman correctas las propuestas, pues tienden a que el órgano jurisdiccional tenga la certeza del cumplimiento de las sentencias de amparo. 



864. 
206
6
119
(Mntro. Aguinaco)

Fracción III

Se da un plazo de tres días, que puede eventualmente resultar insuficiente, si se requieren pruebas de desahogo complicado, que hay que preparar adecuadamente: un deslinde, una testimonial o pericial, etc.



865. 
206
95
1305
(Mntro. Castro)

Dentro de las fracciones que componen el precitado artículo no se indica cuáles otras pruebas son admisibles en el presente incidente, pues si bien de conformidad con el artículo 2 del propio proyecto se establece que a falta de disposición expresa se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles, no es menos cierto que dada la naturaleza del incidente que se plantea no todas las pruebas serían admisibles, pues se trata de dilucidar si en efecto la responsable al cumplir con la sentencia de amparo se excedió en el mismo, o bien se trata de un cumplimiento defectuoso, no así de algún nuevo procedimiento; en esas condiciones el artículo 206 que se analiza es omiso al no indicar qué otras pruebas además de las documentales serían admisibles en este incidente, pues deja abierta la posibilidad de la admisión de otras pruebas.



866. 
207
166
2168
(Mntro. Ortíz)

Texto: “Si la autoridad responsable omite cumplir cabalmente con la sentencia que establece la existencia del exceso o defecto, dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el caso e la fracción I del artículo 205 o de los demás casos dentro de los tres días a que haya causado estado la resolución, el órgano jurisdiccional procederá en los términos de la fracción XVI, del artículo 107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, determinación que puede ser impugnada por la responsable dentro del término de cinco días, para que conozca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual podrá confirmar o revocar dicha determinación.”



867. 
208
6
120
(Mntro. Aguinaco)

La remisión que se hace al Capítulo V del Título Primero, es confusa. Podría precisarse el reenvío.

Lo mismo podría decirse claramente respecto del medio de defensa a emplear. Sería tal vez conveniente precisar exactamente qué medio de defensa es el adecuado, precisando los preceptos que lo establecen.



868. 
209
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se propone que al artículo 209, tercer párrafo, segunda parte, se le modifique el término de tres días por el de 24 horas , ya que se trata de la libertad personal. Opinión: Se estima correcta la propuesta pues se coincide con  que la libertad es una cuestión urgente  que ocasiona notorios perjuicios al quejoso.



869. 
209
6
120
(Mntro. Aguinaco)

Se debería de hablar de medidas de apremio o sanciones aplicables, cuando la autoridad obstaculiza la función del Secretario o Actuario.



870. 
209
169
2219
(Mntro. Ortíz)

Suprimir sus dos primeros párrafos, ya que; aun cuando resulta loable por cuanto a su objetivo, contraría las más elementales normas de la técnica de amparo, recogidas tanto por la doctrina como por la jurisprudencia de manera uniforme. 



871. 
209
78
1108
(Mntro. Castro)

Se propone modificar el tercer párrafo en lo términos siguientes:

“Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los casos en que solo las autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la sentencia de que se trate y aquellos en que la ejecución consista en dictar nueva resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto reclamado, mediante el procedimiento que establezca la ley; no obstante lo anterior en los casos en que proceda, la omisión en el cumplimiento oportuno de la ejecutoria motivará que la parte que obtuvo (sic) solicite al juez federal deje sin efecto el acto reclamado motivo de la protección federal y la ejecutoria de amparo se tenga como cumplimiento de la misma en el procedimiento que origina el acto reclamado; pero si se tratare de la libertad personal, en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolución que corresponda dentro de un término que no podrá exceder de tres días, el órgano jurisdiccional de amparo mandará ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones, darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición.”



872. 
213
6
120
(Mntro. Aguinaco)

213 y 220 

El hecho de hacer depender la jurisprudencia de la reiteración de tres sentencias, suena a algo así como a una confesión de ligereza.



873. 
213
93
1253
(Mntro. Castro)

El Título Cuarto del Proyecto se denomina “Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme”. Este Título tiene un capítulo I, denominado “Disposiciones Generales”; sin embargo, únicamente contiene disposiciones aplicables a la Jurisprudencia, o sea, sin referirse expresamente a los temas de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, por lo que respetuosamente me permito sugerir dos alternativas por las cuales se podría optar: a) Abrir un Título aparte para la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme; o bien, b) Sustituir el título del Capítulo I, por ejemplo, por el de “Disposiciones Generales aplicables a la Jurisprudencia”.

El artículo 213 dispone que: “La Jurisprudencia se establece por reiteración de criterios o por contradicción de tesis”. Es decir, se contemplan los dos sistemas tradicionales de integración de la jurisprudencia. No obstante, de la lectura de los artículos 223, 225 y 231 del propio proyecto, pareciera que se está reconociendo un nuevo sistema de integración: el de sustitución.

Si esto es así, me permito proponer la siguiente adición al texto del  artículo 213:

“La jurisprudencia se establece por reiteración de criterios, por contradicción de tesis, o por sustitución, en los casos previstos en los artículos 223, 225 y 231 de esta Ley”.



874. 
215
155
1981
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar el texto del segundo párrafo del artículo 215, para quedar como sigue:

Artículo 215.- …

La que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los otros Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo. Asimismo, se interrumpe la obligatoriedad de la jurisprudencia sustentada por un Tribunal Colegiado cuando ante un órgano jurisdiccional, con motivo de un caso concreto, se invoque otra jurisprudencia de otro Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo distinto y contenga un criterio contrario a la primera hasta en tanto se resuelva la contradicción.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



875. 
215
213
3107
(Mntro. Silva)

TEMA: Necesidad de que la jurisprudencia sea obligatoria para todas las autoridades, de cualquier nivel y materia, y la obligatoriedad de la jurisprudencia establecida por los colegiados al resolver inconstitucionalidad de leyes locales y estatales. 

Artículo 215.- La Jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Colegiados de Circuito, los Tribunales Unitarios de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares, Judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y Tribunales Administrativos o de Trabajo, locales o federales y para todo tipo de autoridades de cualquier nivel y materia de la administración pública. La que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo será obligatoria para los órganos mencionados cuya sede sea el lugar de residencia del Tribunal que forme la jurisprudencia, a pesar de que exista jurisprudencia de Tribunales Colegiados de otros Circuitos con criterio opuesto; lo anterior, hasta en tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación emita jurisprudencia por unificación de los criterios contradictorios. La que sea creada con motivo de la interpretación de leyes estatales y reglamentos municipales será obligatoria también para los tribunales estatales, autoridades del mismo nivel y autoridades administrativas municipales del estado sede del tribunal colegiado de amparo. 


876. 
215
197
2951
(Mntra. Sánchez)

SE ESTIMA INADECUADO EL TEXTO QUE SE PROPONE SIENDO QUE DEBERIA CONSERVARSE EL VIGENTE ARTÍCULO 193, RESPECTO A LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA.



877. 
215
198
2961
(Mntra. Sánchez)

La ponencia estima incorrecta la disminución de precedentes para la creación de jurisprudencia y estima que es incorrecto que la jurisprudencia de Tribunales Colegiados, sea también obligatoria para los propios Tribunales Colegiados. Opinión: Se comparte la posición de la ponencia puesto que por un lado el hecho de que se tuvieran que analizar cinco precedentes, daba oportunidad a que se reflexionara con tiempo respecto de las cuestiones planteadas, y había un margen de cinco asuntos para pensar el problema, lo cual genera certeza y seguridad jurídica. Por otro lado, igualmente se considera que es incorrecto que la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados sea obligatoria para los propios Tribunales Colegiados, puesto que en primer término son de la misma jerarquía y en segundo lugar pueden disentir en los criterios dando lugar a las contradicciones de tesis que posteriormente la Suprema Corte resuelve dando lugar a una unificación en los criterios que aplicarán. 



878. 
215
200
3003
(Mntra. Sánchez)

Se propone que la obligatoriedad en amparo contra leyes se haga extensiva a autoridades diversas a las jurisdiccionales. Opinión: Estimo que al apartarse del principio de relatividad para el caso de que exista jurisprudencia sobre inconstitucionalidad de leyes,  trae como efecto la derogación de la ley declarada de inconstitucional, por lo que es evidente que dicha ley ya no podría ser aplicada por ninguna autoridad, en esa tesitura, saldría sobrando la aclaración sugerida. 

Se  propone que en artículo 215 se incluya a los Tribunales Unitarios en cuanto a la obligatoriedad de la jurisprudencia. Opinión: No se comparte tal propuesta pues no debe pasar desapercibido que en la propuesta de ley, los Tribunales Unitarios están desapareciendo.



879. 
215
206
3059
(Mntra. Sánchez)

Se propone que el legislador adicione en la ley una sanción, que deben aplicar los tribunales de amparo en sus sentencias, cuando las autoridades responsables incumplan con el deber de aplicar la jurisprudencia que establezcan la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, y los tribunales colegiados de circuito de amparo.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues debe tomarse en cuenta que los jueces comunes son personas que , por lo mismo, son falibles.



880. 
215
211
3093
(Mntra. Sánchez)

1.- Que en el art. 215, párrafo II, hay un error en la redacción, pues como está redactado da a entender que los tribunales colegiados que no hayan establecido jurisprudencia, quedan obligados por la jurisprudencia que hayan establecido otros tribunales, por lo que se propone adicionar el segundo párrafo para quedar así:  “.. con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los demás tribunales colegiados de circuito de amparo.”

OPINIÓN: Es correcta la propuesta, por cuestión de seguridad jurídica.

2.-También se propone agregar, al art. 215, un párrafo tercero y un párrafo cuarto, en iguales términos en que está redactado el art. 196 de la Ley de Amparo actual; para que se indique cómo se debe hacer  una denuncia de contradicción de tesis, en los casos en que no comparta, al resolver un asunto, el criterio de otro tribunal colegiado en amparo.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la sugerencia, pues de la interpretación armónica de los arts. 219 y 229 del proyecto, se infiere el procedimiento para hacer la denuncia de contradicción.



881. 
215
6
121
(Mntro. Aguinaco)

¿No ha de poder modificar la jurisprudencia el Órgano que la establece?. Y si puede cambiarla cuando lo estime conveniente, ¿en qué es obligatoria?. Lo que sería obligatorio es razonar el cambio, pero es absurdo tener que decir esto. Esto vuelve a ser una especie de confesión de ligereza y superficialidad.



882. 
215
17
336
(Mntro. Aguinaco)

La jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito debe ser obligatoria, sólo en su Circuito, para evitar que se apliquen criterios contrarios por Tribunales del Fuero Común de distintas entidades.



883. 
215
168
2202
(Mntro. Ortíz)

Debe precisarse que la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito no es obigatoria para los Tribunales de la misma naturaleza, lo que deriva del texto del segundo párrafo de este numeral.



884. 
215
171
2253
(Mntro. Ortíz)

Se desatiende toda una corriente de opinión jurídica en el sentido de que la jurisprudencia que establezcan  los órganos jurisdiccionales competentes en materia de amparo debe ser obligatoria para las autoridades administrativas.



885. 
215
96
1312
(Mntro. Castro)

PROPUESTA.

Bajo este orden de ideas, nuestra propuesta específica radica en que, dejándose intocada la redacción actual del primer párrafo del artículo 215 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, se corrija la del párrafo segundo, de tal suerte que en lo sucesivo dicho precepto quede como sigue:

“Artículo 215. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los tribunales colegiados de circuito, los juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatorio para los órganos mencionados en el párrafo anterior y que estén sometidos a su competencia territorial, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de dichos tribunales”



886. 
216
6
121
(Mntro. Aguinaco)

Es algo así como tomar en cuenta la experiencia del juez, para extraer de ella lo que sirva, darle forma y entregarlo al mundo como norma abstracta. Esto es legislar y negar la esencia misma de la jurisprudencia. La jurisprudencia es lo que se resuelve, en relación con la litis concreta del caso concreto. Las consideraciones jurídicas que están más allá de la litis resulta, aunque sean sabias y puedan ayudar a entender la solución del problema, definitivamente no son jurisprudencia. Repetir el texto de la sentencia, en la tesis sin abstraer ni agregar, permitirá a jueces y litigantes saber si el caso es precedente aplicable al que tienen enfrente, y hasta qué punto.



887. 
217
6
123
(Mntro. Aguinaco)

¿Es realmente necesaria una mayor premura?



888. 
217
93
1255
(Mntro. Castro)

3. El artículo 217 del Proyecto dispone los siguiente:

“El pleno, la sala o el tribunal colegiado deberán remitir las tesis en el plazo de quince días al Semanario Judicial de la Federación para su publicación.”.

Propongo que el término “Semanario Judicial de la Federación”, que puede referirse al órgano que publica o a la publicación en sí misma, se sustituya por el siguiente: “…al órgano competente para su publicación, sistematización y publicación en el medio de difusión oficial.”.


889. 
218
6
123
(Mntro. Aguinaco)

Se requiere una afinación del lenguaje, pues dice que se publicarán “las ejecutorias… y los otros particulares, siempre que se trate de los necesarios para constituir jurisprudencia o para interrumpirla…”.

Creo que los votos y las sentencias aisladas se deben publicar siempre que tengan interés (y siempre deberían tenerlo) para jueces y litigantes que pueden enfrentar casos similares.



890. 
218
93
1255
(Mntro. Castro)

Propongo que el término “Semanario Judicial de la Federación”, se sustituya por el de “órgano oficial de difusión”.



891. 
219
155
1981
(Mntro. Gudiño)

Propone se adiciones un segundo párrafo al artículo 219, en los siguientes términos:

Artículo 219.- …

Cuando ante un Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, invoque en el asunto de su conocimiento la jurisprudencia de otro Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo, al Tribunal ante quien se invoca deberá:

I. Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial invocada;

II. Cerciorarse de la aplicabilidad de la tesis jurisprudencial que invoca, al caso concreto a estudio;

III. Adoptar dicha tesis jurisprudencial en su resolución, resolviendo el asunto conforme al criterio de la misma; y

IV. En caso contrario, exponer las razones por las cuales considera que no debe adoptar tal criterio y solicitar al Pleno o a la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ejerza su faculta de atracción o su competencia originaria enviando los autos del negocio a la Suprema Corte de Justicia.

Una vez recibida la solicitud, se turnará a un Ministro a fin de que formule el proyecto de resolución. El Pleno o la Sala podrán decidir si se abocan al conocimiento del asunto o desechar la solicitud. En la primera hipótesis, la solución de la Suprema Corte de Justicia adquirirá la naturaleza de jurisprudencia por contradicción. En la segunda, se devolverán los autos al Tribunal que inicialmente conoció de los mismos para que procedan a resolver conforme a su criterio.

Opinión: Se considera correcta la propuesta, pero sólo en cuanto pone de manifiesto que es necesario incluir en el proyecto una disposición equivalente al artículo 196 de la actual Ley de Amparo.



892. 
219
6
123
(Mntro. Aguinaco)

Exhibir copia certificada de la o las sentencias que se mencionen, debería ser suficiente, a falta de publicación, si la jurisprudencia no ha de ser una legislación que no surta efectos sino a partir de su publicación. Y quien lo desee, puede probar que hay criterios en contrario. 



893. 
220
155
1981
(Mntro. Gudiño)

Propone suprimir la expresión “resueltas en diferentes sesiones”  de los artículos 220 y 221.

Opinión: No se comparte la propuesta.



894. 
220
197
2952
(Mntra. Sánchez)

Artículos 220 y 221

SE ESTIMA INNECESARIO EL SEÑALAR QUE LA JURISPRUDENCIA SE ESTABLECERÁ CUANDO SE SUSTENTE UN MISMO CRITERIO EN TRES SENTENCIAS RESUELTAS EN DIFERENTES SESIONES.

 

895. 
220
211
3096
(Mntra. Sánchez)

El art. 220 se refiere a la jurisprudencia del Pleno  por reiteración de criterios; se propone suprimir la frase: “…resueltas en diferentes sesiones”.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues dicha frase tiende a que el Pleno, antes de establecer una jurisprudencia sobre determinado tema, tenga oportunidad de reflexionar y analizar los diferentes conceptos de violación que al respecto pudieran plantearse, los que obvio no serían en una misma sesión. Ejemplo: El art. 151 de la Ley Aduanera, primero se declaró en tesis aislada inconstitucional y posteriormente constitucional.



896. 
220
6
120
(Mntro. Aguinaco)

213 y 220

El hecho de hacer depender la jurisprudencia de la reiteración de tres sentencias, suena a algo así como a una confesión de ligereza.



897. 
220
95
1306
(Mntro. Castro)

Artículos 220 y 221.

Establecen que la Jurisprudencia podrá formarse por reiteración ya sea del Pleno y de las Salas de la Suprema Corte con tres sentencias sin ninguna en contrario en diferentes sesiones, con lo cual no se está de acuerdo por ser muy pocos asuntos en un mismo sentido para poder formular jurisprudencia, para lo cual debería dejarse el criterio que la misma ley en vigor señala de cinco ejecutorias sin ninguna en contrario.



898. 
221
155
1981
(Mntro. Gudiño)

Propone suprimir la expresión “resueltas en diferentes sesiones”  de los artículos 220 y 221.

Opinión: No se comparte la propuesta.



899. 
221
197
2952
(Mntra. Sánchez)

Artículos 220 y 221

SE ESTIMA INNECESARIO EL SEÑALAR QUE LA JURISPRUDENCIA SE ESTABLECERÁ CUANDO SE SUSTENTE UN MISMO CRITERIO EN TRES SENTENCIAS RESUELTAS EN DIFERENTES SESIONES.



900. 
221
211
3096
(Mntra. Sánchez)

El art. 221 se refiere a la jurisprudencia de las Salas  por reiteración de criterios; se propone suprimir la frase: “…resueltas en diferentes sesiones”.

OPINIÓN: No se está de acuerdo con la propuesta, pues dicha frase tiende a que las Salas, antes de establecer una jurisprudencia sobre determinado tema, tengan oportunidad de reflexionar y analizar los diferentes conceptos de violación que al respecto pudieran plantearse, los que obvio no serían en una misma sesión. Ejemplo: El art. 151 de la Ley Aduanera, primero se declaró en tesis aislada inconstitucional y posteriormente constitucional.



901. 
221
95
1306
(Mntro. Castro)

Artículos 220 y 221.

Establecen que la Jurisprudencia podrá formarse por reiteración ya sea del Pleno y de las Salas de la Suprema Corte con tres sentencias sin ninguna en contrario en diferentes sesiones, con lo cual no se está de acuerdo por ser muy pocos asuntos en un mismo sentido para poder formular jurisprudencia, para lo cual debería dejarse el criterio que la misma ley en vigor señala de cinco ejecutorias sin ninguna en contrario.



902. 
222
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se propone que cuando una jurisprudencia sea interrumpida,  sea también publicada la ejecutoria que la interrumpió a fin de darle publicidad entre juzgadores y litigantes. Opinión. Creo que es importante esta propuesta a fin de evitar que se sigan aplicando jurisprudencias que ya no están vigentes y se tenga un conocimiento actualizado de los criterios de la Suprema Corte de Justicia.



903. 
222
6
123
(Mntro. Aguinaco)

Es incorrecto que una jurisprudencia siga siendo obligatoria después de que ha sido desechada por una mayoría de Ministros, aunque no sea una mayoría calificada; se va a seguir imponiendo un criterio que no parece correcto a la mayoría, y desechado por el órgano aunque con anterioridad le hubiese parecido correcto a otra mayoría calificada.



904. 
224
193
2723
(Mntra. Sánchez)

No obstante que conforme con el artículo 223, en la sustitución de la jurisprudencia deben observarse las mismas reglas establecidas para su formación, esto es, tres resoluciones en el mismo sentido, el texto del artículo 224 da la impresión que basta que se resuelva la petición correspondiente en el sentido de que una jurisprudencia debe sustituirse para que con dicha resolución tal efecto se produzca.

Se comparte la propuesta, pues en este sentido se debería aclarar si con la resolución que recaiga a la petición de sustitución sólo se interrumpe y con dos criterios posteriores en el mismo sentido se entenderá que el nuevo criterio sustituye al anterior o bien, si basta con la resolución correspondiente para que se entienda sustituida y el nuevo criterio constituya jurisprudencia., pues en este último caso estaríamos en otro supuesto de formación de jurisprudencia y por tanto debería modificarse también el artículo 213 del proyecto, en el que sólo se establece que existe jurisprudencia por reiteración y por contradicción.  



905. 
224
211
3098
(Mntra. Sánchez)

El art. 224, se refiere a la petición de interrupción o sustitución de la jurisprudencia, cuando se presente un caso concreto; y la redacción de dicho art. presenta algunas lagunas; ya que: a) No dice, si el caso concreto debe resolverse antes o después de interrumpirse o sustituirse la jurisprudencia; y b) el segundo párrafo nada dice sobre la interrupción, sino sólo sobre la sustitución, pero no dice si la nueva tesis constituye jurisprudencia; se propone modificar dicho artículo para que la petición sea sobre un caso ya resuelto,  y que la nueva tesis constituya jurisprudencia.

OPINIÓN: Se está de acuerdo con la primera propuesta, por cuestión de seguridad jurídica; y no se apoya la segunda, sino sólo que la nueva tesis sea aislada, para que nuevas reflexiones definan el criterio a seguir.



906. 
224
93
1256
(Mntro. Castro)

Propongo que el término “integrantes”, se sustituya por el de “Magistrados”; ello porque los integrantes de los Tribunales Colegiados son diversos.



907. 
225
197
2953
(Mntra. Sánchez)

SE CONSIDERA QUE NO ES ATINADA LA PROPUESTA DE QUE EL PLENO O LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE A PETICIÓN DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE AMPARO EJERZAN SU COMPETENCIA ORIGINARIA A FIN DE INTERRUMPIR O SUSTITUIR LA JURISPRUDENCIA.



908. 
225
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se propone que solo las partes en el juicio deberían ser las facultadas para pedir la interrupción de una jurisprudencia que se les está aplicando en su perjuicio. Opinión: Coincido con la ponencia, toda vez que los Tribunales Colegiados no lo único que están haciendo es aplicar la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia pero en realidad a los que perjudica son a las partes, por lo que solo ellos podrían solicitar la revisión del criterio y en su caso la interrupción. 



909. 
227
6
124
(Mntro. Aguinaco)

227 y 228

Parece haber contradicción en el espíritu de la jurisprudencia por contradicción de tesis, pues ahora una sola decisión, por mayoría simple, ya es jurisprudencia obligatoria.



910. 
228
211
3100
(Mntra. Sánchez)

El art.228, segundo párrafo, presenta error en la redacción, ya que da a entender que el órgano correspondiente primero analiza el aspecto de fondo, y con posterioridad sobre la existencia o inexistencia de la contradicción de tesis, o bien si ésta quedó sin materia. Se propone corregir la redacción.

OPINIÓN: Se está de acuerdo en que se corrija la redacción.



911. 
228
6
124
(Mntro. Aguinaco)

227 y 228

Parece haber contradicción en el espíritu de la jurisprudencia por contradicción de tesis, pues ahora una sola decisión, por mayoría simple, ya es jurisprudencia obligatoria.



912. 
228
6
124
(Mntro. Aguinaco)

Esto, es legislar. Sólo habría de desechar ambos criterios, total o parcialmente. Pero en manera alguna es procedente legislar una jurisprudencia. La jurisprudencia es por esencia, lo resuelto en la litis de una controversia. 

Lo correcto sería que los casos de contradicción de tesis se resolvieran, como recursos que modificasen la cosa juzgada. Así, los litigantes tendrían interés en que se resolvieran las contradicciones, y los juzgadores de éstas podrían admitir o desechar, sin expresión de causa, los casos que carecieran de interés general para la vida judicial del país.



913. 
228
93
1256
(Mntro. Castro)

Podría modificarse, para mayor precisión, por lo siguiente: “En ambos casos deberán ser aprobados, al menos, por mayoría simple.”.

Por otro lado, en cuanto al segundo párrafo del propio artículo 228 del Proyecto propongo que, además de sustituir el término “resolverse” por “resolver”, se agregue después del punto lo siguiente: “En caso de que existan cuestiones relevantes que no sean objeto de la contradicción, deberán resolverse para fijar el criterio correspondiente”, esto para que se establezcan los criterios que sin ser objeto de la contradicción, permitan sentar un criterio relevante en la materia del que derivan.



914. 
229
197
2953
(Mntra. Sánchez)

SE ELIMINA LA LEGITIMACIÓN DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA PARA REALIZAR LA DENUNCIA DE CONTRADICCIÓN DE TESIS, ADEMÁS SE CONSIDERA IMPRECISO EL SEÑALAR QUE ESTARAN LEGITIMADAS “LAS PARTES EN LOS ASUNTOS QUE LOS MOTIVARON” SIENDO QUE DEBE SEÑALARSE CUALES SON ESAS PARTES.



915. 
229
7
141
(Mntro. Aguinaco)

Proyecto.  Nueva Ley de Amparo

Se propone que solamente las partes que intervinieron en el juicio de amparo tengan legitimación para denunciar la contradicción de tesis de los Tribunales Colegiados.



916. 
229
169
2222
(Mntro. Ortíz)

Adicionar como otra autoridad legitimada para realizar la denuncia de contradicción, a los Jueces de Distrito que hayan conocido en primera instancia de los asuntos que generaron la resolución del Tribunal Colegiado de Circuito  o de las salas de Suprema Corte de Justicia que resulten parte de la contradicción.



917. 
229
93
1257
(Mntro. Castro)

Propongo que la legitimación para denunciar posibles contradicciones de tesis no sólo recaiga, entre otros, en los “integrantes” de los Tribunales Colegiados, sino ampliarla a los Magistrados de Circuito de amparo y Jueces Federales”, ya que no es conveniente imposibilitar y atar de manos a las posibles sugerencias que, en orden de mejor funcionamiento de la jurisdicción, pudieran dar los Magistrados y Jueces Federales, sobre todo en aspectos procedimentales que ellos viven diariamente y que seguramente propiciarían la agilización o eficacia de la aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico.

En el mejor de los casos, y ante la frecuente discrepancia de criterios en la interpretación de una norma, que provoca durante largo tiempo situaciones de gran confusión y desconcierto, esta medida coadyuvaría a la pronta unificación de criterios en beneficio de la seguridad jurídica de los justiciables. En caso contrario, ante la falta de una respuesta uniforme de la Suprema Corte, se seguirán consolidando situaciones jurídicas individualizadas incompatibles con el criterio sentado finalmente por ese Alto Tribunal, todo ello en perjuicio de la garantía de igualdad de los particulares.



918. 
231
6
124
(Mntro. Aguinaco)

Esto, es legislar. Sólo habría de desechar ambos criterios, total o parcialmente. Pero en manera alguna es procedente legislar una jurisprudencia. La jurisprudencia es por esencia, lo resuelto en la litis de una controversia. 

Lo correcto sería que los casos de contradicción de tesis se resolvieran, como recursos que modificasen la cosa juzgada. Así, los litigantes tendrían interés en que se resolvieran las contradicciones, y los juzgadores de éstas podrían admitir o desechar, sin expresión de causa, los casos que carecieran de interés general para la vida judicial del país.



919. 
231
22
436
(Mntro. Aguinaco)

Sería auxiliar para los Ministros que los Magistrados les sugieran por escrito, opinión fundada y motivada de los asuntos resueltos bajo su jurisdicción, sin la obligación de ser ésta contestada, pudiendo las opiniones, según su importancia a juicio de las Salas o del Pleno, ser publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.



920. 
231
93
1259
(Mntro. Castro)

Propongo que, para mayor precisión, se disponga lo siguiente:

“Los Ministros, con motivo de un caso concreto, podrán solicitar al Pleno o a las Salas de la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la sustitución de la jurisprudencia por contradicción, expresando las razones que la justifican. La sustitución se tramitará en los términos del párrafo segundo del artículo 224 de esta Ley”.



921. 
232
154
1967
(Mntro. Gudiño)

Propone establecer un sistema intermedio para la Declaración General de Inconstitucionalidad, en el que se involucre a la Suprema Corte de Justicia, como vigilante de la Constitución, y al Poder Legislativo, como máximo intérprete de la misma; es decir, que la Suprema Corte envíe al órgano de origen de la ley reclamada y sea éste el que realice el proceso legislativo para declara la nulidad o invalidez de la ley.

Opinión: No se comparte la propuesta.



922. 
232
224
3260
(Mntro. Silva)

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente.



923. 
232
197
2954
(Mntra. Sánchez)

Artículos 232 y 233

SE ESTIMA INNECESARIA LA DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O BIEN DE INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN, PUES LA JURISPRUDENCIA YA TIENE ESOS EFECTOS.



924. 
232
200
3003
(Mntra. Sánchez)

Se propone que la jurisprudencia que sustenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación declarando la inconstitucionalidad de leyes, debe tener efectos generales sólo cuando se produzca con motivo del juicio de amparo indirecto en el que haya intervenido como autoridad el Poder Legislativo para poder darle oportunidad de defender la ley reclamada. Opinión: Parece correcta la propuesta en virtud de que sería la única vía en la que el Poder Legislativo, como autor de la ley, podría defenderla, en esa tesitura resultaría correcto que solo en los casos de amparo indirecto se hiciera jurisprudencia por inconstitucionalidad de leyes.



925. 
232
6
125
(Mntro. Aguinaco)

Vuelve a incurrir en el afán de legislar por la Corte. Para que la jurisprudencia surta efectos erga omnes, hace falta un acto legislativo: una declaratoria (que debería tener promulgación, refrendo y veto). Sin eso la ley declarada inconstitucional en la jurisprudencia, seguirá surtiendo efectos.



926. 
232
10
207
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 71 y 232

Se propone eliminar los artículos 71, segundo párrafo,  232 y demás relativos, en los que previenen que la Suprema Corte podrá hacer una declaratoria general, con motivo de la jurisprudencia que establezca la inconstitucionalidad de una norma general, porque contravienen la “Fórmula Otero”, misma que debe conservarse.



927. 
232
168
2203
(Mntro. Ortíz)

232, 233 y 234

Que sea obligación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emplazar al órgano legislativo que expidió la norma general, para que dé cumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad, presentando al máximo Tribunal un proyecto de reforma de la norma relativa, haciendo con ello una especie de cumplimiento de declaración general.



928. 
232
95
1307
(Mntro. Castro)

Artículos 232 y 233.

Establecen que cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación establezca jurisprudencia por reiteración la cual se determina la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme a una regla general, respecto de la Constitución Federal, se procederá a ser declaratoria general, lo cual viene a dar fin con el principio de relatividad de la sentencia (FÓRMULA OTERO), lo cual no debe ser permitido, atendiendo a que el juicio es un medio de control constitucional, el cual sólo se ocupa de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y protegerlas si procediere en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, pues; lo que se requiere es que la jurisprudencia por reiteración, la cual determine que la constitucionalidad se cumpla, entonces no es necesario que se que haga una declaratoria general, si no obligar a que se cumpla la jurisprudencia, atendiendo al contenido al contenido del artículo 192 de la Ley de Amparo actual, y no acabar con la fórmula “OTERO” dado que si existe jurisprudencia de determinado caso, es obvio que los tribunales tanto federales, como del orden común, tienen que acatarla, y si no lo hacen obligar a su cumplimiento, y no hacer la declaratoria general correspondiente.



929. 
233
157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone se elimine la exigencia de que previamente a la declaración se pueda convocar a quien se estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre el alcance de aquélla.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



930. 
233
224
3261
(Mntro. Silva)

Dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad. Previo a la declaración, convocará a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de ésta.



931. 
233
197
2954
(Mntra. Sánchez)

Artículos 232 y 233

SE ESTIMA INNECESARIA LA DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O BIEN DE INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN, PUES LA JURISPRUDENCIA YA TIENE ESOS EFECTOS.



932. 
233
6
126
(Mntro. Aguinaco)

¿No sería bueno en ese espíritu abrir un nuevo juicio contradictorio sobre si se ha de aplicar erga omnes la jurisprudencia, con pruebas y alegatos, oyendo a todas las partes interesadas?



933. 
233
25
456
(Mntro. Aguirre)

Una vez formulada la declaratoria general de inconstitucionalidad, la Suprema Corte no requiere de ningún punto de vista. En el proyecto no se precisan los efectos que se pretenden con la audiencia ni de que manera puede influir en tal declaratoria.



934. 
233
168
2203
(Mntro. Ortíz)

232, 233 y 234

Que sea obligación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emplazar al órgano legislativo que expidió la norma general, para que dé cumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad, presentando al máximo Tribunal un proyecto de reforma de la norma relativa, haciendo con ello una especie de cumplimiento de declaración general.



935. 
233
93
1259
(Mntro. Castro)

Propongo que se diga “el Pleno de la Suprema Corte de Justicia …



936. 
233
95
1307
(Mntro. Castro)

Artículos 232 y 233.

Establecen que cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación establezca jurisprudencia por reiteración la cual se determina la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme a una regla general, respecto de la Constitución Federal, se procederá a ser declaratoria general, lo cual viene a dar fin con el principio de relatividad de la sentencia (FÓRMULA OTERO), lo cual no debe ser permitido, atendiendo a que el juicio es un medio de control constitucional, el cual sólo se ocupa de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y protegerlas si procediere en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, pues; lo que se requiere es que la jurisprudencia por reiteración, la cual determine que la constitucionalidad se cumpla, entonces no es necesario que se que haga una declaratoria general, si no obligar a que se cumpla la jurisprudencia, atendiendo al contenido al contenido del artículo 192 de la Ley de Amparo actual, y no acabar con la fórmula “OTERO” dado que si existe jurisprudencia de determinado caso, es obvio que los tribunales tanto federales, como del orden común, tienen que acatarla, y si no lo hacen obligar a su cumplimiento, y no hacer la declaratoria general correspondiente.



937. 
234
224
3261
(Mntro. Silva)

La declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia y establecerá: 

I.- La fecha de su entrada en vigor;

II.- Su obligatoriedad general; y

III.- Los alcances y las condiciones de la declaración de inconstitucionalidad. 

Los efectos de esta declaración no serán retroactivos, salvo en materia penal en términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



938. 
234
6
126
(Mntro. Aguinaco)

La jurisprudencia se aplicaría sólo para el futuro pero esto debería decirlo la ejecutoria misma que establece la jurisprudencia y el tribunal, al dictarla, debería tener en cuenta el momento de su aplicación. El proyecto, en su espíritu legislativo, habla de “entrada en vigor”.

Resulta peligrosa la aplicación retroactiva de toda interpretación jurisprudencial penal. 



939. 
234
168
2203
(Mntro. Ortíz)

232, 233 y 234

Que sea obligación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emplazar al órgano legislativo que expidió la norma general, para que dé cumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad, presentando al máximo Tribunal un proyecto de reforma de la norma relativa, haciendo con ello una especie de cumplimiento de declaración general.



940. 
235
128
1635
(MNTRO. GONGORA)

QUE LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, TENGA EFECTOS DE “VETO”, PROPONE ADICIÓN AL ARTÍCULO 235:

“…LA PUBLICACIÓN DE LAS DECLARACIONES GENERALES DE INCONSTITUCIONALIDAD A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO ANTERIOR, TENDRÁN EL EFECTO QUE TIENEN LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, PREVISTAS EN EL PÁRRAFO C) DEL ARTÍCULO 72, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS O SUS CORRELATIVOS, EN LAS CONSTITUCIONES POLÍTICAS DE CADA UNA DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS…”



941. 
235
224
3262
(Mntro. Silva)

Las declaraciones generales de inconstitucionalidad, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.


942. 
235
6
127
(Mntro. Aguinaco)

Al igual que las demás leyes, la jurisprudencia erga omnes se ha de publicar en el Diario Oficial.



943. 
235
93
1260
(Mntro. Castro)

En el artículo 235 sugiero que en lugar de decir “Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva”; se establezca: “en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial del Poder Judicial y en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.”.


944. 
236
197
2955
(Mntra. Sánchez)

SE CONSIDERA ACERTADO LA INCLUSIÓN DE MEDIDAS DISCIPLINARIAS A LOS ASISTENTES A LAS AUDIENCIAS, LO QUE HACE INNECESARIO APLICAR SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.



945. 
236
6
127
(Mntro. Aguinaco)

Las medidas de apremio deberían extenderse a cualquier autoridad que tenga que ver con acatamiento de suspensiones o ejecutorias de amparo. Aunque esto correspondería, en rigor, al artículo 237.



946. 
236
19
360
(Mntro. Aguinaco)

Se propone que en los casos que existan promociones irrespetuosas, se dé vista al Ministerio Público con relación a aspectos de los que pudiere derivar responsabilidad penal; asimismo que esta posibilidad de actuación se vea reflejada en el texto del artículo 236 del proyecto de Ley de Amparo.



947. 
237
64
871
(Mntro. Azuela)

Se estima inatendible la propuesta de que se precise en la fracción primera del artículo el monto de la multa a imponer como medida de apremio, cuando el apremiado no sea jornalero, obrero o trabajador, puesto que el monto de dicha multa lo prevé el artículo 255.

Igualmente inatendible se estima la propuesta de incluir un último párrafo al artículo 237, a efecto de establecer en el que “en caso de desacato podrá denunciarse ante el Ministerio Público Federal, para que consigne los hechos”; ya que esa hipótesis la prevé la fracción III del artículo de que se trata.

Por otra parte, se estima atendible que se incluya en la fracción IV, como medida de apremio, el arresto hasta por treinta y seis horas, el texto que se propone sería: IV. Arresto hasta por treinta y seis horas.



948. 
237
197
2956
(Mntra. Sánchez)

SE CONSIDERA ACERTADO LA INCLUSIÓN DE MEDIDAS DISCIPLINARIAS A LOS ASISTENTES A LAS AUDIENCIAS, LO QUE HACE INNECESARIO APLICAR SUPLETORIAMENTE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.



949. 
237
6
127
(Mntro. Aguinaco)

Fracción III

Lo prescrito pareciera implicar el arresto del infractor, para “ponerlo a disposición del Ministerio Público.” ¿Qué hacer si el infractor es el Ministerio Público’ ¿Y qué con las autoridades infractoras? En el caso de los particulares pareciera no haber problema.



950. 
238
197
2957
(Mntra. Sánchez)

CONVENIENTE ESPECIFICACIÓN DE LA BASE PARA EL CÁLCULO DE LAS MULTAS Y EL TOPE DE LAS MISMAS CUANDO SE TRATE DE JORNALEROS, OBREROS O TRABAJADORES.



951. 
238
6
128
(Mntro. Aguinaco)

Segundo párrafo

¿Se refiere el precepto a todas las personas sujetas a un contrato de trabajo, al hablar de jornalero, obrero o trabajador? Hay trabajadores de alto nivel, que ganan mucho más que un profesionista libre.



952. 
238
111
1443
(Mntro. Díaz)

La multa prevista en el artículo 238, párrafo segundo, debe suprimirse o actualizarse, pues aun cuando se trata de jornalero, obrero o trabajador debería aumentarse para hacer efectivo el objetivo que se persigue con la imposición de sanciones, máxime que esa multa sería inequitativa para las demás partes en el juicio que no tengan las calidades anotadas.

OPINIÓN:  Estimo que el amparo debe ser accesible para todos los gobernados.  Luego, si se permite que a jornaleros, obreros o trabajadores se impongan multas elevadas, esto podría desalentar la promoción de amparos en detrimento del respeto de las garantías individuales de estas personas.



953. 
238
170
2242
(Mntro. Ortíz)

Es conveniente se señale que la multa que se imponga a los servidores públicos sea tomando en cuenta su salario diario integrado y no el mínimo en el Distrito Federal.



954. 
239
196
2902
(Mntra. Sánchez)

RESULTA CONVENIENTE SANCIONAR A LOS RESPONSABLES DE LAS DEPENDENCIAS OFICIALES QUE UTILIZAN SIN MOTIVO EL JUICIO DE GARANTÍAS QUE SE CREÓ POR EXCEPCIÓN, PUES INDUDABLEMENTE LOS ACTOS EN SU CONTRA NO SON VIOLATORIOS DE GARANTÍAS DE LAS QUE CARECEN Y OBLIGA A UTILIZARLO SÓLO CUANDO MEDIE LA RAZÓN.



955. 
239
197
2957
(Mntra. Sánchez)

SE ESTABLECE UN CASO DE EXCEPCIÓN PARA LA APLICACIÓN DE LAS MULTAS CUANDO SEA CON MOTIVO DE ASUNTOS PROMOVIDOS CONTRA ACTOS DEL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL, ELLO POR LA NATURALEZA DE LOS MISMOS Y SU TRASCENDENCIA.



956. 
240
68
941
(Mntro. Azuela)
En la ponencia, que involucra también los artículos 241,  246, 251, 257, 258, 265, y 266, se propone suprimir las responsabilidades y sanciones qye en dichos numerales se establecen. Se comparte la propuesta.



957. 
240
6
128
(Mntro. Aguinaco)

Castigar con pena criminal y además con multa administrativa, pareciera poner albarda sobre aparejo. ¿Qué afán en castigar a los particulares, que no se ve para castigar a las autoridades violadoras de garantías?



958. 
245
160
2059
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar el texto del artículo 245, para quedar como sigue:

“Artículo 245.- En el caso del artículo 27, fracción II y su párrafo final, si el encargado de la oficina de correos no envía el oficio de referencia se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



959. 
245
6
128
(Mntro. Aguinaco)

Se debería prever el caso en que se envíe el oficio, pero no se devuelva el talón de acuse de recibo claramente identificable.



960. 
246
198
2961
(Mntra. Sánchez)

La ponencia propone que no se justifica el incremento de las multas a que se hagan acreedores las autoridades responsables, auxiliares o  funcionarios judiciales puesto que si incurren en faltas se debe a la carga de trabajo. Opinión: No se comparte la postura de la ponencia, pues se debe tratar de obtener una excelencia en la impartición de justicia pese a las cargas de trabajo. 



961. 
246
6
128
(Mntro. Aguinaco)

¿Cuándo les revoquen sus sentencias a los Magistrados y Jueces, también los han de castigar? ¿Sólo los errores en el más alto nivel son excusables? Los actuarios son quienes, supongo, ganan menos en el escalafón de sueldos, pero quienes han de pagar rigurosamente por sus errores. Castíguese la mala fe, no el error, a veces, justificable.



962. 
246
184
2574
(Mntro. Ortíz)

El texto de los artículos 66, 67 y 246  se traslade al título primero, capítulo IV  para complementar y agotar el tema de la institución jurídica denominada “notificaciones”.



963. 
247
6
129
(Mntro. Aguinaco)

Parece obedecer al deseo de reprimir a los litigantes.



964. 
248
6
129
(Mntro. Aguinaco)

Parece obedecer al deseo de reprimir a los litigantes.



965. 
248
173
2268
(Mntro. Ortíz)

La deficiencia del artículo se pone de manifiesto tomando en cuenta que el artículo 61 fracción IV establece que el sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de la causas de  improcedencia y que el numeral 59 es ejemplificativo respecto a dichas causas, por lo que debe sancionarse el ocultamiento doloso de una causa de improcedencia.



966. 
251
6
129
(Mntro. Aguinaco)

Se sanciona una infracción que no se tipifica, en la primera hipótesis del precepto. Se castiga una omisión, sin que en este precepto, ni en el 119, se señale un término preciso, cuando se trata de la petición de las partes. Se deben expedir con “oportunidad”. ¿Cuánto tiempo es eso, para tipificar una infracción?  Quizás en el artículo 119 se debió señalar un término para que las partes pidan las copias o documentos, una vez conocido el informe, y un término para que la autoridad las expida. Habría que tomar esto en cuenta al señalar el plazo para fijar día de la audiencia.



967. 
251
173
2269
(Mntro. Ortíz)

Debe precisarse que la consignación la realizará el órgano jurisdiccional de amparo precisamente ante el Ministerio Público.



968. 
252
6
129
(Mntro. Aguinaco)

143 y 252

Se debió prever el caso en que se haya resuelto sobre suspensión en otro amparo, y sea lícito promoverla en uno nuevo. Cuando se sobresee el primer amparo, ello no actualiza la causa de improcedencia que prohibe promover otro. Y en este caso, si se puede promover otro amparo, también se podrá solicitar una suspensión. Habría que decir que la suspensión no procede y que sí procede la sanción, cuando la segunda suspensión se haya pedido indebidamente.



969. 
253
6
130
(Mntro. Aguinaco)

La sanción se aplica a una tipificación no definida.



970. 
254
53
709
(Mntro. Azuela)

La multa que se prevé en el artículo 191 del proyecto no está determinada, por lo que se comparte la propuesta de adicionar ese precepto en el numeral 254 del propio proyecto, para quedar en los siguientes términos: “Artículo 254. La multa a que se refiere los artículos 191, 192 y 193, será de cien a mil días.” 



971. 
254
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se hace una observación en el sentido de que el artículo 254 debe referirse a la multa que establecen los artículos 191 y 192 pues el artículo 193 no se refiere a ninguna multa. Opinión: Es correcta la observación, y debe hacerse la corrección correspondiente.



972. 
254
6
130
(Mntro. Aguinaco)

Sanciona el incumplimiento de obligaciones sin que se encuentre señalado el término para cumplirlas.



973. 
254
112
1456
(Mntro. Díaz)

Que se suprima la referencia al artículo 193 y se incluya el 191, que sí trata de la imposición de multas.

OPINIÓN: Debe atenderse a la propuesta, en virtud de existir la imprecisión que en ella se destaca.



974. 
255
160
2059
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar el texto del artículo 255, para quedar como sigue:

“Artículo 255.- En el caso de los artículos 236, fracción I, y 237, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



975. 
255
198
2961
(Mntra. Sánchez)

Se hace la observación de que la multa a que se refiere el artículo 255 debe remitir a los artículos 236, fracción I y 237, fracción I y no así al 235, fracción I, pues dicho precepto no contiene fracción y se refiere a un tópico distinto.



976. 
255
4
63
(Mntro. Aguinaco)

Tratándose de multas, la disposición alude al artículo 235 fracción I, y dicho precepto no tiene fracciones; tal vez se refiera al artículo 237 que sí la tiene.



977. 
255
6
130
(Mntro. Aguinaco)

Se habla del diverso artículo 235, fracción I, pero el artículo 235 no tiene fracciones. Quizás se debió decir artículo 236, fracción I y 237, fracción I. 



978. 
255
13
278
(Mntro. Aguinaco)

Se advierte error mecanográfico en el artículo 255 del Proyecto de Ley de Amparo, porque remite al 235, fracción I y resulta que el 235 no contiene multa y tampoco tiene fracciones. 

TEXTO PROPUESTO: “Artículo 255. En el caso de los artículos 236, fracción I y 237 fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.” 



979. 
255
118
1527
(Mntro. Díaz)

 “Artículo 255. En el caso de los artículos 236, fracción i y 237, fracción i, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.”

OPINIÓN:  Es adecuada la propuesta porque el artículo 255 del proyecto se encuentra redactado en los términos siguientes: “Artículo 255.  En el caso de los artículos 235, fracción I y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.”; sin embargo, el artículo 235 a que se refiere dicho dispositivo no contiene fracción I y, además no se refiere a ninguna medida disciplinaria, como sí lo hace el diverso numeral 236 al establecer en su fracción I, la multa como medida disciplinaria.



980. 
255
173
2270
(Mntro. Ortíz)

Es ilógico que por el hecho de dar cumplimiento a un mandato legal contenido en el precepto 235, la propia ley imponga una sanción; existe una remisión equivocada que habrá de corregirse ya que el artículo 235 no contiene fracciones.



981. 
256
139
1834
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE QUE EN LA FRACCIÓN I SE SANCIONE TAMBIÉN A LA AUTORIDAD QUE NO RINDA SU INFORME DENTRO DEL PLAZO DE DIEZ DÍAS; Y “SE PROPONE QUE PARA SER CONSECUENTE, CON LO QUE SE PROPONE EN FUNCIÓN DEL ARTÍCULO 176 DEL PROPIO PROYECTO SE TENDRÁ QUE AGREGAR LO RELATIVO AL CARÁCTER CON QUE SE OSTENTA EL QUEJOSO.”



982. 
256
6
30
(Mntro. Aguinaco)

Debiera distinguirse entre el amparo indirecto y el directo.



983. 
257
111
1443
(Mntro. Díaz)

Las penas privativas de libertad que como sanción se prevén en los artículos 257 y 258 deben incluirse en el catálogo de delitos establecidos en el código penal federal y no en la ley de amparo.

OPINIÓN: De acuerdo en que la Ley de Amparo no establezca la tipificación de delitos, sino que se remita al Código Penal relativo.



984. 
257
173
2271
(Mntro. Ortíz)

257 y 258

Se prevén penalidades distintas en el Código Penal Federal y en el proyecto, lo cual es inaceptable, en el proyecto la pena es mayor que la que marca el propio código por el delito de falsedad de declaraciones.



985. 
258
6
131
(Mntro. Aguinaco)

¿Debe entenderse que “revocar” es lo mismo que dejar sin efectos en cualquier forma?



986. 
258
111
1443
(Mntro. Díaz)

Las penas privativas de libertad que como sanción se prevén en los artículos 257 y 258 deben incluirse en el catálogo de delitos establecidos en el código penal federal y no en la ley de amparo.

OPINIÓN: De acuerdo en que la Ley de Amparo no establezca la tipificación de delitos, sino que se remita al Código Penal relativo.



987. 
258
173
2271
(Mntro. Ortíz)

Se prevén penalidades distintas en el Código Penal Federal y en el proyecto, lo cual es inaceptable, en el proyecto la pena es mayor que la que marca el propio código por el delito de falsedad de declaraciones.



988. 
259
140
1837
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE PREVÉ EL TIPO DE DESOBEDIENCIA A LA SUSPENSIÓN Y PARA LA PUNIBILIDAD REMITE AL 215 DEL CÓDIGO PENAL, EL CUAL NO PREVÉ ESE TIPO, PROPONE ESTA REDACCIÓN:

“LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE NO OBEDEZCA UN AUTO DE SUSPENSIÓN DEBIDAMENTE NOTIFICADO, SERÁ SANCIONADA CON UNA PENA DE UNO A OCHO AÑOS DE PRISIÓN, DE CINCUENTA HASTA TRESCIENTOS DÍAS MULTA Y DESTITUCIÓN E INHABILITACIÓN DE UNO A OCHO AÑOS PARA DESEMPEÑAR OTRO EMPLEO, CARGO O COMISIÓN PÚBLICOS: INDEPENDIENTEMENTE DE CUALQUIER OTRO DELITO EN QUE INCURRA” O BIEN;

“LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE NO OBEDEZCA UN AUTO DE SUSPENSIÓN DEBIDAMENTE NOTIFICADO, SERÁ SANCIONADA EN LOS TÉRMINOS QUE SEÑALA EL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 215 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL PARA EL DELITO DE ABUSO DE AUTORIDAD, POR CUANTO A LA DESOBEDIENCIA COMETIDA; INDEPENDIENTEMENTE DE CUALQUIER OTRO DELITO EN QUE INCURRA.”



989. 
260
156
1997
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar el texto del artículo 260, para quedar como sigue:

Artículo 260.- La autoridad responsable que en los casos de suspensión fije fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, se le aplicarán las penas más (graves o leves) previstas por el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de  la justicia.

Opinión: Se considera acertada la propuesta, en cuanto pone de manifiesto la necesidad de dar mayor claridad a la pena a imponer.



990. 
260
6
131
(Mntro. Aguinaco)

Debería exigir mala fe o negligencia inexcusable. De otro modo, es excesivo.



991. 
263
61
837
(Mntro. Azuela)

Es innecesario que en la Ley de Amparo se establezcan responsabilidades “en los términos en que se definen y castigan por el Código Penal Federal y por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, dichos cuerpos legales están vigentes, son aplicables por sí mismos y no requieren de ningún otro precepto legal ni de que a ellos se refiera la Ley de Amparo para que tengan validez.

Que el servidor público sea sometido primeramente al procedimiento administrativo de responsabilidad que prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el que se determine la gravedad de la falta y las sanciones correspondientes, y en caso de que el Consejo de la Judicatura Federal considere que tal falta además es constitutiva de algún delito de los ya previstos en el Código Penal Federal, haga la consignación de los hechos o de la notitia crimis al Ministerio Público para los efectos de su representación y que de inicio a la averiguación previa.

Se considera atendible la propuesta por estimar innecesario que se hagan reiteradas remisiones al Código Penal Federal ya que si este cuerpo jurídico establece cuales son los delitos que se pueden cometer en la administración de justicia o en abuso de autoridad, carece de sentido que en la Ley de Amparo se hagan reiteradas remisiones a esas disposiciones.



992. 
263
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



993. 
264
233
3380
(Mntro. Silva)

Desaparición de sanciones por otorgar o negar la suspensión del acto reclamado



994. 
264
6
131
(Mntro. Aguinaco)

Se debería exigir que se incurriese en la omisión a sabiendas.



995. 
264
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



996. 
265
143
18801
(Mntro. Gudiño)

Propone suprimir el artículo 265 del proyecto, porque no sólo pone en riesgo la tranquilidad, seguridad jurídica, certidumbre e independencia del juez de distrito, sino también la pronta, completa e imparcial impartición de justicia.

Opinión: Se considera acertada la propuesta.



997. 
265
233
3380
(Mntro. Silva)

Desaparición de sanciones por otorgar o negar la suspensión del acto reclamado



998. 
265
6
131
(Mntro. Aguinaco)

Debiera hablarse de negligencia inexcusable.



999. 
265
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



1000. 
266
6
131
(Mntro. Aguinaco)

Fracción I

Sanciona penalmente cualquier error judicial. ¿Qué Juez no se habrá equivocado nunca en la aplicación de la ley?. Este precepto implica sumisión al Ministerio Público.

Fracción II

Se debe decir “negligencia inexcusable”, y también debería depender la sanción de la gravedad de la falta. Puede ser pequeña y de consecuencias intrascendentes.

Fracción III

Debiera exigir dolo, o negligencia inexcusable, y en este último caso, podría ser demasiado riguroso el castigo, en determinadas circunstancias.

Fracción IV

Debiera exigir dolo, o negligencia inexcusable, y en este último caso, podría ser demasiado riguroso el castigo, en determinadas circunstancias



1001. 
266
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



1002. 
267
197
2958
(Mntra. Sánchez)

CONVENIENTE SEÑALAMIENTO RESPECTO A QUE LA FALTA DE CUMPLIMIENTO A LAS SENTENCIAS DE AMPARO DARÁ LUGAR AL DELITO DE ABUSO DE AUTORIDAD REGULADO POR EL CÓDIGO PENAL FEDERAL.



1003. 
267
6
132
(Mntro. Aguinaco)

Habría, en todo caso, que exigir dolo, negligencia inexcusalbe y consecuencias graves.



1004. 
267
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



1005. 
268
197
2958
(Mntra. Sánchez)

SE REGULA ESPECIFICAMENTE LA DESTITUCIÓN DEL CARGO Y EL NO PODER EJERCER OTRO CARGO PÚBLICO A LAS AUTORIDADES QUE INCUMPLAN LAS SENTENCIAS DE AMPARO.



1006. 
268
23
439
(Mntro. Aguinaco)

Artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268

El contenido de los preceptos debe modificarse a efecto de establecer sólo sanciones administrativas que pueden ir de la amonestación a la destitución, en caso de incurrirse en las irregularidades precisadas, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trata de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, pues la responsabilidad administrativa es la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio que debe prestar el Estado; siendo que el proyecto, al establecer delitos en el desempeño del servicio, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre de error, o que las cargas de trabajo implican retraso en el trámite de los asuntos, siendo que éstos pueden enmendarse a través de los medios de defensa, ya sea incidentales o con recursos como  los de revisión, queja y reclamación, resaltando que los criterios pueden diferir, máxime que la calificación de los supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos sin respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, por lo que debe reservarse a ésta el establecer conductas delictuosas en la actuación de los juzgadores, las que incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación, en el delito de abuso de autoridad, y en los cometidos contra la administración de la justicia, a los cuales remite la Ley de Amparo.



1007. 
269
169
2223
(Mntro. Ortíz)

Adición dentro del titulo y capítulo de un precepto en el que se sancione penalmente la falsedad de declaraciones cuando se comete dentro del juicio de amparo.



1008. 

18
341
(Mntro. Aguinaco)

TITULO PRIMERO

CAPITULO II

En cuanto a capacidad y personería, deben prever la suspensión o interrupción del juicio de amparo en casos de fallecimiento del quejoso o tercero perjudicado, ya que el artículo 9° no precisa cuándo procede la interrupción y cuando la suspensión.



1009. 

18
342
(Mntro. Aguinaco)

TITULO PRIMERO

CAPITULO III

Los plazos que propone para la presentación de la demanda de amparo son muy largos y van en contra de la pronta y expedita administración de justicia.



1010. 

18
342
(Mntro. Aguinaco)

TITULO PRIMERO

CAPITULO VII

Deberían existir más causales de improcedencia, pues de continuar la tramitación de juicios que deben sobreseerse, solapa la malicia de los litigantes y provoca el exceso de amparos con el consiguiente retardo en la administración de justicia.



1011. 

18
343
(Mntro. Aguinaco)

TITULO PRIMERO

CAPITULO IX

Debe fijarse un término perentorio para la promoción del incidente de nulidad de notificaciones.



1012. 

18
343
(Mntro. Aguinaco)

TITULO PRIMERO

CAPITULO XI

Debe precisarse los actos contra los que proceden los recursos de revisión, queja, revisión adhesiva y reclamación, toda vez que no se explica por qué en algunos capítulos se hace referencia a un recurso y en otros a otro.



1013. 

18
344
(Mntro. Aguinaco)

TITULO SEGUNDO

CAPITULO I

Debe legislarse sobre la admisión de otras pruebas diversas a las tradicionales, tales como fotografías, cintas fonográficas, etc. Además debe exigirse al quejoso que con la demanda de garantías acompañe copia del acto reclamado cuando exista. Asimismo en las materias civil, laboral, agraria y penal, debe condicionarse a una sentencia interlocutoria o definitiva, para evitar la tramitación de innumerables juicios de amparo, lo que sólo retarda la administración de justicia, por lo que en la etapa inicial, de pruebas y alegatos no debe proceder el amparo sino hasta la sentencia; en la etapa de ejecución de sentencia, el juicio de amparo debe proceder hasta la ejecución, para acabar con el abuso del juicio de amparo, también debe proceder contra sentencias interlocutorias que se dicten en ambos períodos, incluyendo la orden de aprehensión y el auto de formal prisión. Se propone que haya un capítulo especial sobre la presentación de las demandas, se propone que la Oficialía de Partes permanezca abierta al público hasta las veinticuatro horas, quien remitirá las actuaciones a la autoridad correspondiente a primera hora hábil del día siguiente.



1014. 

98
1326
(Mntro. Díaz)

Se propone que el CAPÍTULO IV, TÍTULO TERCERO, se denomine: “CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE SENTENCIAS.”

OPINIÓN: Es innecesaria la adecuación, porque del contenido de los preceptos legales relativos se advierte con claridad el ámbito de regulación de que se trata.



1015. 

98
1326
(Mntro. Díaz)

Que el CAPÍTULO IV TÍTULO TERCERO se denomine “CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO.”

OPINIÓN: Es innecesaria la adecuación, porque del contenido de los preceptos legales relativos se advierte con claridad el ámbito de regulación de que se trata.



1016. 

17
337
(Mntro. Aguinaco)

TITULO CUARTO

CAPITULO III

Se propone que cuando exista contradicción de tesis, cualquiera de las partes pueda pedir la suspensión del asunto hasta en tanto se resuelva ésta, por lo que el texto de dicha adición deberá ser: “En el juicio de amparo directo, cuando alguna de las cuestiones debatidas sea materia de una contradicción de tesis ya denunciada ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cualquiera de las partes en el juicio podrá solicitar la suspensión de la vista del asunto hasta en tanto se resuelva”.



1017. 

17
338
(Mntro. Aguinaco)

TITULO QUINTO

CAPITULO III

Se propone que se disminuyan las sanciones de este capítulo, para evitar que las partes acudan con recelo al juicio de amparo y que los Jueces actúen con temor, además de que existe un órgano encargado de corregir las deficiencias en el desempeño del cargo e imponer sanciones administrativas.



1018. 

111
1443
(Mntro. Díaz)

TITULO QUINTO, CAPITULOS I Y II

Deben separarse, por grupos, las sanciones que correspondan a las partes, a las autoridades y a los funcionarios que conocen del juicio de amparo, pues aun cuando se intenta seguir un orden en relación con la numeración progresiva de los artículos, llegó un momento en que ese orden se ve alterado y sustituido con otro que tiene que ver, ya no con el número progresivo, sino con los destinatarios de la multa.

OPINIÓN:  De acuerdo en que se separen por grupos los tipos de sanciones, pues esto facilitaría su aplicación.

Las sanciones previstas en los artículos 263 al 268 para los juzgadores de amparo, deben ser modificadas a fin de que la redacción sea más explícita en cuando a los adjetivos utilizados pues tal como están redactados imponen una carga nociva para el buen desempeño de la actividad jurisdiccional. Ejemplo: el artículo 265 establece la sanción que corresponde a delitos contra la administración de justicia al juez que no conceda la suspensión por negligencia o por motivos inmorales y el diverso 266, fracción IV, señala la misma sanción cuando por virtud de ella se produzca un daño o se conceda una ventaja indebida.

OPINIÓN: De acuerdo en que se use otro tipo de calificativos para las conductas que puedan adoptarse por los juzgadores.



1019. 

183
2564
(Mntro. Ortíz)

TITULO CUARTO, CAPITULO II

Legitimar a los Tribunales Superiores de los Estados para solicitar a los Colegiados que interrumpan o sustituyan la jurisprudencia establecida por ellos; que se legitime a dichos organismos para denunciar contradicciones de tesis sustentadas por los Colegiados; que la obligatoriedad de su jurisprudencia opere en la circunscripción territorial  en que ejercen su competencia, cuando las ejecutorias que la integran hayan versado sobre controversias suscitadas  sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes del Estado  bajo su jurisdicción; que se conserve el requisito consistente en que la jurisprudencia  se establece cuando se sustente un mismo criterio en cinco ejecutorias ininterrumpidas.    



1020. 

193
2725
(Mntra. Sánchez)

CAPITULO IV

TITULO CUARTO

Es necesario establecer los efectos  de la declaración general de inconstitucionalidad

Se considera que esto no es necesario plasmarlo de manera genérica en la ley, toda vez que conforme al artículo 234, fracción III, en cada declaratoria deberán establecerse los alcances y las condiciones de la misma, lo que da opción a que sea la propia Corte quien determine, conforme a cada caso y a las características particulares de cada ley, los efectos que considere más oportunos.



1021. 

84
1176
(Mntro. Castro)

CAPITULO V

SECCION II

CONFLICTOS COMPETENCIALES

En esta sección se omitió regular todo lo relativo a la procedencia de la acumulación y de la separación de juicios, lo que resulta conveniente subsanar.



1022. 

164
2131
(Mntro. Gudiño)

Proponen en el Primero Transitorio que la vacatio legis se aproveche en la publicidad real y efectiva del contenido y alcances de la ley, para lograr que tenga eficacia en su aplicación.

Opinión: Se comparte la propuesta.



1023. 

157
2005
(Mntro. Gudiño)

Propone en el Primero Transitorio se reduzca la vacatio legis.

Opinión: No se comparte la propuesta.



1024. 

6
132
(Mntro. Aguinaco)

Segundo Transitorio

¿Incluye segundo transitorio a las sanciones?



1025. 

6
132
(Mntro. Aguinaco)

Tercero Transitorio

¿Por qué se excluyó a la suspensión?.



1026. 

6
132
(Mntro. Aguinaco)

Cuarto transitorio

Se sigue tratando a la jurisprudencia como si fuese una Ley del Congreso.



1027. 

157
2005
(Mntro. Gudiño)

Cuarto Transitorio establece una derogación tácita de la jurisprudencia obligatoria a la entrada en vigor de la nueva ley, interpretación que proponen se haga de manera uniforme y bajo los mismos criterios en la práctica por jueces de distrito y magistrados de circuito; además, el proyecto no señala si la jurisprudencia puede alcanzar la equivalencia a la nueva jurisprudencia que por reiteración de criterios se sustente, para que se formule la declaratoria general correspondiente.

Opinión: Se estima que sí es necesario precisar si, para efectos de la declaratoria general de inconstitucionalidad, es necesario que todos los criterios se sustenten con la vigencia de la nueva ley.



1028. 

6
133
(Mntro. Aguinaco)

Quinto Transitorio

Hace suponer que los Ministros eran descuidados en sus criterios antes de la vigencia de las reformas.



1029. 

93
1260
(Mntro. Castro)

Quinto Transitorio

Considero que para que no queden precedentes importantes en el olvido, se permita que, cuando menos dos de éstos, se integren con otro emitido dentro de la vigencia de la nueva regulación, para formar jurisprudencia.



1030. 

6
133
(Mntro. Aguinaco)

Sexto Transitorio

Parece autorizar que se legisle la jurisprudencia, sin necesidad de resolver un juicio contradictorio.



1031. 

93
1261
(Mntro. Castro)

Sexto Transitorio

Consideramos que por su contenido, el artículo Sexto transitorio no se refiere al artículo 230, sino al 231, del Proyecto.



1032. 

6
133
(Mntro. Aguinaco)

Séptimo Transitorio

Está en contradicción con el segundo.



1033. 

6
133
(Mntro. Aguinaco)

Octavo Transitorio

Era mejor el sistema anterior, que el de las Oficialías abiertas hasta las 24:00, y menos costoso.



1034. 

36
664
(Mntro. Aguirre)

Octavo Transitorio

Que las Oficialías de Partes Común de todos los Juzgados y Tribunales del Poder Judicial Federal, permanezcan abiertas con una guardia hasta las veinticuatro horas.



1035. 

6
133
(Mntro. Aguinaco)

Noveno Transitorio

No se ve claro el papel del Consejo, en la función propiamente judicial.



1036. 

55
749
(Mntro. Azuela)
Adición:

TITULO SEGUNDO

CAPITULO PRIMERO

SECCION SEGUNDA

Se coincide con la propuesta de que subsista la disposición contenida en el artículo 156 de la Ley de Amparo vigente, relativa al procedimiento sumario para el caso de los actos violatorios de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 constitucionales, agregándose para tal efecto un artículo en la parte final de la sección segunda del capítulo primero, titulo segundo, del proyecto, cuyo contenido sería el siguiente: “En los casos en que se reclame la privación de la libertad y proceda el amparo indirecto, la substanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposiciones procedentes, excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá a tres días y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda.”



1037. 

77
1083
(Mntro. Castro)

Se propone agregar un artículo ____ entre los artículos 170 y 171 que establezca:

Artículo...  en materia agraria, se considerarán violadas las leyes del procedimiento, con trascendencia a las defensas del núcleo de población, del ejidatario o comunero o aspirante a ejidatario, en su caso, respecto de derechos sobre las tierras que detenten o soliciten, cuando:

I.  Se trate de un procedimiento de dotación de tierras, tramitado en términos de la Ley Federal de Reforma Agraria y el tribunal responsable omita ordenar la realización de las diligencias necesarias para determinar los derechos agrarios de los núcleos de población o recabar la documentación necesaria a tal efecto.

II.  En el mismo supuesto, no se ordene la substanciación de otros procedimientos previstos en las leyes en materia agraria, a fin de establecer si un predio era o no susceptible de afectación.

III.  Respecto de comuneros o aspirantes a ejidatarios o comuneros, no se recaben pruebas para precisar sus derechos agrarios.

IV.  No se les nombre a dichas entidades o individuos persona que los represente en el procedimiento ante los tribunales agrarios o se acepte la representación por quien tenga intereses contrarios o no cumpla con los requisitos legales para serlo del núcleo de población.

V.  No se les dé vista con las pruebas ofrecidas por su contraria, no se les reciban las que legalmente ofrezcan o no se reciban con arreglo a la ley.

VI.  No se les permita intervenir en las diligencias o no se les notifique su realización.

VII.  Se trate de casos análogos a los anteriores.


1038. 

127
1634
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE ADICIONAR UN ARTÍCULO __ EN EL CUAL SE ESTABLEZCA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO QUE, CONOCIENDO DEL AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO, ADVIERTA UNA VIOLACIÓN PROCESAL COMETIDA DENTRO DE UNA ACCIÓN SECUNDARIA, SE PRONUNCIE RESPECTO DEL FONDO DEL ASUNTO Y, EN SU CASO, CONCEDA EL AMPARO A EFECTO DE REPONER EL PROCEDIMIENTO ÚNICAMENTE POR CUANTO HACE A LA MENCIONADA ACCIÓN SECUNDARIA.

EL PONENTE ESTIMA QUE DEBE SACRIFICARSE LA TÉCNICA DEL JUICIO DE AMPARO Y APLICAR EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL PROCURANDO UNA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PRONTA.



1039. 

133
1706
(MNTRO. GONGORA)

DEBE ADICIONARSE UN PRECEPTO QUE ESTABLEZCA MEDIDAS PARA CASTIGAR EL ABUSO DEL JUICIO DE AMPARO.



1040. 

191
2657
(Mntra. Sánchez)

167 bis

Adicionar este numeral ___ al capítulo de suspensión penal, en donde se indique que no procederá la suspensión contra el auto de formal prisión cuando quien lo solicite se encuentre en libertad por cualquier otro motivo. SE ESTIMA ACERTADA TAL ADICIÓN A FIN DE NO DEJAR DUDA ALGUNA.



1041. 

192
2708
(Mntra. Sánchez)

Adición de un artículo __ al capítulo de suspensión, en los términos siguientes:

167 bis.- Cuando el quejoso solicite la suspensión contra un auto de formal prisión, pero se encuentre en libertad por cualquier motivo, no procederá dicha medida cautelar.

No se comparte la propuesta, en primer lugar, se considera que no se debe hablar de quejoso, pues retomando el concepto que del mismo establece el artículo 4º del proyecto. Implícitamente se le está reconociendo al solicitante un derecho o interés legítimo, ahora, en cuanto a que se debe negar la medida cautelar en los términos que se proponen, se considera que no  se puede negar terminante la suspensión para todos los presupuestos, sino en todo caso, se deben precisar de manera restrictivas los efectos para los cuales, en su caso, se podrá conceder la medida cautelar.



1042. 

226


3297
(Mntro. Silva)

Adición al Proyecto:

Artículo 5° BIS.- La representación legal forzosa es también aplicable para el tercero perjudicado en términos de lo previsto por los artículos 4 y 5. Si el tercero perjudicado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público o asesor jurídico según sea el caso. 

También propone agregar artículos con el siguiente texto.

Artículo A. Para comparecer como representante legal en los juicios de amparo se requiere contar con el certificado correspondiente expedido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, él que deberá refrendar cada cinco años.

Artículo B. Para contar con el certificado de representante legal ante el Poder Judicial de la Federación se requiere: 

I. Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos; 

II. Ser licenciado en derecho con cédula profesional expedida por la Secretaría de Educación Pública;

III. Tener cuando menos dos años de práctica profesional;

IV. Gozar de buena fama y solvencia moral;

V. No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad mayor de un año; 

VI. Aprobar los exámenes de aptitud que señale la Suprema Corte de Justicia;

VII. Los demás requisitos que la Suprema Corte de Justicia estime pertinentes, siempre que consten en Acuerdos Generales emitidos con seis meses de anticipación a la fecha de la práctica de los exámenes. 

Artículo C. El certificado de representante legal será refrendado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación cada cinco años, previo análisis del desempeño del abogado litigante. 

En ese contexto, propone adaptar los artículos 6, 12 y 17. 


1043. 

233
3381
(Mntro. Silva)

Adicionar un Capítulo Tercero

Propone mayor número de tipos penales para quien haga mal uso del juicio de amparo



1044. 

137
1792
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE QUE EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY VIGENTE SE CONSERVE Y NO SE FIJEN TÉRMINOS FATALES A LA OPORTUNIDAD DE ACREDITAR EL CARÁCTER DE REPRESENTANTE O DEFENSOR.



1045. 

137
1791
(MNTRO. GONGORA)

PROPONE REFORMA AL ARTÍCULO 5 DE LA LEY VIGENTE, PARA QUEDAR: “ARTÍCULO 5.- SON PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO.”… “III.- EL TERCERO O TERCERO PERJUDICADOS, PUDIENDO INTERVENIR CON ESE CARÁCTER:”… “B).- EL OFENDIDO O VÍCTIMA DEL DELITO, EN CONTRA DE ACTOS PROVENIENTES JUDICIALES (SIC) DE ORDEN PENAL, TANTO POR LO QUE RESPECTA A LA REPARACIÓN DEL DAÑO O A EXIGIR LA RESPONSABILIDAD CIVIL PROVENIENTE DE LA COMISIÓN DE UN DELITO, ASÍ COMO POR LO QUE CONCIERNE A LA COMPROBACIÓN DEL CUERPO DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS INCULPADOS. ASIMISMO PODRÁN PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LOS ACTOS SURGIDOS DENTRO DEL PROCEDIMIENTO PENAL, RELACIONADOS CON EL ASEGURAMIENTO DEL OBJETO DEL DELITO Y DE LOS BIENES QUE ESTÉN AFECTOS A LA REPARACIÓN O A LA RESPONSABILIDAD CIVIL.”



1046. 

9
181
(Mntro. Aguinaco)

155, cuarto párrafo, Ley Amparo vigente

Se propone para quedar así:  “El Ministerio Público que actúe en la averiguación previa y en el proceso penal respectivamente, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales y determinaciones de no ejercicio de la acción penal dictadas por el ministerio público del fuero común, y en la misma materia penal cuando las partes promuevan el recurso de revisión contra la sentencia de amparo indirecto, también se le faculta para adherirse al medio técnico de impugnación interpuesto, conforme a la tramitación del último párrafo de la fracción V del artículo 83 de esta ley, para tales efectos deberá notificársele la presentación de la demanda o del recurso.”



1047. 

94
1282
(Mntro. Castro)

derogar la fracción XVI del artículo 160 de la Ley de Amparo vigente.



1048. 

2
3
(Mntro. Aguinaco)

Modificación al capítulo que regula el amparo en materia agraria en la Ley de Amparo vigente, específicamente en lo que se refiere a los artículos 233 y 234.

Se estima que los aspectos políticos y la monopolización por medio de la industria agrícola  es fundamental para establecer en la conciencia de los legisladores y juristas la necesidad de un cambio, como lo puede ser la suspensión a petición de parte en el amparo agrario, atendiendo al interés social y a que no se contravengan disposiciones de orden público, toda vez que en esa materia no siempre debe otorgarse la suspensión de manera oficiosa pues ha dado lugar a una serie de inconformidades e irregularidades por parte de los representantes de los núcleos de población.    Asimismo,  el aspecto político de la iniciativa debe considerar la participación de los gobiernos de los Estados, de las autoridades municipales, de la sociedad en general y del Estado Federal, a fin de que mediante un esfuerzo decidido y de unidad, lograr una acción para una reforma integral que merece y necesita el campo mexicano.

TEXTO PROPUESTO:  Art. 233.-  Suspensión de oficio.    Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el juez admita la demanda, siempre y cuando se lleve a cabo un estudio minucioso de la situación económica y jurídica del núcleo de población quejoso; de lo contrario se deberá solicitar a petición la suspensión del acto que se reclama, una vez hecho lo anterior el juzgador deberá comunicar sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener pos consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substanciación del régimen jurídico ejidal. 

TEXTO PROPUESTO:  Art. 234.-  Garantía.   La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos; siempre y cuando se reúna lo establecido en el artículo 233 que antecede, de no ser así el núcleo de población o quejoso deberá garantizar conforme a lo establecido en el artículo 125 del presente ordenamiento.       

     

1049. 

6
134
(Mntro. Aguinaco)

14, cuarto párrafo Constitucional

Sería de gran utilidad instaurar audiencias públicas en las que se escucharan breves alegatos de ambas partes en los casos de excepcional importancia, al estilo estadounidense, con derecho a los Señores Ministros a formular preguntas.

(Mntro. Aguinaco)

14,octavo párrafo, Constitucional

Se habla de "normas generales" en vez de hablar de leyes, tratados internacionales y reglamentos federales y locales, lo que parece incorrecto, porque aquí no se dijo, como en la Ley de Amparo, que "Para los efectos de esta Constitución se entenderá por normas generales…".

Y la idea de "sustitución" de jurisprudencia es ilógica, pues viola la división de poderes al dar facultades legislativas a la Corte, al establecer "jurisprudencia" fuera de una sentencia dictada en un juicio contradictorio.



1050. 

6
134
(Mntro. Aguinaco)

94, primer párrafo Constitucional

Se debería hablar de Tribunales Colegiados de Circuito, de Amparo y de Apelación.



1051. 

8
147
(Mntro. Aguinaco)

94 Constitucional

Se propone que las audiencias del Pleno y de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sean públicas.



1052. 

6
135
(Mntro. Aguinaco)

100 Constitucional

Sale sobrando la expresión "cambio de adscripción", que en realidad no modifica la situación anterior. La Constitución debiera ser estable.



1053. 

6
135
(Mntro. Aguinaco)

103 Constitucional

Es indefinida la expresión de normas generales y se vuelve a equiparar los tratados a la Constitución, cuando en realidad se equiparan a las leyes federales en el artículo 133.



1054. 

216
3167
(Mntro. Silva)

La propuesta de mérito no propone modificación específica alguna, sino que realiza las críticas siguientes:

·  En el proyecto se omite señalar el contenido de las reformas constitucionales necesarias para la aprobación de la reforma propuesta.

· Inexplicablemente se limita la facultad de control difuso de la constitución a los jueces federales, excluyendo a los jueces locales.

· La propuesta de reforma al artículo 103 Constitucional implica la desaparición de los organismos protectores de los derechos humanos, y por ende, la derogación del artículo 102 Constitucional, apartado B.

· El control difuso de la Constitución rompe con el equilibrio de poderes al permitir  la intervención del Poder Judicial de la Federación en un ámbito mucho más amplio.

· No se explica el porqué de la desaparición del Consejo de la Judicatura Federal.

· .Sorprende que se proponga la privacidad de las sesiones del Pleno y Salas.

· Debe incorporarse el concepto de “apariencia del mal derecho”, en el artículo 127 del proyecto de la Ley de Amparo.

· No se otorga garantía de audiencia a la autoridad responsable previamente a su separación.

· El Ministerio Público siempre debe estar presente en el juicio de Amparo.

Manifiesta oposición a la judicialización  del juicio político y la declaración de improcedencia. 



1055. 

8
152
(Mntro. Aguinaco)

103 Constitucional

Se propone para quedar así:  “Artículo 103. Los tribunales de la federación resolverán de toda controversia que se suscite por:   I. Normas generales o actos de autoridad que vielen los derechos humanos y garantías que consagra esta Constitución o que son reconocidos o protegidos por los tratados o convenciones internacionales;  II. La aplicación de las leyes federales, los tratados y las convenciones internacionales;   III. El ejercicio de las acciones que entablen los titulares que se mencionan en el artículo 105.”



1056. 

8
157
(Mntro. Aguinaco)

107, fracción II Constitucional

Se propone para quedar así:  “Artículo 107. Los tribunales, al conocer de las controversias a que hace mención la fracción I del artículo 103, se sujetarán a los principios, procedimientos y formas que determine laley, de acuerdo con las bases siguientes:  II. La ley determinará cuáles deban ser los efectos de las sentencias; también establecerá los principios según los cuales los tribunales emitan sus declaraciones de inconstitucionalidad y el alcance de ellas.  Los tribunales, de acuerdo con lo que disponga la ley, al conocer de los juicios de amparo, deberán suplir la deficiencia de la queja; en caso de duda, deben admitir las demandas de amparo o, en su caso, conceder el amparo y la protección solicitados.”



1057. 

10
219
(Mntro. Aguinaco)

107, fracción II Constitucional

Se propone eliminar la fracción II del artículo 107 del proyecto de reformas a la Constitución, toda vez que contraviene la “Fórmula Otero” y se previene la declaratoria general de inconstitucionalidad o la de interpretación conforme a la Constitución.



1058. 

56
777
(Mntro. Azuela)

107, fracción II Constitucional

La propuesta en cuestión consiste en modificar la fracción II del artículo 107 constitucional para establecer que el juicio de amparo sólo será improcedente en los casos previstos en el artículo 73 de la Ley de Amparo en vigor que se estiman válidos (no se precisan cuales) y que no se decretará el sobreseimiento del amparo ni la caducidad de la instancia por inactividad procesal. Se estima que esta propuesta es imprecisa en cuanto a su primer aspecto y, por lo demás, no se comparte el que deba de derogarse el sobreseimiento del amparo y la caducidad de la instancia, puesto que son instituciones procesales que tienden a sancionar el abandono de los juicios de amparo por las partes interesadas. Además, resulta incongruente la propuesta de que se deroguen los artículos 73 y 74 de la actual Ley de Amparo, cuando de inicio se sugiere que se modifique el artículo 107 fracción II, de la Carta Magna, para precisar las causas de improcedencia que “se estimen válidas”, máxime que se propone que se deroguen los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo en vigor; sin embargo, no es dicho ordenamiento el que es materia de análisis, sino un nuevo proyecto de la Ley Reglamentaria de los numerales 103 y 107 constitucionales.



1059. 

67
937
(Mntro. Azuela)

107, fracciones II, III y IV Constitucional.

Se estiman inatendibles las propuestas, porque en el caso de la fracción III, en que se propone incluir que la suplencia de la queja también procede en el amparo adhesivo, resulta reiterativo, puesto que al permitirse dicha suplencia en el juicio de amparo, el jurídicamente lógico que ello también es permitido en su adhesión. Luego se estima que las modificaciones propuestas para adicionar un inciso d) a la fracción III que establezca que cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, al amparo procederá en los casos siguientes: “…d) en el caso del inciso a) por la adhesión del tercero interesado al juicio promovido por el quejoso.”; así como un penúltimo párrafo a la fracción V del citado numeral, par efecto de establecer que: “En todos los casos anteriores, procederá la adhesión del interesado”; deba dejarse para establecerlo en la ley reglamentaria.



1060. 

158
2017
(Mntro. Gudiño)

Propone retornar a los Estados la capacidad de revisar la constitucionalidad de las leyes emitidas por los Congresos locales.

Propone que se establezca la posibilidad de que los Tribunales Superiores de Justicia se reconviertan en Tribunales de Constitucionalidad.

Para la institución de los Tribunales Superiores de Justicia como órganos de constitucionalidad y de amparo directo en contra de actos de autoridades locales que violen la garantía de legalidad en el cumplimiento y aplicación de las leyes locales, se proponen las siguientes reformas:

1.- Adicionar un párrafo final al artículo 103 constitucional, con el siguiente contenido:

Los Tribunales de los Estados resolverán las controversias que se susciten por actos de las autoridades locales que violen la garantía de legalidad en el cumplimiento y aplicación de las Leyes de las propias Entidades Federativas. 

2.- Adicionar la fracción XVIII al artículo 107 constitucional, en los siguientes términos:

La competencia que este artículo atribuye a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los Jueces de Distrito para conocer del amparo por violación a la garantía de legalidad por autoridades federales en la aplicación y cumplimiento de leyes de este fuero, será la misma que tengan los Tribunales Estatales para conocer en amparo directo de la violación de dicha garantía por las autoridades locales en la aplicación y cumplimiento de sus propias leyes.

Se exceptúa lo dispuesto en el inciso c) de la fracción III del artículo 107.

3.- No es necesaria la reforma al artículo 116 constitucional, porque el primer párrafo de su fracción III permite que, mediante la reforma correspondiente a las Constituciones de cada Estado, se establezcan los Tribunales de Amparo locales.

Opinión: No se comparte la propuesta.



1061. 

6
136
(Mntro. Aguinaco)

107 Constitucional

Fracción I: Sólo crea confusiones que pueden servir para que el amparo sea menos eficaz en la protección de las garantías constitucionales.

Fracción II: Se vuelve a las "normas generales". Y se mantiene parcialmente la Fórmula Otero, sometiendo la declaración erga omnes ya no a la jurisprudencia, sino a procedimientos cuasi-legislativos. Y se suprime la protección agraria, pero el liberalismo ha mandado al cuerno la reforma agraria. Aquí se completa el proceso.

Fracción III: Decir en el inciso a) "…tribunales judiciales, administrativos o del trabajo", sólo repite el primer párrafo de la fracción. El resto del precepto introduce confusión, modifica innecesariamente la Constitución, que debiera ser muy estable, y en nada mejora la administración de Justicia.

Fracción IV: ¿Qué objeto tiene la última parte del primer párrafo, si no ha de preceder la suspensión en el amparo?

Si se ha de agregar el segundo párrafo, sería materia de la Ley de Amparo y no de la Constitución, ¿por qué no incluir la falta de motivación? Está también en el artículo 16 constitucional.

Resulta negativo suprimir en el último párrafo de la fracción la posibilidad de que haya solicitud para la atracción ¿Cuándo y cómo se ha de enterar la Corte de los asuntos trascendentales? Más bien habría que agregar a las partes en el juicio, en un recurso semejante al certiorari estadounidense.

Fracción VI: Pareciera mejor antes del proyecto.

Fracción VII: Se vuelve a las "normas generales".

Fracción VIII, segundo párrafo 

Se vuelve al indefinido concepto de "normas generales". No basta que lo defina la Ley de Amparo, si lo ha de utilizar la Constitución.

¿Se derogaron ya las fracciones II y III del artículo 103 constitucional?

fracción VIII, tercer párrafo: Se suprime, indebidamente por las razones dadas con anterioridad, la petición de parte.

fracción VIII último párrafo: Autoriza la reforma a la disposición constitucional en la Ley de Amparo.

fracción XI: Se vuelve a la "norma general".

fracción X: Debió hablarse de los casos en que la negativa de la suspensión haría nugatoria la concesión del amparo, en cuyo caso podrá hablarse de la apariencia de buen derecho y del interés social. Recomendar a la Corte ponderación en sus fallos, debiera ser innecesario. Y no hay razón para suprimir en el texto la dificultad en la reparación, ni los posibles daños a tercero.

En el segundo párrafo sigue olvidada la materia agraria. Tal vez hubo error en crear ejidos en vez de tierras comunales, pero pareciera injusto, y una negación de los "logros" de la revolución el destruir el ejido y las tierras comunales. Tal vez sólo debió hacer tierras comunales, siguiendo una tradición de siglos. Por otro lado una cosa sería acabar con la corrupción de los líderes y autoridades agrarias, y otra, borrar la reforma agraria.

Fracción XIII: La contradicción de tesis sería más útil si se estableciera como un recurso semejante al certiorari estadounidense.

Fracción XIV: La expresión "normas generales" aparece también.

Fracción XV: Se hace de la Corte juez y parte. Se le convierte en juez penal, en un procedimiento no claramente regulado.

Se vuelve a hablar de la jurisprudencia como acto cuasi legislativo, en el cuarto párrafo.

Y en el último párrafo, lo correcto sería modificar la redacción en los siguientes términos: "…podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo cuando su ejecución afecta gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso. Dicha ejecución sustituta también podrá disponerse a petición del quejoso, y". Esto último independientemente de qué daño al interés general sea o no mayor, según las circunstancias de cada caso.

Sería mejor que la separación del cargo de las autoridades quedase en manos del Congreso, mediante un juicio político. La Corte no podría en realidad cesar a un muy alto funcionario, o por lo menos eso pareciera.

Fracción XVI: Se hace responsable al quejoso de un acto que puede depender de solo la autoridad, si se trata de un simple error juicio de ésta al fijar el monto de la fianza. Por otra parte, lo mismo debería decirse de la contrafianza. Y en todo caso, habría que exigir que hubiese dolo o negligencia inexcusable para sancionar a la autoridad. Y habría que probar colusión, para sancionar a quien pagó la garantía.  Se hace de la Corte juez y parte. Se le convierte en juez penal, en un procedimiento no claramente regulado.

1062. 

98
1331
(Mntro. Díaz)

107, fracción XVI Constitucional

Se sugiere se adicione el último párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, de la manera siguiente: “Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer de oficio o a petición de cualquiera de las partes el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, o bien, exista imposibilidad jurídica y/o material de cumplir la sentencia de amparo; y …”

OPINIÓN: La propuesta debe atenderse, en virtud de que constituye el basamento constitucional de las demás proposiciones del proponente, además de que es precisamente la existencia de alguna de esas causas de imposibilidad la que justifica la intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para disponer, de oficio o a petición de cualquiera de las partes, el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo.



1063. 

8
161
(Mntro. Aguinaco)

112, segundo párrafo Constitucional

Se propone para quedar así:  “Artículo 112. Cuando uno de los servidores públicos enumerados en el artículo 110, incurra en alguna de las violaciones previstas en la fracción XV del artículo 107, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación solicitará a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, proceda, sin más trámites, a acursarlo ante el jurado de sentencia.” 



1064. 

148
1921
(Mntro. Gudiño)

Propone modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los ordenamientos federales en materia administrativa, civil y federal (sic) para que los ahora tribunales unitarios de apelación establezcan también jurisprudencia por reiteración.

Opinión: La propuesta no tiene nada qué ver con el juicio de amparo y, por ende, con la Ley de Amparo.

 

1065. 

11
227
(Mntro. Aguinaco)

Nombre de la Ley de Amparo

Se propone la siguiente denominación: “Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 94, 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”



1066. 

164
2131
(Mntro. Gudiño)

Propone se incluya el Amparo habeas corpus y  el Amparo casación.
Opinión: No se comparte la propuesta.



1067. 

164
2131
(Mntro. Gudiño)

Señala que existe la necesidad de un recuento de las tesis existentes, comparándolas con las de reciente creación, para evitar que existan contradicciones que desemboquen en un caos.

Opinión: No se comparte la propuesta.



1068. 

164
2131
(Mntro. Gudiño)

Propone que los Tribunales Unitarios de Circuito no se conviertan en Tribunales Colegiados de Apelación, sino que sigan siendo unitarios.

Opinión: No se comparte la propuesta.



1069. 

133
1706
(MNTRO. GONGORA)

LA INCLUSIÓN DE UN ARTÍCULO QUE SANCIONE A QUEJOSOS Y AUTORIZADOS QUE PRETENDAN PERMANECER EN EL GOCE Y EJERCICIO DE UN DERECHO ILEGÍTIMO Y ENTORPEZCAN LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA.



1070. 

133
1706
(MNTRO. GONGORA)

QUE SE ESTABLEZCA UNA FIGURA TÍPICAMENTE ANTIJURÍDICA FUNDADA EN LA FALSEDAD DE UN HECHO.



1071. 

57
797
(Mntro. Azuela)

En esta ponencia no se realiza alguna propuesta en concreto, pues únicamente se hacen algunos comentarios sobre los tratados internacionales y el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, consagrado en el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en relación con el 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y se cuestiona que efectos podrán tener las sentencias de amparo cuando se reclame la violación a ese derecho.



1072. 

217
3197


(Mntro. Silva)

TEMA: Improcedencia del amparo contra resoluciones relativas a la suspensión o remoción de servidores públicos de elección popular.

No hay propuesta específica.



1073. 

229
3307
(Mntro. Silva)

TEMA: VARIOS

· Amparo urgente por comparecencia 

· Publicación de edictos en periódicos locales 

· Término para promover amparo contra auto de formal prisión 

· Oficialías de partes laboren hasta las 12 de la noche 

· Término para promover el amparo directo adhesivo 

· Forma de sustituir la jurisprudencia interrumpida

· Queja administrativa y sanciones para jueces y magistrados, cuando resuelven con notoria ineptitud. 



1074. 

230
3311
(Mntro. Silva)

Se propone el que todo acto de autoridad precise el recurso por virtud del cual el gobernado pudiera inconformarse; la ley que lo prevé y el término para interponerlo. Así también que el juzgador de amparo analice de forma preferente y de oficio que se haya interpuesto el recurso correcto.
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